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El Estado boliviano se ha agrandado horizontal y verticalmente 
en los últimos años. Horizontalmente, al impulsar el proceso de 
nacionalización de diversas empresas públicas, que en 2012 
lograron captar 5.600 millones de dólares para el Tesoro General 
de la Nación y que en 2013 recibirán 31% de la inversión pública. 
Verticalmente, al crecer hacia los territorios subnacionales que 
hoy reciben más de 2.000 millones de dólares de inversión. 


Esta investigación busca comprender si esta bonanza económi- 
ca que ha vivido Bolivia, facilitó la irrupción de élites 
económicas en los gobiernos autonómicos. Sin embargo, el 
estudio no trató sólo de partir de la certeza de que más dinero es 
igual a más élites, sino de comprender cómo es que más dinero 
fluyendo en el mundo autonómico posibilita la irrupción de 
nuevas élites económicas; en específico, si los municipios se 
erigen como efectivos generadores de estas nuevas élites. 
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II NE) 
(PIEB) nació en 1994. El PIEB es un programa autónomo 
que busca contribuir con conocimientos relevantes y 
estratégicos a actores de la sociedad civil y del Estado 
para la comprensión del proceso de reconfiguración 
institucional y social de Bolivia y sus regiones; y para 
incidir en políticas públicas orientadas a favorecer el 
desarrollo sostenible y el fortalecimiento de la democra- 
cia. Por otro lado, desarrolla iniciativas para movilizar y 
fortalecer capacidades profesionales e institucionales de 
investigación con el objetivo de aportar a la sostenibilidad 
de la investigación en Bolivia. El Programa cuenta con el 
apoyo de la Embajada del Reino de los Países Bajos. 


Para el PIEB, la producción de conocimiento, científico y 
tecnológico, así como la sostenibilidad de la investigación 
son factores importantes para promover procesos de 
cambio en Bolivia. Desde ese enfoque, el PIEB considera 
que la calidad de las políticas y programas de desarrollo así 
como el debate de los problemas de la realidad nacional y 
sus soluciones pueden tener mayor incidencia si se susten- 
tan en conocimientos concretos del contexto y de la dinámi- 
ca de la sociedad, y en ideas, argumentos y propuestas, 
resultado de investigaciones. 


El trabajo del PIEB se desarrolla a partir de tres líneas de 
acción: 


. Investigación estratégica: Apoya la realización 
de investigaciones a través de convocatorias 
sobre temas estratégicos para el país, sus 
instituciones y sus actores. Estos concursos 
alientan la conformación de equipos de 
investigadores de diferentes disciplinas, con la 
finalidad de cualificar los resultados y su 
impacto en la sociedad y el Estado. 

+ Difusión, uso e incidencia de resultados: Crea 
condiciones para que el conocimiento generado 
por la investigación incida en políticas públicas, 
a través de la organización de seminarios, 
coloquios, talleres; la publicación de boletines y 
libros; y la actualización diaria de un periódico 
especializado en investigación, ciencia y 
tecnología (www.pieb.com.bo). 

+ Formación y fortalecimiento de capacidades: 
Contribuye a la sostenibilidad de la 
investigación en el país a través de la formación 
de una nueva generación de investigadores, la 
articulación de investigadores en redes, 
colectivos y grupos; y el fortalecimiento de 
capacidades locales, con énfasis en el trabajo 
con universidades públicas del país. 


En todas sus líneas de acción el PIEB aplica de manera 
transversal los principios de equidad de género, inclusión, 
derechos de sectores excluidos y lucha contra la pobreza. 
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Presentación 





Con el objetivo de comprender las reconfiguraciones económicas 
y sociales que se están produciendo tanto en sectores indígenas cam- 
pesinos como populares, en su articulación territorial urbano rural, 
con incidencia en la economía y la estructura social local, regional y 
nacional, el Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB) 
promovió y ejecutó la convocatoria “Reconfiguración económica y 
social en la articulación urbano-rural de Bolivia: 1998-2010”, con el 
auspicio de la Embajada del Reino de los Países Bajos. 


Como resultado de la selección de los proyectos presentados a la 
convocatoria, seis equipos de profesionales investigaron durante diez 
meses, entre mayo de 2012 y marzo de 2013, la emergencia de nuevas 
élites, el potenciamiento de determinadas actividades económicas, 
las nuevas formas de organización empresarial, las modalidades de 
acumulación y otros fenómenos de alta incidencia, en los departa- 
mentos de La Paz, Pando, Cochabamba, Santa Cruz y Potosí. 


En esta oportunidad, el PIEB presenta la publicación de los re- 
sultados de cinco investigaciones que se aproximan al tema desde 
diferentes miradas y actores: “Hacer plata sin plata”. El desborde de los 
comerciantes populares en Bolivia, coordinada por Nico Tassi; Municipa- 
lismo de base estrecha. La Guardia, Viacha, Quillacollo: La difícil emergencia 
de nuevas élites, coordinada por Diego Ayo Saucedo; Chulumani flor de 
clavel. Transformaciones urbanas y rurales, 1998-2012, coordinada por 
Alison Spedding Pallet; Migrantes, paisanos y comerciantes. Prácticas 
sociales y económicas en la Zona Franca de Cobija (1998-2011), coordinada 
por Carol Carlo Durán, y Redes económicas y sociales del transporte in- 
terprovincial en Santa Cruz. Estudio exploratorio, coordinada por Dunia 
Sandoval Arenas. 
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Destacamos la relevancia y actualidad de los hallazgos de las 
investigaciones. Cada una contribuye a una mejor comprensión de 
los protagonistas que cotidianamente están en mercados, centros 
comerciales, carreteras, pueblos, ciudades y municipios del país; y 
a Su vez, proporcionan insumos para futuras investigaciones sobre 
un tema muy conocido desde el sentido común, pero poco atendido, 
hasta ahora, por las ciencias sociales y económicas. 


Invitamos entonces a la lectura de las investigaciones que nos 
introducen al tramado de factores que sustentan la formación y desa- 
rrollo de los nuevos grupos económicos y sociales en su articulación 
con la economía nacional y global. 


Godofredo Sandoval 
Director del PIEB 


Prólogo 





Cuando terminé de leer Municipalismo de base estrecha. La Guardia, 
Viacha, Quillacollo: La difícil emergencia de nuevas élites de Diego Ayo, 
Marcia Fernández y Ana Kudelka, lo primero que se me vino a la 
mente fue preguntarme cómo sería un trabajo sobre descentralización 
y autonomías hecho por un sociólogo. Esta vez no caí, por supuesto, 
en mis viejos prejuicios de creer que un sociólogo no podría entregar 
algo sensato sobre este tópico. Esa habría sido mi reacción normal 
hace 20 años, cuando vivía preso de una ignorancia que me hacía 
suponer que, porque cierta sociología boliviana rebosaba de lugares 
comunes O de insuficiente creatividad teórica, la sociología como 
disciplina era un ocio. Lo que era incluso un desatino para el caso de 
la sociología boliviana, que nunca dejó de producir trabajos valiosos, 
especialmente, aquellos dedicados a estudios de caso. 


Sin embargo, hay que reconocer que durante el periodo posterior 
a 1984, hubo en nuestro país cierta hegemonía de una especie de 
sociólogos y politólogos que convirtieron sus disciplinas en ciencias 
sociales de tipo “blando”, por oposición a disciplinas “duras”, como 
son el derecho y la economía. A diferencia de lo que en éstas últimas 
normalmente sucede, los operadores de aquéllas parecían cultores 
de un relajamiento en los métodos de hacer investigación, y poseían 
un talante autorreferencial tan fuerte que a uno le costaba eludir el 
desagrado. Paradójicamente, estos intelectuales estaban notoria- 
mente ensimismados aunque carecieran de impacto alguno en el 
extranjero, por lo menos de uno comparable al que se concede, por 
ejemplo, a un Prebish en el campo económico. Y claro, en esos años 
no faltaron en nuestro país, para peor, los que dicen ser un poco de 
todo y por eso escriben y hablan también de todo. Son aquellos que 
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tienen “el tupé” de lanzarse una presentación como la siguiente: 
“Soy en realidad economista, pero me hice luego politólogo para 
abordar temas antropológicos con una visión sociológica”. Es cierto 
que en la historia de las ciencias sociales hay ejemplos de mentes 
que, viniendo de una disciplina específica, remueven la ciencia como 
pocos, luego de penetrar en disciplinas ajenas: el abogado Weber o 
el filósofo Marx son dos casos paradigmáticos. El sentido común 
apunta a pensar, sin embargo, que los Webers y los Marx son la ex- 
cepción, y que lo normal es esperar que las disciplinas sean robustas 
en sí mismas, y sus Operadores nos alimenten con investigaciones 
en las que uno percibe que tienen sentido por la contundencia de 
argumentos que emergen siguiendo protocolos disciplinarios pro- 
pios. Una vez cumplidas estas premisas, es absolutamente plausible 
que, seguidamente, los enfoques interdisciplinarios contribuyan a 
esclarecer un tema determinado. En un tópico como el de las auto- 
nomías, un jurista puede, efectivamente, ver cosas que un politólogo 
Obviaría y vice-versa. La premisa es que, de antemano, el jurista o el 
politólogo sean cada uno cultores de su respectiva disciplina a carta 
cabal. Sólo así lo interdisciplinario arroja réditos y no desemboca 
en simple chacota. 


Hago toda esta digresión porque, en lo que hace a la ciencia po- 
lítica en Bolivia, el trabajo de Ayo y sus colaboradores confirma lo 
que hace algunos años es una tendencia saludable en las ciencias 
sociales en el país. En efecto, son ya varios los autores que están 
“reforzando las columnas del edificio” (para usar una frase de moda 
en los alrededores del Prado) de la ciencia política como disciplina 
especializada. El trabajo Municipalismo de base estrecha... se alinea, 
creo, en esta bienvenida perspectiva al ofrecernos un ejemplo de lo 
que debería ser una aproximación genuinamente politológica al tema 
de la descentralización. 


El análisis del metabolismo de élites políticas, que además se pre- 
sentan en formatos disímiles, y cuyos intereses y contra-intereses se 
articulan, consecuentemente, de manera compleja; el desgranar los 
incentivos y desincentivos a las que semejantes élites se enfrentan 
y que deben ordenarse conceptualmente para entender tal o cual 
comportamiento; en fin, la habilidad de intentar explicarse por qué 
algo que se suponía debería arrojar un determinado resultado, acaba 
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arrojando otro, etc.; son todos rasgos que valorizan la obra Munici- 
palismo de base estrecha... En este contexto también llama la atención 
su actualización bibliográfica. Haberse tomado la molestia de fatigar 
textos de una Helmke o de una Norris es un ejemplo de ello. Si bien 
estas referencias son moneda corriente en los pipelines extranjeros de 
producción teórica, son rarezas en nuestro medio. 


Para resumir lo dicho hasta aquí: el trabajo Municipalismo de base 
estrecha... es un aporte convincente que atrae y entusiasma por esa 
capacidad que tiene de contar algo siguiendo el protocolo de análisis 
que le es propio a la disciplina dentro de la cual se mueve. Si alguna 
vez la ciencia política en Bolivia pretende salir de la adolescencia en 
la que se encuentra, sólo podrá hacerlo si cultiva una sólida base de 
auto-identidad disciplinaria, se actualiza permanentemente con lo 
último que se está produciendo internacionalmente sobre un deter- 
minado tema, y evita repetir lugares comunes o gastadas muletillas 
como el recurso al término de lo “abigarrado” que tan estropeado 
está a esta altura, así sea por culpa ajena. 


No puedo entrar en los detalles de contenido del trabajo y tam- 
poco quiero recapitular los distintos módulos teóricos que lo signan, 
ya que el lector los conocerá de manos de los autores en las consi- 
deraciones introductorias del texto. Prefiero llamar la atención del 
lector sobre algunos temas que, en lo personal, llamaron mi atención. 


Primero, está la reflexión sobre la posibilidad de que muchos 
patrones de política pública del pasado, en realidad, se estén repro- 
duciendo, impávidos, a pesar de toda la vocinglería del “proceso de 
cambio”. Si es cierto que la economía de base estrecha floreció en el 
pasado “neoliberal” y, en vez de superarse con el nuevo intervencio- 
nismo estatal, se mantiene o consolida, cabe realmente preguntarse 
qué podría alguna vez revertir este proceso, habida cuenta que ni la 
transición de lo neoliberal al intervencionismo estatal parece haber 
alterado algo. Ahora bien, si acabo de decir que más bien lo viejo 
se repite, ¿cómo cuadra con ello que ahora yo diga que sí hubo una 
transición de porte como la que se produjo entre una lógica neoliberal 
a su opuesta? Y es que de esas paradojas trata este texto: hay cosas 
que en realidad no cambian a pesar de la propaganda oficialista y lo 
que realmente cambia, en el fondo, acaba no cambiando nada. 
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En segundo lugar, el trabajo nutre con mayores datos una consta- 
tación que ya habían venido insinuando varios autores sobre el real 
desempeño de las autonomías constitucionales. Estamos enfangados 
en un proceso severo de re-centralización de corte probablemente 
anti-constitucional. Pero aquí hay que decir, en descargo de los 
gobernantes de turno, que la autonomía nunca fue parte de sus mo- 
tivaciones más sentidas. Sería una desproporción querer pedirle a la 
higuera que nos deje cosechar de sus ramas suculentas sandías. No 
obstante, el dilema es que tenemos una Constitución que manda algo 
que no se está respetando. Dados los costos de incertidumbre que 
causa el que un gobierno no cumpla con la Constitución, ¿no sería 
mejor que el partido de gobierno de una vez cambie la Constitución 
hasta concordarla con los apetitos centralistas? En lo personal creo 
que hacerlo significaría un retroceso histórico, pero hay un punto en 
que estos “trastornos de personalidad múltiple” simplemente cansan. 


En tercer lugar está la dedicación que le da el texto a la compleja 
relación de lo legal con lo informal, sus mutuas interpenetraciones 
y la conducta estratégica de los actores políticos de usar, lo uno o 
lo otro, en función de determinados cálculos de costos y beneficios. 
Así, el texto logra desplomar aquellas visiones simplonas que ven 
en todo lo que es informal un mal intrínseco. 


En cuarto lugar, me parece que el texto aborda un tema que siem- 
pre será merecedor de nuevos estudios. Me refiero al “municipio 
productivo”. En lo que a ello se refiere, el libro Municipalismo de base 
estrecha... escudriña bien el perfil del municipio actual en relación a 
la economía. En ese contexto avanza, además, temas nuevos en el 
debate boliviano. Creo que lo mejor aquí es citar dos frases del texto 
original que relevan esa novedad. Luego de diagnosticar los dilemas 
de poder a escala local, dice el texto que no se trata “propiamente 
(de) una subordinación económica de una empresa a otra sino de un 
territorio a otro. Lo que se produce es una subsunción territorial de 
territorios de ciudades intermedias, regiones metropolitanas conti- 
guas a la capital”. O léase otra cita posterior que, luego de perfilar 
medidas adecuadas de política pública, pasa a sostener que, con 
ellas, podríamos pasar “de la nacionalización empresarial (...) a una 
municipalización empresarial”. Estas dos citas reflejan bien lo que 
llamaría una veta nueva de indagación y de corte multidisciplinario, 
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pues lanzan cuerdas de desembarco con las áreas analíticas de la 
justicia espacial, por un lado, y de la sociología del espacio, por el 
otro. Justamente en cuanto a lo último me percaté de cierta similitud 
entre las inquietudes de Municipalismo de base estrecha... y el progra- 
ma de investigación que George Simmel anunciara en su precioso 
ensayo Sobre las proyecciones espaciales de formas sociales. Allí aclaraba 
de entrada que para él no se trataba de ver cómo determinadas “fa- 
talidades” físico-espaciales alteraban la vida de la gente, sino —al 
revés— de analizar cómo los efectos de la acción de determinados 
actores sociales impactaban sobre sus formas espaciales de existen- 
cia. En ese contexto cuadran bien las proposiciones del texto sobre 
las llamativas figuras de élites que operando localmente resulta que 
no son locales, o de aquellas que son viciosamente efímeras o, si 
no lo son, resulta que vienen insufladas desde el nivel nacional. Y 
cuadra también bien el material enriquecedor que Municipalismo de 
base estrecha... nos entrega para ver cómo economía y política se en- 
trelazan, cómo el perfil de bienes y servicios del aparato productivo 
a diferentes escalas espaciales se imbrica con la dinámica del día a 
día de la administración pública de los diversos niveles territoriales. 
Es en este contexto en el que el libro nos da tantas respuestas como 
tareas de futura investigación. 


Para concluir, menciono algunas ideas adicionales que me 
provocó la lectura del trabajo que prologo. Bien vistas las cosas, 
Municipalismo de base estrecha... no pretende mostrarse como una 
reflexión que emerge de la nada. Se encadena más bien, elegante- 
mente, con las contribuciones de otros estudiosos bolivianos, como 
es el caso del señero trabajo sobre la “economía más allá del gas”, 
por mencionar sólo un ejemplo. Eso implica que los autores optan 
por acumular conocimiento al reprocesar, críticamente, lo que otros 
ya han trabajado en el pasado reciente. Municipalismo de base estre- 
cha... es pues un ejemplo de apertura sin mezquindades hacia las 
más diversas fuentes de estudios sobre municipalismo que el país ha 
producido en los lustros precedentes. Que en medio de esa actitud 
abierta los autores no se confundan y no cometan el error de tomar 
por sensato todo lo que han pensado otros, es un punto a favor. Por 
eso es que el estudio no duda un momento en relativizar bien los 
datos estadísticos sobre mejoras en índices de pobreza al contras- 
tarlos con datos sobre aquellos que muestran, simultáneamente, 
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incrementos de desigualdad. Con esas pertinentes observaciones, 
ni las ligeras autoalabanzas de los municipalistas de antaño, ni las 
“densas” apologías filosóficas de los transformadores del presente 
salen bien paradas y, creo, con razón. 


Así, pues, luego de leer el texto uno sabe más sobre quienes 
ganan y quienes pierden en el complejo proceso de transformación 
social que vive el país desde 2005, por lo menos en lo que hace a la 
dinámica territorial. Aquí, el libro Municipalismo de base estrecha... no 
nos viene con rebuscadas “deconstrucciones” analíticas sobre no sé 
qué “gramáticas” de poder. Los autores optan por un camino más 
pedestre: ¿Cómo refleja el gasto de las partidas de un presupuesto 
de una entidad municipal los posibles intereses en pugna? Y ¿cómo 
destroza un programa de distribución de cheques desde el gobierno 
nacional a escala municipal la poca institucionalidad lograda en el 
pasado? Aunque aquí habrá que preguntarse inmediatamente: ¿será 
esta actitud —como el texto lo insinúa— preponderantemente efecto 
de un cálculo electoral de los detentadores del poder? ¿No se tratará 
(además) de que los gobernantes del vivir bien se auto-entienden 
como emisarios de un encargo de tipo zoroastriano que ellos creen 
les convierte en mensajeros de una moral supuestamente superior? 
De ser así, resulta que ellos, confrontados con la disyuntiva de 
respetar unos formalismos “occidentales” que obligan a “registrar 
contablemente todo recurso público” o de dar beneficios a los pobres 
no importa qué, no tendrán remordimiento alguno en optar por lo 
segundo, pues se imaginan que esa es su “misión” de vida y no (sólo) 
una vía de aferrarse a un ministerio o de ganar una elección. Quizás 
muchos de ellos aspiran a una forma de recompensa de dimensiones 
sicológico-místicas que no estamos sabiendo entender. 


Al final, el texto cierra con unas claras sugerencias de política 
pública para alterar el decurso de las cosas. La parte de las recomen- 
daciones es una de las que más me entretuvo, pues es un reclamo 
directo al desaprovechamiento de las inusitadas potestades que la 
nueva Constitución ha establecido para que los territorios subnacio- 
nales puedan legislar para su desarrollo “local”. Qué bien que este 
texto nos lo recuerde una vez más porque no falta el jurisconsulto 
—¡ incluyendo el que no es oficialistal— que sigue sin distinguir en 
el nuevo texto constitucional lo que es simbolismo barroco de lo 
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que es una regla normativa y por eso cree que Bolivia sigue siendo 
“unitaria”. Admitamos: por el momento el Estado boliviano se está 
comportando como si persistiera la vieja estructura unitaria, pero eso 
sólo devela la voracidad de un centralismo que, tarde o temprano, 
O acaba con la norma constitucional que transgrede, o se resigna y 
acepta lo que la nueva Constitución, pactadamente redactada, exige 
en la perspectiva de unas autonomías en serio. 


Lanzar propuestas de política pública como este texto hace en su 
parte final, no es algo que todo cientista deba hacer (de hecho, no sé 
si sea su tarea hacerlo). Al proponer medidas concretas de política 
pública yendo más allá de describir y explicar la realidad, sin embar- 
go, puede ser que Municipalismo de base estrecha... confirme una vez 
más que, en Bolivia, es sencillamente difícil pretender hacer ciencia 
sin compromiso social. 


Franz Xavier Barrios Suvelza 
Doctor en economía 
y especialista en descentralización 
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Esta investigación tuvo el objetivo de observar si los municipios 
se erigen como efectivos generadores de nuevas élites, o más propia- 
mente, de nuevas élites económicas. La intención es comprender si 
la bonanza económica que ha vivido Bolivia facilitó la irrupción de 
élites de este tipo. Sabemos que todo periodo de prosperidad crea 
sus propios vencedores. Y la Bolivia de hoy observa que una gama 
variada de nuevas élites —contrabandistas, fracciones burguesas de 
la cocaína, importadores, comerciantes, transportistas y / o coopera- 
tivistas— empieza a despuntar. El cambio de actores que anuncia 
la “revolución en democracia” del actual gobierno sí se está produ- 
ciendo. Sólo que de modo menos acorde a lo que se supuso sería el 
largo pero seguro recorrido hacia el “vivir bien” y el “socialismo co- 
munitario”: lo que se observa es una verdadera revolución burguesa 
comandada por actores de raigambre indígena. Dos condiciones son 
propicias: el notable auge económico y la permisividad política gu- 
bernamental. El auge propicia la emergencia de élites comerciantes, 
transportistas, narcotraficantes, chuteras, contrabandistas, impor- 
tadoras, y/o constructoras, entre otras. La permisividad política 
hace posible que éstas infrinjan la ley a efectos de lograr el ansiado 
proceso de “acumulación originaria de capital”, sea involucrándose 
abiertamente en actividades delictivas (es el caso del narcotráfico 
y del contrabando), sea manteniendo condiciones institucionales 
funcionales a lograr un mayor lucro: no pago de impuestos (o pago 
mínimo), salarios bajos a los empleados (muchas veces ahijados), 
inexistencia de seguro social, no entrega de indemnizaciones por 
despido, preferencia por mano de obra sumisa y barata (mujeres y, 
sobre todo, niños), entre otros rasgos. 
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También sabemos que el Estado se ha agrandado horizontal y 
verticalmente. En el primer caso, impulsando el proceso de naciona- 
lización de diversas empresas públicas que en 2012 lograron captar 
5.600 millones de dólares para el Tesoro General de la Nación y que 
en 2013 recibirán 31% de la inversión pública. Y, en el segundo caso, 
creciendo hacia los territorios subnacionales que hoy reciben más 
de 2.000 millones de dólares de inversión. Las preguntas que nos 
hicimos frente a esta realidad son las siguientes: ¿estos recursos están 
empoderando a nuevos actores sociales? Y de ser así, ¿cómo es que lo 
vienen haciendo? Aunque hay otra interrogante anterior a las men- 
cionadas: ¿esta bonanza económica está revirtiendo la orientación de 
la orientación clásica de la economía boliviana, caracterizada como 
una economía de base estrecha? Desde el vértice gubernamental no 
hay duda. Este momento de prosperidad anuncia una nueva realidad 
que dejaría en el olvido la persistencia de esta economía. La investiga- 
ción postula que esta tesis no es correcta. Por el contrario, la bonanza 
económica sigue una ruta que tendería a consolidar los rasgos más 
regresivos de un modelo de economía dependiente de los recursos 
naturales. Se pretende mostrar algo de ello desde el lente municipal. 


Consideramos que esta bonanza se entrelaza con la ciudadanía a 
través de las transferencias fiscales a los gobiernos autonómicos. El 
“juego fiscal” permite que los recursos recibidos en Bolivia se canali- 
cen a través de estos gobiernos. Lo que este estudio demuestra es que 
el boom económico boliviano permite que a) haya más dinero fiscal 
fluyendo subnacionalmente, b) este dinero pueda ser utilizado casi 
sin condicionamientos gracias a un diseño fiscal permisivo, y c) hayan 
partidas fiscales extraordinarias (al margen de las transferencias fijas 
de la coparticipación y el Impuesto Directo a los Hidrocarburos-IDH) 
que también se dirigen hacia los municipios, aunque bajo el control 
del gobierno central, cuya motivación parece ser política (tener más 
votos ciudadanos). 


La síntesis es simple: hay más dinero en las arcas autonómicas, por 
tanto hay más posibilidades para el surgimiento de nuevos sectores 
empoderados económicamente en los gobiernos autonómicos. Sin 
embargo, no se trata sólo de partir de la certeza de que más dinero es 
igual a más élites, sino comprender cómo es que más dinero fluyendo 
en el mundo autonómico posibilita la irrupción de nuevas élites. 
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¿Qué debe suceder para que esta afluencia fiscal desemboque en el 
surgimiento de nuevas élites económicas? La respuesta tiene dos ver- 
tientes: en la primera, el gobierno municipal impulsa políticas para 
fomentar el desarrollo económico local o lo que se ha conocido como 
“municipio productivo”, de cuyo auge se desprenden diversas élites 
locales económicas. En la segunda vertiente, por el contrario, el go- 
bierno municipal promueve la consolidación de empresas dedicadas 
a actividades relacionadas fundamentalmente con la construcción, el 
comercio y el transporte. Por tanto, el accionar del gobierno fomenta 
el establecimiento de lo que puede denominarse “municipio de ser- 
vicios” y con él el surgimiento de otro tipo de élites empresariales. 


La investigación se ocupó de analizar hacia cuál vertiente se dirige 
el municipalismo. La respuesta a ello no es menor. Ofrece la posibili- 
dad de saber si los rasgos clásicos de la economía boliviana de base 
estrecha se consolidan o se revierten y, en función a ello, comprender 
qué élites van surgiendo. 


Municipalismo de base estrecha. La Guardia, Viacha, Quillacollo... se 
divide en nueve capítulos, que responden a tres principios de orga- 
nización. 


Los tres primeros capítulos despliegan en detalle, en primer lu- 
gar, la dinámica metodológica que dio curso a la investigación. En 
segundo lugar, y a efectos de tener claridad sobre lo que se expone a 
lo largo de este trabajo,se revisa una cantidad de conceptos que, si no 
quedan suficientemente explicitados, pueden desvirtuar los hallaz- 
gos de la investigación. Desarrollamos pues un acápite conceptual 
que privilegia la noción de economía de base estrecha como pilar 
teórico de explicación de lo que sucede en la “economía municipal”, 
así como la noción de informalidad política como un segundo pilar 
que permite comprender lo que acontece con la “política municipal”. 
Todo ello nos lleva a bosquejar un modelo de desarrollo económi- 
co local bifurcado: por un lado, con la posibilidad de posibilitar el 
surgimiento de élites municipales de base estrecha 0, por otro, con la 
fuerza para posibilitar el despegue de élites municipales de base ancha. 
Finalmente, se hace una exhaustiva revisión de la bibliografía exis- 
tente. Se busca comprender si ésta ha logrado abordar el tema de 
este estudio: la presencia de élites locales surgidas como resultado 
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del apoyo estatal municipal. Lo visto hasta el presente afirma que 
sí existen trabajos al respecto. Sin embargo, consideramos que esta 
bibliografía se aboca al análisis de las élites políticas (las autoridades 
municipales) o de las élites económicas, casi marginales en el marco 
de la gestión pública municipal (se trata de aquellas que forman parte 
de lo que se ha denominado el municipio productivo), pero no de 
las élites que en nuestra investigación consideramos como las que 
mayor beneficio obtienen de la dinámica municipal. 


Los capítulos IV a VII constituyen una segunda parte, que se 
dedica a presentar las pruebas de rigor: lo que se ha encontrado 
en la investigación de campo. En primer lugar, se reflexiona sobre 
los montos de dinero que son utilizados en las licitaciones. La tesis 
básica de esta investigación apunta a comprender que las nuevas 
élites vienen surgiendo al calor de las licitaciones estatales muni- 
cipales (y autonómicas). En segundo lugar, se analiza el meollo 
del asunto: las licitaciones. Se trata de ver, en base a información 
de la Contraloría General del Estado, qué empresas ganaron, qué 
frecuencia de adjudicación de un contrato tienen, qué montos per- 
ciben, de dónde proceden éstos. Estas preguntas buscan enfatizar, 
sobre todo, una certeza: entre 40 y 70% de los recursos de inversión 
pública municipal son licitados, convirtiendo a la licitación en la 
plataforma privilegiada de captación de rentas. En tercer lugar, se 
analizan los casos municipales referidos a utilización informal de los 
recursos públicos, siendo nuestra principal información el Ministerio 
de Transparencia. Partimos de la idea de que la falta de incentivos 
institucionales en la gestión pública municipal a la consecución de 
metas de desarrollo, incrementos en la recaudación o cumplimiento 
de indicadores de desempeño institucional, deriva en este manejo 
informal de los recursos públicos. Y, en cuarto lugar, se revisan otras 
fuentes de recursos que vienen siendo canalizadas municipalmente, 
pero que provienen del gobierno central, tratando de comprender 
si habrían ciertas variaciones en el despegue de nuevas empresas 
(y, por tanto, nuevas élites) como efecto de la centralización en su 
manejo. Postulamos la tesis de que la disponibilidad del gobierno 
central para transferir recursos públicos orientados hacia los muni- 
cipios viene aparejada de la certeza de que esta fase de acumulación 
originaria del capital tiene lugar, en buena parte, al amparo del Es- 
tado. Para comprobarlo se estudió dos programas de renombre: el 
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Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS), que tiene un 
funcionamiento autárquico, que cuenta con una sólida tradición de 
poco más de una década de labor en los municipios del país, y que 
hoy se diversifica con nuevos programas, entre los que sobresale Mi 
Agua; y el Programa Evo Cumple, de notable incidencia mediática, 
reciente creación (2007) y desempeño plenamente controlado por el 
presidente Morales a través de la Unidad de Proyectos Especiales 
(UPRE), perteneciente al Ministerio de la Presidencia. 


El capítulo VIH constituye una tercera y última parte, y busca, por 
un lado, extraer algunas conclusiones y, por otro, establecer variadas 
recomendaciones de política pública. 


CAPÍTULO | 
Metodología 
e hipótesis de trabajo 





1. Objetivos e hipótesis 
1.1. Objetivo general 


Esta investigación tuvo el propósito de comprender si surgen 
nuevas élites económicas municipales, partiendo de la constatación 
de que Bolivia ha vivido un periodo de bonanza económica verdade- 
ramente excepcional que ha permitido que los gobiernos municipales 
cuenten con abundantes flujos fiscales. Por tanto, este estudio intentó 
ver si estos recursos posibilitan el surgimiento de nuevas élites y, si 
es así, cómo lo hacen. 


1.2. Objetivos específicos 
Tres fueron los objetivos planteados: 


a) Comprender cómo es que esta bonanza económica se extiende 
hacia los municipios y de qué manera particular los afecta. 


b) Entender qué hacen los gobiernos municipales con esos recur- 
sos públicos, en gran parte provenientes de esta bonanza, en 
relación a la posibilidad de alentar el surgimiento de nuevas 
élites. 


c) Reflexionar sobre el tipo de economía boliviano —la economía 
de base estrecha— al calor de lo que sucede en los municipios 
en relación al desarrollo económico. 
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1.3. 


Hipótesis 


La hipótesis general fue la siguiente: la bonanza económica posi- 
bilita el surgimiento ampliado de nuevas élites municipales de tres 
tipos, élites no-locales, élites golondrina y élites protegidas. 


Las hipótesis específicas pueden desglosarse en tres: 


a) La bonanza económica se manifiesta en los municipios en 


tres dimensiones. Una primera dimensión económica que se 
traduce en las transferencias de recursos hacia los municipios 
como las más cuantiosas en la historia de la descentralización; 
una segunda dimensión institucional que visualiza un mo- 
delo fiscal que no impone condicionamientos al gasto; y una 
tercera dimensión política que identifica al gobierno central 
incrementando este flujo de recursos con sus propias transfe- 
rencias fiscales a través de programas sociales como el FPS o 
el Programa Evo Cumple. De ese modo, tres factores influyen 
en la gestión municipal: la bonanza económica en sí misma, el 
modelo institucional-fiscal permisivo y la intervención política del 
gobierno central poseedor de sus propios recursos. 


b) Los gobiernos municipales utilizan estos recursos, en gran 


c) 


parte, en procesos de licitación pública que tienden a favorecer 
a empresas de servicios. Sin embargo, hay factores informales, 
propios de una política de base estrecha, que pueden llegar a 
ser decisivos en estos procesos: la enorme flexibilidad de las 
autoridades en el manejo de los recursos públicos; la inexisten- 
cia O debilidad de compromisos ideológicos y programáticos 
dentro del gobierno municipal; y la capacidad de elegir a las 
empresas ganadoras selectivamente (y no competitivamente). 
De ese modo, tres factores informales de la gestión municipal 
influyen en el surgimiento de nuevas empresas: formas de qu- 
toritarismo subnacional; mecanismos neopatrimoniales y elementos 
de capitalismo político. 


El surgimiento de determinadas élites económicas desde el 
ámbito municipal coadyuva a consolidar la economía de base 
estrecha boliviana, determinando que la bonanza económica no 
se traduzca en un desarrollo económico local productivo, sino 
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en la ampliación territorial de esta economía estrecha a territorios 
subnacionales. De ese modo, se cierra un círculo político-econó- 
mico que comienza en la visualización de una economía de base 
estrecha, la entrada masiva de recursos públicos a la economía 
municipal, su uso en actividades no productivas, la aparición 
de élites (económicas) no-locales, golondrina y protegidas, y el 
retorno a esa economía de base estrecha. 


Estas hipótesis quedan ejemplificadas en el siguiente gráfico: 


Gráfico 1 
Modelo de élites municipales de base estrecha 
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Fuente: Elaboración propia. 
2. Muestra de la investigación 
2.1. El espacio y el método 
Se trabajó con una muestra municipal cuidadosamente seleccio- 


nada. Esta investigación no desconoció la necesidad de estudiar los 
otros niveles autonómicos aunque fue consciente de que la reciente 
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promulgación de la Ley Marco de Autonomías y Descentralización 
de 2010 hace un tanto prematura la posibilidad de sustentar empíri- 
camente las hipótesis del estudio. Por el contrario, la vida municipal 
cumple ya 18 años de vigencia. No nace con la Constitución Política 
del Estado de 2009, sino mucho antes. Las discusiones sobre si esta 
ley “está muerta” son absolutamente intrascendentes, a no ser como 
llamativos titulares de algunos medios de comunicación. El munici- 
palismo tiene en esta fase autonómica sólo un eslabón cronológico 
más en una cadena más larga. Ofrece pues una excelente oportunidad 
de observar detalladamente el objetivo de la investigación. 


De ese modo, el afán más bien estuvo puesto en el tipo de muni- 
cipios con los que se trabajó. Se seleccionaron tres municipios en el 
eje regional del país: Viacha, Quillacollo y La Guardia. Todos ellos 
comparten rasgos relativamente comunes, motivo por el cual esta 
investigación usó el método comparativo entre casos iguales. Los elemen- 
tos similares son: en primer lugar, todos son municipios conurbanos, 
vale decir, conforman territorios “pertenecientes” a las tres únicas 
áreas metropolitanas existentes en Bolivia —La Paz, Cochabamba y 
Santa Cruz, respectivamente—. Viven pues “entre dos mundos”. Esta 
certeza dio pie, en segundo lugar, a considerarlos lugares de paso 
a las capitales de departamento, entendiendo por ello la presencia 
de franjas territoriales dedicadas al comercio y al transporte como 
actividades predominantes. Son pues municipios con acceso privile- 
giado al mercado urbano (o a los mercados), donde se concentra más 
de 60% de la actividad económica de los respectivos departamentos. 
En tercer lugar, los tres municipios están situados en la categoría 
“alto” en términos de desarrollo humano de acuerdo al Indicador 
de Bienestar Municipal, o en el quintil III de acuerdo a la jerarquía 
social que establece el Censo 2001. En cuarto lugar, todos ellos son 
municipios categoría D, o municipios con más de 50.000 habitantes. 
Se los considera, por ello, “ciudades intermedias”. En quinto lugar, 
son todos, al menos desde la óptica de auto-identificación indígena, 
municipios “bimodales”*. En Viacha, 88,5% se autodefine como 





1  Seentiende por ello aquellos municipios donde existen dos grupos socioculturales 
con plena conciencia de su diferencia. Los porcentajes pueden variar desde una 
relación de 90/10 para el grupo mayoritario y el minoritario, respectivamente, 
hasta 60/40, respectivamente. En ambos casos se habla de bimodalidad. 
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aymara, pero hay al menos 12% que no lo hace. En Quillacollo, 79% 
se considera quechua, pero 21% niega esta condición. Mientras que en 
La Guardia, aunque a la inversa, 72% se identifica como no-indígena 
y 28% como indígena”. Finalmente, todos ellos tienen coeficientes de 
independencia fiscal altos, lo que los define como municipios con 
capacidad de recaudación media-alta (o alta). 


Mapa 1 
Bolivia y los lugares de investigación 
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Fuente: Elaboración propia. 





2 Nos basamos en Gamas étnicas y lingiiísticas de la población boliviana (2006) de 
Molina y Albó. 
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De todas formas, estamos plenamente conscientes de las limitacio- 
nes de la muestra. Primero, hubiese sido de notable utilidad conocer 
qué es lo que sucede en otros niveles gubernamentales autonómicos: 
departamentales e indígenas. Nada de eso fue tomado en cuenta 
en este estudio. La propuesta incluía el estudio de un municipio 
urbano, una autonomía indígena y una gobernación departamen- 
tal. Sin embargo, el jurado calificador optó por recomendar una 
muestra municipal que no incluya niveles autonómicos de reciente 
conformación a partir del siguiente criterio: “es poco lo que pueden 
aportar aún a sólo dos años de haberse promulgado la Ley Marco de 
Autonomías”. Posiblemente el apunte crítico haya sido pertinente; 
sin embargo, la inmensidad de recursos de la Gobernación de Tarija 
que ya vienen ejecutándose en medio de un clima preocupante de 
ingobernabilidad, o los dificultosos primeros pasos tomados por los 
gobiernos indígenas, ameritaban mantener ese objeto de análisis 
como vigente. Reiteramos, a partir de esa moción, que este trabajo 
es sólo un primer abordaje del asunto. 


Segundo, hubiese sido de no menor utilidad tomar una muestra 
de municipios de rasgos variados, optando por emprender una 
investigación que tome en cuenta las diferencias entre municipios 
más que sus similitudes, como efectivamente se hizo. Ello hubiese 
supuesto tener un municipio metropolitano en la muestra y no tres; 
otro urbano-rural y otro puramente rural. No hay duda que el presu- 
puesto con el que se realizó esta investigación hacía dificultosa esta 
posibilidad. Sin embargo, resultaría de suma importancia retomar 
el objetivo de esta investigación con otra muestra. No hay duda de 
que si las conclusiones fueran similares posiblemente las maneras 
de llegar a ellas no lo serían. Y si las conclusiones fueran distintas, 
habría que ver qué las hace distintas. Es una limitación evidente que 
presenta un desafío: el de cuestionar cualquier intento de extrapo- 
lar las conclusiones al total de municipios. A partir de ello, no es la 
intención sentar conclusiones definitivas a partir del estudio de esta 
muestra; a lo sumo es plantear hipótesis que deberían rastrearse en 
un futuro. 


Y, tercero, igualmente útil hubiese sido tener tres municipios 
metropolitanos, pero pertenecientes todos ellos a la misma región 
metropolitana. De tal modo, hubiésemos distinguido con claridad las 
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diferencias existentes en los municipios de la muestra como resultado 
de sus propias virtudes y defectos y no sólo como presión externa 
del municipio capitalino. Así como presentamos los resultados, al 
final de este estudio, hay la tentación de pensar que la muestra que 
hemos elegido está muy condicionada por el influjo de la capital, 
haciendo casi indistinguibles sus fronteras con las de los municipios 
conurbanos. Por esta razón, hablar de élites no-locales, como postu- 
lamos en el trabajo, no es lo correcto. Lo sensato sería creer que las 
élites sí son locales, pero de la localidad metropolitana. Nuevamente, 
atendiendo a este argumento, hubiese sido útil analizar el conjunto de 
los municipios periféricos a la capital. No podemos estar seguros qué 
variaciones se hubiesen visto. En caso de que los municipios fuesen 
meros apéndices territoriales de la capital y /o fragmentos contiguos 
de un mismo territorio metropolitano, las diferencias serían mínimas. 
En caso inverso, afrontando la presencia de municipios con (relativa) 
autonomía, el estudio general del área metropolitana subsumiría las 
diferencias haciéndolo poco valioso. Creemos que esta es la verdad 
(al menos la más plausible), por lo que nuestra muestra, y conclusio- 
nes, son válidas. Empero, quede la hipótesis sugerida para estudiar 
en otra Ocasión al territorio metropolitano en su totalidad. 


2.2. El tiempo 


La muestra temporal incluye fundamentalmente información 
de 2006 en adelante. Es preciso aclarar que el tiempo de estudio 
seleccionado abarca de 2003 a 2012. No es el tiempo que se tomó en 
cuenta en el perfil de investigación, el mismo que cubría un periodo 
mayor: de 1995 a 2012, tomando determinados años como muestras 
temporales de la investigación. La idea consistía en tomar en cuenta 
el surgimiento de élites desde 1995, año en que se elige a la primera 
camada de autoridades municipales, para luego contrastarlo con un 
segundo momento: el de la irrupción de nuevas élites políticas al 
calor de la Constitución reformada de 2004, que tuvo el mandato de 
autorizar el quiebre del monopolio partidario. Más élites con menos 
sujeción desde el centro. Y luego volver a contrastar la información 
obtenida con un tercer momento: el de 2010, con el surgimiento de 
nuevas autoridades elegidas en las elecciones autonómicas muni- 
cipales ya en el marco histórico de lo que fue el ascenso del primer 
presidente indígena en la historia de Bolivia. 
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Sin embargo, por razones de fuerza mayor, no se pudo tomar 
estos momentos en su integridad. Las más de las veces se investi- 
ga con lo que se tiene y no con lo que se quiere. Y lo que se tuvo a 
mano fue inicialmente la información de la Contraloría referida a 
las licitaciones municipales de 2003 en adelante. Posteriormente, 
se contó con la información sobre acusaciones contra determinadas 
autoridades municipales, la misma que incluye datos de 2004 para 
adelante. Asimismo, se tuvo acceso a datos sobre el FPS y el Programa 
Evo Cumple de 2006 y 2007 en adelante. Por tanto, el trabajo llegó 
a incluir los tres periodos descritos: el de 1995 a 2004; el de 2004 a 
2009 y el de 2009 en adelante. El primer periodo se tomó en cuenta 
desde 2003, como se dijo, aunque también se recolectó información 
de hemeroteca de 1999 en adelante, que sirve para contextualizar lo 
dicho. En suma, el periodo de estudio verdaderamente estudiado 
con mayor rigurosidad es de 2006 a 2011. Los otros años sirven para 
refrendar los rasgos sobresalientes de este periodo. 


Asimismo, debe tenerse en cuenta que el objetivo de la investiga- 
ción fue conocer, como ya se explicó, la manera en que las variables 
externas inciden en el destino municipal. Tres variables fueron las 
analizadas: la económica, referida al boom vivido; la fiscal, rela- 
cionada con el modelo institucional vigente de distribución de los 
recursos municipales; y la política, que alude al propósito político 
gubernamental de catapultar nuevas élites. En los tres casos, el tiem- 
po de estudio privilegia precisamente los años de gobierno de Evo 
Morales: primero, porque durante su mandato se propició el boom 
económico señalado; segundo, porque si bien el modelo fiscal data de 
la reforma municipal de 1994, lo cierto es que sus debilidades se vi- 
sualizan con agudeza precisamente en esta coyuntura de abundancia 
fiscal autonómica; y, tercero, porque el objetivo político consistente 
en asentar un nuevo bloque en el poder es parte de la “revolución 
en democracia” en curso. 


Por tanto, el estudio tiene un periodo de reflexión que va de 2006 a 
2012. A pesar de las recomendaciones del Programa de Investigación 
Estratégica en Bolivia (PIEB), que preveían la posibilidad de abarcar 
un marco temporal mayor, lo cierto es que en nuestro caso esta su- 
gerencia no pudo ser cumplida. No del todo al menos. No se tiene 
suficientes datos de años anteriores como para relievarlos. Tampoco 
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podemos basarnos solamente en fuentes hemerográficas, así sean 
anteriores a 2005, más aún al estar plenamente conscientes que la 
sola mención de recursos malversados despierta un sensacionalismo 
mediático con el que no queríamos relacionar la investigación. La- 
mentablemente, no siempre puede evitarse. Lo hemos comprobado 
en algunas entrevistas y / o talleres, en los que disminuye el interés 
por las hipótesis de la investigación y el debate se traslada a temas 
menos gratos: “los municipios son corruptos”. No es esa la idea, 
como se explicará más adelante al discutir el marco teórico sobre 
informalización política. Valga para el párrafo presente tener en cuenta 
que se consiguió una enorme cantidad de información de periódicos, 
pero es relativamente poco lo que finalmente se utilizó. El propósito 
no fue en ningún momento denostar la marcha del municipalismo, 
más aún cuando los investigadores que participamos en este trabajo 
estamos convencidos de sus virtudes en la democratización de la 
democracia. Esta razón afianza la muestra temporal priorizada. 


Habiendo aclarado estos aspectos quedan dos críticas a la muestra 
temporal. Por un lado, lo pertinente hubiese sido cubrir un espacio 
suficiente de tiempo que ayude a ver qué cambios internos ocurrieron 
en la vida de las élites municipales existentes; vale decir, rastrear la 
estructura de poder local y sólo a partir de ella analizar qué impac- 
tos tuvo el municipalismo en su vigencia y/o cambios. Para ello 
indudablemente la muestra temporal hubiese podido incluir no 
sólo los tres tiempos descritos, sino sobre todo el periodo previo a 
la promulgación de la Participación Popular. No hay duda que este 
apunte cuestiona la investigación. Sin embargo, llevar a cabo lo dicho 
hubiese llevado, primero, a renunciar a la perspectiva comparada. No 
hay duda que incluir una muestra temporal mayor implica simultá- 
neamente disminuir la muestra espacial. O, a la inversa, disminuir 
la muestra temporal exige incrementar la muestra espacial. Optamos 
por esta segunda opción, conscientes de la limitación obvia existente, 
aunque creemos que se puede llevar adelante una nueva investiga- 
ción sin modificar los objetivos aquí planteados, pero sí enfocando 
exhaustivamente en un solo municipio?. Segundo, hubiese llevado 





3 Las investigaciones coordinadas por Alison Spedding en Chulumani y por 
Fernando Galindo en Torotoro, realizadas también a partir de la convocatoria 
del PIEB, asumen precisamente esta óptica. 
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a reiterar un error metodológico de otras investigaciones: creer que 
el destino municipal comienza y termina en el mismo municipio. 
Cuando, como hemos tenido la oportunidad de comprobar, lo que 
acontece en el municipio es sólo el último eslabón de una larga cade- 
na de variables que influyen en la marcha municipal. Precisamente 
teniendo en cuenta esta mirada “hipermunicipalista”, por decirlo de 
algún modo, hemos optado por estudiar los factores externos más 
decisivos. Este enfoque determinó que trabajáramos en función a la 
información que versaba sobre estos factores externos. La misma, 
como ya se explicó, no es extensiva al periodo deseado. Cubre sólo 
O principalmente la gestiones de 2005 en adelante. En breve: no se 
optó por una muestra deseable sino por la posible. 


Por otro lado, el perfil de investigación propuso estudiar no sólo 
el influjo del gobierno municipal sobre el destino empresarial, sino, 
como se analiza en los capítulos siguientes, el influjo de las empresas 
sobre el gobierno municipal. El marco teórico sobre capitalismo polí- 
tico habla no sólo de la emergencia de nuevas élites empresariales al 
calor de la bondad estatal, sino del “aporte” empresarial a las cam- 
pañas electorales. El camino es de ida y vuelta: lo político amplifica 
lo económico, pero éste revitaliza lo político. En ese entendido, las 
primeras entrevistas procuraron averiguar algo acerca de este “círcu- 
lo” que pretendía cubrir los periodos electorales de 1999, 2004 y 2009. 
Desafortunadamente, no hay registros al respecto y los entrevistados 
no hablan del asunto. Por tanto, esta muestra que pretendía abarcar 
más tiempo, fue desechada. 


3. Fuentes de investigación 


Con la muestra definida, se buscó conseguir información de fuen- 
tes primarias en las siguientes áreas: 


a) Fiscal financiera, referida a los montos fiscales que manejaron 
los municipios del país y los municipios de muestra del estu- 
dio. 


b) Económica, referida a las empresas que obtuvieron licitaciones 
de los gobiernos municipales de la muestra del estudio. 
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c) Jurídica, referida a las denuncias judiciales por presuntos actos 
de corrupción que implicaran la apropiación privada de recur- 
sos públicos. 


d) Informativa, referida a recortes de prensa sobre diversos tópi- 
cos municipales. 


e) Político-institucional, referida al apoyo institucional estatal del 
gobierno central a los gobiernos municipales. 


Habiendo definido contar con esta información, se consiguió, 
finalmente, la siguiente información correlativa al diseño propuesto: 


a) En el Ministerio de Autonomías: presupuestos y ejecución pre- 
supuestaria de 2006 a 2011 de todos los municipios del país y, 
en particular, de forma más desagregada, de los tres municipios 
de estudio: Viacha, Quillacollo y La Guardia. Si bien en esta 
dependencia estatal no hay afán alguno de ocultar datos, se 
obtuvo la información gracias a un contacto de alto nivel en el 
Ministerio. En todo momento se mostró predisposición a entre- 
gar la información solicitada; sin embargo, lo cierto es que esta 
información tampoco está publicada. La página web de este 
Ministerio no está actualizada. La última actualización del link 
“Avances de las Autonomías” fue del 21 de septiembre de 2012. 
Sin embargo, el problema no es siquiera este desfase, sino que 
el mencionado enlace no presenta contenido alguno. Por ende, 
la dificultad para conseguir esta información es proporcional 
a los contactos personales con funcionarios del Ministerio: a 
muchos o influyentes contactos, mayor la posibilidad de contar 
con los datos deseados. 


b) En la Contraloría General del Estado: datos exhaustivos sobre 
las empresas que concursaron en las diversas licitaciones em- 
prendidas por los municipios estudiados de 2006 a 2011, los 
montos involucrados, el tipo de obras licitadas, las personas 
encargadas en el municipio de llevar adelante estos procesos. 
Esta información fue obtenida gracias a la calidad de la pági- 
na web del Sistema de Compras Estatales, que tiene registro 
histórico desde 2003 de las diversas licitaciones realizadas, las 
empresas que concursaron, las ganadoras y las perdedoras, 
los montos establecidos en cada publicación oficial, además 
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c) 


de los municipios involucrados. Se trata pues de una informa- 
ción muy valiosa que está plenamente disponible a cualquier 
ciudadano. Sin embargo, desafortunadamente, esta notable 
transparencia contrasta con otra información de la Contraloría 
que es celosamente guardada: es el caso relevante de las de- 
claraciones juradas de las autoridades públicas. Sólo se puede 
acceder a la última declaración de la autoridad que se busque 
en el portal de la Contraloría, lo hace inútil el dato, pues lo 
verdaderamente valioso es la posibilidad del ejercicio compara- 
tivo entre las diversas declaraciones juradas de las autoridades 
existentes y no sólo la última declaración. Sólo mediante la 
comparación se puede saber si se dan cambios de un momento 
a otro. Ello ameritaría llevar adelante un proceso jurídico para 
abrir expedientes personales; vale decir, sólo una orden judicial 
permite contar con esta información. Asimismo, la petición de 
las diversas auditorías existentes requiere, a decir del técnico 
a cargo, de una carta dirigida al Contralor. Sólo él puede dar 
curso a entregar estos reportes de auditorías técnicas al ciu- 
dadano que las demande, lo que pareció no ir en sintonía con 
una dinámica menos concentradora de las responsabilidades. 
Lo sensato hubiese sido que un funcionario de menor rango 
proceda a autorizar la revisión de las auditorías del año 2001, 
lo que seguramente poco daño podría hacerle a esta institu- 
ción. Por otro lado, no es lo peor que sólo el Contralor tenga la 
potestad que mencionamos; lo peor es que la solicitud enviada 
nunca fue contestada. Se alegó que el Contralor estaba muy 
ocupado. Nunca dudamos de que el Contralor tiene muchas 
responsabilidades mucho más importantes que responder una 
carta que autorice a un investigador acceder a la información. 
Tuvimos que contentarnos con los datos anteriormente men- 
cionados. 


En el Ministerio de Transparencia: información detallada sobre 
denuncias de malversación, malos manejos, abusos adminis- 
trativos, escasa transparencia en los procesos de licitación 
y demás, de 2006 a 2011, de ciudadanos contra autoridades 
municipales de los municipios de muestra del estudio. Esta 
información se obtuvo mediante un contacto personal con un 
técnico de menor rango. Una de las solicitudes de información 
a través de otro contacto personal dentro de esta institución 
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obtuvo la siguiente respuesta: “es información confidencial, 
me pondría en problemas si te la doy”. Añadió esta persona 
que resulta “riesgoso dar información”. El Ministerio tiene 
información sobre alcaldes que “no están haciendo las cosas 
bien”, pero “es mejor que no se conozca”, lo que apunta a una 
defensa de las autoridades del partido de gobierno. Se alega, 
además, que “se quiere tener cuidado con la información que 
se maneja sobre distintas autoridades de oposición de antes y 
de ahora. Si llegan a conocer que se sabe mucho de ellos, todo 
el proceso en su contra se puede caer”, lo que apunta, más bien, 
a un ataque a las autoridades que no pertenecen al partido de 
gobierno. En suma, la información de este Ministerio no está 
abierta al público. 


d) En la Biblioteca Municipal de La Paz y en el Centro de Do- 
cumentación e Información Bolivia (CEDIB): recopilación de 
todos los artículos de prensa, que suman más de 1.500, de 1999 
a la fecha, sobre ingobernabilidad municipal, cambios de al- 
caldes, denuncias de corrupción, ejecuciones presupuestarias 
y otros, de 12 matutinos nacionales. 


e) En la Unidad de Proyectos Especiales (UPRE) del Ministerio de 
la Presidencia, a cargo del Programa Evo Cumple, y en el Fon- 
do Nacional de Inversión Productiva y Social (EPS), encargado 
de aplicar el segundo programa de beneficio social: informe 
sobre el programa de apoyo institucional municipal desde 
el gobierno central Evo Cumple y sobre el Programa del FPS 
Mi Agua, que incluyen montos transferidos a los municipios, 
Obras priorizadas, empresas contratadas al efecto y resultados 
obtenidos. Esta información fue provista de forma expedita por 
la UPRE y por el FPS. En el caso del Programa Evo Cumple, 
el director de esta institución, Víctor Almanza, fue muy claro 
en la entrevista y muy generoso con la información. No es una 
información pública; sin embargo, el excelente trato brindado 
permitió tener los datos al respecto. La situación fue similar 
en el caso del FPS. El director de esta institución, Juan Carlos 
Munguía, puso a disposición toda la información requerida. 
En todo caso, ya la mayor parte de esta información es de co- 
nocimiento público a través de la muy informativa página web 
que poseen. 
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4. 


Técnicas de recolección de información 


En cuanto a la información obtenida de la propia población con 
la que se conversó, tenemos el siguiente balance, teniendo en cuenta 
que en el perfil de investigación se propuso el uso de tres técnicas 
cualitativas: 


a) 


b) 


c) 


La técnica de las entrevistas en profundidad (Valles 2009), con 
informantes claves de los gobiernos de muestra (alcaldes, con- 
cejales y técnicos municipales actuales o antiguos), dando una 
particular atención a aquellos informantes claves de oposición 
(oposición en relación a su propio gobierno autonómico). 


La técnica de las “biografías paralelas” (Pujadas 1992), que se 
lleva a cabo a partir de un cuestionario base con las mismas 
preguntas abiertas dirigidas exclusivamente a los empresarios 
autonómicos ediles. A través de ellas se trata de conocer no sólo 
sus actividades económicas y/o políticas, sino los elementos 
que hacen a su vida privada (hijos y matrimonio, expectativas 
personales, percepción sobre su propia persona, etc.), que en 
conjunto den pistas sobre su comportamiento en el marco del 
Estado Empresario Autonómico Municipal. Esta técnica se 
adentra en el análisis de la subjetividad, que bien puede ser más 
útil para interpretar las motivaciones que impulsan a delinear 
la realidad política y económica en curso. 


La denominada “encuesta deliberativa” (Cuesta et al. 2008), que 
consiste, primero, en realizar una entrevista abierta en base a 
un cuestionario común, a expertos en el tema, preguntándoles 
sobre los aspectos centrales del trabajo; segundo, en conseguir 
la información del trabajo de campo y elaborar las principales 
conclusiones, las mismas que son presentadas en un taller con 
los mismos expertos antes entrevistados; y tercero y último, 
en repetir con las mismas preguntas el cuestionario para ob- 
servar qué información añaden en relación, por un lado, a sus 
primeras respuestas, y, por otro, a la información que se les 
ha proporcionado. Esta última técnica tiene como propósito 
impulsar el debate abierto o, en otras palabras, la obtención de 
resultados a partir del despliegue de una auténtica democracia 
deliberativa. 
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Respecto a las entrevistas en profundidad, se debe mencionar que 
terminó constituyendo la principal técnica usada. Se realizaron 55 
entrevistas de este tipo a autoridades municipales, técnicos de los 
gobiernos municipales, expertos en el área, técnicos del Ministerio de 
Autonomías, empresarios que se presentaron a licitaciones, y técnicos 
de los programas Evo Cumple y Mi Agua. 


No siempre se obtuvo la información deseada, en especial cuando 
se indagó sobre asuntos poco transparentes en el marco municipal. Sin 
embargo, una vez que se guardó la grabadora y se habló “sin tapujos”, 
es evidente que lo conversado deja mucha información al desnudo. En 
principio conviene comentar que la necesidad de contar con informa- 
ción muchas veces clandestina obligó a recurrir a la colaboración de 
técnicos con experiencia en los municipios de la muestra. Vale decir, 
en contra de lo planificado al inicio de la investigación, se tuvo que 
añadir tres investigadores más, conocedores de las realidades de Via- 
cha, Quillacollo y La Guardia. No es que las entrevistas previas hechas 
por los integrantes originales del equipo no fueran válidas, sino que 
conocer algunos aspectos menos públicos —“¿se favorece a alguien 
en particular alguna vez en alguna licitación?” o “¿usted cree que el 
alcalde tenga injerencia en las licitaciones?”— hizo que recurriéramos 
a profesionales no sólo con conocimiento de las áreas de estudio, 
sino con amistades y hasta vida en la localidad. Es el caso de Viacha, 
donde la entrevistadora contratada conoce a ex alcaldes, subalcaldes, 
dirigentes vecinales, abogados que llevan adelante acusaciones contra 
ex autoridades, empresas locales y demás, con quienes conversó no 
sin un dejo de resquemor, pero con mucha mayor apertura que la que 
hubiese obtenido algún integrante del equipo, ajeno a esa realidad. En 
el caso de Quillacollo, se trabajó con un técnico que formó parte de 
la campaña municipal electoral de abril de 2010, habiendo llegado a 
conocer a todos los concejales titulares y suplentes, y a la secretaria de 
la Alcaldía, poseedora de mucha información “informal”. En el caso 
de La Guardia, se contó con la participación de una académica versada 
ampliamente con la realidad del lugar, y conocedora de contactos / 
familiares no menos influyentes (ver Nota 4). 


Todo ello deja en claro que para lograr la información se debió 
contar con contactos personales; acudir a informantes clave no 
vistos tradicionalmente como informantes de este tipo: secretarias, 
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encargados del Sistema de Contrataciones Estatales (SICOES), jefes 
de campaña, familiares y amigos de la autoridad que se pretendía 
investigar, entre otros; y contentarse con información cualitativa, 
que poco afecta a la realización de comparaciones mayores. Esta 
información muchas veces no pasó de ser un conjunto de anécdotas 
bien relatadas y con más detalles, por lo cual las más de las veces se 
las deja de lado, recurriendo finalmente al expediente metodológico 
tradicional. 


En cuanto a las “biografías paralelas” de empresarios locales, el 
proceso de su realización no fue el deseado. No se quiere quitar valor 
al resultado obtenido por el equipo de apoyo local que intentó llevar 
a cabo esta labor, pero lo cierto es que la pretensión original en el 
uso de esta técnica quedó lejos de lograda. En primer lugar, se debe 
tener en cuenta que muchas de las empresas que ganaron o perdieron 
una licitación no existen ya. En segundo lugar, muchas de ellas no 
están situadas ni en el municipio, ni en la capital de departamento, 
sino en La Paz, pasando la responsabilidad de la realización de esta 
labor al equipo original*. Ello fue sólo relativamente posible pues 
no siempre se tenía pleno conocimiento de la realidad local y hacer 
las entrevistas sin la “intuición” de lo vivido en las jurisdicciones 
seleccionadas restó contundencia a la información obtenida. En ter- 
cer lugar, y esto es muy importante, los empresarios ganadores no 
se refieren más que luego de mucha insistencia a su participación 
en las licitaciones públicas, y en ningún caso mencionan detalles de 
su propia vida y menos la de su familia. Por ende, fue muy difícil 
constatar en qué se reinvierte el dinero ganado, en qué medida lo 
reutilizan en alguna campaña política o si lo transfieren a actividades 
de consumo privado. 


Frente a este relativo fracaso, recurrimos a una técnica no prevista: 
la “exposición comentada”. Se expuso en distintos espacios lo que 





4 El equipo original estuvo constituido por Diego Ayo, Marcia Fernández y Ana 
Kudelka. Luego se sumaron Carlos Moldiz y Marcelo Arequipa —que ofrecieron 
su apoyo permanente como asistentes de investigación— para el relevo de 
la información de las diversas dependencias del nivel central. Para obtener 
información de los municipios de la muestra se contó con el apoyo de Loyola 
Luna Camacho (Viacha), Diego Gonzales Rioja (Quillacollo) y Fabiana Chirino 
(La Guardia), técnicos locales. 
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se investigaba y las reacciones fueron no sólo muy diversas, sino 
sumamente interesantes. Muchos datos que refuerzan lo planteado 
salieron a relucir, no con referencia a los municipios de la muestra, 
sino a los municipios en general. No hay duda que despertar la 
reflexión sobre este asunto hizo que se comenten detalles sobre la 
privatización de los años 90 y los empresarios beneficiados —ejemplo 
de capitalismo político—, sobre las licitaciones “dirigidas” en la Go- 
bernación de Tarija —ejemplo de corrupción y patrimonialismo—, y 
sobre las inversiones vinculadas al narcotráfico en Cochabamba, con 
autoridades que reutilizarían sus ganancias en actividades ilícitas. 
Con estas exposiciones se hizo claro que los hallazgos de este estudio 
son sólo la punta del iceberg de un modelo político-económico que 
facilita la constitución de redes informales de cooptación del poder 
político desde el polo económico, o de cooptación del poder econó- 
mico desde el polo político. En todo caso, esta aseveración a lo sumo 
puede constituir una hipótesis que requiere otras investigaciones 
para ser confirmada. 


Finalmente, en cuanto a las “encuestas deliberativas”, los resulta- 
dos fueron verdaderamente positivos. Se hizo uso de esta técnica con 
tres expertos municipalistas; sus respuestas, si bien no se contradicen 
entre un momento (cuando se les entrevista sin darles información 
sobre lo investigado) y otro (cuando se los vuelve a entrevistar ya 
nutridos de datos empíricos) del proceso, resultaron mucho más 
ricas. Ya conociendo lo investigado, se animaron a dar información 
que tenían guardada casi en algún lugar de la memoria. Relataron 
anécdotas muy relevantes de cara a lo que buscaba la investigación. 
Por ejemplo, en un caso se comentó levemente el contenido de la 
investigación y se preguntó sobre el “desarrollo económico local” en 
los municipios. La respuesta derivó hacia la perspectiva clásica del 
“municipio productivo”. Empero, una vez presentado lo propuesto 
y revelada la información que sustentaba las hipótesis de la inves- 
tigación —si existe desarrollo económico local, pero con el sentido 
propio de una economía de base estrecha orientada prioritariamente 
a la circulación de bienes no transables—, la respuesta fue otra. La 
persona entrevistada se explayó en el tema. Afirmó que “ello no in- 
validaba la importancia del “municipio productivo” pero que realzaba 
lo que “se debía corregir”. 
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En suma, esta técnica permite obtener más información de las 
mismas personas que, de no ser por la secuencia propuesta, posible- 
mente no la habrían sacado a la luz. 


5. Apuntes metodológicos sobre la institucionalidad formal 


Una vez desarrollados los acápites anteriores, conviene tratar 
un ámbito poco explorado en el país: el de la institucionalidad in- 
formal (Helmke y Levitsky 2006: 25-28). En esta investigación se ha 
procurado ir “más allá” del análisis de la institucionalidad formal. 
Que muchas licitaciones y /o contrataciones pueden haber sido con- 
dicionadas por vínculos partidarios, personales y / o empresariales, 
en desmedro de una competencia abierta, es algo que se sabe. Y no 
sólo se sabe, sino que se practica. La institución informal del “quin- 
ciño” o el “diezmo” existe”. Sin embargo, decirlo suena a acusación 
judicial y /o sensacionalismo mediático. No parece ser un tema de la 
ciencia social. Predomina una suerte de fundamentalismo metodo- 
lógico formal: sólo construye ciencia lo que se puede ver y medir. Y 
es verdad que identificar un objeto de estudio que haga referencia a 
una regla no escrita, no es simple. “Debido a que las reglas formales 
usualmente están escritas, oficialmente comunicadas y sancionadas 
en caso de incumplimiento, su identificación y medición a menudo 
no requiere más que una mirada a la constitución o a la ley electoral” 
(Helmke y Levitsky 2006: 25). No sucede lo propio con la institucio- 
nalidad informal: “Mientras que una constitución nos dice si un país 
tiene un sistema de gobierno parlamentario o presidencialista, nos 
dice poco sobre la persistencia del clientelismo (en sentido negativo) 
o formas de poder compartido (en sentido positivo)” (Ibíd.). 


Tres mecanismos privilegian el estudio de esta institucionalidad 
formal. En primer lugar, se debe establecer hipótesis sobre deter- 
minados comportamientos informales que producen determinados 
resultados formales. Por ejemplo, en Chile se estableció la hipótesis 
de que los candidatos electorales que pierden reciben una suerte de 
“seguro electoral”, consistente en recibir puestos gubernamentales. 
Usando técnicas estadísticas se comprobó que ello era cierto. Por 





5 Se trata de términos que hacen referencia a los sobornos que deben ser pagados 
por determinadas empresas a efectos de ganar una licitación. 
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tanto, predominaba una institucionalidad informal con la siguiente 
lógica no escrita, pero reconocida ampliamente en el ámbito parti- 
dario: “si pierdes, pero das batalla y recoges de todos modos una 
porción del electorado, recibirás un puesto gubernamental”. Los 
datos no engañan: más de 2/3 de los perdedores tuvieron esa suerte 
(Carey y Siavelis 2006: 160-177). Como se ve no hay nada escrito, 
pero aun así se puede llegar a conocer lo que sucedió. 


En segundo lugar, debe utilizarse la técnica clásica de la etno- 
grafía, cuyo propósito es visualizar las expectativas de los actores 
respecto a las instituciones informales: en qué los beneficia, de qué 
modo funcionan y/o quiénes se alían para implementarlas. Éstas 
—las expectativas— logran conocerse a través de entrevistas en pro- 
fundidad con determinados actores y/o la observación detallada y 
sistemática de los mismos. Es indudablemente la técnica más usual. 


Y, en tercer lugar, debe adoptarse el enfoque que privilegia la 
mirada sobre el “cumplimiento de la norma” o la “aplicación de la 
sanción”. La idea es la siguiente: cuando una norma no es observada 
hay un conjunto de instrumentos para obligar a su cumplimiento. 
Éstos abarcan desde los legales (aplicación de la ley) hasta los ile- 
gales (hostilización a quien no cumplió con amenazas, ejecuciones 
sumarias y otros). Puede observarse estos mecanismos cuando hay 
casos que se han desviado de la norma; porque cuando las cosas 
funcionan bien no hay nada que sancionar ni aplicar. Si se preten- 
de estudiar las instituciones de la mafia referidas a traiciones, es 
necesario revisar los asesinatos cometidos contra los delatores. Sin 
embargo, si no hay traiciones no hay nada que revisar, lo que deja por 
sentada una conclusión: el estudio de estas aplicaciones o sanciones 
permite entrar al tema por el lado de la excepción. La regla es que 
no haya aplicaciones ni sanciones. Es de suma importancia enfatizar 
este aspecto. Al abordar algún objeto de análisis a partir de datos 
referidos a quiénes han ido a la cárcel, cuánto dinero ha sido robado 
y a otras pruebas específicas que señalen ilegalidades cometidas, 
se da la impresión de que el ambiente estudiado está signado por 
la corrupción. Sin embargo, bien visto el problema, la intención es 
precisamente la contraria: ver los casos extremos para entender las 
gradaciones del problema. 
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En nuestro estudio, se intentó usar los tres mecanismos. Primero, 
con referencia al establecimiento de hipótesis sobre determinados 
comportamientos informales que producen determinados resulta- 
dos formales, se puede mencionar la suposición de que “la política 
es un canal de ascenso que hay que aprovechar mientras dura”. Lo 
que lleva a una segunda suposición: “usar el puesto de autoridad 
pública municipal ayuda a mejorar la vida personal”. Algo que tiene 
lugar a través de diversos comportamientos, propios del puesto, 
que forman parte de una institucionalidad reconocida tácitamente, 
como ser la contratación de parientes, amigos y militantes en cargos 
públicos y/o la posibilidad de favorecer a socios en las licitaciones 
públicas. De ese modo, respetando esa secuencia, lo sensato es ras- 
trear las propiedades de quienes fueron autoridades, la educación 
que brindan a sus hijos, los negocios que han emprendido, entre 
otras actividades legales. Desafortunadamente, no pudimos lograr 
este cometido como lo hubiésemos deseado. A más de algunas men- 
ciones a la calidad de vida de quienes fueron autoridades, no hay 
mayores datos. Como ya se dijo, no se consiguió realizar el análisis 
de “biografías paralelas”. Por tanto, lo desarrollado a lo largo de la 
investigación, en particular lo relevado en el Capítulo V (Élites no 
locales. Licitaciones públicas y empresas ganadoras y perdedoras), adolece 
de un abordaje técnico deficiente. Sin embargo, que sea deficiente 
no implica que sea inapropiado y menos que deba ser rechazado. 
Sólo un excesivo celo metodológico positivista puede desmerecer 
el avance cualitativo logrado; insuficiente, no hay dudas, pero no 
sujeto a invalidación. En un escenario académico que no ha privile- 
giado este tipo de técnicas investigativas, este puede ser un avance 
preliminar que puede y debe irse perfeccionando. Esperemos sea 
así, sin dejar de lado la incuestionable certeza de que lo analizado 
es aún preliminar. 


Segundo, con referencia a las entrevistas, ya se explicó más arriba 
su uso, que consideramos fue muy provechoso. 


Y, tercero, en referencia a la técnica de “cumplimiento de la nor- 
ma” y/o “aplicación de la sanción”, el estudio tomó en cuenta las 
acusaciones levantadas contra determinadas autoridades públicas 
registradas por el Ministerio de Transparencia. No hay duda que su 
reducido número nos exime de tener que manifestar lo obvio: las 
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acusaciones de malversación, uso de influencias, nepotismo entre 
otros delitos, son la excepción, no la regla. 


En síntesis, lo aportado por esta investigación pone sobre el ta- 
pete estas dificultades metodológicas, al mismo tiempo que trata de 
comprender que la realidad formal no es la única prevaleciente como 
realidad plena: ésta está constituida también por la realidad informal. 
Veremos este aspecto más adelante, en el capítulo conceptual. Baste 
saber acá que la intención de este trabajo no es denostar el empuje 
democratizador municipal, sino entender cómo funciona, tomando 
en cuenta los aspectos más y menos positivos. En nuestro criterio 
seguramente predomina el segundo escenario, el de la corrupción 
controlada o pactada. Situación que antes que ser calificada a través 
del lente jurídico o policial (en ambos casos penalizando lo ocurri- 
do) debe ser evaluada a través de una mirada política, acorde a los 
desafíos de gobernabilidad visibilizados en cada realidad municipal, 
en función a la correlación de fuerzas políticas existente. 


En síntesis, hemos usado la primera técnica, la de las hipótesis infor- 
males con resultados formales, por decirlo de alguna manera, de modo 
casi marginal. No pudimos ser efectivos en su uso por razones que 
tienen que ver con el fracaso en el manejo de las biografías paralelas. 
La segunda técnica, la de entrevistas en profundidad, fue utilizada con 
excelentes resultados. Finalmente, la tercera técnica, la de la aplicación 
de la sanción, también fue de utilidad como se verá más adelante, 
aunque teniendo en consideración que aporta, ante todo, hipótesis 
de trabajo a ser respondidas en futuros trabajos. 


Por tanto, este experimento metodológico debe ser perfeccionado 
en un futuro próximo. Sin embargo, hoy por hoy ya deja atisbos de 
acercamiento al tema estudiado. Es así que, aunque estamos cons- 
cientes de su debilidad manifestada en la escasez de entrevistados 
y la no menos restringida información obtenida, no se invalida su 
pertinencia. Por el contrario, nos confronta con una realidad oculta, 
y ya eso, no obstante no lograr una mayor profundidad, es su mayor 
fortaleza. 


CAPÍTULO | 

Aspectos teóricos y modelo 
de desarrollo económico. 
Élites de base estrecha 

O élites de base ancha 





En esta investigación se partió de múltiples intuiciones aprendi- 
das a lo largo de más de década y media. Ellas motivaron a buscar 
comprender mejor lo que sucedía en la dinámica descentralizadora 
municipal, haciendo uso de herramientas teóricas aptas para ello. 
Ello derivó en la lectura detenida de la investigación promovida 
por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
referida a la “economía más allá del gas” (Gray Molina 2005). Ésta 
describe la economía boliviana como una economía de base estrecha. 
En la exhaustiva y rica explicación que se hace se menciona un hecho 
que despertó nuestra curiosidad: no puede haber una economía de base 
estrecha si no hay una política y una sociedad de base estrecha. 


En ese entendido, usando la misma terminología postulamos acá 
la presencia de élites de base estrecha. Entendemos por élites a las perso- 
nas que tienen la capacidad de afectar de forma regular y substancial 
el diseño, implementación y resultados de las políticas nacionales 
(Higley y Burton 1992). Adaptando este concepto al interés de esta 
investigación, se entiende por élites municipales a aquellas personas 
que tienen la capacidad de afectar de forma regular y substancial el 
diseño, implementación y resultados de las políticas municipales. 


Es a estas élites que hemos querido seguir el rastro. Para hacerlo 
conviene comenzar comprendiendo no sólo las características de la 
economía de base estrecha, sino si ésta tiene vigencia hoy en día. 
De ser así, es preciso comprender cómo es que ésta se manifiesta. Y 
para hacerlo acudimos al escenario municipal que vive un momen- 
to de esplendor fiscal inédito en la historia de la descentralización, 
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gracias a la bonanza económica vivida de 2006 en adelante. La idea 
es ver si este bastión institucional consolida o revierte esta economía 
de base estrecha. Para hacerlo hay que ver en qué medida la bonanza 
afecta la marcha municipal. Tres elementos deben ser debidamente 
comprendidos: el sistema de transferencias fiscales que distribuyen 
los frutos del boom económico hacia las autonomías (municipales); 
el modelo institucional fiscal que no impone condicionamientos al 
uso de estos recursos; y la intervención fiscal del gobierno con sus 
propios recursos públicos manejados por programas autárquicos. En 
nuestro criterio estos factores externos condicionan un tipo de com- 
portamiento político que hemos definido como política de base estrecha. 
Para comprenderla se hará uso de un marco teórico reconocido en la 
ciencia política como informalidad política. Una informalidad que se 
desagrega con sus propios rasgos, reconocidos acá como neopatrimo- 
nialismo, autoritarismo subnacional y capitalismo político. 


En suma, este capítulo pretende esclarecer el significado de diver- 
sos conceptos usados en la investigación. En orden narrativo, estos 
conceptos se refieren a la comprensión de lo que es 


a) la economía de base estrecha y si ésta sigue vigente no obstante 
la bonanza económica; 


b) los factores institucionales que inciden en la gestión municipal 
en el marco de esta bonanza: el sistema de transferencias fisca- 
les, el modelo institucional fiscal y la intervención político-fiscal 
del gobierno central; 


c) la informalidad política o gestión pública informal disec- 
cionada en tres fenómenos: el autoritarismo subnacional, el 
neopatrimonialismo y el capitalismo político; 


d) y, finalmente, la conceptualización de estas élites municipales 
de base estrecha. 


1. Elementos de reflexión sobre la economía de base estrecha 
en Bolivia 


¿Se mantiene esta economía a pesar de la bonanza? Es necesario 
comprender la economía boliviana a partir de la tesis de que hay una 
correspondencia entre el modelo de economía vigente y el “perfil” 
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que adopta el sistema político. Ambos se retroalimentan mutuamente 
demarcando una democracia de base estrecha. No está claro si uno de los 
vértices condiciona más al otro (por ejemplo, si el vértice económico 
influye sobre el político con mayor rigor), en una lógica secuencial 
muy recurrente en las explicaciones sobre el vínculo democracia- 
modelo económico. Recuérdese, por ejemplo, la teoría de Lipset, 
referida a que la democracia ocurre en aquellos lugares donde se ha 
edificado mínimos pilares sociales: una extendida industrialización, 
la expansión del alfabetismo, una urbanización creciente, mejoras 
en la calidad de vida y el crecimiento de la clase media profesional 
(Lipset 1960). Es igualmente secuencial la tesis de Huntington sobre 
la consolidación democrática. Él sostiene que si la movilización social 
sobrepasa la institucionalidad de una naciente democracia, entonces 
se corre el riesgo de que ésta se desplome. Por ende, el “requisito” 
democrático parte de la certeza de que antes que abrir compuertas a 
la democracia electoral, se debe fortalecer el Estado y su marco ins- 
titucional. Lo contrario significa resignarse a la inestabilidad política 
con escaso desarrollo económico (Huntington 1968). 


En el primer caso, el modelo económico determina, en gran parte, 
el camino político. En el segundo caso, el orden institucional, al no 
acoplarse a los “cambios sociales”, determina el desarrollo econó- 
mico. Lo que más bien se argumenta en este trabajo es que ambos 
se determinan mutuamente con diferentes intensidades y tiempos 
pero en recíproca conexión!, lo que implica que lo que sucede en el 
campo económico sucede en el campo político. O, para decirlo de 
otro modo, una economía de base estrecha difícilmente puede alentar 
la emergencia de una democracia liberal, así como esta democracia 
sólo excepcionalmente se estabilizará de la mano de una economía 
de base estrecha. Más sensato resulta creer que la economía vigente 
posibilita la germinación de una democracia no menos estrecha y que 
ésta facilita a su vez la preservación de esa economía. 


Conviene tener en cuenta esta complementariedad para entender 
por qué se requiere conocer las características de la economía de base 





6 Esta idea está inspirada en la teoría de la unificación democrática de Pipa Norris, 
en el libro Making democratic governance work. How regimes shape prosperity, welfare 
and peace (2012), en especial en los capítulos 3 y 8. 
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estrecha, partiendo de la tesis de que ésta permanece intacta en el país 
a pesar de la bonanza económica. De acuerdo a ello, cabe preguntar- 
se qué es lo que sucede en el país. Para hacerlo hemos tomado los 
mismos cinco síntomas de una economía de base estrecha que relata 
la investigación de Gray Molina (2005: 47-60), sólo que actualizando 
los datos presentados. 


a) Primer síntoma: bajo crecimiento 


Hay indicios de que el crecimiento sigue siendo bajo no obstante 
la bonanza. Si se compara la evolución del Producto Interno Bruto 
(PIB) per cápita de Bolivia con los de EEUU y Chile, se comprueba que 
la economía boliviana no sólo ha crecido lentamente de 1989 a 2009, 
sino que ha continuado rezagándose. “El PIB per cápita boliviano 
pasó de representar el 50% del chileno en 1950 a un 30% del mismo 
en 2010” (Machicado 2012: 11). Como correlato a lo expuesto se debe 
tener en cuenta que “en 20 años la tasa de crecimiento poblacional 
fue de 2,1% promedio, mientras que el PIB (a precios de 1990) creció 
en un promedio de 3,8%. Se tiene entonces que el ingreso per cápita 
real sólo alcanzó en promedio un crecimiento de 1,7% anual, que es 
el más bajo de la región sudamericana” (Seoane y Wanderley 2012: 
83). Asimismo, durante el periodo mencionado el crecimiento del 
PIB fue certero pero volátil, dependiendo siempre del precio de las 
materias primas exportadas. Sin embargo, aun así el promedio de 
crecimiento fue de 3,8%, cifra que muestra la modesta expansión eco- 
nómica alcanzada. Inclusive ni el excepcional contexto internacional 
logrado en el gobierno de Evo Morales revierte esta tendencia: se 
alcanzó “un crecimiento promedio de 4,7% entre 2006 y 2009, cifra 
ligeramente inferior a lo obtenido entre 1994-1998” (Ferrufino 2012: 
24-25). Finalmente, cabe mencionar que 


en el horizonte de los 20 años pasados, el promedio de coeficiente de 
inversión fue aproximadamente de 15%, lo que no permite niveles 
significativos de crecimiento. Lo anterior indica que la inversión en 
Bolivia no se ubique en un 25%, difícilmente se va a lograr tasas de 
crecimiento que sean capaces de dar lugar a la transformación de la 
base técnico-material y a la elevación de la productividad del trabajo 
(Grebe 2012: 14). 
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Téngase en cuenta que aunque hoy la inversión pública supera 
los 3.000 millones de dólares, la inversión total es siempre menor a 
20%, al preservarse el divorcio entre la inversión privada y pública 
(Ferrufino 2012: 73). 


En suma, el crecimiento no es digno de remarcarse. 
b) Segundo síntoma: alta concentración en pocos productos exportables 


En principio, la tendencia diversificadora anunciada por la inves- 
tigación del PNUD parece preservarse: en 1990 la oferta exportable 
de Bolivia se basaba en 185 productos, mientras que en 2009 se 
alcanzó un total de 1.014, lo que corresponde a una tasa de 448% 
de incremento. Asimismo, “el número de países de destino de la 
exportaciones pasó de 50 en 1990 a 106 en 2009” (Ferrufino 2012: 83). 
Sin embargo, este talante optimista cede terreno rápidamente cuan- 
do se constata que “los sectores hidrocarburífero y minero explican 
casi el 50% del crecimiento económico en Bolivia” (Grebe 2012: 47) y 
aproximadamente 4/5 de sus exportaciones. Como complemento a 
ello se comprueba que las exportaciones industriales manufactureras 
pierden peso en la economía nacional: 


En los años 90 un factor fundamental para el crecimiento del valor 
agregado de la industria manufacturera fueron sus exportaciones 
que ampliaron su participación de 6% hasta 47,4% entre 1990 y 1999. 
En los años siguientes las manufacturas caen y su participación en 
el valor agregado sectorial también —incluso en el periodo 2006 a 
2009— y así llegan al 22% (Seoane y Wanderley 2012: 97). 


Finalmente, se constata que esta concentración en pocos produc- 
tos describe la escasa diversificación de la estructura productiva 
departamental: 


la mayoría de los departamentos estaban concentrados en 1990 en la 
explotación de sus recursos naturales a excepción de Santa Cruz y 
Cochabamba que estaban dedicados a actividades industriales y de 
servicios. En cambio después de un periodo de 15 años, la concen- 
tración en algunos departamentos aumentó considerablemente como 
en Potosí y Tarija (Machicado 2012: 35-39). 
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En Potosí la actividad minera aumentó en 5%, llegando a tener 
una participación promedio de 30%, mientras que en Tarija el gas 
participó con 47% (Ibíd.: 39). 


En suma, la concentración en pocos productos sigue vigente. 
c) Tercer síntoma: baja productividad 


Conviene comenzar este apartado viendo lo que sucede con Bo- 
livia en relación al contexto internacional: 


Los indicadores de productividad muestran un estancamiento de 
largo plazo ya que el PIB por trabajador no alcanza los 8 mil dólares 
estadounidenses, monto inferior al registrado en 1950. Asimismo, en 
cuanto a productividad e ingreso per cápita, Bolivia es el peor país 
de la región sudamericana y la brecha tiende a ensancharse en vez 
de cerrase (Seoane y Wanderley 2012: 3). 


Ello consolida un círculo vicioso explicado por la ecuación 
existente entre crecimiento y productividad: “el bajo crecimiento eco- 
nómico en Bolivia se debe a un bajo crecimiento de la productividad” 
(Machicado 2012: 25). ¿Por qué sucede esto? De acuerdo a lo investi- 
gado, los factores centrales tienen que ver con la falta de tecnología y 
capital humano, más que con las condiciones físicas. Lo que en jerga 
económica se denomina la “productividad total de los factores”. De 
ese modo, “resulta interesante constatar que la contribución de la PT'F 
al crecimiento del PIB por trabajador fue de 1,83% de 1989 a 2009. 
De hecho la contribución de la PTF siempre fue más importante en 
comparación con la de otros factores...” (Ibíd.). Por tanto, no resulta 
relevante tener la propiedad de las empresas estratégicas si éstas de 
todos modos no invierten en tecnología e innovación, además de 
capital humano. Ello significa que no es la nacionalización o la in- 
versión extranjera directa per se las que generan las transformaciones 
de la capacidad productiva del país (Grebe 2012: 16). 


Para seguir con esa argumentación cabe reiterar que en “el ci- 
clo reciente la disponibilidad del excedente ha sido mal asignada. 
La inversión pública se ha dirigido hacia los sectores sociales y la 
infraestructura, mientras que el apoyo a la producción (...) no ha 
sido prioritario” (Ibíd.: 92). Lo que lleva a afirmar que “a pesar del 
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incremento en el gasto del gobierno y en el ingreso nominal de la 
población, no ha aumentado la productividad del trabajo, lo que ha 
dado lugar a un uso rentista del excedente” (Ibíd.). Ello queda agra- 
vado en el presente a causa de la política de apreciación cambiaria 
adoptada por el gobierno, que resta competitividad a la producción 
nacional. En un ejercicio de simulación, se comprueba que en un es- 
cenario de devaluación permanente el PIB crece en 2,5% respecto al 
año base. Además, se trata de un crecimiento con mayor generación 
de empleo (Machicado 2012: 61). Se hace evidente que la política 
gubernamental favorece este rasgo propio, el de una economía de 
base estrecha. Esta realidad se torna aún más crítica cuando se ob- 
serva que el promedio de ejecución de 1989 a 2009 de los recursos 
gubernamentales destinados al “apoyo a la producción” fue de 77% 
(Ferrufino 2012: 130). 


En suma, la productividad no sufrió alteraciones relevantes. Lo 
que se denomina cambio de la “matriz productiva” tiene que ver con 
ello. La realidad muestra que la economía boliviana transita por el 
sendero clásico de la matriz económica basada en recursos naturales. 


d) Cuarto síntoma: desarticulación entre lo transable y lo no transable 


Una economía de base estrecha favorece el crecimiento del sector 
de bienes no transables, no sólo en términos de absorción de em- 
pleo, sino también en la generación de riqueza. Así, los bienes no 
transables que en 1980 constituían alrededor de 47% del PIB, en 2005 
representaban más de 54%. Se observan tres formas de expresión de 
esta realidad: primero, disminución del sector primario; segundo, 
poca fluctuación para la manufactura; y tercero, un auge creciente 
de los bienes no transables (Gray Molina 2005: 57). 


En el primer caso (disminución del sector primario), “se aprecia 
hasta 2007 que la distancia del producto por trabajador en el sector 
menor productivo por persona ocupada, es decir, la agricultura, es 
más de 50 veces inferior al del sector con mayor productividad: la 
intermediación financiera” (Seoane y Wanderley 2012: 92). ¿Por qué 
sucede eso? Las razones seguramente llevarían a un análisis mucho 
más exhaustivo del que se puede realizar aquí. Por tanto, acorde a 
nuestro objetivo, lo central es enfatizar que el sector primario ha 
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sido notoriamente relegado de la política pública. La actual política 
monetaria agudiza esta orientación. El aumento en las importaciones 
es en parte consecuencia de esta medida, con el efecto de priorizar 
la importación de productos y no así el aparato productivo nacional 
(Ibíd.: 102). No es casual que éstas hayan alcanzado una cifra de 
aproximadamente 7.000 millones en 2012. Ello conduce a que los 
rasgos clásicos de la economía —la poca densidad de los entramados 
productivos y la debilidad de los eslabonamientos de las cadenas pro- 
ductivas— queden fortalecidos a causa de la permisividad política 
visualizada desde 2005, favoreciendo a amplios sectores empresa- 
riales dedicados a la importación. Además, debe tenerse en cuenta 
que esta importación es mayormente en bienes intermedios y bienes 
de consumo, a diferencia de las importaciones de 1998, que fueron 
principalmente en bienes de capital, reduciendo así la capacidad 
productiva (Ibíd.: 100). 


En el segundo caso (poca fluctuación para la manufactura), se 
puede ver que este sector ha exhibido tradicionalmente un aporte 
de aproximadamente 15% al PIB nacional. Nunca sobrepasó una 
quinta parte del PIB (en 1998 llegó a 18%). La inversión nunca ha 
estado preferentemente concentrada en este sector, e incluso ha 
visto disminuida la inversión privada destinada a su sector de 1989 
a 2009: de 26% a 18% (Ferrufino 2012: 76). Asimismo, la industria 
que crece no es la de textiles y /o artesanías, sino las relacionadas al 
boom del consumo, los alimentos, las bebidas y el tabaco: “dentro 
del sector de la industria y manufactura, el principal subsector es 
el de alimentos, seguido por el de bebidas y tabaco. En 2009 ambos 
subsectores aportaban con más de la mitad del valor agregado del 
sector de la industria y la manufactura con el 35% y el 17% respectiva- 
mente” (Seoane y Wanderley 2012: 91). Además, no es una industria 
plenamente productiva: “La composición de las exportaciones del 
sector industrial señala a las exportaciones de soya sus derivados 
y a los metales manufacturados como los rubros más importantes, 
pese a que en buena proporción contienen escasa transformación 
de la materia prima (como las tortas de harina de soya o los metales 
fundidos)” (Pereira 2012: 172). A este escaso valor agregado se suma 
la principal debilidad: no genera eslabonamientos. Algo visto inclu- 
so en el caso más renombrado de la economía nacional, el “modelo 
económico cruceño”: 
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Uno de los resultados más importantes de nuestra investigación se 
refiere al escaso efecto que tiene la agricultura cruceña en las indus- 
trias del país. Solamente existe un vínculo con Oruro y otro de corto 
plazo con Tarija. Ello muestra que el esfuerzo en potenciar Santa 
Cruz en los últimos 50 años no benefició al resto del país. La pujante 
agroindustria cruceña no está vinculada ni siquiera con su propia 
industria y mucho menos con las industrias del país (Ibíd.). 


Pereira y su equipo trataron de observar en cada departamento 
del país qué sectores generan “efectos de arrastre” nacional y depar- 
tamental en torno a cuatro sectores: agrícola, industrial, extractivo y 
el resto. Los resultados para Bolivia en su conjunto no fueron muy 
auspiciosos, poniendo en evidencia que nuestro mercado es en rea- 
lidad un mosaico desparramado de piezas poco entrelazadas entre 
sí. Y en ese atómico panorama se reitera que “en Santa Cruz sólo se 
dan relaciones de corto plazo entre los cuatro sectores” (Ibíd.: 168). 


¿Ha cambiado este panorama en algo desde 2006? No, definiti- 
vamente no. Y eso nos acerca al tercer caso (el auge creciente de los 
bienes no transables). El espejismo que genera el boom de la cons- 
trucción creciendo a ritmos por encima de 10% no es garantía de 
solidez económica, en la medida en que precisamente no se generan 
eslabonamientos de ningún tipo. En un escenario de simulación que 
imagina un descenso en los precios del gas, los más de 400.000 em- 
pleos creados por el sector de la construcción tenderían a desaparecer 
(Grebe 2012: 82). Ello descontando el hecho de que el incremento 
en la inversión en este sector —algo que no fue frecuente durante 
los años 90, en los que la inversión se volcó a los bienes de capital y 
menos a la construcción— disminuye las colocaciones en capital fijo 
productivo (Seoane y Wanderley 2012: 109-110). 


Esta realidad termina por hacer que una mayor cantidad de ahorro 
no tenga significación alguna sobre el crecimiento. Se vio que con 
un ahorro de 15% del PIB, la tasa de crecimiento no superó más que 
excepcionalmente 5%. Hoy con una tasa de ahorro de 30% sucede 
lo propio (Ferrufino 2012). Lo que deja constancia de que más bo- 
nanza no trae necesariamente más prosperidad. En simulaciones, se 
calcula que con un ahorro de ese tipo, el crecimiento debería ser de 
7% con un efecto claro: elevar el PIB per cápita por año a un ritmo 
sostenido de 5% (Seoane y Wanderley 2012: 113). Sin embargo, esto 
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no sucede, denotando que lo que viene aparejado con el boom no 
es un progreso generalizado, sino una mayor dependencia de los 
sectores extractivos. 


En suma, es evidente que este rasgo de la economía de base es- 
trecha permanece incólume. 


e) Quinto síntoma: persistencia de la pobreza y la desigualdad 


Es necesario remarcar que la informalidad de aproximadamente 
80% de la población económicamente activa no se ha modificado. Sí 
lo ha hecho el desempleo, que de 6% en 1985 pasó a 8,3% entre 2000 y 
2007, y que llegó a 10,2% en 2008 (Ferrufino 2012: 46). 


Por otra parte, incrementó la desigualdad regional: “la diferen- 
cia entre el departamento de más alto ingreso y el más bajo es de 
237% (Tarija frente a Beni), cifras que reflejan las disparidades más 
pronunciadas en 2009. Comparativamente, en 1989 la asimetría 
más alta se registró entre Santa Cruz y Potosí, llegando al 120%” 
(Ibíd.: 94). ¿Por qué? Lo que se observa es que el boom extractivo 
genera mayores desigualdades. Y es que al incrementar la deman- 
da por servicios formales y por mayor cantidad de construcciones, 
empeora la distribución de los ingresos. Téngase en cuenta que en 
esos sectores en alza no se emplea a las personas de los quintiles 
más bajos. Además, sube la capacidad adquisitiva de los sectores 
beneficiados mencionados, en detrimento de los más pobres que 
ven una paulatina inflación de los precios de los productos básicos 
(Grebe 2012: 69-71, 72). 


Asimismo, la inversión social estuvo por debajo de la inversión en 
infraestructura en el primer quinquenio de los años 90. Esta inversión 
se revirtió la década siguiente. Sin embargo, desde 2005 la inversión 
en infraestructura recupera la prioridad. No es lo más recomendable, 
teniendo en cuenta que ni la inversión en infraestructura ni la social 
tienen un impacto inmediato sobre el crecimiento. Ello denota una 
certeza muy clara: “gran parte del excedente no se destina a la in- 
versión productiva y a sectores con impacto sobre el crecimiento y el 
empleo” (Ibíd.: 19). Esta tesis queda corroborada cuando se observa 
que una mayor infraestructura educativa, que es lo que caracteriza al 
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periodo actual, no mejora necesariamente los indicadores de educa- 
ción. Más aún: se constató que la variable de gasto social municipal 
promedio per cápita, orientada fundamentalmente a infraestructura 
(hospitales, escuelas y otros), no es significativa en el crecimiento 
(Machicado 2012: 54-55). 


Posiblemente en esto resida la explicación de por qué la brecha 
de Bolivia en cuanto a ingreso per cápita con los países vecinos se 
amplía cada vez más: “en 1990 el promedio sudamericano del PIB 
per cápita real era superior en 2,4 veces al de Bolivia y para 2009 lo 
es en 2,74 veces” (Seoane y Wanderley 2012: 84). 


Por tanto, los datos ponen en evidencia que el gasto en infraes- 
tructura, principalmente, sólo logra consolidar lo que es un rasgo 
de una economía de base estrecha: la preservación de la pobreza y 
la desigualdad. Los datos sobre reducción de la pobreza y desigual- 
dad que ofrece el gobierno son reales. Las cifras muestran descensos 
verídicos. De acuerdo a fuentes oficiales (García Linera 2011: 12-35), 
en 5 años (del 2005 al 2010), el gobierno del presidente Evo Morales 
redujo la pobreza moderada de 60,6% a 49,6%, y la pobreza extrema 
de 38% a 25% de la población boliviana, lo que significa que alrededor 
de 1 millón de personas superaron esa condición. Y esta reducción 
acelerada sería aún mayor en el caso de la población indígena- 
campesina, pues la pobreza extrema en el área rural cae de 63% a 
44,7% en los últimos 5 años. Asimismo, el gobierno afirma que hace 
5 años, el 10% más rico del país tenía 128 veces más ingresos que el 
10% más pobre, ubicándonos entre las sociedades más desiguales del 
mundo. Para el año 2009, esa diferencia se había reducido a 60 veces 
y continúa cayendo. En el área rural la brecha era aún más acentuada, 
pues en 2005, el 10% más rico tenía 157 veces más ingresos que el 
10% más pobre, acortándose esta diferencia a 76 veces para el 2009, 
con una tendencia a continuar disminuyendo —fruto, se arguye, de 
la creación y puesta en marcha de la nacionalización de empresas 
estratégicas del Estado seguidas de la transferencia de bonos sol- 
ventados en los recursos obtenidos por concepto de esa dinámica 
de re-estatización—. Sólo el año 2010, con el Bono Juancito Pinto, se 
entregaron 51,9 millones de dólares a más de 1,8 millones de niños y 
niñas. Con la Renta Dignidad, 240 millones se entregaron a 600.000 
ancianos y ancianas; y con el Bono Juana Azurduy, 13,4 millones se 
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entregaron a 208.000 madres y 341.000 niños menores de un año. 
Con este tipo de programas sociales, se impulsó esa reducción de 
la pobreza y desigualdad. Asimismo, según el PNUD, nuestro país 
transfiere 2,5% del PIB a su población vulnerable, frente a 1,7% del 
Brasil, 0,8% del Ecuador o 0,3% del Perú. 


Sin embargo, reiterando la presencia de una economía de base 
estrecha, el asunto vital nace de la necesidad de comprender que 
restringir la “lucha contra la pobreza” a la emisión de bonos no 
apunta al mecanismo central de combate de este flagelo: la creación 
sostenible de empleos. Considérese que prácticamente 100% del 
empleo rural (unos 2 millones de personas) es temporal (estacional, 
no pleno), informal (sin contratos de trabajo ni prestaciones sociales) 
y de muy baja productividad; que de las personas ocupadas en las 
áreas urbanas (aproximadamente 2,6 millones de personas) sólo 60% 
(1,6 millones) tiene un empleo pleno, y no más de 35% (1 millón) 
tiene empleo formal; y, finalmente, que de las personas con empleo 
formal, una tercera parte corresponde al empleo público, de manera 
que apenas algo más de una de cada ocho personas ocupadas tiene 
un empleo formal pleno y que contribuye directamente a los ingresos 
fiscales. Estas cifras muestran, detallando más lo comentado, que la 
informalidad del empleo afecta a casi 3,7 millones de ocupados, en 
tanto que el subempleo (que puede incluir varias formas de empleo 
temporal o de “autoempleo forzado”) afecta a unos 3 millones. 


En suma, la situación en relación a este quinto síntoma no parece 
haber sido superada. 


En síntesis, Bolivia vive una situación paradójica: la enorme 
bonanza económica parece conducir a reproducir los rasgos de la 
economía de base estrecha. A pesar de tantos recursos fluyendo en la 
economía, las características negativas de este modelo están intactas. 


2. Los factores externos al gobierno municipal: la bonanza 
económica, el modelo institucional fiscal y la intervención 
político-fiscal del gobierno central 


En el presente acápite es necesario aclarar algunos conceptos. En 
primer lugar, el concepto de bonanza económica. Por ella se hace 
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referencia a un periodo de crecimiento económico inusitado. Eso es lo 
que sucede en Bolivia. A partir del 2006, el país ha experimentado un 
crecimiento inesperado como resultado de la demanda internacional 
de materias primas y commodities, en parte gracias al extraordinario 
crecimiento de la India y particularmente China (esta última nación 
se ubica como la segunda potencia económica mundial). Debido a 
ello el crecimiento del PIB, en términos de dólares, dio un salto de 
8.384,6 millones de dólares en 2003 a 11.383,5 millones en 2006, y 
a 18.035 millones en 2010, alcanzando una cifra récord de 24.600 
millones de dólares en 2012. Lo anterior determinó un crecimiento 
per cápita de 995,4 dólares en 2000 a 1.182,4 en 2006, 1.729,8 en 2010 
y 2.400 en 2012. 


A estas estadísticas se añade la extraordinaria cantidad de reservas 
internacionales que en 2012 alcanzaron los 13.000 millones de dólares, 
y/o las exportaciones que superaron los 7.000 millones el mismo año. 
Ello se refleja en la presencia de una mayor cantidad de circulante en 
el sistema. La oferta monetaria creció, de ese modo, de 6.405,9 millo- 
nes de bolivianos en el 2000 a 14.891,0 millones y 37.244,2 millones 
en 2006 y 2010, respectivamente (Zeballos et al. 2011: 25). En una 
década se sextuplicó la cantidad de dinero fluyendo en la economía. 


De esta manera, este concepto alude a una mejora en el precio de 
nuestras exportaciones, que ha terminado por permitir el crecimiento 
de la mayoría de las variables económicas: el gasto, la producción, el 
empleo, los impuestos, las importaciones, los depósitos, la cartera, y 
la demanda de dinero. Sin embargo, este es un patrón de crecimiento 
que subordina el desempeño de la economía boliviana a la evolución 
de los precios de las materias primas en los mercados internacionales. 
Éstos varían fuertemente en un periodo corto de tiempo, por lo que 
es altamente vulnerable y riesgoso depender de ellos. Por ende, el 
desafío principal que tiene el país es el de administrar los ingresos 
extraordinarios de la época de bonanza de manera de fortalecer 
nuestro aparato productivo, comercial y de servicios, de manera 
que si los precios de nuestras exportaciones cayesen, tengamos la 
fuerza suficiente para continuar creciendo y generando empleo. ¿Se 
viene haciendo eso con el dinero municipal? O, para decirlo de otro 
modo, ¿se traduce esta bonanza en crecimiento económico estable? 
Ya lo iremos viendo a lo largo del estudio. 
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En segundo lugar, el concepto de modelo institucional fiscal. Por 
éste se entiende el conjunto de mecanismos que determina la forma 
de transferir los recursos fiscales hacia entidades institucionales pú- 
blicas. Simplificando, se puede argúir que existen aquellos modelos 
fiscales condicionados y /o los no condicionados. Por condicionados 
se entiende aquellos modelos que distribuyen los recursos públicos 
en función a criterios de eficiencia tributaria, metas de desempeño 
institucional o mejoras en los indicadores sociales. Por no condicio- 
nados se entiende aquellos modelos que distribuyen en función a 
criterios demográficos, densidad poblacional, superficie o por po- 
breza y desigualdad (Finot 2001: 89). En el primer caso, se trata de 
modelos que reciben en función a lo que hacen; en el segundo caso, a 
lo que son. Se los conceptualiza en esta investigación como modelos 
institucionales meritocráticos y no-meritocráticos, respectivamente. 
En Bolivia prima el segundo modelo, como veremos en el capítulo 
respectivo. 


En tercer lugar, el concepto de bloque dominante o bloque en el poder 
es un concepto utilizado por Álvaro García Linera: por él se entien- 
de el conjunto de clases sociales que detentan la hegemonía en un 
momento histórico específico, en base a dispositivos ideológicos, po- 
líticos y económicos que los convierten precisamente en dominantes 
(2010a: 9-44). En este trabajo se intenta observar si este deseo —el 
de detentar la hegemonía— se expande por territorios autonómicos 
y específicamente municipales. Desde el punto de vista teórico, se 
observa que hay una fracción de clase que procura guiar al resto de 
clases dentro del bloque y a la sociedad en su conjunto. Para ello debe 
lograr la hegemonía política e ideológica. Lo que significa que debe 
lograr la legitimidad y el control sobre los miembros del bloque y los 
ciudadanos del territorio en su conjunto. Es difícil creer que si esa es 
la pretensión, el marco autonómico municipal quede excluido. Todo 
lo contrario, lo sensato es creer que lo municipal y los actores invo- 
lucrados en él forman parte del bloque en algunos casos (guiando 
al país) y/o, en caso de no ser parte de éste, son actores sociales e 
institucionales que deben “dejarse guiar”. En todo caso, la plataforma 
autonómica debe ser parte, siguiendo la lógica conceptual, del bloque 
dominante, sea como aliada, sea como subordinada. 
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Lo expresado por García Linera no deja margen de duda: se debe 
copar el poder. Lo que significa que el bloque debe consolidarse. Es 
desde ese lente que se analiza posteriormente el manejo guberna- 
mental de algunos programas fiscales. 


En suma, lo que se observa es la presencia de tres factores “ex- 
ternos” decisivos en la marcha municipal: uno económico, otro 
institucional y el otro político: 


a) La bonanza económica que va a incrementar los recursos fis- 
cales bolivianos destinados a los gobiernos municipales; 


b) el modelo institucional fiscal no meritocrático, que va a recibir 
esta masiva afluencia de recursos casi sin condicionamiento en 
su utilización; 


c) la firme intención gubernamental de consolidar el bloque domi- 
nante actual, ampliando su radio hacia confines autonómicos 
municipales. 


3. La subordinación territorial al capital y su encauzamiento: 
institucional o personal 


La explicación previa sobre los síntomas de la economía de base 
estrecha no puede pasar desapercibida al diseño y funcionamiento 
del sistema político nacional. Sin embargo, en nuestro estudio sobre 
los municipios es preciso señalar que esta base explicativa —esta 
economía que se caracteriza por el bajo crecimiento, la concentración 
en pocos productos exportables, la escasa productividad, la 
falta de entrelazamientos entre lo transable y lo no transable y 
la preservación de altas dosis de pobreza y desigualdad tiene 
incidencia en la vida municipal— no es suficiente. Se requiere 
conocer los factores inmediatos que se producen por la combinación 
entre este tipo de economía y el boom económico vivido. Se los 
ha denominado “factores externos”. Partimos pues de la premisa 
de que no se puede comprender la vida municipal al margen de 
esta constelación económica estructural y coyuntural. Más bien 
cabe preguntarse, ¿cuál es la respuesta municipal a esta constelación ? 
Antes de responder quede constancia de que en su mundo (el de 
esta constelación) vienen surgiendo nuevas élites comerciantes, 
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transportistas, importadoras, constructoras, además de chuteras, 
contrabandistas y vinculadas al narcotráfico. Ya existían muchas de 
ellas antes del auge de los precios de las materias primas bolivianas, 
pero ahora gracias a la bonanza económica vienen copando más 
espacios con inusitada fuerza. 


Esta investigación observa que la mayor parte de estas élites vie- 
ne logrando su propio proceso de acumulación de capital o plusvalía”, 
entendiendo por éste “el valor que el trabajo no pagado del obrero 
asalariado crea por encima del valor de su fuerza y del que se apropia 
gratuitamente el capitalista”. Sin embargo, este concepto clásico de 
acumulación de capital se manifiesta de manera heterodoxa en un país 
caracterizado por una economía de base estrecha (sólo marginalmen- 
te industrial). Lo hace a través de: el no pago de impuestos (o pago 
mínimo), la cancelación de salarios bajos a los empleados (muchas 
veces ahijados), la inexistencia de seguros sociales, la no entrega de 
indemnizaciones por despido, y/o la preferencia por mano de obra 
sumisa y barata (mujeres y, sobre todo, niños). En el caso que nos com- 
pete lo hace de un modo peculiar: a través de procesos de subsunción 
o subordinación no del sector informal al sector formal —definición 
clásica—, sino del territorio periférico (urbano-rural o rural) o des- 
concentrado al área concentrada y urbana. En nuestro caso, eso queda 
visibilizado en la subordinación del gobierno municipal a las fuerzas 
de mercado externas visualizadas en empresas no locales. No es pro- 
piamente una subordinación económica de una empresa a otra, sino 
de un territorio a otro. Lo que se produce es una subsunción territorial 
de territorios de ciudades intermedias, regiones metropolitanas con- 
tiguas a la capital y / o, especialmente, áreas rurales y semi-rurales a 
la capital departamental, otras capitales departamentales y / o la sede 
de gobierno*. En ese escenario de determinación externa los territorios 





7  Porella se entiende la transformación de la plusvalía en capital, haciendo posible 
la reproducción ampliada del capitalismo. 


8 Precisamente por ello esta investigación distingue “lo externo” de “lo interno” en 
el marco municipal. Cuando nos referimos, por ejemplo, a empresas de la capital 
se hace alusión a “empresas externas” y, a la inversa, cuando mencionamos 
la presencia de actores locales que logran un acuerdo político nos referimos a 
“actores internos”. No hay duda que hay una dualidad no siempre coincidente 
con una realidad más flexible que, por ejemplo, une los territorios contiguos a 
la capital, entendiéndolos como un único territorio metropolitano y/o define 
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no permanecen pasivos. Ofrecen un marco de “resistencia” variado. 
Visualizamos cuatro escenarios de respuesta: 




















Gráfico 2 
Subordinación territorial de los gobiernos municipales 
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Fuente: Elaboración propia. 


El escenario 1 o de base ancha radical exhibe dos características fun- 
damentales. Por un lado, la respuesta de la jurisdicción territorial no 
es personal sino institucional. Por ello entendemos el establecimien- 
to de un acuerdo institucional entre las diversas fuerzas políticas 
oficialistas y de oposición existentes; y entre éstas y los actores de 
la sociedad civil local existentes. Posiblemente haya tenido lugar un 
referéndum local que haya definido la visión y misión municipal, el 
horizonte estratégico productivo y los mecanismos para lograrlo, o 
quizás hayan resuelto estos mismos objetivos entre las distintas élites 





como actores locales a ciudadanos que poseen una doble residencia. Por tanto, 
si bien estos elementos matizan la dualidad construida, no mellan la posibilidad 
de establecer acuerdos internos institucionales (ver los escenarios) que tiendan 
a mejorar la vida de los ciudadanos de la misma jurisdicción. 


46 MUNICIPALISMO DE BASE ESTRECHA 





gubernamentales, empresariales, sociales y cívicas existentes. Lo 
decisivo es que existe un acuerdo democrático que asume toda inje- 
rencia externa en función a las prioridades definidas colectivamente. 


Por otro lado, esa injerencia externa, precisamente, no logra ser 
invasora. Más bien se concierta el alcance de su influjo local. Ello 
implica que el gobierno municipal está en condiciones de definir con 
qué empresas trabaja, de qué manera y en qué medida el territorio 
periférico se ve beneficiado. El propósito básico en este escenario 
consiste en apuntalar el despegue de empresas locales orientadas 
productivamente (a diferencia de las empresas de la capital cuya 
orientación es “obrista”). 


El escenario 2 o de base ancha tenue exhibe, en torno a los dos rasgos 
mencionados, una capacidad de respuesta igualmente institucional, 
por un lado, y, por el otro, la todavía notoria injerencia externa. Ello 
deriva seguramente en la contratación aún mayoritaria de empresas 
de la capital y, gradualmente, en sentido ascendente, de empresas 
locales que tengan una orientación productiva. El propósito básico en 
este escenario también consiste en facilitar el despegue de empresas 
locales orientadas productivamente. Sin embargo, la metodología 
para hacerlo es gradual, posibilitando una presencia aún mayoritaria 
de empresas no municipales. 


El escenario 3 o de economía tenue de base estrecha denota una 
marcada personalización en la respuesta. Por ella —la personali- 
zación— entendemos la respuesta partidaria no concertada con los 
actores del gobierno municipal y el municipio en su conjunto (oposi- 
ción y actores económicos, sociales y cívicos). Asimismo, la injerencia 
externa es decisiva, lo que en este caso resulta ser ponderable pues 
los recursos municipales se ejecutan en alianza, precisamente, con 
empresas externas. Lo más probable es que estas alianzas conlleven 
acuerdos informales entre actores económicos externos, con actores 
políticos internos, algo muy usual en el ambiente de una economía 
de base estrecha que aúpa la institucionalidad informal clientelar 
y / o patrimonial. 


El escenario 4 o de economía radical de base estrecha denota no sólo la 
personalización comentada, sino un rasgo adicional: la desconexión 
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con el mundo externo. Ello sucede seguramente en municipios funda- 
mentalmente rurales que no se perciben, más que excepcionalmente 
en el caso de que se encuentren riquezas mineras, como regiones 
económicamente rentables. Por tanto, el capital externo no llega o 
lo hace en contadas ocasiones. Para decirlo de forma gráfica: estos 
territorios no se subordinan porque no hay actores que los quieran 
subordinar. 


Hasta aquí conviene puntualizar algunos aspectos. Primero, la 
respuesta municipal (lo que hemos denominado como tal) a los as- 
pectos estructurales de la economía de base estrecha y a los factores 
coyunturales “externos”, depende de diversos factores que no están 
necesariamente en control del gobierno municipal. Esta constatación 
ayuda a entender que muchas acciones informales de estos gobiernos 
obedecen a factores institucionales externos y no a una especie de 
corrupción intrínseca a su existencia. 


Segundo, los incentivos para el establecimiento de los menciona- 
dos acuerdos no existen. La normatividad existente, por el contrario, 
favorece la injerencia predominante de “lo externo”. Por eso mismo el 
juicio calificativo rápido al manejo gerencial del gobierno municipal 
de “ineficiente”, “clientelar” o “corrupto” debe matizarse. No es que 
esos apelativos no sean correctos, pero lo son en la medida que la 
cadena institucional formal e informal vigente (desde la norma de 
contrataciones como lo formal y las licitaciones amañadas como lo 
informal) sea comprendida en su totalidad. Las menciones descalifi- 
cadoras obvian tomar en cuenta que los errores y / o delitos muchas 
veces tienen su origen en este tipo de constreñimientos institucionales 


“de arriba”. 


Tercero y último, este conjunto de escenarios permiten compren- 
der con mayor rigurosidad académica el concepto de informalidad 
política. No hay duda que los escenarios 3 y 4 del cuadro, influidos 
por respuestas personalizadas, se comprenden mejor desde esta 
óptica teórica. Para decirlo en breve: la dificultad de afianzar una 
institucionalidad formal no queda en el vacío. Queda rápidamente 
“llenada” por una institucionalidad informal (o personalización). 
Por ende, la visión policial o mediática del asunto impide com- 
prender este fenómeno en su complejidad. En todo caso, aunque se 


48 MUNICIPALISMO DE BASE ESTRECHA 





ha observado que hay respuestas municipales institucionales a los 
aspectos estructurales de la economía de base estrecha y a los factores 
externos de coyuntura, la hipótesis de este trabajo nos guía por la 
clarificación conceptual de las respuestas personales. 


4. — Lainformalidad política o los factores internos al gobierno 
municipal: elementos de reflexión sobre la política de base 
estrecha en Bolivia 


Teniendo en cuenta los anteriormente desarrollados antecedentes 
de partida, cabe adentrarnos en lo que consideramos representa un 
concepto afín a esta política de base estrecha: la informalidad política. 
Esta informalidad coexiste con instituciones democráticas formales: 
“Las reglas informales prefiguran el funcionamiento de las institu- 
ciones democráticas. Muchas veces refuerzan, subvierten o incluso se 
sobreponen a las reglas formales, procedimientos y organizaciones. 
Por ello, aquellos análisis de las instituciones democráticas que se 
enfocan exclusivamente en las reglas formales se arriesgan a perder 
de vista lo que contornea y /o constriñe el comportamiento político, 
lo que puede conducir a exhibir no sólo una panorámica incompleta 
de cómo funciona la política, sino una visión errada O inexacta de 
ella” (Helmke y Levitsky 2006: 2). ¿Qué son pues estas instituciones 
informales? 


Definimos a las instituciones informales como aquellas reglas 
sociales compartidas, usualmente no escritas, que son creadas, co- 
municadas y ejecutadas al margen de los canales oficiales de sanción. 
En contraste, las instituciones formales son reglas y procedimientos 
que son creados, comunicados y ejecutados a través de mecanismos 
ampliamente aceptados como oficiales (Ibíd.: 5). 


Estas pueden ser catalogadas de acuerdo a dos dimensiones (Ibíd.: 
13-19). Una primera dimensión se refiere al grado de convergencia de 
los resultados producidos por instituciones formales en relación a las 
instituciones informales. La distinción se da cuando las instituciones 
informales producen resultados similares o diferentes de lo que se 
esperaría de una estricta y exclusiva adherencia a las reglas formales. 
Cuando las reglas informales conducen a resultados radicalmente 
distintos, las instituciones formales e informales serán divergentes. 
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Cuando los resultados no sean más que tenuemente diferentes, las 
instituciones formales e informales serán convergentes. 


Una segunda dimensión se refiere a la efectividad de las insti- 
tuciones formales. Por efectividad se entiende el grado en que las 
reglas escritas logran ser implementadas en la práctica. Cuando las 
instituciones formales son efectivas, los actores perciben que hay una 
probabilidad verdaderamente alta de que el no cumplimiento de la 
norma sea penalizado. Cuando las reglas formales no son efectivas, 
los actores consideran que la probabilidad de aplicación es baja. 
Veamos el cuadro descriptivo: 


Cuadro 1 
Tipo de institucionalidad existente: formal/informal 











ituci ituciones formales 
Resultados/Efectividad Ins HtUciones formales Instúcio es: orma 
efectivas inefectivas 
Convergente Complementaria Sustitutiva 
Divergente Acomodaticia Competitiva 

















Fuente: Elaboración propia. 


De ese modo se tienen instituciones informales complementarias, que 
influyen en el comportamiento político de una manera que ni se con- 
trapone a las reglas formales, ni produce resultados substantivamente 
diferentes. Muchas veces se las ve como instituciones que mejoran 
la efectividad de las instituciones formales. "También se cuenta con 
las instituciones formales acomodaticias, que alteran los efectos prin- 
cipales de las reglas formales pero sin violarlas. En otras palabras, 
ellas contradicen el espíritu mas no la letra de las reglas formales. 
Posteriormente, tenemos a las instituciones informales competitivas, 
que compiten con las reglas formales: son incompatibles con ellas. 
Para cumplir las reglas de una institución se debe violar las reglas de 
su par (son divergentes). El mejor ejemplo de ello es la corrupción. 
Finalmente, atestiguamos la presencia de las instituciones informales 
sustitutivas, que surgen allá donde las instituciones formales son dé- 
biles; sin embargo, no buscan resultados diferentes a lo que buscarían 
sus pares formales. 
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Consideramos que este modelo permite comprender mejor lo 
que sucede en los gobiernos municipales. Diversos actos informales 
de éstos han sido calificados indistintamente como actos de corrup- 
ción. Esta mirada jurídico-policial no es suficiente para entender lo 
que sucede. Por ese motivo en esta investigación se hizo uso de las 
siguientes categorías para designar aquellos casos signados como 
“acusaciones jurídicas” de acuerdo al Informe del Ministerio de 
Transparencia sobre “corrupción municipal”: prebenda, extorsión, 
robo y clan (además de la categoría “otros”). 


Por prebenda se ha entendido la otorgación de cargos públicos a 
allegados. Por extorsión, la exigencia de algún funcionario público 
y/o autoridad pública de un determinado pago a un ciudadano por 
el cumplimiento de un determinado servicio público. Por robo, el 
uso de parte de algún funcionario público y /o autoridad pública de 
recursos públicos con fines privados. Y por clan, la conformación de 
alianzas informales clandestinas público-privadas para la otorgación 
informal de contratos a determinadas empresas privadas. 


A priori, todas estas “acusaciones jurídicas” han sido catalogadas 
como “acusaciones por corrupción”. Sin embargo, de acuerdo a nues- 
tro marco teórico, es necesario hacer una reflexión integral. Conviene 
ver el Gráfico 3 con sus respectivos ejemplos. 


Analicemos cada ejemplo. El ejemplo 1 (Contratación de personal) 
se refiere a la categoría prebenda. En este caso, lo que se observa es 
una institución informal sustitutiva. Recuérdese que ésta surge por 
efecto de la presencia de una institución formal inefectiva. En este caso, 
la institución formal inefectiva tiene que ver con la ausencia de un 
servicio civil municipal. No existe hasta el presente una carrera ad- 
ministrativa municipal. El Estatuto del Funcionario Público terminó 
por exceptuar de su normatividad al régimen municipal, y la Ley del 
Trabajo no considera a los funcionarios públicos, trabajadores de ca- 
rrera (con alguna excepción, como la existente en el caso del gobierno 
municipal de La Paz). Por tanto, esta institución informal sustitutiva 
“soluciona” lo que la institución formal no puede hacer aunque con 
resultados divergentes. ¿En qué divergen? La respuesta es que lo hacen 
en el proceso de reclutamiento del personal. La institución formal lo 
debió hacer a través del servicio civil, pero la institución informal lo 
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hace en base a acuerdos con determinados sindicatos, partidos de 
oposición y / o, por seguir con ejemplos hipotéticos, a algún amigo o 
conocido. En suma: la institución formal sigue siendo inefectiva, aun- 
que encuentra una solución divergente (no es la óptima de acuerdo a 
las reglas formales) pero eficaz. Por ende, lo que de forma inmediata 
se concibe como un delito —contratar a allegados— es consecuencia 
de una distorsión institucional formal más profunda. Ello no exculpa 
lo sucedido, pero posibilita comprender la lógica política informal 
en una perspectiva integral. 


Gráfico 3 
Modelo de informalidad política municipal 
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Fuente: Elaboración propia. 
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El ejemplo 2 (Exigencia de dinero al ciudadano para aprobar sus 
planes) se refiere a los casos de clara institucionalidad informal sustituti- 
va. Denotan corrupción (se exige un pago “por debajo” al ciudadano 
para aprobar sus planos) y en esa condición son soluciones divergentes 
a una institucionalidad formal inefectiva. ¿Por qué la inefectividad de la 
institución formal? La respuesta es evidente: ni el Poder Judicial logra 
detener estos delitos y /o sancionarlos más que en casos excepciona- 
les, ni la Contraloría logra apurar los informes de responsabilidad 
penal o administrativa, ni el concejo municipal fiscaliza a sus auto- 
ridades ejecutivas. Frente a esta institucionalidad formal inefectiva 
surge una institucionalidad informal competitiva que ahonda la 
descomposición institucional general del sistema político. 


El ejemplo 3 (Democratización pactada) tiene que ver con la 
institucionalidad informal complementaria. El mejor ejemplo es el de 
la democracia pactada dentro del concejo municipal. Aunque no 
hay ningún mecanismo institucional formal que obligue al partido 
vencedor a pactar con la oposición, éste lo hace. De tal modo, ambas 
instituciones son convergentes y efectivas. Ya se conoció este ejemplo 
en lo que constituyó durante casi dos décadas la democracia pactada 
entre los principales partidos del sistema político. No estuvo escrita, 
pero ayudó a establecer acomodamientos político-partidarios que a 
la postre generaron una remarcable estabilidad (hasta que sucedió 
lo contrario). 


El ejemplo 4 (Convocatorias públicas) se refiere a la categoría de 
clan, que se define como la red informal, unida por vínculos afectivos 
o de parentesco, dedicada a beneficiarse del sistema político y eco- 
nómico para lograr su (auto)preservación (Collins 2006). Es verdad 
que resulta complicado metodológicamente probar la presencia de 
estos clanes. Sin embargo, esta investigación parte de una (hipó)tesis: 
en Bolivia no hay clases que defiendan un interés común (o éstas 
son débiles), sino facciones de clase y dentro de estas facciones de 
clase, subfacciones y así sucesivamente, denotando un exacerbado 
faccionalismo que deriva en el establecimiento de redes sociales pa- 
trimoniales (Lagos 1994), caracterizadas por la interacción (informal) 
personalizada entre individuos. No se establecen vínculos modernos 
definidos por la consolidación de lazos sociales impersonales, en los 
que lo que cuenta es el “imperio de la ley”, en contraposición a la 
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“tiranía de los primos””. Posiblemente algo de esto tiene lugar en el 
ámbito local, poniendo en evidencia un elemento teórico a ser comen- 
tado más adelante: en los gobiernos municipales no hay verdaderas 
afinidades ideológicas o, si las hay, son tenues y /o instrumentales, 
sino de intereses personales y / o clánicos. 


Hecha esta breve explicación, volvamos al asunto: se trata de 
una institución formal acomodaticia, cuyo doble rasgo es, por un lado, 
convivir con instituciones formales efectivas pero, por otro lado, 
lograr resultados divergentes en relación a esta institución formal. 
En este ejemplo, hacemos referencia a las convocatorias públicas. La 
institución formal posee una serie de eslabones formales plenamente 
vigentes además de efectivos: una “ley marco” (la Ley SAFCO), un 
sistema estatal de compras (el SICOES), la Máxima Autoridad Eje- 
cutiva (MAE), que es la autoridad ejecutivo-administrativa dentro 
del gobierno municipal, un presupuesto refrendado por el concejo 
municipal y el Ministerio de Economía y Finanzas, además del De- 
creto 181 de Contrataciones. A pesar de que esta institucionalidad es 
efectiva, los contratos no siempre siguen esta senda. Es repetitiva, por 
ejemplo, la contratación de empresas que no han ofertado el mejor 
precio. Sin embargo, éstas terminan por realizar la obra en el tiempo 
estipulado y con el monto definido. Vale decir, prima posiblemente 
en este escenario una lógica de clan que ha llevado a seleccionar una 
empresa “afín” antes que a una empresa “desconocida”. Este trato 
preferente marca una diferencia. 


4.1. Síntomas de la informalidad 


Una vez comprendido que el mundo de la informalidad es más 
complejo que la visión unilateral policial o mediático-sensacionalista, 
es necesario comprender qué síntomas —haciendo uso de la misma 
terminología usada para el análisis de la economía de base estre- 
cha— la caracterizan. Consideramos que hay tres síntomas que se 
manifiestan: el neopatrimonialismo, el autoritarismo subnacional y 
el capitalismo político. 





9 Como argumenta Francis Fukuyama en los capítulos 3 y 4 de su exquisito 
trabajo The Origins of Political Order. From Prehuman Times to the French 
Revolution (2011). 
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a) Primer síntoma: el neopatrimonialismo 


Para Weber, el patrimonialismo constituía un tipo de gobierno 
basado en la autoridad tradicional, organizada, en mayor o menor 
medida, como una extensión directa de la corona. Los empleados 
eran funcionarios personales del gobernante. En la época moderna, 
y dado que la legitimidad de la autoridad no reside en apelaciones 
a la tradición, sino en procesos electorales, resulta conveniente se- 
ñalar más bien que la combinación de similitudes y diferencias en 
el ejercicio del dominio hace factible hablar de un régimen neopa- 
trimonial. Este régimen posee una característica central a efectos de 
nuestro análisis: las divergencias políticas no se refieren a disputas 
ideológicas o programáticas. Por el contrario, las mencionadas dis- 
putas confrontan un “los de adentro” o “nosotros” a “los de afuera” 
o “ellos”, pugnando por prebendas, empleos y/o dinero. A efectos 
de nuestra investigación, es importante tomar en cuenta este rasgo en 
la medida que las alianzas políticas tendrían como principal objetivo 
el beneficio personal / corporativo (Hartlyn 1998: 14-15). 


b) Segundo síntoma: el autoritarismo subnacional 


No existe una definición precisa de esta categoría política en- 
marcada en la informalidad, aunque si hay una certeza de partida: la 
democratización subnacional no es democratización en “pantalones 
cortos”, así como los rasgos autoritarios subnacionales no son de- 
talles menores de un sistema autoritario mayor (Gibson 2013: 18). 
Entonces, ¿cuál es la particularidad de este fenómeno político? La 
respuesta tiene que ver con dos rasgos claros: uno, el cumplimiento 
de la legalidad: las elecciones subnacionales tienen lugar. No se las 
prohíbe impidiendo el deslizamiento hacia un régimen autoritario. 
Sin embargo, si bien éstas se llevan a cabo con la regularidad y 
transparencia propias de una auténtica democracia electoral, sobre- 
sale el segundo rasgo: la personalización del poder en la figura del 
alcalde y/o principales autoridades, quien(es) gobierna(n) usando 
la ley de acuerdo a su conveniencia. Se suscita una dinámica de 
instrumentalización de la ley, dando lugar a regímenes municipales 
híbridos (Gervasoni 2011: 81): democráticos “hacia afuera”, pero 
autoritarios “hacia adentro”. Para decirlo de modo gráfico: prima 
la institucionalidad formal electoral y post-electoral junto con una 
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institucionalidad informal en la gestión pública local. Se obedece las 
reglas institucionales no sólo electorales sino partidarias y, simultá- 
neamente, se actúa de acuerdo al formato neopatrimonial aludido. 
O, de modo caricaturesco, se dice “sí” a las órdenes partidarias “de 
arriba” y a las disposiciones normativas existentes —lo formal— 
para actuar “libremente” en el escenario local en función a intereses 
particulares y no comunes —lo informal—. 


A efectos de esta investigación, este marco teórico puede ser 
revelador de pautas de comportamiento “sumisas” con el nivel 
central, pero “soberanas” dentro de su propio radio de acción. En 
síntesis, se es democrático con el país pero informal / autoritario con 
la jurisdicción. 


c) Tercer síntoma: el capitalismo político 


Este capitalismo ha sido conocido como “capitalismo de camari- 
lla”, entendiéndolo como aquel sistema sujeto a reglas no universales, 
sino elaboradas concertadamente por y para la camarilla. Ésta aspira 
a controlar el proceso político para beneficiar a sus socios empresaria- 
les, que a su vez le retribuyen informalmente, fundiendo la política 
con la economía a costa del estado de derecho y la economía de mer- 
cado (Prats 2003). Esta idea ha sido ampliada por Fernando Molina, 
quien recuerda que esta política de favorecimiento selectivo es añeja, 
formando parte del modelo económico boliviano tradicional —léase 
dependiente de determinados recursos naturales—-: 


La ganancia de los mineros españoles no se derivaba de la productivi- 
dad de su mano de obra, sino de la influencia política que tenían, que 
les permitía controlar una mayor cantidad de “mitayos” o indígenas 
en situación de semi-servidumbre. Tampoco provenía de la magnitud 
de sus inversiones, o de su habilidad y preparación técnicas, sino 
del favor real, que les permitía acrecentar sus posesiones. Lo mismo 
ocurría con el capitalismo comercial de la época, que —por lo menos 
en su parte internacional— era un monopolio del Estado. Y con las 
haciendas de mayor organización y orientadas al lucro. Todas estas 
actividades permitían la acumulación de capital, pero una acumula- 
ción cuyos resortes últimos eran la proximidad o la lejanía del poder 
político. Con las variantes naturales que se debieron a los cambios de 
época, este sesgo estatista del capitalismo boliviano se ha mantenido 
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hasta ahora. Basado siempre en la excepcionalidad que implica el ha- 
llazgo de sucesivos recursos no renovables; plata, estaño y ahora gas, 
y en la explotación hasta el agotamiento de recursos renovables como 
la madera y la tierra, el capitalismo industrial boliviano nunca dejó 
de tener una naturaleza política. Fue por tanto insular, de enclave (...). 
En otras palabras: la economía de mercado, la sociedad competitiva, 
basada en ganancias de productividad, sólo incluye de forma plena 
a una minoría de la población (2011: 14-15). 


Como queda visto, el eje está puesto en la política como motor del 
desarrollo económico. En suma, en sistemas de capitalismo político, 
“determinadas élites económicas reciben un trato privilegiado y pre- 
ferencial consolidándose gracias al Estado antes que a la necesidad 
de competir, propia del mercado” (Sharafutdinova 2010: 2-3). Esta 
lógica empodera a funcionarios públicos, quienes a menudo usan 
sus influencias para beneficiar y enriquecer a sus amigos y socios 
fuera del gobierno (léase empresarios que obtienen las licitaciones). 
De tal modo que si esta conexión entre funcionarios públicos (mu- 
nicipales) y élites económicas domina el diseño y puesta en marcha 
de las políticas públicas, se termina por consolidar este capitalismo 
político, visto como un orden institucional distinto, caracterizado 
por el dominio de grupos elitarios informales (Ibía.). 


En suma, la institucionalidad informal se caracteriza por 


— la hegemonía de las relaciones ni programáticas ni ideológicas, 
sino de provecho personal y/o corporativo (de clan) (neopa- 
trimonialismo); 


— la hibridez en el comportamiento de las autoridades, legal 
“hacia afuera” respecto a las elecciones y el cumplimiento de 
normas post-electorales, pero informal /ilegal “hacia dentro” 
respecto del gobierno municipal en el manejo de las licitaciones 
(autoritarismo subnacional); y 


— la capacidad de determinadas autoridades y funcionarios pú- 
blicos de seleccionar selectivamente a las empresas ganadoras 
en los procesos de contratación (capitalismo político). 
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5. Hacia dos modelos diferentes de institucionalidad municipal: 
élites locales de base estrecha o élites de base ancha 


Tras la explicación dada en el anterior acápite, resta ver cómo es 
que se entrelazan las variables del modelo. 


Gráfico 4 
Hacia un modelo municipal de base ancha o estrecha 
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Fuente: Elaboración propia. 
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Como se ve, hay una ruta de incidencia que conviene tener muy 
presente: 


Uno: los factores externos (bonanza, modelo fiscal y dirigismo es- 
tatal) inciden sobre el gobierno municipal. Se constituyen en variables 
independientes (primer grupo). 


Dos: esta incidencia se da sobre “mitad” del gobierno municipal 
que funge de variable dependiente. Sin embargo, la otra mitad de la 
naranja municipal posee sus propias capacidades (autoritarismo, 
neopatrimonialismo y capitalismo político) que inciden sobre las 
empresas. Se constituyen en variables independientes (segundo grupo). 


Tres: esta incidencia se da sobre la “mitad” de las empresas que 
funge de variable dependiente. Sin embargo, la otra mitad de la naranja 
empresarial posee sus propias capacidades (donaciones de campaña 
electoral, uso político de medios y otros) que inciden nuevamente 
sobre el gobierno municipal. Se constituyen en variables independientes 
(tercer grupo). 


Esta investigación no se ocupa ya del tercer grupo de variables in- 
dependientes. Sin embargo, de acuerdo a las distintas combinaciones 
entre estas variables independientes, se puede tener la presencia de 
élites municipales de base estrecha, cuyo desenlace final es la reproduc- 
ción del modelo de economía de base estrecha, cerrando un círculo 
vicioso perfecto economía-política-economía. En el caso inverso,se 
transita hacia un municipalismo de base ancha, en el que la deter- 
minación estructural del modelo económico se trunca (o tiende a 
debilitarse, para no creer que la dinámica de subsunción territorial 
puede ser sobrepasada fácilmente). La política municipal se decanta 
por alentar el municipio productivo y con él a élites municipales de 
base ancha. El círculo vicioso tiende a quebrarse y en ese escenario el 
marco municipal autonómico resulta decisivo. 


Por ende, estas élites municipales de base ancha se definen como aquellas 
personas que tienen la capacidad de afectar de forma regular y substancial los 
resultados de las políticas municipales con medidas destinadas a fomentar 
el desarrollo económico local productivo. Su reverso consolida las élites 
municipales de base estrecha que se definen como aquellas personas que 
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tienen la capacidad de afectar de forma regular y substancial los resultados 
de las políticas municipales con medidas destinadas a fomentar el desarrollo 
político-económico no-local y no productivo. Son aquellas élites no locales, 
golondrina y protegidas. 


6. El puente de efectivización de lo económico con lo político: 
las licitaciones 


Hay un último aspecto que debe relevarse y que tiene que ver con 
la siguiente pregunta: ¿cómo se efectiviza el lazo entre “lo político” 
y “lo económico”? He ahí el meollo de la cuestión. Y la respuesta es 
única: a través de las licitaciones públicas. En ellas reside el corazón de 
lo que se propone en esta investigación. Es aquí donde los recursos 
públicos municipales se visualizan y dejan de ser meras cifras. Al 
visualizarse adquieren rango no sólo estadístico-descriptivo, sino 
sobre todo político. 


Partamos de una premisa teórica: los presupuestos públicos no 
son solamente instrumentos técnicos, documentos administrativos 
o recuentos fiscales. No; son sobre todo objetos de pugna política. 
Lo que deja traslucir un presupuesto es en gran parte efecto de la 
correlación política de fuerzas. En verdad lo que está en juego tiene 
que ver con tres preguntas esenciales en la dinámica fiscal de la 
descentralización (municipal): ¿por qué los políticos emprenden 
una particular descentralización fiscal en un momento determinado 
(y no en otro)?; ¿cómo impulsan esta particular descentralización 
fiscal?; y ¿de qué modo es que ésta evoluciona en el tiempo? No 
puede responderse ninguna de ellas a menos que se conozcan las 
preferencias asumidas por los políticos. De tal modo, sólo se entiende 
los acuerdos fiscales si se entienden las motivaciones políticas (León 
Alfonso 2006: 5). 


En ese sentido, podemos decir que las licitaciones son desagre- 
gaciones del presupuesto. Son su materialización fáctica. Y como tal 
responden a intereses políticos. Una licitación, por tanto, no es sólo 
un proceso administrativo, sino sobre todo un proceso político. De 
política formal, cumpliendo los requisitos de las normas de contrata- 
ción y /o informal, estableciendo acuerdos informales en torno a ellas. 
Vale decir, lo que hemos tratado de mostrar es que los intereses en 
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juego en torno a una licitación pueden ser intereses políticos comunes 
O intereses políticos particulares. La bifurcación mencionada anterior- 
mente demuestra que si son intereses comunes, la senda de desarrollo 
alentará élites locales de base ancha; y si son intereses particulares, 
el camino del desarrollo sólo logrará ahondar los síntomas de la 
economía de base estrecha. 


Actores 


da — Licitaciones <= 


económicos 





A partir de este basamento teórico, comprendemos que por lici- 
tación se hará referencia a todo uso de recursos públicos por encima 
de 20.000 bolivianos. La norma, el Decreto 181, establece diversos 
tipos de contratación. Destacan 


a) las “compras menores” por debajo de los 20 mil bolivianos —no 
requieren proceso competitivo alguno—; 


b) la modalidad “apoyo nacional a la producción y empleo” de 
20.000 bolivianos a 1 millón, que supone una invitación directa 
a tres proponentes como mínimo, y 


c) la “licitación” que supone un proceso de convocatoria pública 
abierto por encima del millón de bolivianos (D. S. 181, Art. 13). 


Es aquí donde fluye la porción más gruesa de los recursos públi- 
cos municipales. Y es aquí, por ende, donde conviene poner el lente. 


CAPÍTULO ll! 
El estado de la cuestión 





No hay trabajos sobre la descentralización, ya sea en su versión 
municipal o en su versión autonómica, que versen sobre el surgimien- 
to de nuevas élites propiamente económicas. A lo largo del periodo 
descentralizador destacan trabajos de tipo predominantemente 
técnico", además de aquellos, más políticos, que procuran mostrar 





10 Por evaluaciones técnicas se hace referencia a aquellas investigaciones que han 
tratado de conocer cómo viene aplicándose la ley 1551 en sus diversas facetas. 
Destacan los textos de George Gray (ed.), Participación Popular, construyendo 
políticas públicas locales en Bolivia (1997); David Booth et al., Popular Participation. 
Democratizing the State in Rural Bolivia (1997); Gonzalo Rojas y Laurent Thevoz 
(coord.), Participación Popular. Una evaluación-aprendizaje de la ley 1994-1997 (1997); 
Carmen Barragán y Laurent Thevoz (coord.), Participación Popular. Una evaluación- 
aprendizaje de la ley 1994-1999 (1999); Mario Galindo, “La participación popular y 
la descentralización administrativa” (1998); y en particular el trabajo, apoyado 
por la Cooperación Holandesa, del Ministerio de Desarrollo Municipal, Estudio 
de evaluación de capacidades institucionales y de gestión de los gobiernos municipales 
(2002). Para cuestiones estadísticas, Viceministerio de Planificación Estratégica 
y Participación Popular, Estadísticas económicas del proceso de descentralización 
(2002). Se puede consultar especialmente los dos tomos de evaluación de 
diversos aspectos técnicos de la Ley de Participación Popular en Diego Ayo 
(coord.), Municipalización y Participación Popular: Diagnóstico de una Década (2003). 
Últimamente se puede ver el muy didáctico texto de Christian Olk (coord.), La 
construcción del Estado Autonómico. Elementos para el debate y la concertación (2010). 
También se puede incluir en esta categoría de trabajos la publicación de Esther 
del Campo (ed.), Democratización y descentralización en Bolivia (2007), que reúne un 
conjunto de ensayos sobre diversas temáticas (relaciones intergubernamentales, 
derechos indígenas en el marco autonómico o sobre el mismo régimen de 
autonomías). También es de destacar, aunque cubre no sólo el espacio municipal, 
sino también el régimen autonómico en general, el trabajo de Carlos Bohrt, 
Herramientas para la construcción del Estado autonómico en Bolivia (2010), que versa 
sobre las competencias autonómicas reconocidas en la Constitución, y el ensayo 
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no tanto el juego meticuloso desatado con la avalancha de nuevos 
requerimientos legales y procedimentales —desde conocer la anda- 
nada de normas entre leyes, decretos y resoluciones supremas hasta 
manejar el presupuesto, el sistema de contabilidad o la planificación, 
por citar algunos aspectos—, sino los efectos sobre las estructuras de 
poder vigentes que tienen lugar: ¿somos más democráticos?; ¿quién 
gana con la ley?; ¿qué consecuencias políticas devienen de su puesta 
en marcha?”. También se han publicado trabajos sobre temas puntua- 
les que incluyen una variada gama de tópicos: indígenas en el poder 
local'?, municipios “inviables” o menores a 5.000 habitantes”, el papel 





de Manuel de la Fuente, “Las autonomías y la cuestión indígena en Bolivia” 
(2011). 


11 En el grupo de las evaluaciones políticas contamos con los textos de Vladimir 
Ameller, Diálogo para la descentralización. Provocaciones, avances y desengaños (2002); 
Diego Ayo, Los desafíos de la participación popular (1999) y Municipalismo/Participación 
Popular. Apuntes de un proceso (2003); James Blackburn, “La Participación Popular 
en una sociedad de prebendas. Un análisis de la planificación municipal 
participativa en Sucre” (2003: 9-56); José Blanes, Mallkus y alcaldes (2000); Merilee 
Grindle, Audacious reforms. Institucional invention and democracy in Latin America 
(2000), capítulo sobre Bolivia; Ana María Lema (coord.), De la huella al impacto. 
La Participación Popular en municipios con población indígena (2001); Javier Medina, 
¿Qué Bolivia es posible y deseable? Repensar la economía, el desarrollo y la modernidad 
desde lo local y el nuevo paradigma, para no desaparecer en la globalización (1999); Carlos 
Hugo Molina, “Bolivia con participación popular: un estudio de caso nacional” 
(2003: 68-94); Wilder Molina y Wigberto Soleto, Sociedad local y municipio en el Beni 
(2002); Philip Oxhorn, La construcción del Estado por la sociedad civil: la Ley boliviana 
de Participación Popular y el desafío de la democracia local (1999), Félix Patzi, “Etnofagia 
estatal. Vaciamiento ideológico comunal y nuevos modos de dominación estatal: 
Análisis de la Ley de Participación popular” (2000); Gonzalo Rojas y Luis 
Verdesoto, La Ley de Participación Popular como reforma de la política. Evidencias de 
una cultura política democrática en Bolivia (1997); Daniel Dory y Nelson Manzano, 
Lógicas territoriales y políticas públicas. Las condiciones de gobernabilidad democrática en 
Cochabamba (2000); y Benjamín Kohl, Economic and political restructuring in Bolivia 
(1999). Últimamente se cuenta con la publicación colectiva editada por Zuazo, 
Faguet y Bonifaz, Descentralización y democratización en Bolivia. La historia del Estado 
débil, la sociedad rebelde y el anhelo de democracia (2012). 


12 Xavier Albó, Ojotas en el poder local. Cuatro años después (1999) y “Alcaldes y 
concejales campesinos /indígenas: la lógica tras las cifras” (1997); Calla, Ricardo, 
“Indígenas, Ley de Participación Popular y cambios de gobierno en Bolivia 
(1994-1998)” (1999); Diego Pacheco, Municipios, distritos municipales indígenas y 
tierras comunitarias de origen en las tierras altas de Bolivia (2002); y el de Ana María 
Lema antes citado. 


13 Vladimir Ameller, La problemática de los gobiernos municipales de escasa población (1999). 
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del concejo municipal en el proceso municipal'*, los avances y debi- 
lidades del control social (o la función del comité de vigilancia)", el 
impulso al llamado “municipio productivo”*”, aspectos municipales 
electorales”, lucha contra la corrupción o transparencia municipal'*, 
pobreza y desigualdad en las fronteras municipales”, la dinámica de 
la mancomunización / metropolización”, el municipio a lo largo de 
la historia política de Bolivia”, el avance de las mujeres en el marco 
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Iván Andrade, La relación del Concejo Municipal en relación a cinco funciones 
específicas (2001). 
Rubén Ardaya, El Comité de Vigilancia al auxilio de la democracia municipal (1998). 


Iván Arias (coord.), Municipio productivo, promoción económica rural. Aprendiendo 
de la realidad municipal (1998); Mario Galindo, Municipio productivo. Conceptos y 
políticas (1999); Carlos Hugo Molina (ed.), Comisión de Desarrollo Económico Local. 
El principio del desarrollo (2000). Y, en especial, aunque con más énfasis en el 
desarrollo rural: Miguel Urioste, Desarrollo rural con participación popular (2002). 


Ricardo Calla y Hernando Calla, Partidos políticos y municipios. Las elecciones 
municipales de 1995 (1996); Salvador Romero, “Vista panorámica de las elecciones 
municipales (1987-1999). Experiencia electoral boliviana” (2002); y Rubén 
Ardaya, “Elecciones municipales en la Participación Popular” (2000). 


Destacan los textos de la cooperación alemana, GTZ, conjuntamente con la 
Federación de Asociaciones Municipales, como ser GTZ-FAM, Municipio 
Transparente. Una propuesta de acción desde Camiri (2001) y Municipio Transparente. 
Una propuesta de acción desde el Chaco (2002a); y el estudio del caso de La Paz de 
Klitgaard, MacLean y Parris, Corrupción en las ciudades (2001). 


GTZ-FAM, Pobreza y desigualdad en el suroeste de Cochabamba (2002b) y Estudios 
de aproximación a la pobreza y distribución del ingreso. Municipios del Norte de Potosí 
(2002c); y Javier Medina, La vía municipal hacia la vida buena. Insumos para ajustar 
la EBRP (2002). Últimamente se puede incluir la didáctica investigación sobre 
un tema sectorial que repercute en la pobreza de Galindo, Bravo y Aillón, Los 
desafíos de la educación en el proceso autonómico boliviano (2011). 


Para el caso de las mancomunidades, ver Carlos Hugo Molina, Las 
mancomunidades municipales como política de Estado: la experiencia innovadora de 
la Gran Chiquitanía (2000). Para el caso de la metropolización, Rafael Indaburo, 
“Plan estratégico de ordenamiento territorial de La Paz metropolitana” (1998); 
Prado, Seleme y Gandarilla, Los desafíos de la globalización y la competitividad en 
el área metropolitana de Santa Cruz (2003); y José Blanes, La Paz, Cochabamba y 
Santa Cruz juntas vecinales y comités de vigilancia. Su papel en la planificación urbana 
(1998). Últimamente destacan Villa Libre, La descentralización en las ciudades (2009) 
y la brillante tesis de doctorado de Nelson Manzano, Estructura económica y 
competitividad metropolitana en Bolivia (2010). 


Gustavo Rodríguez, Estado y municipio en Bolivia. La Ley de Participación Popular 
en una perspectiva histórica (1995). 
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municipal”, el sistema político, los partidos, las reformas institucio- 
nales y la gobernabilidad en su articulación con el municipalismo?; 
y también aquellos trabajos que observan la marcha de la descentra- 
lización departamental con énfasis en los asuntos fiscales”*. 


Esta variada gama de estudios no logró abordar el ascenso de 
nuevas élites económicas y, si lo hizo, se limitó a explicitar detalles 
sobre aquellas élites económicas productivas que al parecer resultan 
marginales en un escenario económico ligado a los servicios antes 
que a la industria. De ese modo, muchas de las principales investi- 
gaciones, aunque lograron describir el surgimiento de nuevas élites, 
lo hicieron teñidas de una mirada en particular: político-étnica, eco- 
nómico-productiva y /o social. Resultan muy útiles aquellos trabajos 
que versan sobre élites indígenas o élites productivas. Sin embargo, 
es necesario verificar si hay otras élites y, si las hay, de qué tipo son. 





22 Ver el excelente texto de Cecilia Salazar de la Torre, Las mujeres en la Participación 
Popular. Politización desde abajo (2000). 


23 Diego Ayo, “Los partidos políticos en la coyuntura de la descentralización” 
(1998); Gerardo Berthin, “El proceso electoral municipal en Bolivia: el caso de la 
democracia negociada” (1996); Carlos Hugo Molina, “El sistema político en busca 
de la realidad” (1995) y “Los desafíos de la legitimidad y la representatividad 
del sistema político” (2002); Gonzalo Rojas, “Partidización ciudadana: 
desmonopolización partidaria, plebiscito y revocatoria” (1999). 

24 Entre muchos, Franz Barrios, El Estado triterritorial. Una nueva descentralización 
para Bolivia (2002); Franz Barrios (coord.), Estudio de evaluación de capacidades 
institucionales y de gestión prefectural (2002); Carlos Bohrt, La descentralización 
del Estado boliviano. Evaluación y perspectivas (2001); Roberto Laserna, 
“Descentralización en Bolivia, del debate a la práctica” (1997); Henry Oporto, 
El difícil camino hacia la descentralización (1998) y La descentralización que se viene. 
Propuestas para la (re)constitución del nivel estatal intermedio (2003); y Patricia 
Alborta, Régimen de transferencias intergubernamentales para las autonomías 
regionales (2005). Últimamente destacan los trabajos de Julio Alem Rojo et al., 
Prefecturas, renta hidrocarburífera y desarrollo departamental (1996-2007) (2007); 
Alfonso Ferrufino y Alberto García (coord.), Configuraciones políticas en los 
departamentos de Bolivia (2008); Carlos Bohrtt et al., El mirar de la autonomía 
departamental en Bolivia. Caminantes y senderos (2012); Franz Barrios, “Ni unitario, 
ni federal, ni autonómico: ¿contiene la nueva constitución boliviana un invento 
de estructura territorial estatal?” (2011: 51-96) y del mismo autor el excelente 
ensayo “The Bolivian invention. Plurinationality and indigenous people within 
an unusual composite state structure” (2010: 266-294). 
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Se visualiza un primer conjunto de ensayos que se dedica a anunciar, 
describir e incluso ensalzar el ascenso de líderes indígenas en el po- 
der local. El propósito central reside en mostrar que las luchas de los 
movimientos sociales continúan no ya en las calles (solamente), sino 
en la “toma” de los gobiernos municipales. De ese modo, se llega a 
sostener que la democracia comunitaria tendría en el bastión edil un 
nuevo terreno de ampliación. En pocas palabras, una “vía democrá- 
tica alternativa” se estaría instaurando en los contornos municipales. 
Una democracia cargada de valores ancestrales y, por ello, de lo que 
se ha bautizado como “Vivir Bien””. Las prácticas campesinas e 
indígenas empezarían de este modo a jugar en “cancha ajena” con 
códigos propios, indigenizando al municipalismo y consolidando a 
su vez a los movimientos sociales y a las propias identidades cam- 
pesinas e indígenas. La “modernidad impuesta” se vería superada 
por nuevos líderes capaces de reconfigurar su cultura y, sobre todo, 
sus formas político-institucionales —las de aquellas democracias 
vernaculares— eficazmente”. 


Corroborando este anhelo, se inscriben en el mismo grupo las 
investigaciones que describen el copamiento indígena de los cargos 
públicos municipales de 1995 a 2004; 25% de indígenas concejales y 
alcaldes para el periodo 1995-1999; 80% de los mismos para el periodo 
que concluyó en 2010; y el haber llegado a aproximadamente 2/3 de 
autoridades municipales indígenas (autodefinidas como indígenas) 
durante el segundo mandato municipal de 1999 a 2004”. Con matices 
menos colectivos, también se ensalza el rol del liderazgo indígena 
como una novedad remarcable del proceso de descentralización mu- 
nicipal. La dinámica municipal habría dado a luz a una camada de 
neófitos pero prometedores líderes. En esta versión es evidente que 
la lógica comunitaria cede frente a la impronta individual, aunque 





25 Se puede incluir en este tipo de investigaciones el trabajo colectivo de Mamani, 
Molina, Chirino y Saaresranta, Vivir Bien: Significados y representaciones desde la 
vida cotidiana. Cuatro miradas: Jesús de Machaca, San Ignacio de Mojos, La Guardia y 
Zona Sur Cochabamba (2012). 


26 Ver, por ejemplo la tesis de doctorado de Roxana Liendo, Participación Popular y 
el movimiento campesino aymara (2009: 310ss). 

27 Alos ya mencionados libros de Xavier Albó, debe añadirse su trabajo con Víctor 
Quispe, ¿Quiénes son indígenas en los gobiernos municipales? (2004). 
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preservando el énfasis en los liderazgos políticos indígenas”. Sin 
embargo, este parto de líderes indígenas no se limita a lo indígena 
sino, en general, a la proliferación de liderazgos rurales inéditos en 
nuestra historia, capaces de (re)convertir a la política nuevamente 
en una gran industria. Se calcula que entre candidatos titulares y 
suplentes elegidos y aquellos no elegidos, una cifra aproximada 
de 30.000 personas estaría involucrada en el ámbito municipal; lo 
que equivale, tomando en cuenta a sus familias, a que no menos de 
100.000 personas trabajarían directamente en el mundo municipal. 
La política habría colonizado los espacios locales, ampliando el 
radio de acción de los liderazgos políticos. Nuevas élites, por ende, 
circunscritas al avance democrático municipal, configurarían en el 
espectro sociopolítico actual”. El liderazgo local y con él la promo- 
ción de nuevas élites sería un dato verificado en otras latitudes como 
efecto político incuestionable”. 


En suma, estas investigaciones resaltan el surgimiento de nuevas 
élites políticas teniendo en mente la bifurcación latente en la mayor 
parte de las investigaciones existentes: o la ley ha consolidado la 
institucionalidad propia de las sociedades indígenas —visión apolo- 
gética— o, en su antípoda, ha desestructurado su núcleo autóctono 
—visión denigrativa—”*! de forma irremediable”. 


Sin restar mérito a estos trabajos, la realidad parece más próxima a 
reconocer el inmenso avance indígena, pero atenazado a sus propias 
incompetencias; una mayor afinidad (de lo que se suele creer) con 
la modernidad; además de una diversidad de vivencias no siempre 





28 Donna Lee Van Cott, Radical democracies in the Andes (2008), cap. 3. 


29 José Blanes, Mallkus y alcaldes. La Ley de Participación Popular en comunidades rurales 
del altiplano paceño (2000). 


30 Merilee Grindle, Going Local: Decentralization, democratization and the promise of 
good governance (2007). 


31 Ver el ya mencionado artículo de Félix Patzi; y en especial se pueden consultar 
los textos del Grupo Comuna, siendo particularmente importante el ensayo 
de Álvaro García Linera, “La lucha por el poder en Bolivia” (2005), en el que 
claramente se distingue esta norma como distante y ajena a la democracia 
comunitaria que él reivindica. 


32 Es esta dualidad la que hace notar Ana María Lema, en el libro ya citado. 
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coincidentes entre sí: algunas agravaron el estado de descomposición 
indígena mientras otras lo solidificaron. Lo cierto es que se produjo 
una lenta pero segura etnificación del espacio público local, con es- 
pecial énfasis tras la promulgación de la modificación constitucional 
de 2004, que quebró el monopolio partidario, dando pie a que orga- 
nizaciones indígenas se presenten con mayor autonomía? 


Empero, al final, sea cual sea el desenlace, lo cierto es que el en- 
foque predominante alude a las modalidades de democratización 
indígena que se auspiciaron, teniendo presente que la democratiza- 
ción adquiere diferentes significados según la comunidad indígena 
involucrada. No se puede hacer tabla rasa de las particularidades 
propias de los pueblos indígenas / campesinos involucrados, mi- 
diéndolos con la única vara de la democracia representativa. No es 
que los parámetros de ésta sean desestimables —no lo son—, pero 
ciertamente requieren ser enriquecidos con aspectos propios, quizás 
irrepetibles en otros contextos que configuran las múltiples demo- 
cracias étnicas existentes. Por tanto, desde una notoria afinidad con 
pautas de democratización occidental hasta elementos de filiación 
clientelar, pasando por prácticas comunitarias tradicionales, pueden 
ser interpretados, de acuerdo a la realidad que se confronte, como 
democráticos”*. 


Esta certeza es muy pertinente. Ayuda a comprender de modo 
menos hermético lo que puede llegar a ser democrático o, para ser 
más específicos, lo que se percibe como democrático. Desde una 
óptica radical, lo indígena se pierde ni bien se constata la anexión 
partidaria de algún líder indígena representativo. Sin embargo, que 
se permita la competencia partidaria intracomunitaria no significa 
la pérdida de lo indígena (más que desde una óptica esencialista), 
sino su reconversión. Mirar la dinámica identitaria de este modo, 
hace factible creer que pueden haber caminos poco explorados 
del proceso de emergencia de élites que no tengan que ver con la 
lógica clásica —esta lógica denominada comunitaria—, sino con 





33 Diego Ayo, Democratizando la democracia. Una mirada a la Participación Popular en 
los albores de la Bolivia de las Autonomías (2011: 222-227). 

34 Este es el aspecto que desarrolla con notable lucidez el texto de James Cameron, 
Strugeles for local democracy in the Andes (2009). 
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mecanismos que merecen develarse. El haber negado esta pluralidad 
de vías, ha bloqueado en la bibliografía existente la visualización de 
canales alternativos de surgimiento elitario. 


Por ende, este primer enfoque de visibilización de élites puede ser 
bautizado como el enfoque político-indígena, cuya pertinencia, si bien 
innegable, impide ver otras vías de nacimiento elitario como las que 
aquí se intenta plantear. 


Un segundo conjunto de investigaciones se decanta por augurar el 
advenimiento del “municipio productivo” y con él la emergencia 
de nuevas élites económicas. Muchas investigaciones dan cuenta 
de ello. Una pionera es la coordinada por Iván Arias”, en la que se 
pretende mostrar el municipio como un “facilitador” del desarrollo 
económico local, pero no como un actor que administre sus propias 
empresas (empresas públicas municipales). La mirada es heredera 
de una visión anti-estatal propia del periodo político-económico que 
antecedió a la asunción a la presidencia de Evo Morales. Lo que pe- 
yorativamente se conoce como el enfoque neoliberal tiñó el lente de 
los gestores de aquella coyuntura, tanto como el de los cooperantes 
internacionales que legaron este principio: el Estado no debe tener 
nada que ver con el desarrollo económico a no ser en su rol de pro- 
motor. De ese modo, este trabajo tuvo la pertinencia de distinguir 
lo que se conoce como “apoyo a la producción” de lo que se conoce, 
precisamente, como “promoción económica”. El primer concepto 
alude a la labor estatal orientada a crear infraestructura productiva: 
terminales, atajados, puentes (que unen al campo con la feria), cami- 
nos y demás; frente al segundo, que hace referencia a la posibilidad 
de facilitar el nacimiento de nuevas empresas, dotarlas de tecnología, 
asesorarlas con sus ventas y los mercados potenciales existentes, fo- 
mentar el diseño y puesta en marcha de fondos crediticios y un largo 
etcétera. Sin embargo, este acierto conllevó una debilidad: resaltar 
como deseable esta promoción y como indeseable aquel apoyo a la 
producción, ligado a una tesis replicada por el autor en otro ensayo: la 
“mentalidad de cemento””, que supone un proceso descentralizador 





35 Se trata de Municipio productivo: promoción económica rural. Aprendiendo de la 
realidad municipal (1999a). 


36 Hablamos de “Municipios más allá del cemento” (1999b) de Arias. 
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dedicado sólo a construir infraestructura. Lo estratégico (que alude 
al desarrollo económico productivo) quedaría anulado por la obra, 
pareció ser la conclusión de este enfoque. Lo que se parapetase como 
diferente a este prototipo ideal de desarrollo —el desarrollo económi- 
co local alentado por el gobierno (local) — quedaría al margen de la 
reflexión (sobre el desarrollo económico). Y más aún si ese “diferente” 
implicase la intervención del Estado en su versión local. Vale decir, 
se negó valor a lo que en criterio de esta investigación resulta ser la 
predominante senda de desarrollo económico: la estatal, en la que el 
gobierno local u otros niveles gubernamentales con aterrizaje local, 
sí inciden a través de licitaciones públicas que dan pie al despliegue 
cada vez mayor de empresas dedicadas a este rubro de servicios, que 
van desde la construcción hasta el transporte. 


Una publicación sobre la reconfiguración política en los departa- 
mentos de Bolivia” no toma en cuenta a estos actores económicos 
ligados a estas convocatorias públicas (lo que los convierte en actores 
político-económicos), llámense constructores, proveedores de ser- 
vicios y/o consultores. Se detalla la presencia de partidos, comités 
cívicos, municipios, agrupaciones ciudadanas, organizaciones indí- 
genas y campesinas, e incluso de las mismas prefecturas, pero no se 
menciona a los actores político-económicos que surgen a partir de 
la impronta estatal (prefectural o municipal). A lo sumo se visualiza 
una mención de rigor a la enorme cantidad de recursos que fluyen 
hacia la Gobernación de Tarija: “De tal suerte que el gobierno depar- 
tamental alcanza un rol institucional totalizador pues no sólo es la 
principal fuente de empleo y la mayor proveedora de recursos para 
los municipios vía proyectos concurrentes, sino la gestora de las 
más grandes iniciativas de desarrollo regional, especialmente a lo 
que infraestructura caminera se refiere” (Castro 2008: 86). Empero, 
aún este pertinente recuerdo que se hace de la varita mágica estatal 
no basta. No se dice nada acerca de cómo es que efectivamente este 
Estado local incentiva el desarrollo regional y, si lo hace, quién gana 
y quién pierde, o, para decirlo en los términos en que se maneja este 
trabajo, qué elites despegan como efecto del sello genético guber- 
namental. En ese sentido, esta cita ejemplifica posiblemente lo que 





37 Alfonso Ferrufino y Alberto García (coord.), Configuraciones políticas en los 
departamentos de Bolivia (2008). 
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ocurre, aunque en menor proporción (los recursos departamentales 
de Tarija no tienen parangón con autonomía alguna), en el marco 
autonómico en general. La tesis de fondo apunta a reconocer el rol 
estatal, pero no como facilitador de empresas productivas inmersas 
en lo que se conoce como economías de base ancha, sino de empresas 
que lucran en el escenario de una economía de base estrecha. 


De ese modo, la pertinencia de una sistematización de las fases 
del desarrollo económico local en un sentido productivo viene 
acompañada de su ocultamiento de la comprensión del desarrollo 
económico local en un sentido no productivo. En principio, téngase 
en cuenta que se suele dividir el proceso municipal en su dimensión 
económica en tres fases”, Una primera fase se inició con la Ley de 
Municipalidades (No. 2028) y la Ley del Diálogo Nacional (No. 2235), 
que otorgaron competencias a los gobiernos municipales para apoyar 
al sector económico productivo. Precisamente, la Ley 2028 reconoció 
a los gobiernos municipales, en su Artículo 8, la “planificación y 
promoción del desarrollo humano sostenible en el ámbito urbano 
y rural del municipio”. Esta competencia resultaba suficiente para 
apoyar al sector productivo. Asimismo, en esta segunda norma se 
amplió o clarificó las competencias en desarrollo económico local, 
llegándose a hablar de la posibilidad de ofrecer “asistencia técnica 
de apoyo a la producción y a la microempresa” (Artículo 13, c). Pese 
a estas competencias, los gobiernos municipales destinaron poco o 
nada del presupuesto municipal a la promoción del desarrollo eco- 
nómico local. La causa es fácilmente distinguible: 


Hubo confusión y miedo en relación a la Ley SAFCO (No. 1178). 
Muchos municipalistas repetían que el sector público no podía apo- 
yar al sector privado. Sin embargo, en un análisis exhaustivo de la 
Ley 1178, en especial del Artículo 5, se observa que esta norma no 
prohíbe el apoyo a actores económicos privados. Por el contrario, 
autoriza transferencias fiscales al sector privado siempre y cuando se 
cumpliesen ciertos requisitos. Sin embargo, los mismos funcionarios 
de la Contraloría no entendieron la situación y emitieron opiniones 
e informes contrarios, creando fantasmas en torno a la Ley SAFCO. 





38 Entrevista con Donald Mercado, experto en el tema del desarrollo económico 
local, realizada en octubre de 2010. 
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La misma situación ocurrió con funcionarios de los gobiernos mu- 
nicipales, plagada de oficiales mayores, responsables de finanzas 
municipales y demás técnicos que no entendieron las posibilidades 
que se abrían con el reconocimiento de estas competencias munici- 
pales, por lo que aconsejaron al alcalde y a los concejales, en variadas 
oportunidades, no apoyar la iniciativa productiva. El resultado fue 
solo uno: no se apoyó a los actores productivos (Donald Mercado, 
experto en desarrollo económico local, 10-2010). 


Una segunda fase quedó inaugurada en 2005 con la promulgación 
de la Ley de Hidrocarburos (No. 3058) y los Decretos Supremos 28421 
y 29565. Esta norma indica que los gobiernos subnacionales deben 
destinar recursos públicos a salud, educación y desarrollo produc- 
tivo (Ley 3058, Art. 57). Asimismo, los artículos 2 de los Decretos 
Supremos 28421 y 29565 amplían y clarifican estas competencias. 
Sin embargo, pese a esta incuestionable autorización, los gobiernos 
municipales destinaron muy pocos recursos al rubro productivo. Se 
calcula que hasta el año 2010, los gobiernos municipales destinaron 
sólo 3,77% de los recursos del IDH a esta partida. Se repitió el resul- 
tado previo: no hubo apoyo a los actores productivos. 


Finalmente, una tercera fase tuvo lugar en 2009 con la promulga- 
ción de la nueva Constitución y quedó refrendada con la aprobación 
de la Ley Marco de Autonomías y Descentralización (No. 031). Ya 
la Constitución Política del Estado (CPE) indica que los gobiernos 
municipales pueden crear “fondos fiduciarios, fondos de inversión 
y mecanismos de transferencia de recursos necesarios e inherentes 
a los ámbitos de sus competencias” (CPE, Artículo 302 de las Com- 
petencias Municipales, Numeral 24). No hay duda: hay la facultad 
constitucional para apoyar al sector productivo. Lo propio sucede con 
el Artículo 92 de la Ley Marco de Autonomías, que otorga competen- 
cias en desarrollo productivo a los gobiernos municipales. También 
se señala que se puede “transferir recursos públicos en efectivo o 
en especie, a organizaciones económico productivas y organizacio- 
nes territoriales, con el objeto de estimular la actividad productiva 
y generación de proyectos de desarrollo, seguridad alimentaria, 
reconversión productiva y salud, en el marco del Plan General de 
Desarrollo; el uso y destino de estos recursos será autorizado me- 
diante norma del Órgano Legislativo de los gobiernos autónomos” 
(Artículo 110). Sin embargo, el saldo no deja mucho que desear: no 
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se ha emprendido proyecto productivo alguno, a no ser de forma 
excepcional en algunos municipios del país (Arias 1999a); incluso en 
ellos no se ha destinado más de 1% del presupuesto municipal a estas 
actividades (Entrevista con Donald Mercado, 10-2010). Ello confirma 
la tesis desarrollada por Gover Barja acerca del “desalineamiento 
local” (Barja et al. 2012); por él se entiende el establecimiento de un 
molde descentralizador que, paradójicamente, es profundamente 
centralizador. Los incentivos para emprender iniciativas locales cho- 
carían, de acuerdo a lo expuesto, contra mecanismos que conducen 
a re-centralizar los recursos públicos frente al persistente “alinea- 
miento” de los mismos a políticas definidas por el gobierno central. 
Vale decir, la estructura institucional vigente evita una extendida 
autonomía local consolidando una suerte de “des-municipalización”. 


En ese escenario, cualquier orientación productiva, al menos 
como política nacional y no sólo como emprendimiento excepcio- 
nal de algún municipio, logra tener lugar por el interés que pueda 
desplegar el gobierno central. Lo demostró la puesta en marcha del 
Diálogo Productivo en 2003, que logró elaborar más de 300 Estrate- 
gias Productivas Integrales (EPI), cuyo mérito residió en visibilizar 
una diversidad de cadenas productivas locales emparentadas con 
“economías alternativas” reconocidas en el notable informe de Na- 
ciones Unidas La otra frontera, como economías orgánicas, de turismo 
comunitario o de productos ecológicos (Urioste, A. 2008). El empuje 
preliminar provino de las encomiables reflexiones traducidas como 
proyectos específicos desde el Sistema Boliviano de Competitividad 
en Bolivia. Esta institución, creada en 2001 como dependencia formal 
del Ministerio de Desarrollo Económico, tuvo como objetivo central 
“establecer una estrategia y visión común de largo plazo sobre la 
promoción y fortalecimiento de la productividad y competitividad 
en el país” (Sistema Boliviano de Productividad y Competitividad 
2002: 22). Sin embargo, ambos esfuerzos no tomaron en cuenta en 
ningún caso al gobierno municipal como el motor de estas decisiones. 
El Estado estuvo ausente en estos encuadres analíticos casi del mismo 
modo —vaya paradoja— que la propuesta del “municipio producti- 
vo” quiso obviar al gobierno municipal, a no ser como “facilitador”. 


En todo caso, la pregunta no puede ser otra: ¿por qué sucedieron 
las cosas como sucedieron? La respuesta al parecer se aproxima 
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más a lo que podría definirse como un panorama de opacamiento 
económico permanente (en un sentido productivo o de base ancha). 
Es así que aun cuando las condiciones económicas institucionales 
cambiaron permanentemente a favor de un posible involucramiento 
local en el desarrollo económico productivo, éste no ha dejado de 
ser la excepción. Por ende, mantener la mirada en este ámbito como 
posible propulsor de nuevas élites no es errado, pero es a lo sumo 
limitado. Se anhela un país industrial en el que el desarrollo local sea 
un engranaje central. La realidad muestra que estas (nuevas) élites 
económicas nacen y se empoderan, pero por vías menos ideales. 
Develarlo es el aporte de esta investigación. 


En suma, este segundo enfoque de visibilización de élites puede 
ser bautizado como el enfoque económico-productivo, cuya pertinencia, 
si bien igualmente innegable, impide ver otras vías de surgimiento 
elitario. 


Finalmente, un tercer conjunto de investigaciones no apunta al estu- 
dio de las élites de forma directa; sin embargo, su pretensión teórica 
no puede ser comprendida al margen de éstas. Este tipo de estudios 
apunta a entender la descentralización como un mecanismo de reduc- 
ción de la pobreza. O, para decirlo de otro modo, como una política 
que genera equidad disminuyendo brechas entre el polo social más 
rico y aquel más pobre. Ya en los albores de la Ley de Participación 
Popular (LPP), la bibliografía publicada manifestaba un tenor in- 
objetablemente grandilocuente. Baste recordar el entusiasmo de los 
inicios del proceso en boca de una de las personalidades más sobre- 
salientes de aquella coalición de gobierno MNR/MBL (1993-1997), 
perteneciente precisamente a este último partido: 


Esta ley no es solamente una propuesta de carácter superestructural 
para enfrentar el problema conceptual de la democracia, es también 
un instrumento para enfrentar con radicalidad la extrema pobreza en 
nuestro país, porque genera las bases irreversibles de la equidad en 
la asignación de recursos y cambia, por tanto, la historia republicana 
(Urioste, M. 1997: 16). 


Es evidente que semejante optimismo dista de lo ocurrido pos- 
teriormente, pero tampoco deja de tener una alta dosis de verdad. 
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A decir de las cifras fiscales, se debe comulgar con este talante tan 
positivo, teniendo en cuenta que en 1994 se procedió a una impor- 
tante reasignación de las transferencias por coparticipación de los 
impuestos nacionales, que hasta entonces beneficiaba a todos los 
municipios del país —seguramente no más de 30— con 10% del 
monto fiscal total frente a poco más de 90% que tenía como destino 
final a nueve gobiernos municipales de las capitales urbanas. Desde 
entonces, las transferencias por coparticipación pasaron de 62 mi- 
llones de dólares en 1994 a 165 millones en 2003, descontando que 
90% de los municipios del país pasaron de no recibir absolutamente 
nada a tener montos fijos por concepto de transferencias automáticas 
(Faguet 2000). 


Por lo tanto, es incuestionable aseverar que la distribución de 
recursos de la LPP fue menos selectiva y arbitraria que en el pasado, 
signado por un exacerbado clientelismo capaz de otorgar dinero a 
áreas subnacionales de acuerdo a parámetros fijados no sólo “desde 
arriba”, sino las más de las veces por mera voluntad de la autoridad 
central de turno”. En esta norma se visualizó, por el contrario, un 
rasgo muy prometedor. Se estableció otorgar “a todos por igual”, 
asignando a todo boliviano un monto fijo e igual más allá de su 
específica condición individual. Indudablemente fue un avance que 
de todas maneras amerita una consideración menos simple que la 
esgrimida. La realidad fue menos benevolente. Destacan tres conclu- 
siones*. La primera conclusión pone en evidencia que ha habido una 
enorme disparidad en el crecimiento municipal: de 310 municipios 
analizados, 29 tuvieron tasas de crecimiento anual inferiores a 2,5%; 
otros 174 rondaron entre -2,5% y 0. Del lado positivo, se observa 
que 91 municipios crecieron entre 0 y 2,5% y sólo 16 lo hicieron por 
encima de 2,5%. La segunda conclusión es que los municipios más 
pobres y más ricos en 1992 continúan siendo los municipios más 
pobres y ricos respectivamente, delatando la persistencia en la 





39 Aunque debe matizarse esta tesis para el periodo pre 52. Ver el muy interesante 
tercer capítulo de George Gray Molina (coord.), Informe de Desarrollo Humano 
2007 Bolivia, El estado del Estado (2008). 

40 En lo que sigue nos basamos en el excelente trabajo de Werner Hernani-Limarino, 


Una aproximación a los cambios en el bienestar de los municipios de Bolivia en el periodo 
1992-2001 (2008). 
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distribución del bienestar. La tercera conclusión pone sobre el tapete 
el incremento de la desigualdad. No sólo se mantienen la pobreza 
entre aquellos municipios pobres, sino que su distancia respecto a 
los ricos se agranda. Por ende, se ahondó la desigualdad. 


A pesar de estas conclusiones, el modelo fiscal boliviano no deja 
de contar con adherentes. Un balance bibliográfico de la descentrali- 
zación en el mundo permite a Jean Paul Faguet, un experto en el área, 
afirmar que esta medida vista en otras latitudes no tiene un efecto 
unívoco, sea extendiendo la corrupción, sea reduciendo la pobreza. 
Empero, en Bolivia, a diferencia de este derrotero ambiguo señalado, 
se ha producido, siguiendo su interpretación, “un resultado claro y 
preciso”, que tiene que ver con la indiscutible merma de la pobreza 
(Faguet 2011: 3). Las razones tienen que ver con la orientación de la 
inversión que permite esta norma: 


Por ende, vemos que la descentralización en Bolivia trastocó la in- 
versión pública en infraestructura física y económica en servicios 
sociales y formación de capital humano. Los recursos ya no fueron 
invertidos en las grandes ciudades sino en las regiones rurales más 
pobres. Asimismo, la descentralización distribuyó la inversión públi- 
ca de forma más equitativa a lo largo del territorio nacional (Ibía. 23). 


La fuerza argumentativa, a pesar del matiz realizado líneas arri- 
ba, puede hacernos creer que comparativamente con otros modelos 
fiscales del planeta la senda seguida en Bolivia parece arribar a un 
puerto menos difuso. Sin embargo, aun certificando la validez de 
esta tesis, queda un asunto por resolver: quiénes son los actores más 
beneficiados. Podemos acordar que el formato institucional de distri- 
bución fiscal boliviano cuenta con beneficiados (en general). No hay 
duda que esta verdad resulta inobjetable. Sin embargo, esta certeza 
es resultado de un balance general donde priman los promedios. Es 
decir, podemos coincidir en que los bolivianos, donde la bolivianidad 
se comprende como un todo compacto, viven hoy mejor que antes 
de que se emprenda el proceso de descentralización. Correcto, pero 
no suficiente. El entusiasmo del estudio mencionado nuevamente 
queda desbordado por los efectos no deseados o efectos paralelos del 
modelo distributivo. Entre ellos, es necesario mencionar la preser- 
vación de la pobreza y la desigualdad en municipios de raigambre 
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indígena”. Ya vimos en una investigación de Naciones Unidas que 
esta correlación es un dato innegable de la realidad: 


Cuadro 2 
Población indígena municipal de acuerdo 
al Indice de Desarrollo Humano 

















Cuartil AOS Promedio IDH dl mana oil 
1 76 0,644 49,81 
2 78 0,576 62,54 
3 81 0,534 79,68 
4 79 0,444 89,03 

















Fuente: Democratizando la democracia, Capítulo 3, Ayo (2011). 


Ello pone en evidencia que la pobreza repercute en especial en 
contra de las poblaciones indígenas, confirmando que la situación 
de vida de estos grupos socioculturales del país no necesariamente 
ha mejorado?. 


Esta síntesis no podría quedar completa si no se comenta otro 
elemento que hace que la vida de la población sea o no mejor: la 
desigualdad. En este caso se pudo observar que los municipios más 
ricos, del cuartil 1, y los municipios más pobres y más indígenas, del 
cuartil 4, son precisamente los más desiguales. 





41 La mayor parte de esta reflexión se encuentra desarrollada en el tercer capítulo 
de Democratizando la democracia (2011) de Diego Ayo. 


42 Para una mejor comprensión del tema es muy útil el texto elaborado por la FAM 
sobre indicadores de pobreza exhibidos en forma didáctica en rojo, amarillo y 
verde. En verde los municipios no pobres, en amarillo los moderados y en rojo los 
pobres. De ese modo, se creó el Índice de Bienestar Municipal, que pretendía ser 
una guía para los gestores municipales, quienes antes de leer cifras absolutas que 
poco o nada les pueden decir a efectos de llevar adelante determinadas políticas 
municipales, debían fijarse en el color del sector en cuestión: “salud están en rojo 
pero educación en verde, por lo tanto, el Gobierno Municipal invierte en salud”. 
Ver FAM, Índice de Bienestar Municipal (2006). 
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] Cuadro 3 
Correlación del Índice de Desarrollo Humano Municipal 
con la Desigualdad Municipal 




















Cuartil No. de municipios Promedio IDH Desigualdad 
1 76 0,644 0,220 
2 78 0,576 0,196 
3 81 0,534 0,182 
4 79 0,444 0,212 














Fuente: Democratizando la democracia, Capítulo 3, Ayo (2011). 


Queda pues la constatación de que si para Bolivia se midió un 
índice Gini de 0,45, en el área rural este indicador subió hasta 0,65 
(Jiménez y Lizárraga 2003). 


En suma, esta gama de datos estadísticos dan cuenta de un hecho 
incuestionable: los beneficios provenientes de la LPP benefician más 
a algunos que a otros. Ello permite aseverar que se erigen de un 
lado ciudadanos privilegiados y, del otro, ciudadanos menos pri- 
vilegiados o no privilegiados. Hay una jerarquía que deja entrever 
el asentamiento de (nuevas) élites. El problema es comprender qué 
circunstancias apuntalan esta novedosa jerarquización social. O dicho 
de otro modo: qué hace que esta equitativa distribución con mejores 
vías de canalización de la inversión pública, acabe por beneficiar 
más a unos que a otros. La bibliografía existente no dice mucho al 
respecto. Y de acuerdo a lo analizado, la perspectiva asumida por 
algunos académicos y gestores, si bien es correcta —la pobreza ha 
disminuido—, no es suficiente para comprender lo que ocurre. 


En síntesis, este tercer enfoque tiende, a diferencia de los dos 
previos que visibilizaban determinadas élites, a ocultarlas. Puede ser 
bautizado como el enfoque social antipobreza, cuya pertinencia, fuera 
de toda duda, impide ver de qué manera los beneficios generales 
derivan en nuevas jerarquías sociales con determinados sectores 
—nuevas élites— como los mayormente privilegiados. 


Esta investigación pretende llenar este vacío bibliográfico. Busca, 
por tanto, visibilizar esas élites, comprendiendo cómo es que surgen, 
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qué características adquieren y en qué se diferencian de las estudia- 
das ya en la bibliografía existente. 


Debemos concluir este capítulo citando dos investigaciones que 
fueron centrales para desarrollar las tesis que efectivamente desa- 
rrollamos. Se trata de trabajos que no se enmarcan en las corrientes 
bibliográficas analizadas. Ofrecen un matiz cualitativo fundamental: 
las autonomías así como van no serán de mucha utilidad en la lucha 
contra la pobreza y /o la generación de riqueza. 


Por un lado, el brillante trabajo de Enrique Velazco Reckling 
(2010) fue la máxima fuente de inspiración. En esta lúcida investi- 
gación queda clara la necesidad de articular el proceso autonómico 
a la creación de empleo. No hacerlo es condenar esta dinámica 
descentralizadora al riesgo que pretendemos mostrar acá. Por otro 
lado, la sugerente publicación del CEDIB (2011) que versa sobre la 
orientación de la inversión pública municipal, que hasta el presente 
ha sido una inversión “en concreto”, es decir, cemento, dejando de 
lado las necesidades sociales y económicas vitales de la población 
(urbana) boliviana. Y es esto precisamente lo que se quiere remarcar 
en este trabajo. 


CAPÍTULO IV 
Montos fiscales municipales, 
propulsores de nuevas élites 





En este capítulo tratamos de sondear en qué medida se propiciaron 
las condiciones económicas para apuntalar el despegue de nuevas 
élites. Para simplificar la tesis de partida, podemos aseverar que fue 
la masificación de recursos públicos la que dio pie a la constitución de 
determinados actores sociales que aprovecharon esa afluencia para 
erigirse como potenciales beneficiarios. Vale decir, fue imprescindible 
partir de una certeza: el proceso autonómico municipal se constituyó 
en engranaje fundamental en la repartición de recursos provenientes 
del boom gasífero y, como tal, formó parte de la dinámica de expan- 
sión de nuevos sectores beneficiados. La pregunta que subyace a esta 
tesis es la siguiente: ¿quiénes fueron estos actores que a la postre se 
constituyeron en los ganadores de esta coyuntura histórica nacional? 
Antes de responder a esta interrogante, se requiere conocer la mag- 
nitud de recursos públicos que aterrizaron en parajes municipales. 
Una vez constatado el monto de estos recursos, y verificado que el 
volumen de dinero que fluyó a estos confines fue verdaderamente 
significativo, pudimos dar un siguiente paso, visualizando el perfil 
de los “vencedores”. 


Para cumplir este propósito veremos los siguientes elementos: 
a) Cómo se tradujo esta bonanza en los gobiernos municipales en 


términos de recursos fiscales obtenidos. 


b) Cómo se usó el dinero municipal entre gastos corrientes e 
inversión. Se analizó los presupuestos de los municipios de 
Quillacollo, Viacha y La Guardia, de 2011 y 2012. 
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c) Qué porcentaje de los recursos públicos fue licitado. Nueva- 
mente, se analizó los mencionados presupuestos. 


d) En cuánto se incrementó este monto en los siguientes años. 


e) Y, por último: Qué cantidad de empresas se fueron formalizan- 
do o nacieron al calor de estos montos de recursos licitados. 


La pretensión de este capítulo, por tanto, es mostrar que los 
recursos públicos tuvieron un efecto inmediato en el incremento 
substancial de nuevas empresas dedicadas a la construcción. Por 
ende, una mayor cantidad de dinero produjo nuevas élites económi- 
cas (o determinó que algunas viejas élites se formalizaran). 


1. — Elincremento de los recursos autonómicos municipales 
El boom económico ha supuesto un notorio aumento 


de los recursos fiscales procedentes de los hidrocarburos. El volu- 
men de las inversiones nacionales se ha más que sextuplicado en los 
últimos años, pasando de 500 millones de dólares en 2003 a 2,154 
millones en el año 2011, siendo las planeadas en el año 2012 de 3,252 
millones. Alrededor del 41% de estos recursos fueron ejecutados 
por los gobiernos subnacionales en el año 2011, integrados por las 9 
gobernaciones y los 337 municipios, previéndose un porcentaje casi 
idéntico para 2012, pero sobre una cifra absoluta de inversiones muy 
superior (Banco Mundial 2012: 17) (Ver Cuadro 4). 


Complementando este cuadro, se puede observar lo elaborado en 
el cuadro posterior (Ver Cuadro 5). Como se ve, de un monto auto- 
nómico general de 356,9 millones de dólares en 2005 se pasó a tener 
en cuentas subnacionales 1.560 millones en 2011 (aproximadamente 
500% de incremento). En ese mismo lapso, en las gobernaciones el 
incremento fue “sólo” de 216,4 millones de dólares a 569,4 millones. 
Aproximadamente 150% de incremento, claramente inferior al pro- 
medio autonómico tres veces mayor. Sin embargo, donde sí creció 
la torta fue en el nivel municipal: de 140,5 millones de dólares en 
2005 a 991 millones en 2011; vale decir, aproximadamente 700% de 
incremento. 
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Cuadro 5 
Importes en dólares americanos en cuentas corrientes 
de los gobiernos subnacionales 






































2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 

Gobernaciones 216,4 299,6 357,4 387,2 315,2 406,5 569,4 
Municipalidades 140,5 274,1 351,8 439,9 371.4 593,3 991,0 
Total 356,9 573,6 709,2 827,1 686,5 999,8 1.560,4 





Fuente: Banco Mundial (2012: 18). 


No hay duda de que los gobiernos municipales manejan enormes 
cantidades de recursos. La bonanza económica se traduce, pues, en 
masivas transferencias fiscales hacia ellos. ¿Cómo los utilizan? Vea- 
mos el siguiente acápite. 


2. Una mirada al presupuesto municipal 


Se tomó como muestra de este estudio los presupuestos de 
las gestiones 2011 y 2012 de los municipios donde realizamos los 
estudios de caso. No hay duda que hubiera sido deseable tener 
información precisa de otras gestiones; sin embargo, el propósi- 
to básico fue saber en qué gastaban su dinero. Respecto a otras 
gestiones, las variaciones estuvieron en los montos, y sólo excep- 
cionalmente en las partidas. Y lo que se busca en este acápite es 
conocer el “juego” financiero interno municipal en el periodo que 
nos interesa, lo que implica acceder a los ingresos con que se contó 
y determinar en qué partidas fueron utilizados. Tener ello en cuenta 
es suficiente para conocer en qué medida las licitaciones fueron 
significativas o marginales. Ver el Cuadro 6. 


A efectos de lo que se pretendió conocer en este estudio, se debe 
destacar al menos tres aspectos. En primer lugar, como punto de 
partida, se buscó tener conocimiento preciso del monto destinado 
a la partida de “servicios personales”. Esta partida no se licita, lo 
que motiva a reducirla de la porción de la torta que sí es usada en 
base a procedimientos de competencia pública. En todos los casos 
de los municipios de la muestra, Quillacollo, Viacha y La Guardia, 
los porcentajes para los años 2011 y 2012 fueron de 16% y 11,3%; de 
7,5% y 9,8%; y de 19,2% y 24,5%, respectivamente. Cabe recordar 
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lo estipulado por la Ley 2296 de Gasto Municipal: “Se establece 
como porcentaje máximo de gasto de funcionamiento el 25% de los 
recursos” (Artículo 3). No hay pues contravención a la ley. 


En segundo lugar, cabe destacar en ambos años los recursos 
destinados a inversión inscritos en el Sistema Nacional de Inver- 
sión Pública Municipal (SISIN). De acuerdo a lo observado para 
los municipios de Quillacollo, Viacha y La Guardia, se tienen los 
siguientes porcentajes: 35% y 21%; 36,8% y 34%; 13,4% y 12,8%, 
respectivamente. De acuerdo a estos porcentajes, se podría suponer 
que los montos licitados no excedieron ni siquiera la mitad del total 
de recursos municipales. 


Sin embargo, en tercer lugar, se tiene la partida de “compra de 
bienes y servicios”, que también queda sujeta a procesos de licitación. 
En este caso, corresponde a “servicios no personales” y a “materiales 
y suministros”. Estas licitaciones son ofrecidas como consultorías o a 
empresas comercializadoras de diversos productos, desde automóvi- 
les hasta cemento. En ellas los porcentajes del total del presupuesto 
fueron para Quillacollo, Viacha y La Guardia de 32% y 24,8%; 37,5% 
y 33,3%; y 37,2% y 37,3%, respectivamente. 


Ello significó que, en total, tuvimos para los mismos municipios 
mencionados, juntando ambas partidas, porcentajes de 67% y 45,8%; 
74,3% y 77,370; y 50,6% y 50,1%, respectivamente. Ello quiere decir 
que, aún en el escenario más moderado, por lo menos la mitad de los 
recursos públicos municipales fueron abiertos a libre competencia. 
Porcentajes menores fueron destinados, en especial en municipios 
de menos de 15.000 habitantes, con énfasis particular en aquéllos con 
menos de 5.000 habitantes, a gastos de “caja chica”. 


En suma, sólo con fines didácticos tomamos como cifra mínima 
a ser licitada la de 50%. Al parecer ésta siempre es mayor, pero im- 
porta señalar que mucho de la masa de recursos consignada como 
licitada en el sentido convenido en esta investigación, no lo es en 
verdad. Ya se puso en evidencia en los prolegómenos del proceso 
descentralizador que muchas partidas esconden mayor gasto co- 
rriente: sueldos encubiertos en distintas partidas que hacen subir 
en demasía, hasta en casi 50%, lo legalmente permitido —el 25% 
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mencionado anteriormente puede subir hasta casi un 40%—, dejando 
como saldo a ser licitado y /o usado en compra menor un porcentaje 
más bajo al formalmente contemplado en la rendición de cuentas 
realizada al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas*. 


Por tanto, es mejor convenir en un referente aproximado de lo 
que acontece verdaderamente. Y el promedio de 50%, aunque aún 
conservador, resulta suficientemente explícito de lo que requiere ser 
enfatizado en la discusión que sigue. 


3. Los montos licitados en los municipios del país 


Una vez obtenido ese 50%, es necesario extrapolarlo a los muni- 
cipios del país. Para lograr este propósito se debe tener presente la 
cantidad de recursos públicos que fueron transferidos a los gobiernos 
municipales. Veamos: 


Cuadro 7 
Transferencias fiscales hacia los municipios por año 












































Año Monto Ransiendo a los munIciblos 
en millones de bolivianos 

2001 1.327 

2002 1.780 

2003 1.682 

2004 2.110 

2005 2.443 

2006 3.964 

2007 4.636 

2008 6.758 

2009 6.924 

2010 7.671 

2011 9.850 

2012 10.728 











Fuente: Elaboración propia en base a Banco Mundial (2012). 





43 Un estudio preliminar fue el de Scarlet Escalante, Gastos de funcionamiento en los 
municipios (1998). 
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Como se observa, el crecimiento de las trasferencias es gigantes- 
co. De 1.327 millones de bolivianos transferidos en 2001 se pasó a 
10.728 millones de bolivianos en 2012. Ello equivale a un incremento 
de 808%. Ingresaron ocho veces más recursos a los municipios. La 
cifra total destinada a los municipios en este periodo fue de 59.873 
millones de bolivianos. Este monto total dividido entre los 12 años 
comprendidos da un promedio de casi 5.000 millones de bolivianos 
transferidos. Sin embargo, si se toma en cuenta solamente las estadís- 
ticas de la nueva década en curso iniciada en 2011, el promedio para 
los dos primeros años (2011 y 2012) resulta ser del doble alcanzado 
previamente: 10.000 millones de bolivianos. 


Las proyecciones sobre la bonanza del gas impiden creer que estos 
montos sufran merma alguna. Téngase en cuenta que el ingreso fiscal 
por concepto de venta de hidrocarburos creció a una tasa de 44% por 
año de 2004 a 2009 (Zambrano y Aguilera 2011: 19). De mantenerse 
ese promedio, ya en 2015 se tendría un promedio de 20.000 millones 
de bolivianos entregados a los gobiernos municipales. Aunque desde 
una óptica más cauta y viendo el crecimiento promedio de 2006 a 
2012, de acuerdo a los datos mostrados, se tiene un porcentaje de 
crecimiento anual de 18,6%. Recuérdese, de acuerdo al cuadro pre- 
sentado sobre el presupuesto aprobado (Cuadro 6), que el porcentaje 
de recursos municipales provenientes de la riqueza gasífera es menor 
en todos los casos a los recursos de coparticipación tributaria. Los 
recursos del Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH) represen- 
taron para Quillacollo, Viacha y La Guardia en 2011 y 2012: 57,5% 
y 55%; 49,7% y 47,5%; y 51,8% y 49,5%, respectivamente. Por tanto, 
el presupuesto total crece en menor proporción al paso ciertamente 
más acelerado de los ingresos hidrocarburíferos. Sin embargo, simul- 
táneamente, se debe tener presente que aproximadamente 2/3 del 
crecimiento en el ingreso municipal de 2001 para adelante se debe 
al IDH. Por eso, la necesidad de tomar en cuenta el porcentaje de 
incremento anual de ingreso por hidrocarburos. 
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Cuadro 8 
Crecimiento anual de ingresos municipales 

2006-2012 

De 2006 a 2007 16 

De 2007 a 2008 45 

De 2008 a 2009 2,4 

De 2009 a 2010 10,8 

De 2010 a 2011 28,4 

De 2011 a 2012 8,9 

Promedio de 2006 a 2012 18,6 














Fuente: Ministerio de Autonomías (2012). 


A ese ritmo, ya el 2017 el monto total a ser transferido a cuentas 
municipales superaría los 20.000 millones señalados. 

















Cuadro 9 
Crecimiento anual proyectado de ingresos municipales 
2012-2020 
Años % Monto incrementado en 
millones de bolivianos 
De 2012 a 2013 18,6 12.444 
De 2013 a 2014 18,6 14.435 
De 2014 a 2015 18,6 16.744 
De 2015 a 2016 18,6 19.423 
De 2016 a 2017 18,6 22.530 














Fuente: Ministerio de Autonomías (2012). 


Recordando que 50% de los recursos municipales sería destinado 
a licitaciones, el promedio de 2001 a 2010 permitiría hablar de 2.500 
millones usados para este fin. Aunque, de acuerdo al promedio de 
los dos últimos años, el monto anual ascendería a 5.000 millones. Y 
de mantenerse el promedio de crecimiento mencionado, ya en 2016 
la cifra rondaría los 10.000 millones de bolivianos de promedio anual. 
Lo que equivale a decir que hasta 2014 se tendría un total acumulado 
de aproximadamente 24.000 millones licitados. Y hasta 2021 la cifra 
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consignada desde el comienzo de la década podría ascender a 80.000 
millones de bolivianos licitados. 


Cuadro 10 
Montos acumulados destinados 
a las licitaciones municipales 



































Montos acumulados destinados 
Año a las licitaciones municipales 
(en millones de bolivianos) 
2011 5.000 
2012 10.000 
2013 15.000 
2014 20.000 
2015 25.000 
2016 30.000 
2017 40.000 
2018 50.000 
2019 60.000 
2020 70.000 
2021 80.000 














Fuente: SICOES, Página web s/f. 


Se trata, pues, de cifras que visualizan la forma de “materiali- 
zarse” de la bonanza: transfiriendo más recursos en una gigantesca 
espiral en ascenso. 


4. Las empresas bolivianas y su enorme crecimiento 


¿Hay alguna relación entre este crecimiento espectacular de los 
recursos públicos y el tejido empresarial? En principio se debe tener 
una radiografía de este tejido a efectos de ver si hay un crecimiento 
empresarial proporcional a esta abundancia de dinero que fluye ha- 
cia arcas autonómicas (municipales). A partir de lo establecido por 
Fundempresa (2012: 5), tenemos lo que presenta el Gráfico 5. 


Como se observa, el crecimiento del tejido empresarial es ver- 
daderamente impresionante. De 9.940 empresas se subió a 65.793. 
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El aumento fue de 661,9%. Lo que llama la atención es que el número 
de empresas que existían en 2002, casi 10.000, se replica desde 2010 a 
un ritmo similar de 10.000 y más empresas por año: de 42.921 a 51.708 
de 2010 a 2011; y de esta cifra a 65.793 empresas de 2011 a 2012, con 
un promedio en esos dos últimos años de 11.436 empresas por año. 
Ello da lugar a la constitución de casi 1.000 empresas por mes, a 200 
por semana y a 40 por día. Indudablemente, es un suceso remarcable. 


Se ahonda esta tendencia de 2011 a 2012. En este breve periodo el 
ascenso fue de 14.085 nuevas empresas, significando una acrecencia 
de 18,8% (Ibíd.: 6): 


Gráfico 6 
Bolivia: Base Empresarial por gestión, 
al mes de julio de las gestiones 2011 y 2012 
(En cantidad de empresas) 











— >| Crecimiento 
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Cantidad de empresas 























2011 2012 











Fuente: Fundempresa. 


Vista esta cifra por departamentos, podemos observar que pre- 
cisamente los departamentos de nuestra muestra se encuentran por 
encima del promedio (Ibíd.: 7): 
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Cuadro 11 
Bolivia: Base Empresarial por gestión según departamento, 
al mes de julio de 2011 y 2012 
(En cantidad de empresas) 
































Departamento Es a iia 
Julio Julio En cantidad En porcentaje 
La Paz 17.634 20.983 3.349 19,0 
Santa Cruz 15.578 18.596 3.018 19,4 
Cochabamba 9.607 11.776 2.169 22,6 
Oruro 3.091 3.670 579 18,7 
Tarija 2.851 3.325 474 16,6 
Potosí 2.225 2.556 331 14,9 
Chuquisaca 2.062 2.307 245 11,9 
Beni 1.676 1.821 145 8,7 
Pando 642 759 117 18,2 
Total 55.366 65.793 10.427 18,8 























Fuente: Fundempresa. 


Cochabamba, La Paz y Santa Cruz arrojan porcentajes de 22,6% 
(como el más destacado), de 19% y de 19,4% de crecimiento, res- 
pectivamente, elevando el número de empresas en 2.169, 3.349 
y 3.018. Son, pues, los departamentos con mayor engrosamiento 
empresarial. 


Si proyectamos el crecimiento a esa misma tasa de crecimiento 
anual de 18,8%, los guarismos lucen sencillamente asombrosos (Ver 
Cuadro 12). 


¿Se puede prever una intensificación de este calibre en la déca- 
da en curso? Pues conviene observar los datos a nivel regional. En 
principio quede constancia de que en el país se tiene un indicador 
de densidad empresarial de 4,96 empresas por cada mil habitantes. 
Chile tiene un indicador de 53,8 empresas por cada mil habitantes. 
Esto resulta notable, pues supera incluso a países como Alemania 
(41), Francia (34) e incluso Estados Unidos (49). Venezuela y Co- 
lombia quedan rezagadas frente a Chile, presentando indicadores 
de 17 y 16, respectivamente; vale decir, de más del triple de tamaño 
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de lo visualizado en Bolivia (Populi 2012: 3). Por ende, a pesar del 
vehemente crecimiento registrado en la década pasada, éste es aún 
insuficiente. Alcanzar el promedio de empresas por cada mil habi- 
tantes que posee Colombia y/o Venezuela permitiría arañar las 200 
mil empresas. Con el indicador de Chile superaríamos las 500 mil 
empresas en la fecha indicada. 


Cuadro 12 
Número de empresas a una tasa de crecimiento 
de 18,8% por año 


























Año Número de Empresas 
2012 65.793 
2013 78.162 
2014 92.231 
2015 108.832 
2016 128.421 
2017 151.536 
2018 178.812 
2019 210.998 
2020 248.977 














Fuente: Fundempresa, Registro de Comer- 
cio, Página web s/f. 


5.  Laorientación de las nuevas empresas y su vinculación 
municipal 


Hasta acá queda claro que el incremento masivo de recursos 
viene aparejado de un casi igualmente importante aumento del 
número de nuevas empresas. Sin embargo, es preciso comprobar 
si esta correlación es causal o no, teniendo presente la siguiente in- 
terrogante: ¿es el dinero proveniente de la coparticipación y, sobre 
todo, del IDH la causa de esta febril multiplicación empresarial? 
Para responder esta pregunta vale la pena dar un rodeo analítico 
que haga posible conocer la orientación de la actividad económica 
de este insurgente combo empresarial. Ya el citado informe de Populi 
señala lo siguiente: 
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Durante la gestión 2011, la base empresarial cuenta con 16.978 em- 
presas dedicadas al comercio al por mayor y al por menor con una 
participación a nivel nacional de 32,8%. Le siguen las empresas 
dedicadas a la construcción, con 8.435 empresas, que corresponde a 
16,3% del total, y las empresas dedicadas a actividades inmobiliarias, 
empresariales y de alquiler, con 7.860 empresas, representan 15,2%. 
Es importante destacar también la baja participación porcentual de 
actividades generadoras de valor como la industria manufacturera 
(10,6%) (2012: 2). 


Queda claro que la propensión económica sólo tiene que ver 
marginalmente con la industria manufacturera. Asimismo, también 
resulta evidente que la actividad predominante tiene relación con 
una combinación pujante del comercio y la construcción y las labores 
atingentes a los bienes inmuebles (construidos). Juntas suman todas 
ellas un abrumador 64,3% del total de empresas recientemente exis- 
tentes. Similar información es expuesta en el portal de Fundempresa 
para 2012 (Ver Cuadro 13). 


Como se observa, estos mismos sectores logran una escueta pero 
efectiva extensión hasta el 68,6% del total. Más de 2/3 de las empresas 
preservan este rasgo. ¿Sucede lo propio en los municipios? 


En el municipio de Quillacollo (Ver Cuadro 14), las partidas de 
“saneamiento básico” (16,8% y 21,8% para los años 2011 y 2012), 
“infraestructura urbana y rural” (1,6% y 5,5%), “construcción y 
mantenimiento de microriego” (7,4% y 8,1%) y “construcción y 
mantenimiento de caminos” (28,6% y 32,8%), que hacen referencia 
precisamente al rubro remarcado por Populi o Fundempresa, suman 
54,4% para el primer año y 68,2% para el segundo año. 
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Cuadro 14 


Actividades económicas 2011 y 2012. Quillacollo 
(En Bolivianos) 
























































2011 2012 
Detalle 
Costo Part. % Costo Part. % 

1. Saneamiento Básico 7.970.093 16,8 9.473.534 21,8 
2. Construcción y Mantenimiento de 3.495.818 7.4 3.524.550 8,1 

Microriego 
3. Desarrollo y Preservación del Medio 461.094 10 4.184.307 2,7 

Ambiente 
4. Infraestructura Urbana y Rural 750.000 1,6 2.391.147 5,5 
5. Construcción y Mantenimiento de 13.561.617 28,6 14.264.333 32.8 

Caminos 
6. Servicios de Salud 35.430 0,1 566.072 18 
7. Servicios de Educación 2.049.807 4,3 4.047.398 9,3 
8. Desarrollo y Promoción al Deporte 3.488.011 7,4 3.204.299 7,4 
9. Desarrollo y Fomento al Turismo 1.703.820 3,6 
10. Servicios de Faeneado al Ganado 9.910.091 20,9 
11. Fortalecimiento Institucional 4.001.500 8,4 3.381.782 7,8 
12. Defensa y Protección Niñez y a la 224.776 05 

Mujer 

13. Servicio de Seguridad ciudadana 952.388 2,2 
14. Alumbrado Público 337.975 0,8 
Total 47.427.281 100,0 43.552.563 100,0 











Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio de Autonomías (2012). 


En el municipio de Viacha (Ver Cuadro 15), las partidas de 
“saneamiento básico” (36,7% y 35,1% para los años 2011 y 2012), 
“infraestructura urbana y rural” (25,9% y 28,1%), “construcción y 
mantenimiento de microriego” (10,4% y 4,4%) y “construcción y 
mantenimiento de caminos” (0,4% y 1,8%), suman 73,4% para el 


primer año y 59,4% para el segundo año. 
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Cuadro 15 


Actividades económicas 2011 y 2012. Viacha 


(En Bolivianos) 

































































2011 2012 
Detalle 
Costo Part. % Costo Part. % 
Al prado a la Producción 37.585 0,2 118.970 04 
2. Saneamiento Básico 9.081.855 36,7 10.386.100 35,1 
> e Ms de 2.560.095 10,4 1.306.926 4,4 
4. Desarrollo y Preservación del Medio 
Ambiente 
5. Infraestructura Urbana y Rural 6.416.918 25,9 8.318.018 28,1 
6. Construcción y Mantenimiento de Caminos 102.576 0,4 544.267 1,8 
7. Servicios de Salud 764.449 3,1 1.702.557 8,f 
8. Servicios de Educación 5.226.753 21,1 5.389.432 18,2 
9. Desarrollo y Promoción al Deporte 
10. Desarrollo y Fomento al Turismo 
11. Servicios de Faeneado al Ganado 
12. Fortalecimiento Institucional 
13. Defensa y Protección Niñez y a la Mujer 
14. Servicio de Seguridad Ciudadana 100.000 0,3 
15. Alumbrado Público 
16. Electrificación Rural 470.940 1,9 1.352.967 4,6 
17. Recursos Hídricos 71.216 0,3 303.908 1,0 
18. la Mcpal. Ceram Roja y 100.000 0.3 
Total 24.732.387 100,0 29.623.145 100,0 

















Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio de Autonomías (2012). 


En el municipio de La Guardia (Ver Cuadro 16), las partidas 
de “saneamiento básico” (19% y 1,9% para los años 2011 y 2012), 
“infraestructura urbana y rural” (4,6% y 28,3%), “construcción y 
mantenimiento de microriego” (0% y 0%) y “construcción y man- 
tenimiento de caminos” (3,2% y 3,8%) suman 26,8% para el primer 
año y 34% para el segundo año. 
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Cuadro 16 


Actividades económicas 2011 y 2012. La Guardia 


(En Bolivianos) 










































































2011 2012 
Detalle 

Costo Part. % Costo Part. % 

1. Promoción y Fomento a la Producción 
Agropecuaria 
2. Saneamiento Básico 1.493.353 19,0 138.000 1,9 
3. Construcción y Mantenimiento de Mi- 
croriego 

4. sed y Preservación del Medio 70.000 10 
5. Infraestructura Urbana y Rural 358.000 4,6 2.071.632 28,3 
6. Construcción y Mantenimiento de Caminos 250.000 3,2 275.589 3,8 
7. Servicios de Salud 890.000 11,3 2.001.277 27,3 
8. Servicios de Educación 3.730.000 47,4 2.084.769 28,4 
9. Desarrollo y Promoción al Deporte 375.000 4,8 
10. Desarrollo y Fomento al Turismo 
11. Servicios de Faeneado al Ganado 
12. Servicio de Catastro Urbano y Rural 210.000 219 
13. Defensa y Protección Niñez y a la Mujer 
14. Servicio de Seguridad Ciudadana 
15. Alumbrado Público 
16. Electrificación Rural 20.000 0,3 
17. Recursos Hídricos 
18. Limpieza Urbana y Rural 700.000 8,9 200.000 2,7 
18. Atención y Protección al Adulto Mayor 50.000 0,6 280.000 3,8 
Total 7.866.353 100,0 7.331.267 100,0 











Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio de Autonomías (2012). 


En suma, se distinguen dos tipos de municipios: aquellos que se 
inscriben en la dirección señalada. Quillacollo muestra un promedio 
entre ambos años de 61,3% de recursos usados casi exclusivamente 
en el rubro de construcción. Viacha lo supera con un promedio de 
66,4%. Es decir, 2/3 del dinero queda enmarcado en el rubro descrito. 
En una posición distinta se encuentra La Guardia, con un promedio 
de sólo 30,4% para los dos años. Este gobierno municipal por el 
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contrario orientó el 58,7% del total de sus recursos a servicios de 
salud y educación. 


En todo caso, la tendencia predominante permite correlacionar 
los datos de crecimiento empresarial orientados a la construcción, 
comercio y servicios inmobiliarios exhibidos por Fundempresa y la 
emergencia de nuevas empresas municipales dedicadas a similares 
rubros (remarcando la relativa excepción en La Guardia). Algunas 
entrevistas realizadas corroboran lo sugerido: 


Para nosotros como empresa constructora, es mejor tener todo en 
regla para presentarnos a los proyectos del SICOES. Por eso nos he- 
mos inscrito en Fundempresa (Entrevista con funcionario de empresa 
constructora, 12-10-2012). 


Nosotros trabajamos en el rubro de la construcción desde 1996 y 
nunca ha faltado trabajo. Todo lo contrario, ahora nos damos el lujo 
de no presentarnos a la mayor parte de convocatorias. Es que el Evo 
Cumple licita, la Gobernación licita, los municipios licitan y cuando se 
cree que ya no queda nada por licitar, el Proyecto Mi Agua licita. Por 
eso es mejor estar con todos los papeles en regla. Somos una empresa 
con tradición (Entrevista con funcionario de empresa constructora, 
14-10-2012). 


La verdad es que hay un montón de nuevas empresas. No saben del 
asunto y por eso le meten puentes que duran un año máximo, pero 
es que hay tantas obras que hacer que nosotros mismos nos hemos 
abierto a otras convocatorias. Sólo hacíamos caminos pero ahora ha- 
cemos de todo (Entrevista con funcionario de empresa constructora 
de La Paz, 9-2012). 


Al parecer el dilatamiento del tejido empresarial tiene una clara 
vinculación con el mundo municipal. La pregunta que despierta 
esta certeza es: ¿no resultaba lógico que así fuese? La respuesta la 
ofrece la constatación de que el boom económico casi no se conecta 
con la economía. La conexión se establece a través de los circuitos 
fiscales: 


De hecho, casi la mitad de la bonanza económica de los últimos años 
se debe al proyecto de exportación de gas natural al Brasil (...). Sin 
embargo, el problema radica en la poca conexión de este sector con 
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el resto de la economía. Desde el punto de vista productivo (...), el 
impacto directo es positivo pero muy pequeño; el vínculo observado 
en los últimos años se dio a través del canal fiscal (Grebe 2012: 71-72; 
nuestro subrayado). 


Por ende, las conclusiones a ser destacadas en este capítulo pue- 
den ser agregadas en tres: 


Primero, hay una masiva afluencia de recursos en los municipios, 
haciendo cada vez más tentadora la posibilidad de participar en los 
procesos de licitación emprendidos. Además, esta orientación no sólo 
parece consolidarse, sino que tiende a expandirse vehementemente 
con una inusitada proyección para la década en curso. 


Segundo, hay un desmedido incremento de empresas privadas 
dedicadas sobre todo al rubro de la construcción, el comercio y los 
servicios inmobiliarios. Como nunca en la historia boliviana se ha 
producido semejante boom empresarial. 


Finalmente, se comprueba que este caudal de recursos munici- 
pales tiene correlación con esta proliferación de nuevas empresas. 
Ello se constata al observar que a nivel municipal, en especial en 
Viacha y Quillacollo y en menor medida en La Guardia, las empresas 
beneficiadas están igualmente ligadas sobre todo al rubro de la cons- 
trucción, de microriego, infraestructura urbana y rural, saneamiento 
básico y caminos. 


En síntesis, más dinero público incentiva el parto de nuevas élites, 
que a su vez coadyuvan a solidificar una economía (local) de base 
estrecha alejada de la economía productiva tradicionalmente imagi- 
nada como dominante: aquella del “municipio productivo”. En todo 
caso, si Viacha y Quillacollo clasifican como “municipios constructo- 
res”, posiblemente La Guardia se erige como un “municipio educado 
y saludable”. El matiz no es menor. Los tres se dedican a los servicios, 
pero con la diferencia de que los primeros quedan enmarcados en 
lo que Iván Arias definió como la hegemonía de la “mentalidad de 
cemento”, mientras que el municipio cruceño parece haber dado un 
paso más decisivo hacia el desarrollo (estratégico) social. 


CAPÍTULO V 

Élites no locales. 
Licitaciones públicas 
y empresas ganadoras 
y perdedoras 





En este capítulo se procura trazar el escenario ideal para la 
emergencia de nuevas élites, de modo de poder compararlo con la 
realidad. En la concepción reiteradamente expuesta por aquellos 
propulsores del denominado “municipio productivo”, en particular 
múltiples cooperantes involucrados con el destino municipal, hay 
tres características que merecen destacarse a efectos de hablar de un 
posible éxito en los esfuerzos desplegados para consolidar el desa- 
rrollo económico local: 


a) La posibilidad de que la inversión pública sea destinada a la 


creación y consolidación de empresas productivas —aquellas 
inmersas en lo que constituiría una economía local de base 
ancha—, que harían posible hablar del mentado “municipio 
productivo”. 


b) La posibilidad de que el logro de este propósito no sólo se 


C 


== 


apoye desde el ámbito gubernamental municipal, sino que 
además las empresas productivas apoyadas sean locales, vale 
decir, del propio municipio. 


La posibilidad no sólo de que se apoye al municipio productivo 
y a empresarios locales abocados a este rubro, sino que además 
las empresas contratadas sean muchas, evitando una concen- 
tración excesiva en la generación de destrezas económicas en 
una reducida élite empresarial. 
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Estos tres elementos permiten delinear lo que constituiría el esce- 
nario ideal de promoción de nuevas élites económicas: el municipio 
productivo, local /endógeno y democrático —entendiendo por de- 
mocrático la posibilidad de tener un tejido empresarial amplio—. O, 
para ser lo más descriptivos posible, lo inverso sería la conformación 
de un municipio de base estrecha, no local y oligopólico. En el pri- 
mer escenario, las élites emergentes serían productivo-industriales, 
residentes del lugar y variadas. En el segundo escenario, las élites 
en surgimiento serían de servicios, ajenas al desarrollo propiamente 
local, y reducidas. 


¿Cuál es el escenario visualizado en la investigación en los muni- 
cipios de estudio de caso? Para responder esta pregunta procuramos: 
primero, conocer la orientación en la inversión de las licitaciones (priori- 
zación de la inversión en obras, bienes y/o servicios); segundo: conocer la 
locación nacional, departamental y/o municipal de las empresas que gana- 
ron las licitaciones; y tercero: conocer si conforman un tejido empresarial 
reducido o no (hay muchas o pocas empresas que ganan las licitaciones). 


1. — Laorientación económica de las licitaciones públicas 
municipales 


Comencemos viendo un cuadro con la cantidad de licitaciones 
existentes por municipio: 


Cuadro 17 
Cantidad de empresas y número licitaciones, 2008 a 2011. 
Municipios de Quillacollo, Viacha y La Guardia 

















Municipio Número de empresas Licitaciones municipales 
Viacha 92 410 
Quillacollo 153 668 
La Guardia 101 130 














Fuente: Elaboración propia en base a Contraloría General del Estado, 
Página web (sept. 2012). 


Quillacollo fue el municipio que tuvo más licitaciones: 668; le 
sigue Viacha con 410; y luego viene La Guardia con 130. Estas canti- 
dades arrojan un promedio de 167, 102,5 y 32,5 licitaciones por año 
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en estos municipios, respectivamente. Teniendo en cuenta estas cifras, 
importa tener en cuenta en qué ganaron sus respectivas licitaciones. 


Cuadro 18 
Orientación de las licitaciones públicas 
(en obras, bienes y/o servicios), 2008 a 2011. 
Municipios de Quillacollo, Viacha y La Guardia 

















Municipio Obras % Bienes % Servicios % Total 
Viacha 283 69% 96 23% 31 8% 410 
Quillacollo 494 74% 146 22% 28 4% 668 
La Guardia 62 48% 26 20% 42 32% 130 
Total 839 63,7% 268 21,6% 101 14,7% 1.208 





























Fuente: Elaboración propia en base a SICOES, Página web s/f. 


Como se observa, el mayor porcentaje de las licitaciones tiene que 
ver con las obras. 69% de las empresas de Viacha y 74% de las de 
Quillacollo ganaron al menos una convocatoria referida a “obras”. 
Es muy llamativo que La Guardia se diferenciara claramente de sus 
homólogos ediles. Sólo 48% de las licitaciones estuvo relacionado con 
“obras”. Más bien, 52% de las licitaciones estuvo dedicado a “bienes” 
y “servicios”. Ya vimos en el capítulo anterior que en 2011 La Guardia 
destinó 47,4% y 11,3% de su presupuesto a las partidas “servicios de 
educación” y “servicios de salud” respectivamente, frente a 0,1% y 
4,3% en Quillacollo y 3,1% y 21,1% en Viacha. 


Algunas entrevistas realizadas en Viacha por Loyola Luna, el 4 de 
octubre de 2012, permitieron comprender mejor estas cifras: 


Tanto alcalde ha habido en Viacha y lo único que les interesa hacer 
son Obras; la gente sólo les pide eso, las subalcaldías están copadas 
por vecinos que exigen que se invierta en sus distritos. Y ahora es 
peor, los dirigentes son del MAS y si no se les da algo se quejan a la 
gobernación o a algún ministerio y viene el jalón de orejas. No hay 
caso de hacer mucho (Entrevistas en Viacha). 


Lo interesante es comprobar que inclusive la llamativa cifra de 
21,1% en “servicios de educación” en realidad: 
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No es en educación para mejorar la calidad de los profesores. Lo que 
se hace es construir escuelas. Muchas escuelas que sí nos hacen falta, 
pero a veces no en el lugar que lo hacen (1bíd.). 


No es propiamente inversión social sino construcción de obras. 


En Quillacollo, las opiniones no divergen aunque lo hacen en un 
sentido menos crítico: 


Lo que pasa es que realmente se necesitan todas esas obras de sa- 
neamiento (...), el empedrado de las calles y otras cosas. Por eso es 
que el Programa Evo Cumple es bienvenido, nos están haciendo un 
coliseo con ese dinero (Entrevistas en Quillacollo). 


La excepción es nuevamente La Guardia. Fabiana Chirino recogió 
la siguiente opinión en las entrevistas realizadas en esa municipali- 
dad el 6 de enero de 2013: 


Lo que pasa es que el alcalde ha estado tres gestiones seguidas y 
sabe lo que hay que hacer. Él ha logrado que inclusive ítems del 
personal de salud sean pagados por el municipio. Y no sólo eso. 
En sus 17 años al frente del Gobierno Municipal se trabajó el tema 
de la deuda social: calidad y cantidad de guarderías municipales, 
centros de ancianos, centros de salud, con personal permanente del 
gobierno municipal. Los centros de salud tienen personal perma- 
nente, los telecentros, centros de capacitación, escuelas de deporte, 
atención del adulto mayor. 


Los adultos mayores están censados, tienen una especie de seguro 
en la clínica (Entrevistas en La Guardia). 


Ello llevó, inclusive, a que el municipio fuera bautizado como 
“Municipio Escuela”. 


Ese sentido estratégico que el alcalde Jorge Morales imprimió 
en La Guardia se diferencia de lo sucedido en Viacha o Quillacollo. 
Loyola Luna recogió el siguiente criterio en las entrevistas realizadas 
en Viacha: 
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Es clave darnos cuenta que Viacha es un municipio de paso, hay 
todo acá, se comercia todo lo contrabandeado, pero no es eso lo 
principal: lo principal son las metalmecánicas, los talleres eléctricos, 
las ladrilleras, es decir, es un municipio con un potencial económico 
enorme, pero, ¿qué hace la alcaldía al respecto? Nada, sólo se dedi- 
ca a hacer obras para todos los vecinos que no se cansan de pedir 
(Entrevistas en Viacha). 


En entrevista realizada a Iván Arias, recogemos lo siguiente: 


Si se piensa en los corredores bioceánicos, Quillacollo es el municipio 
por excelencia. Lo primero que debería concentrar nuestra atención 
es aprovechar esa condición de municipio de tránsito. Deberíamos 
hacer una ciudad industrial que aproveche ser el corazón del país, 
paso obligado a la capital de Cochabamba y centro de conexión con 
las áreas rurales. Pero eso no es lo que se prioriza. Lo que se prioriza 
son obras (Iván Arias, experto municipalista en desarrollo económico 
local, 9-9-2012). 


Nos encontramos, pues, una evidente convicción de que lo “es- 
tratégico” queda supeditado a la construcción de obras. Conviene 
conocer si esas obras generan empleo local, promueven el surgi- 
miento de empresas locales y /o dinamizan la economía local con los 
réditos obtenidos en las licitaciones. O si propician, por el contrario, 
una “fuga de capitales”. Para responder a esta duda, conozcamos, 
a continuación, si las empresas son locales, de la capital, el resto del 
país o extranjeras. 


2.  Lalocalidad de las empresas: Departamentales, municipales, 
nacionales y/o extranjeras 


En este acápite se pretende conocer la localidad de las empresas: 
si pertenecen al municipio donde se realizan las licitaciones o no. En 
caso negativo, saber de dónde provienen y /o dónde tienen su sede. 
Comencemos viendo el registro de Fundempresa: 
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Cuadro 19 
Departamento de registro de las empresas municipales 
de Quillacollo, Viacha y La Guardia 2006-2010 
Cantidad de 
empresas Empresas del propio O 
Cantidad de AD P pro. del departamento 
o registradas departamento (% de A 
Municipio empresas no E E a (% de registradas 
E (% sólo de las registradas sólo 
registradas fuera del 
aquellas en el departamento) 
E departamento) 
registradas) 
Quillacollo 35 59 (100%) 52 (88%) 7 (5 de La Paz, 1 de 
Santa Cruz y 1 de 
Potosí) (12%) 
Viacha 16 38 (100%) 35 (92%) 3 (de Cochabamba) 
8%) 
La Guardia 43 58 (100%) 46 (79%) 12 (4 de 
Cochabamba, 6 de 
La Paz, 1 de Pando 
y 1 de Chuquisaca) 
21%) 


























Fuente: Elaboración propia. 


Se ve en el cuadro que una abrumadora cantidad de empresas 
que se presentan a las licitaciones son empresas registradas en el 
propio departamento. En Quillacollo esto sucede con casi 9 de cada 
10 empresas (88%); en Viacha sucede lo propio (92%); mientras que 
en La Guardia, cuatro de cada cinco empresas (79%) provienen del 
departamento. 


Queda averiguar si el registro es departamental, pero la empresa 
es local, nacional o extranjera. Recordemos que el propósito es co- 
nocer si las empresas son o no locales. Para lograrlo, se procedió a 
elaborar, dado que la información proporcionada por la Contraloría 
no lo aclara, una reducida muestra de empresas a ser consultadas 
sobre su origen. Se decidió averiguar este dato con una muestra de 
al menos 20% de las empresas participantes. Por eso es que de las 
153 de Quillacollo se eligió consultar al azar a 30 empresas (19,5%); 
de las 92 de Viacha se hizo lo propio con 20 (22%) empresas; y de las 
101 de La Guardia se tomó 20 (20%). La dificultad técnica para con- 
seguir este dato una vez identificadas estas empresas fue grande: la 
mayor parte de ellas ya no existe o cambió su residencia y /o número 
telefónico. Siempre con la excepción de La Guardia, los datos mues- 
tran que 30%, 40% y 20% de las llamadas realizadas a las empresas 
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de Quillacollo, Viacha y La Guardia, respectivamente, no tuvieron 
respuesta. Eso supone que se consiguió información de 21 empresas 
quillacolleñas, 12 viacheñas y 16 guardieñas. 


En los dos primeros municipios la información fue contundente: 
todas ellas eran empresas que pertenecían a la capital de departa- 
mento, eran de otros departamentos y/o extranjeras. En suma, se 
observó lo siguiente: 


Cuadro 20 
Lugar de registro de las empresas municipales 
de Quillacollo, Viacha y La Guardia 2006-2010 

















E Total de Empresas | Empresas Empresas Empresas Empresas Empresas 
Municipio de consul- departa- nacio- extran- 
empresas locales - 
muestra tadas mentales nales jeras 
Quillacollo 153 30 21 0 19 1 1 
Viacha 92 20 12 0 17 2 1 
La Guardia 101 20 16 0 18 0 3 


























Fuente: Elaboración propia. 


Lo que se comprueba es la ausencia total de empresas locales, 
tanto como la presencia de empresas departamentales (en cada de- 
partamento) y extranjeras, como Toyosa en Quillacollo (subsidiaria 
de la empresa japonesa Toyota); Hansa en Viacha (empresas de 
tractores de mayoría accionaria alemana); o Universal Electric en 
La Guardia (empresa generadora de energía eléctrica con capital 
mayoritario estadounidense). 


Es necesario advertir que la muestra seleccionada es sólo indica- 
tiva. Sin embargo, no deja de ser ilustrativa de lo que se pretende 
mostrar en este capítulo: la des-municipalización del desarrollo local, 
corroborada además por las entrevistas: 


No es por desconfianza en las empresas locales sino que las licita- 
ciones son muy grandes y no hay capacidades de ese tipo en los 
municipios. Hay nomás que contratar a empresas grandes que sepan 
hacer lo que se pide. Un gavión, represa o incluso el saneamiento no 
lo hace nadie de los municipios. Y si lo hacen, como intentó el alcalde 
Mamani es de mala calidad (Entrevistas en Viacha). 
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Cabe mencionar que se hizo todo el esfuerzo por promover empresas 
locales. Y se logró con creces. Es el caso de nuestra Fundación (Fun- 
dación Ferias a la Inversa) que logró implementar ferias a la inversa 
en más de 20 municipios. En ellas se atrajo a empresas locales. Pero al 
final nos dimos cuenta que éstas no tenían la capacidad para abastecer 
de los utensilios, ropa y papel para el municipio. No quedó otra que 
suspender las Ferias a la Inversa, estipuladas por ley en el Decreto del 
Compro Boliviano y contratar a empresas de fuera (Flavia Jiménez, 
experta en ferias a la inversa, 18-10-2012). 


Incluso un argumento sostiene lo siguiente: 


A este paso para qué necesitamos a los municipios. Es mejor tener 
un contratista en el departamento que tenga su oferta de empresas y 
licite. Una vez se tenga los resultados de las ganadoras se las asigne 
a cada municipio. Es que seamos sinceros: lo único que hay de muni- 
cipal en esto es la ilusión de que ya se tiene hospital, letrinas y calles 
bien asfaltadas, sin darnos cuenta que lo que hace falta es empleo, 
desarrollo rural, cuidado de las cuencas y otros temas en los que los 
municipios podrían tener mayor relevancia. Hoy son simples inter- 
mediarios de los negocios de La Paz o de las capitales (Iván Arias, 
experto municipalista en desarrollo económico, 9-9-2012). 


Asimismo, un funcionario del municipio de La Guardia destaca 
que 


incluso los técnicos de los municipios han sido reclutados de Santa 
Cruz. Aquí no hay capacidad de generar recursos humanos propios. 
O, al menos no había. Ahora sí, cada vez más. Pero sea lo que sea 
nuestra dependencia de fuera es todavía grande. 


Esta última apreciación es elocuente respecto de lo que se pretende 
subrayar: la dependencia de lo que viene de afuera (lo no local, en 
sentido estricto). Sin embargo, también es indicativo de lo que parece 
ser la senda correcta hacia el desarrollo local: la ocupada de reclutar 
recursos humanos. Dejemos este razonamiento para el capítulo de 
recomendaciones. Por de pronto, quede la conclusión provisional de 
que los ganadores en la distribución fiscal a través de las licitaciones 
no son precisamente empresarios locales. 
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Una vez que se supo que la orientación de las licitaciones no era 
productiva y que las empresas no eran locales, restaba saber si eran 
pocas o muchas empresas. 


3. Muchas empresas o pocas empresas: el dilema de la 
democratización económica en ciernes 


La intención en este acápite es ver si los gobiernos municipales 
trabajan con muchas o con pocas empresas. A este efecto conviene 
ver el grado de concentración de los recursos públicos en pocas o 
muchas empresas, teniendo presente la siguiente interrogante: ¿las 
licitaciones se otorgan de forma repetida a un mismo grupo de em- 
presas o es que el grado de repetición es bajo, insinuándose más bien 
la presencia de un tejido empresarial más plural? En principio vea- 
mos el cuadro previamente exhibido sobre empresas y licitaciones, 
añadiéndole ahora el grado de correlación: 


Cuadro 21 
Porcentaje de coincidencia entre el número de empresas 
y la cantidad de licitaciones municipales en Quillacollo, Viacha 
y La Guardia 2006-2010 














% de coincidencia 
o Licitaciones entre el número 
Municipio ; Empresas ganadoras 

emprendidas de empresas y 

licitaciones (*) 
Quillacollo 668 153 22% 
Viacha 410 92 22,4% 
La Guardia 130 100 77,6% 

















Fuente: Elaboración propia. 


(*) Cuando el porcentaje de coincidencia es de 100, quiere decir que hay igual número de 
licitaciones que de empresas (situación de hiperdispersión), y cuando el indicador es de 
0, significa que hay un número de empresas cercano a 1 (una sola empresa monopólica) 
y, por ende, hay licitaciones en número mayor al número de empresas (situación de 
hiperconcentración). Este indicador se obtiene de correlacionar la cantidad de licitaciones con 
el número de empresas. Eso se lo hace dividiendo el número de empresas entre la cantidad 
de licitaciones. 


Para tener una lectura precisa, se ha visto la necesidad de com- 
prender lo que significa una excesiva concentración empresarial y /o, 
a la inversa, lo que significa su dispersión. Veamos: 
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Cuadro 22 
Grado de concentración empresarial en licitaciones municipales 
en Quillacollo, Viacha y La Guardia 





Quintiles Grado de (des)concentración 





Primer quintil de O a 20% Hiperconcentración o estado no competitivo 





Segundo quintil de 21 a 40% | Concentración moderada o de competencia restringida 





Tercer quintil de 41 a 60% Concentración competitiva 





Cuarto quintil de 61 a 80% Dispersión moderada o de competencia restringida 








Quinto quintil de 81 a 100% Hiperdispersión o no competencia 








Fuente: Elaboración propia. 


Hay dos escenarios abiertamente negativos en ambos extremos. 
De un lado, el estado de hiperconcentración no permite competencia 
empresarial alguna: el gobierno municipal trabaja con una o pocas 
empresas. En este vértice, las empresas deben tener el apoyo del Esta- 
do; lo político determina lo económico. Del otro lado, en su antípoda, 
se visibiliza la categoría de hiperdispersión o no competencia: las 
autoridades públicas no privilegian a empresa alguna. Recordemos 
que en esta categoría se tiende a observar igual cantidad de licita- 
ciones que de empresas; si se ejecuta 100 licitaciones, se tiene a 100 
ganadores diferentes. En esa situación, no parece haber posibilidad 
de generar capacidades empresariales locales. Predomina una vo- 
latilidad empresarial, en la que, si el gobierno (municipal) no tiene 
dominio sobre la red empresarial existente, ésta tampoco tiene la 
fuerza de incidir en las licitaciones. 


En suma, si en la categoría de hiperconcentración se da la orien- 
tación hacia una unión entre el Estado local y la empresa o empresas 
existentes, en la categoría inversa hay una orientación a una desunión 
completa. Por tanto, de la dependencia absoluta se pasa a la inde- 
pendencia absoluta. En el primer caso, hay un vínculo claro entre 
lo político y lo económico (en ambos sentidos): el gobierno impulsa 
un tejido empresarial propio y éste —esta es una hipótesis que no 
se pudo comprobar aún en ninguna investigación— apoya a las 
autoridades públicas en sus propias carreras políticas (por ejemplo, 
en sus campañas electorales). Mientras que en el segundo caso hay 
un pleno divorcio entre lo político y lo económico: el gobierno no 


ÉLITES NO LOCALES 113 





tiene que ver con el tejido empresarial y a éste tampoco le interesa 
presionar sobre el gobierno. 


En los quintiles inmediatos hacia arriba y hacia abajo, se visuali- 
zan situaciones menos adversas que, a pesar de las diferencias entre 
sí, presentan un derrotero idéntico: una competitividad restringida. 
De un lado, de 21 a 40% la restricción se propicia por la escasa aper- 
tura gubernamental. Del otro lado, de 61 a 80% la restricción tiene 
lugar por la excesiva apertura gubernamental. En la primera escena, 
el gobierno (municipal) posee sus “propias” empresas, por decirlo 
de algún modo, pero se abre a la competencia en casos particulares. 
Así, lo político determina lo económico, pero lo económico man- 
tiene cierta presencia autónoma. Del otro lado, de 61 a 80%, en un 
estado de moderada dispersión, las empresas ejercen una notable 
injerencia en el destino (económico) municipal, pero no tanto para 
competir entre sí, sino para apropiarse de esporádicos nichos de 
poder económico. 


En suma, de un lado no se permite la aparición de nuevas élites 
(empresariales); o si se lo hace, es de modo limitado con la potestad 
gubernamental de cernir a los ganadores de los perdedores. Del otro 
lado, se permite la entrada masiva de múltiples élites, pero que no 
tienen arraigo local o si lo tienen es sólo de modo tenue. 


En ese contexto, es evidente que la situación ideal queda configu- 
rada en el tercer quintil, de 41 a 60%. En él se produce un resultado 
híbrido: hay suficiente Estado como para no dejar desprotegido al 
sector empresarial, pero no excesivo como para inhibirlo. 


En ese marco, ¿dónde encontramos a nuestras empresas? En el 
Cuadro 21 vimos que para Quillacollo y Viacha los indicadores que 
determinamos fueron de 22% y 22,4%, respectivamente, dejando en- 
trever el grado marcado de concentración que exhiben. En la vereda 
opuesta, el gobierno municipal de La Guardia el indicador fue de 
77,6%, arrimado ya a una situación de mutua desconexión, donde 
ni el gobierno municipal encauza el nacimiento de nuevas élites, ni 
las empresas se afincan localmente. 
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En base a estos datos podemos encasillar a los municipios selec- 
cionados de acuerdo a tres categorías vinculadas a la concentración 
y la dispersión: 


Cuadro 23 
Nivel de concentración/dispersión empresarial en su relación 
con la posición de los gobiernos municipales 











Nivel de concentración/dispersión | Concentración alta Concentración regular Dispersión 
empresarial 
Posición de los Gobiernos Viacha y Quillacollo La Guardia 
Municipales 














Fuente: Elaboración propia. 


En los municipios observados no encontramos una situación 
intermedia, más próxima a ser una situación ideal. En los casos de 
Quillacollo y Viacha, los gobiernos municipales mostraron mayor 
control en la contratación de empresas. Su accionar, en ese sentido, 
parecía apuntar a tener un número relativamente bajo de empresas. 
Sucedía lo contrario en La Guardia, donde el gobierno municipal 
interactuaba con muchas empresas. Las debilidades tienen que ver 
con la imposibilidad de tener un tejido empresarial plural en los dos 
municipios paceño y cochabambino, respectivamente, frente a la 
dificultad en el municipio cruceño de tener un gobierno municipal 
con mayor incidencia en la conformación del tejido empresarial. Ya 
lo dijimos, en el primer escenario se ahogaba a las empresas, mien- 
tras que en el segundo escenario las empresas parecían ahogar al 
gobierno municipal. 


Para corroborar esta explicación, se requiere pasar a analizar los 
datos sobre repetición empresarial, entendiendo por ella la frecuencia 
con que una misma empresa gana licitaciones. La intención es ver si 
pocas empresas ganan en forma repetida, vale decir, si se visualiza 
un tejido empresarial relativamente monopólico / oligopólico. 


En el caso de Quillacollo, se determinó el cuadro siguiente: 
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Cuadro 24 
Repetición empresarial en licitaciones municipales en Quillacollo 
2006-2010 


Número de empresas 


Licitaciones ganadas 


Total de licitaciones 


% del total de 





















































153 











668 





en concurso/% ganadas licitaciones 
70/45,8 2 140 21 
22/14,4 3 66 9,9 
23/15 4 92 13,8 
13/8,5 5 65 9,7 
5/3,3 6 30 4,5 
1/0,6 7 7 1 
2/11,2 8 16 2,4 
2/1,2 9 18 2,7 
5/3,3 10 50 75 
211,2 11 22 3,3 
1/0,6 12 12 1,8 
211,2 13 26 3,9 
1/0,6 21 21 3,1 
1/0,6 23 23 3,4 
1/0,6 25 25 3,7 
1/0,6 26 26 3,9 
1/0,6 29 29 4,4 
Total de empresas Total de licitaciones 100 





Fuente: Elaboración propia. 


Como se observa, 5 empresas (3% del total de ellas) concentra- 
ron 18,5% del total de las licitaciones. Se trata de las empresas que 
ganaron la mayor cantidad de licitaciones: 21, 23, 25, 26 y 29, respec- 
tivamente. Y si en el cálculo se incluyen las siguientes 10 empresas, 
la cifra señala que 32,3% del total de convocatorias fueron a parar a 
9,8% del total de empresas. En el primer renglón del cuadro tenemos 
la cara inversa: 70 empresas que representan 45,8% del total de ellas, 
obtuvieron 21% de los contratos. Eso deja como saldo que el restante 
68% de las empresas manejaron 46,7% de los contratos. 
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La conclusión apunta a lo analizado: se observó una concentración 
marcada de empresas ganadoras. Otras obtuvieron menos contratos, 
variando entre 2 a 5. Queda pues ratificada la tesis previa. Veamos 
si sucedía lo propio en Viacha, cuyo indicador era similar al de Qui- 
llacollo. 












































Cuadro 25 
Repetición empresarial en licitaciones municipales en Viacha 
2006-2010 
Número de empresas Licitaciones ganadas Total de licitaciones yd del total de 
en concurso/% ganadas licitaciones 
41/44,6 2 82 20 
13/14,1 3 39 9,5 
3/3,3 4 12 2,9 
13/14,1 5 65 15,9 
4/4,3 6 24 5,8 
3/3,3 7 21 [Sl 
2/2,2 8 16 3,9 
3/3,3 9 27 6,6 
4/4,3 10 40 9,7 
2/2,2 14 28 6,8 
2/2,2 17 34 8,3 
1/1,1 22 22 58 
410 92 410 100 
Total de empresas Total de licitaciones 100 
153 668 




















Fuente: Elaboración propia. 


La escena se repite. Las últimas 5 empresas más ganadoras concen- 
traban 20,6% de los contratos adjudicados. Si se añade las siguientes 
12 empresas ganadoras (hasta aquellas 3 empresas que han obtenido 
cada una 7 licitaciones), se tiene que éstas vencieron en 45,9% de 
las oportunidades. Es decir, 18,5% (las 17 empresas mencionadas) 
obtuvieron este consistente 45,9% de las licitaciones. 


El grado de concentración se hace más notorio cuando se compara 
con el conjunto de empresas menos ganadoras: 41 de ellas ganaron 
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de a 2 licitaciones cada una, lo que equivale a que 44,6% del total de 
empresas se llevó sólo 20% de las licitaciones. 


Se repite pues la sentencia final de la reflexión previa: pocas em- 
presas obtienen muchos contratos. Una entrevista de entre las que 
realizó Loyola Luna en Viacha corrobora esta afirmación: 


Cada alcalde tiene sus amarres. Nadie pues cree que se puede par- 
ticipar en las convocatorias presentando la mejor propuesta. Eso es 
lo de menos, la cosa es aliarte con el alcalde. Si tienes eso, hasta la 
boleta de garantía la “truchean”. El último alcalde ya ha ido más lejos. 
Tiene sus propias empresas que se están presentando. Su hermano las 
maneja con otros nombres. Sus palos blancos (Entrevistas en Viacha). 


Finalmente, veamos lo que sucede en La Guardia: 




















Cuadro 26 
Repetición empresarial en licitaciones municipales en La Guardia 
2006-2010 
Número de empresas AAA Total de licitaciones % del total de 
Licitaciones ganadas a 
en concurso/% ganadas licitaciones 
79/79 1 79 60,8 
14/14 2 28 21,6 
6/6 3 18 13,8 
1/11 5 5 3,8 
Total de empresas Total de licitaciones 100 
100 130 




















Fuente: Elaboración propia. 


No hay duda que confrontamos en La Guardia una condición 
inversa. No hay concentración en los vértices inferior y superior: 
del primer renglón se visualiza que 79 empresas que representaban 
79% de todas ellas controlaron 60,8% de las licitaciones; y, del último 
renglón se observa que 5 empresas (5%) manejaban sólo 3,8% de las 
licitaciones. Sólo en el medio se distingue una pizca de concentración: 
14 empresas (14%) controlaron 21,6% de las convocatorias y las 
siguientes 6 (6%) lo hicieron con 13,8%. Lo que equivale a afirmar 
que 20% del total del tejido empresarial existente manejó 35,5% de las 
licitaciones y, en sentido contrario, 80% de este tejido se encargó de 
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64% de las convocatorias. Se percibe pues lo que hemos denominado 
una “dispersión moderada”. 


En suma, volvamos al comienzo del capítulo, en el que contrapo- 
níamos el municipio productivo, local y democrático a un modelo no 
productivo o de servicios, no local y antidemocrático. Una vez hecha 
la reflexión previa podemos preguntarnos: ¿a cuál nos acercamos con 
mayor intensidad? La respuesta amerita tres conclusiones específicas: 


En primer lugar, es vital recordar que el desarrollo económico na- 
cional responde a las condiciones económicas generadas por el boom 
hidrocarburífero. El municipio no es la excepción, lo que lo convierte 
en un engranaje menor de una maquinaria económica mayor. Ello 
deja como residual cualquier esfuerzo productivo, privilegiando el 
obrismo o la “mentalidad de cemento”. Al parecer, en los tres mu- 
nicipios se dio esta realidad en el periodo estudiado, aunque es de 
destacar que en La Guardia la vocación social atenuó esta orientación. 


En segundo lugar, una vez que tuvimos en cuenta que el desarro- 
llo responde a propósitos materiales —las distintas construcciones 
señaladas—, se comprobó que las empresas que se dedican a esta 
actividad no son locales. Provienen en su mayoría del propio depar- 
tamento, al que pertenecen los gobiernos de nuestra muestra o en su 
defecto de otros departamentos, pero sólo excepcionalmente de las 
propias jurisdicciones territoriales estudiadas. Debe destacarse que 
en La Guardia “se busca emplear a gente del lugar” en las filas de 
las empresas contratadas. Vale decir, los contratos tienen lugar en la 
medida que se “colabora” con la otorgación de empleos estables a 
“la propia población” —como se le declaró a Fabiana Chirino en las 
entrevistas que realizó en ese municipio—. Empero, este matiz no 
impide tener como veredicto la certeza de que la enorme mayoría 
de contratos favorecieron a élites no locales. 


En tercer lugar y finalmente, buscamos saber si las élites be- 
neficiadas no fueron tantas como para no asentarse en el propio 
municipio generando capacidades locales, o no fueron tan escasas 
como para ser cooptadas por el gobierno municipal de turno. Los 
resultados son bastante elocuentes, señalando lo siguiente: de un 
lado, en Viacha y Quillacollo hubo indicios preliminares de que los 
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gobiernos municipales favorecían más a algunas empresas que a 
otras. Del otro lado, en La Guardia, tenemos muchas empresas que 
se presentaron a las licitaciones de este municipio como lo hubieran 
hecho en cualquier otro. 


En definitiva, frente a la opción de desarrollar nuevas élites como 
resultado de la proliferación de actividades productivas locales (con- 
solidando el mentado “municipio productivo”), la realidad parece 
mostrarnos precisamente la imagen inversa: se observó la presencia 
de empresas no locales, inmersas en un modelo de economía de base 
estrecha, y que en número no son muchas (el gobierno municipal 
seleccionó un número reducido como se ve en Viacha y Quillacollo): 
o si son muchas, como en La Guardia, no aportan al desarrollo local. 


Estamos en presencia, pues, de las llamadas élites no locales. 


CAPÍTULO VI 

Élites golondrina. 

El modelo fiscal rentista 

y sus efectos sobre la gestión 





En este capítulo se intenta ver lo que consideramos es un segundo 
tipo de élites: las élites golondrina. Para lograrlo se pretende: 


a) conocer los bemoles del modelo distributivo fiscal boliviano; 


b) reflexionar sobre un informe de denuncias públicas municipa- 
les del Ministerio de Transparencia; 


c) conocer la situación legal de las empresas que participan en las 
licitaciones; y 


d) conocer testimonios que ofrecen pistas sobre lo que sucede con 
estas autoridades una vez que concluyen sus mandatos. 


El hilo conductor de este capítulo es el modelo institucional fiscal 
no condicionado que incentiva comportamientos informales, situación 
que tiende a agudizarse a medida que se incrementan los recursos: 
más dinero sin condicionamientos parece orientar una gestión infor- 
mal. Por ello, la necesidad de revisar la información del Ministerio 
de Transparencia, la situación legal de las empresas ganadoras y el 
uso que las autoridades municipales dieron a recursos obtenidos 
informalmente. 
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1. Reflexiones sobre el diseño institucional fiscal boliviano 
y el rendimiento de otras instituciones en la transparencia 
municipal 


La intención de este acápite es mostrar que el modelo fiscal, en sus 
distintas etapas, mantuvo un rasgo central: no condicionó la entrega 
de recursos al cumplimiento de parámetros de mérito de ningún 
tipo. Y cuando lo hizo, el intento duró poco. A lo que se añade que 
el contexto institucional escasamente eficiente —la Contraloría, el 
ministerio del área y /o el Poder Judicial— fortaleció la orientación 
señalada: el uso informal de los recursos públicos. En este último 
caso, ante la inercia institucional formal, lo previsible fue que se 
alentara estos comportamientos. 


Una breve periodización de la descentralización fiscal desde la 
promulgación de la LPP permite distinguir tres periodos (Ayo 2011)*: 
el periodo de las transferencias isotónicas de 1994 a 2001; el periodo 
de las transferencias “pro pobre” de 2001 a 2004; y el periodo expan- 
sivo de 2005 a la fecha. 


El mérito del primer periodo fue dotar a los municipios de una 
base fiscal mínima. Sin embargo, la contracara fue una evidente des- 
preocupación por la equidad entre municipios y la posibilidad de que 
la dotación de servicios públicos con estos recursos generara equi- 
librios entre ellos. Esta despreocupación respecto a una orientación 
igualitarista en la repartición de la coparticipación tributaria tuvo el 
efecto, muchas veces, de ahondar la desigualdad (Hernani-Limarino 
2008). Ya en 1995 se promulga la Ley de Descentralización Admi- 
nistrativa, que distribuye recursos fiscales de regalías, el Impuesto 
Específico a los Hidrocarburos y el Fondo de Compensación Depar- 
tamental. Estos recursos tampoco hicieron mucho por trascender el 
débil control en el cumplimiento de metas, el endeble impulso fiscal 
y el descuido por emprender una repartición intradepartamental 
más equitativa, que finalmente fueron las características descollantes 
en la repartición de los recursos fiscales municipales de este primer 
periodo (Ibíd.: 141). 





44 Ver el Capítulo 6 de esta publicación de Diego Ayo. 
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Ya durante el segundo periodo, de distribución “pro-pobre”, 
el rasgo destacado fue el cariz distributivo no demográfico. Por el 
contrario, se empezó a distribuir montos adicionales, aquellos del 
denominado HIPC (sigla de la iniciativa Heavily In-debt Poor Countries 
o Países Pobres Altamente Endeudados, como se los conoce en la jerga 
utilizada por los organismos multilaterales) o recursos de Alivio a la 
Deuda, en función a criterios de pobreza. Asimismo, se instituyeron 
los fondos nacionales de inversión —el FNDR (Fondo Nacional 
de Desarrollo Regional) y el ya mencionado FPS (Fondo Nacional 
de Inversión Productiva y Social)—, que ofrecían recursos fiscales 
en función a contrapartes municipales, privilegiando con menores 
contrapartes a los municipios más pobres, aunque ofreciendo, 
simultáneamente, incentivos a aquellos gobiernos municipales más 
eficientes en la presentación de proyectos. El propósito no era otro que 
el de ponderar a los mejores, ofreciendo más recursos a los municipios 
que presentaran más y mejores proyectos, lo que simultáneamente 
significó descontar recursos a los menos eficientes. Vale decir, se 
propiciaba una combinación, a partir de la Ley del Diálogo, de 
parámetros de pobreza con aquellos de eficiencia. 


Por tanto, 


esta segunda fase alentó la propagación de paradigmas “mercantiles” 
de regulación del quehacer estatal subnacional a través de conceptos 
como “incentivos”, “descuentos potenciales”, “tasas de contraparte” 
en desmedro de acciones más coercitivas, lo que significó en el país 
el inicio de un evidente esfuerzo por moderar el paradigma isotónico 


previo (Ibíd.: 145-146). 


Sin embargo, la realidad no transcurrió por senderos tan promi- 
sorios. Como resultado de la precaria situación económica financiera 
del TGN, acosado por un déficit superior a los 5 puntos, los recursos 
HIPC sufrieron un recorte a partir de la promulgación del Decreto 
Supremo 26878, que dispuso que los recursos denominados “más 
allá del HIPC” (“Beyond HIPC”) fueran destinados al TGN. Esta 
disposición, para el 2003, significó la disminución de 33 millones de 
dólares para los municipios (Zapata 2005: 28). Asimismo, los fondos 
no sólo tuvieron una vida corta, sino ciertamente poco meritoria, 
logrando sólo marginalmente apuntalar la filosofía “pro pobre” de 
este segundo periodo. Las debilidades de los fondos se manifestaron 
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en una baja ejecución presupuestaria, pesadez burocrática, excesiva 
tecnificación en la presentación de proyectos, presiones políticas 
que impedían cualquier recorte y, lo que fue peor, manejos dolosos 
de los recursos públicos (García Salaues 2005). Sin embargo, aun en 
el escenario de que el uso de estos recursos hubiese sido fluido y 
transparente, su incidencia fue marginal. Téngase en cuenta que de 
2001 a 2008 se distribuyó un monto de 350 millones de dólares por 
HIPC II (FAM y SIAM 2009: 13), cifra que no representa ni 5% de 
los más de 7.000 millones de inversión pública empleados desde los 
municipios de 1994 a 2008 (Ibíd.: 7). 


Precisamente, en el contexto de esta arremetida fiscal contra el 
sistema municipal, se inició un tercer periodo fiscal. Al isotónico y 
al “pro pobre” se sumó el “periodo de expansión del gas”. Se com- 
prendía la situación imperante como de “sufrimiento municipal”, 
ciertamente comprensible por la reducción permanente de recur- 
sos de coparticipación de 1998 a 2003, el recorte de 32% del HIPC 
desde 2003, la escasa capacidad recaudatoria y la pesadez de los 
fondos*. En este contexto, la meta principal de los actores munici- 
pales estaba centrada en la necesidad de incrementar sus recursos. 
E, indudablemente, la masiva afluencia de recursos por concepto 
de las riquezas gasíferas no podía quedar al margen del desarrollo 
municipal. Por este motivo, la promulgación de la Ley de Hidro- 
carburos 3058 de mayo de 2005 fue considerada como atentatoria al 
municipalismo en tanto obvió la coparticipación del nuevo impuesto 
creado, el IDH, hacia los municipios*'. La Federación de Asociaciones 





45 Opinión del entonces presidente de la FAM, Michael Bennett, en “Ventana 
Ciudadana” 1, La Razón (10-4-2004): 10C. 


46 Ley 3058 del 17 de mayo de 2005, Art. 57 (Distribución del Impuesto Directo 
a los Hidrocarburos): “El IDH será coparticipado de la siguiente manera: a) 
Cuatro por ciento (4%) para cada uno de los departamentos productores de 
hidrocarburos de su correspondiente producción departamental fiscalizada. 
b) Dos por ciento (2%) para cada Departamento no productor. c) En caso de 
existir un departamento productor de hidrocarburos con ingreso menor al 
de algún departamento no productor, el Tesoro General de la Nación (TGN) 
nivelará su ingreso hasta el monto percibido por el Departamento no productor 
que recibe el mayor ingreso por concepto de coparticipación en el Impuesto 
Directo a los Hidrocarburos (IDH). d) El Poder Ejecutivo asignará el saldo del 
Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH) a favor del TGN, Pueblos Indígenas 
y Originarios, Comunidades Campesinas, de los Municipios, Universidades, 
Fuerzas Armadas, Policía Nacional y otros”. 
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Municipales (FAM) encabezó, junto al sistema universitario público, 
una “lucha” para reponer este “olvido”. No cabe la menor duda que 
la argumentación del gobierno central tenía en el déficit fiscal crónico 
un asidero real, que hasta aquel momento había amenazado la esta- 
bilidad económica con incuestionable dureza. Sólo ese año se logró 
reducir el déficit por debajo de dos puntos, aunque la proyección a 
principios de año fue de aproximadamente 5% del PIB, e incluso entre 
2002 y 2003 se tuvo déficits de 9%. Por ende, hasta aquellos meses 
la situación, verdaderamente precaria, ofrecía poca viabilidad a esta 
reforma, más aún cuando la percepción del gobierno central conside- 
raba que los “municipios no eran ejecutores eficientes””. Reflexión 
ciertamente correcta frente a volúmenes de ejecución que rondaron 
históricamente los dos tercios del total (Rafael Velázquez, experto en 
el ámbito fiscal financiero, 12-5-2008). Sin embargo, al final se logró 
la aprobación del Decreto Supremo 28421 del 21 de octubre de 2005, 
que fijó la distribución del IDH estableciendo la coparticipación 
automática con los municipios. De ese modo, se acentuó el formato 
de distribución de la LPP, aunque en forma gigantesca. Por ejemplo, 
entre 2005 y 2008, la inversión pública se elevó en 131% (FAM y SIAM 
2009: 19), y aún más contundente resulta el 300% de incremento de 
los ingresos municipales de 2000 a 2007 (Saric 2008: 29). 


En suma, desde una óptica complaciente, se podría decir que 
la historia fiscal de la descentralización distingue tres periodos: 
primero, el “periodo de la revolución fiscal”, que implicó una distri- 
bución fiscal más equitativa de los recursos nacionales en territorios 
que nunca antes habían contado con ellos; segundo, el “periodo de 
lucha contra la pobreza”, que supuso una cualificación a esta repar- 
tición primigenia a partir de la entrega de recursos fiscales en base 
a Criterios de priorización de la pobreza; y tercero, el “periodo de 
aprovechamiento de la riqueza hidrocarburífera”, que tuvo el mérito 
de seguir descentralizando la inversión pública a efectos de disminuir 
la pobreza y generar desarrollo económico. Sin embargo, desde una 
Óptica menos complaciente, se podría considerar un primer periodo 
que estableció las bases para la consolidación de una “lógica esta- 
tista”, esto es, altamente dependiente de las transferencias fiscales 





47 Entrevista al entonces Ministro de Hacienda Waldo Gutiérrez en “Ventana 
Ciudadana” 28, La Razón (9-8-2005): 3C. 
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“desde arriba”. Un segundo periodo de consolidación de un formato 
no sólo estatista / rentista, sino tendiente a premiar a los pobres, en 
lo que devino un modelo de incentivo a “competir por ser más po- 
bres”; un modelo de premio a la pobreza*. Y, finalmente, un tercer 
periodo que podría ser calificado de “predatorio” y “arbitrario”*. 
Predatorio pues los entes subnacionales lucharon y luchan aún por 
“sus” recursos, a expensas de un espíritu de bolivianidad; y arbitrario 
en tanto el gobierno central viene modificando la distribución fiscal 
de acuerdo a su criterio sin que medie una consulta política y, por 
ende, un acuerdo fiscal mínimo. 


En síntesis, con la excepción del breve periodo “pro pobre”, los 
recursos han sido transferidos casi sin condicionamientos. Ello no 
quiere decir que el variado aparato normativo existente no haya fija- 
do áreas prioritarias de inversión, estableciendo condicionamientos 
específicos bajo la premisa de que no se puede gastar en lo que sea. 
Sin embargo, más allá de estas restricciones menores, no se estableció 
parámetros de condicionamiento al uso de los recursos públicos en 
función a criterios meritocráticos: cumplimiento de indicadores de 
desempeño y/o logro de metas institucionales. 


No haberlo hecho, y no hacerlo, da pie a que los recursos públicos 
municipales tengan mayor propensión a ser usados de modo informal. 
En este sentido, este uso tiende a ser mayor dado el incremento ma- 
sivo de los recursos fiscales existentes. Por tanto, es una combinación 
de la falta de mecanismos normativos e institucionales que mejoren 
la orientación de la inversión pública y su considerable incremento 
(Ackerman 1999)”, 


Ya se ha tratado el aumento de los recursos municipales. Queda 
comprender el aspecto referido a la carencia de instrumentos institu- 
cionales que orienten mejor la inversión. Comencemos reafirmando 
lo dicho (Ayo 2011)”: con la excepción de algunos programas públicos 





48 Gonzalo Chávez en “Ventana Ciudadana” 31, La Razón (20-9-2005). 


49 Calificación que le dio Franz Barrios al momento fiscal actual, en comunicación 
personal (8-2009). 


50 Ver el primer capítulo de esta publicación. 
51 Ver el Capítulo VI de esta publicación. 
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que exigían el cumplimiento de ciertas metas de rendimiento en la 
gestión para recibir donaciones o créditos (Fondo Nacional de Inver- 
sión Productiva y Social y Fondo Nacional de Desarrollo Regional, 
ENDR, respectivamente) o para emprender iniciativas de solución a 
las deudas municipales, no hay recursos que hayan sido transferidos 
con condicionamientos de eficiencia. 


Para los asuntos de donación o crédito, se instituyó el Plan de 
Ajuste Institucional (PAD), que estipulaba el cumplimiento de algunos 
parámetros de gestión, como ser un bajo nivel de endeudamiento o 
la existencia de reglamentos de la Ley SAFCO debidamente elabo- 
rados y funcionando. Y/o para el tema de la deuda y su pago, en 
los casos de sobreendeudamiento, se puso en marcha el Programa 
de Readecuación Financiera, que hacía un seguimiento a determina- 
dos parámetros de eficiencia. Ambos son ya sólo parte de la historia 
fiscal municipal boliviana. El PAI no fue continuado por distintas 
razones, entre las que cabe señalar la entrega de recursos públicos 
desde el nivel nacional, prescindiendo de los fondos, como es el caso 
paradigmático del Programa Evo Cumple. Estos recursos termina- 
ron por hacer superflua la presencia de indicadores de gestión. El 
Programa de Readecuación Financiera tuvo vida en la medida en 
que las deudas no terminaban de ser cubiertas. Una vez lograda esa 
meta el programa se cerró. 


En esta dirección cabe recordar algunos elementos propios del 
funcionamiento de la Contraloría: en primer lugar, su alcance es 
limitado. No se llega a auditar anualmente más que a 40% de los 
municipios. Las auditorías realizadas, además, son puntuales (por 
ejemplo, una auditoría financiera) y no integrales (Roca 2003). En 
segundo lugar, una vez que se llega a auditar, los resultados son 
magros. Para la primera década de implementación de la LPP, sola- 
mente 4% del total de recursos públicos municipales tenía indicios 
de malversación (Ibíd.). Esta cifra podía ser interpretada como prueba 
de la escasa corrupción municipal existente o, por el contrario, de 
la posibilidad de malversar fondos de modo legal, con sobreprecios 
—detalle que no es visualizado en las auditorías ejecutadas—. En 
tercer lugar, una vez que se detecta la malversación en base al informe 
emitido y se resuelve realizar el cobro coactivo fiscal (léase la recu- 
peración del dinero malversado), el problema no se ha solucionado. 
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Se ha comprobado que este proceso de recuperación puede demorar 
entre dos a cinco años, concluyendo cuando la autoridad pública ya 
está alejada del cargo (Prieto 2005). 


En breve, en un sentido descendente, desde lo más integral 
a lo más particular, no hay un mapa nacional completo de las 
auditorías. Las auditorías que si se hacen registran actos de este 
uso informal casi marginal y, sin embargo, si se hace distinguible 
este uso informal, ello no es condición suficiente para recuperar el 
dinero mal utilizado. Y a todo este conjunto de elementos desfavo- 
rables hoy se añade una nueva dificultad: la Ley Marcelo Quiroga 
ha logrado que “el temor pase de la Contraloría a la Fiscalía”. Ante 
la posibilidad de hacer un uso político de cualquier indicio de uso 
indebido de recursos públicos, la opinión técnica de la Contraloría 
ha perdido peso frente a una opinión judicial que convierte “cual- 
quier falta menor que antes era administrativa en delito penal” 
(Oscar Montes, alcalde de Tarija, 9-1-2013). Tampoco el Ministerio 
de Autonomías tiene control sobre lo que sucede. Quede como 
ejemplo la paradoja de tener una historia de notable ingobernabi- 
lidad y corrupción en Viacha (Faguet 2012) y Quillacollo (Mayorga 
2012), precisamente por problemas en el manejo administrativo, y 
que nada de esta información haya merecido la atención de esta 
dependencia pública. En sus informes de “problemas de goberna- 
bilidad municipal gestión 2006-2010” o de “municipios con cuentas 
congeladas” (entre los que destaca el congelamiento de cuentas 
por malversación) no se incluye a ninguno de los dos municipios 
mencionados (Ministerio de Autonomías 2012). Aunque, en des- 
cargo del gobierno, sí podemos sostener que existe información al 
respecto en el Ministerio de Transparencia (la que analizamos en 
el siguiente acápite). 


En suma, el modelo fiscal, tanto como los mecanismos institu- 
cionales que “rodean” su diseño distributivo, generan incentivos 
institucionales al uso informal de los recursos públicos. 
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2. Las denuncias públicas municipales: hacia una tipología del 
delito como antecedente de enriquecimiento privado 


Frente a esta orfandad institucional formal, el uso informal pare- 
ce manifestarse. Para analizarlo se utilizó determinada información 
proveniente del Ministerio de Transparencia (2012), aunque ésta no 
sea tan pródiga en datos como lo es la información de hemeroteca. 
Sin embargo, dado el sensacionalismo propio de los medios, que 
se regodean con noticias sobre corrupción, se vio por conveniente 
utilizar información oficial. Por tanto, hemos optado por analizar 
el informe del Viceministerio de Transparencia que contempla 
información de los municipios de nuestra muestra para los años 
2006 a 2012. 


El propósito fue hacer una tipología de las denuncias, no obstante 
el número reducido de casos, contrastarla con la abrumadora canti- 
dad de noticias de prensa sobre este tópico, y, sobre todo, identificar 
a algunas personas acusadas a las que posteriormente buscamos 
entrevistar. Se logró realizar sólo 6 entrevistas con ciudadanos invo- 
lucrados en los hechos denunciados, de una muestra de 30 personas 
inicialmente seleccionadas. Por ende, lo conversado con esta reducida 
muestra no ofrece la posibilidad de llegar a conclusiones definitivas, 
aunque sí permite abordar algunos aspectos que no han sido anali- 
zados en investigación alguna. En principio, como se recordó en el 
Capítulo l, sobre la metodología, se intentó contar con “biografías 
paralelas” de personas acusadas, apuntando a las razones de su 
acusación, pero sobre todo al destino que dieron a su carrera política 
luego de su paso por el gobierno municipal. El objetivo de este último 
punto era conocer cuál había sido el destino de los recursos públicos 
“ganados”. Aunque carecemos de historias completas, el registro de 
las entrevistas resulta altamente sugerente, propicio para ahondar 
sobre lo mismo en futuras investigaciones. 


Primero revisemos la tipología de delitos construida en base a 
los datos del Ministerio de Transparencia. Luego los analizamos 
exhaustivamente. Antes de proseguir conviene recordar, como se 
argumentó en el Capítulo 1, que este capítulo privilegia un enfoque 
metodológico que analiza la situación desde la óptica de la excepción. 
Los casos descritos no son la regla: expresan la versión extrema de 
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lo que sucede en los gobiernos municipales. Ya dijimos que abordar 
un objeto de estudio a partir de las personas arrestadas por delitos, 
o de los montos de dinero utilizados ilegalmente, puede ofrecer la 
impresión de que la corrupción tiñe toda acción gubernamental. 
Esta técnica metodológica, más bien, busca lo inverso: comprender 
los casos en que la legalidad es mellada para entender que hay una 
esfera de informalidad que, aunque no sea dominante, forma parte 
substancial de la realidad. 


Se han establecido las siguientes contravenciones (analizadas en 
el Capítulo Il, el capítulo conceptual), manifestando todas ellas la 
existencia de instituciones informales plenamente vigentes: preben- 
da, extorsión, robo, clan y otros. 


Veamos lo sucedido en cada municipio: 























Cuadro 27 
Tipos de contravención jurídica en Quillacollo, 
Viacha y La Guardia 
ón Quillacollo Viacha La Guardia Total 
Prebenda 5 j 1 7 
Extorsión 5 3 0 8 
Robo 2 5 0 7 
Clan 14 9 3 26 
Otros 6 1 5 12 
Total 32 19 9 60 




















Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio de Transparencia (2012). 


Como se observa, la contravención más recurrente es la que se 
bautizó como “clan”. Lo más común en este caso es la contratación 
pública de alguna empresa privada que no tenía la mejor propuesta, 
ni tampoco presentaba el mejor precio. Veamos algunos ejemplos: 
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Cuadro 28 
Tipos de contravención jurídica “clan” 
en Quillacollo, Viacha y La Guardia 


Municipio Ejemplo 





Quillacollo Un complejo deportivo fue adjudicado a una empresa por invitación 
directa, pagándosele por adelantado Bs. 358.000; aunque cuatro 
empresas presentaron mejores propuestas con precios menores. 
El contrato se le dio a la empresa mencionada por la suma de Bs. 
1.790.000, frente a las otras propuestas que presentaban al menos 
Bs. 300.000 menos. 





Para una obra con un costo de Bs. 9.910.052, que por ley correspon- 
día realizar una licitación pública, se hizo una invitación directa a tres 
empresas que se consideran “fantasmas”. “En realidad todas estas 
empresas existen, pero cuando se les consultó no sabían nada. Se 
falsificó los documentos constitutivos de estas empresas para aparentar 
una contratación transparente”. 





La construcción de una unidad educativa fue otorgada a un ingeniero 
por Bs. 3.016.608, con un sobreprecio frente a otra empresa que 
ofertó Bs. 724.636. 





Viacha Se contrató una empresa para la perforación de pozos por la suma de 
Bs. 1.356.656, “pero la misma Unidad de Auditoría de Viacha denunció 
que habían faltas graves en el proceso de selección de la empresa, por 
lo que se autoriza el congelamiento de los recursos destinados a esta 
obra, pero antes se le paga el 56% por adelantado sin que se haya 
siquiera comenzado la obra”. 





Se denuncia el loteamiento de una urbanización “que cuenta con el 
apoyo del alcalde, que aun sabiendo lo sucedido no denuncia; se co- 
mete delito de "omisión de denuncia” permitiéndose la construcción () 
en un terreno de 18 hectáreas. A pesar de las denuncias de los vecinos, 
las obras continúan”. 





La Guardia Se autoriza con una ordenanza la explotación de áridos en el municipio, 
lo que contraviene la Ley 3425. La denuncia es contra el Alcalde por el 
delito de “omisión de denuncia”. 














Fuente: Elaboración propia en base a informe del Viceministerio de Transparencia de 2006 a 
2012 (2012). 


En todos los casos se denuncia la vinculación de las autoridades 
públicas con actores privados que obtienen ventajas: contratos diri- 
gidos, aprobación ilegal de urbanizaciones y/o pagos adelantados 
sin avances de obra. A decir de un entrevistado en Quillacollo: 
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(El ex alcalde) es el ídolo de los políticos de ahora. Si bien se lo 
acusa de todo, el hombre sigue libre y se sabe que tiene haciendas, 
casas en Cochabamba y hasta creo que tiene un hotel. (...) Pero lo 
que realmente se debe saber es que él no estaba solo. Ha tenido un 
montón de socios, empresas fantasmas, palos blancos, diezmos para 
adjudicarse obras. Junto con él se han hecho ricos otros más (Entre- 
vistas en Quillacollo). 


Esta declaración pone sobre el tapete lo que se insinúa en este 
acápite: la posibilidad de establecer clanes. Nadie puede malversar 
recursos por sí sólo, como lo demuestra la teoría sobre la corrupción 
(Ackerman 1999)”. Se requieren aliados que varían desde los espo- 
rádicos hasta los “endémicos”. No podemos tener certeza de cuál es 
la situación en Quillacollo, pero por lo visto antes es evidente que la 
repetición de algunas empresas identifica la consolidación de algunos 
grupos en particular. 


En suma, lo central de este punto es la consolidación de favores 
mutuos: “yo te doy el contrato si tú me das algo”. Y ese algo, es lo 
que en la jerga de la administración pública se llama el diezmo o el 
“quinciño”. “En Viacha sí que no debe haber una sola obra que no 
salga con el quinciño”*. 


Sucede lo propio con las denominadas extorsiones (Ver Cuadro 29). 
En el primer caso sí tuvimos acceso a una fuente de primera mano 
del magisterio local: 


Nos han dicho que si no les dábamos los 40.000 dólares, entonces 
iban a autorizar con esa plata la construcción de un Coliseo, pero no 
pueden porque son nuestros terrenos. Sólo querían asustarnos para 
que les paguemos, pero no nos hemos asustado ni les hemos pagado 
(...), pero sí, la obra nunca se ha hecho (Entrevistas en Quillacollo, 
16-10-2012). 





52 Consultar el Capítulo 1 de esta publicación. 


53 El “quinciño” alude a un quinto por ciento (un 5%) que se debería dar de 
comisión clandestina. El nombre tiene que ver con el personaje de una telenovela 
brasileña llamado Quinziño. Se adoptó esta terminología de modo irónico, pero 
está ampliamente socializada y es comprendida por todos. 
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Cuadro 29 
Tipos de contravención jurídica “extorsión” 
en Quillacollo, Viacha y La Guardia 





Municipio Ejemplo 

Quillacollo Autoridades locales fueron denunciadas por exigir a personas un 
pago de 40.000 dólares para que autoricen la construcción de una 
ciudadela. 





“Se denunció la extorsión a una ciudadana, por parte de un funcionario 
público (...), de 2.000 dólares a efectos de autorizar el registro de su 
terreno privado. Hoy el terreno está siendo usado para una obra (de un 
programa gubernamental) ya que el dinero no fue entregado”. 





Viacha Existe autorización para asentamientos sin propiedad regular en 
una urbanización, “en desmedro de los verdaderos propietarios que 
habrían desistido de pagar la coima exigida que ascendía a 25.000 
dólares”. 














Fuente: Elaboración propia en base a informe del Viceministerio de Transparencia de 2006 a 
2012 (2012). 


Nuevamente se observa la exigencia de pagos ilegales por el 
cumplimiento de servicios públicos. 


Veamos la categoría definida como “prebenda” (Ver Cuadro 30). 
Como se observa, se da un uso informal de los recursos público para 
fines personales, como el pasaje de transporte del hermano (caso 
Cartagena); la contratación de la empresa familiar para que se be- 
neficie la esposa del cuñado sacando fotocopias durante todo el año 
por una cifra de más de medio millón de bolivianos; o el pago doble 
de haberes aprovechando la doble posición de autoridades públicas 
y maestros rurales. Tampoco ello parece poco usual: 


En cada cambio de gestión hay un gran cambio de personal, que res- 
ponde a amistades del nuevo alcalde, presiones políticas, en especial 
de las centrales agrarias que casi lo tienen de rehén al alcalde. Jodido 
es el peguismo, no hay la menor continuidad (Entrevista a dirigente 
del transporte de Quillacollo, 17-10-2012). 
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Cuadro 30 
Tipos de contravención jurídica “prebenda” 
en Quillacollo, Viacha y La Guardia 


Municipio Ejemplo 





Quillacollo “Existe denuncia contra el alcalde () por hacer uso de dinero de caja 
chica para asuntos familiares. Se autorizó repetidamente la entrega de 
determinados montos de dinero a (un familiar), quien hasta el presente 
no ha devuelto el dinero recibido. Demás familiares del (alcalde) han sido 
igualmente beneficiados con empleos”. 





El Alcalde ha empleado “sin que medie concurso público alguno” a una 
persona como Director de una empresa municipal. 


Viacha “El Concejo Municipal compuesto por profesores en su mayoría ha 
aprobado el pago de su sueldo de concejales como compatible con el 
pago de su salario como profesores, sabedores de que el pago doble 
es ilegal”. 





La Guardia El Alcalde ha procedido a contratar a la empresa de servicios de foto- 
copias perteneciente a un familiar por Bs. 554.920. 














Fuente: Elaboración propia en base a informe del Viceministerio de Transparencia de 2006 a 
2012 (2012). 


Un experto coincide en su reflexión del mundo municipal en 
general: 


Con todo el incremento enorme de plata del último tiempo que tienen 
los municipios, la no necesidad de gastar en cosas útiles y el poco 
control gubernamental, a lo que se suma el afán del Evo de hacerles 
la vida fácil a los alcaldes dándoles de todo, (...) el objetivo (...) [es] 
beneficiarse él [el alcalde] y la gente que lo rodea de la mejor y más 
rápida manera” (Entrevista con funcionario de la Cooperación, 
8-1-2010). 


Asimismo, una enorme cantidad de casos de este tipo han sido 
identificados por todo el país. Por su peculariedad, conviene comen- 
tar algunos de ellos in extenso. Veamos lo que sucedió en Warnes 
en 2004: 


“Revelan casos de nepotismo en la Alcaldía de Warnes”: Toda una 
parentela cobraba Bs. 100.000 al mes. En Warnes el nepotismo se 
incrustó por los cuatro costados, “desangrando” sus arcas. Samuel 
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Vaca que fuera alcalde de Warnes y que actualmente ejerce como 
concejal titular, registró, cuando se encontraba al mando del gobierno 
municipal, como funcionarios de la Alcaldía a una lista de 24 personas 
pertenecientes a su familia: 12 sobrinos, 10 primos, un cuñado y un 
hermano. “A los parientes no se los niega. No es nepotismo”, había 
afirmado Vaca en una entrevista realizada por el diario El Norte el 
año pasado. Por su parte, la concejala suplente Victoria Mercado 
de Monfort tenía a su esposo, dos hermanos, la nuera, cuñada, tío 
político y primo también trabajando en la Alcaldía. Lucila Arce de 
Montaño, a dos primos y dos hermanos, mientras que la concejala 
suplente Silvia Salazar de Lijerón, a su mamá, cuñado, hermano y 
cinco primos. El sueldo más bajo de los parientes de estos funciona- 
rios nombrados fue de Bs. 1.000, mientras que los sueldos más altos 
correspondieron al sobrino de Samuel Vaca, Pedro Zurita Vaca con 
Bs. 4.800 y a la hermana de éste, Selene Zurita Vaca, también sobrina 
de la ex autoridad, que bajo el título de coordinadora representante 
del Municipio ante la Universidad Gabriel René Moreno, ganaba Bs. 
5.000 (El Deber, 12-1- 2004). 


Este es un elocuente ejemplo de lo que sucede. La política se con- 
vierte en una efectiva plataforma de generación de empleos para una 
clase media ascendente. Los datos nacionales corroboran lo dicho. 
Téngase en cuenta que la generación de empleo en el sector público 
ha sido dinámica. 


En general se tiene una expansión de 1996 a 2009 del 38,9%. La su- 
bida en la Administración Central fue del 41%, mientras que en la 
Descentralizada el incremento fue mayor (83,5%). Al interior de los 
gobiernos territoriales, el índice subió en 41% para las actuales go- 
bernaciones, mientras que en los municipios la subida fue de 18,6% 
(Ferrufino 2012: 72). 


El siguiente tipo de contravención es el “robo”: 
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Cuadro 31 
Tipos de contravención jurídica “robo” 
en Quillacollo, Viacha y La Guardia 


Municipio Ejemplo 





Quillacollo Se observó que un funcionario del gobierno municipal recibe plata por 
concepto de un servicio de mingitorio, “cuyos montos entregados al 
gobierno municipal no coinciden con lo que él dice haber recaudado. 
Por tanto, lo ingresado efectivamente a las arcas municipales es menor 
a lo efectivamente recaudado”. 





“Se denunció que el agente cantonal recibe sueldo pero no va a su 
puesto laboral y tampoco rinde gastos de los recursos que cobra por 
la explotación de áridos o el cobro de peaje. Simplemente se queda 
con todo”. 





Viacha Las autoridades públicas han hecho uso de donaciones de cemento 
vendiendo el mismo en las ferias de El Alto en su calidad de comer- 
ciantes. 





“El alcalde (...) ha malversado los recursos de donación para cubrir los 
daños del desastre natural ocurrido en Viacha”. 











Fuente: Elaboración propia en base a informe del Viceministerio de Transparencia de 2006 a 
2012 (2012). 


Aquí la contravención es directa. No conlleva ataduras políticas 
ni económicas, propias de la conformación clandestina de clanes 
O la necesidad de que la autoridad que contraviene se vincule con 
los extorsionados, como es el caso precisamente de la extorsión. La 
muestra más notoria de este delito es el uso personalizado que se 
hizo de los recursos de donación para cubrir las inundaciones ocu- 
rridas en Viacha: 


Sí, se lo veía a él y a (su personal de confianza) vendiendo las cala- 
minas, la leche subsidiada y todo lo que había (...). Una vergúenza, 
aprovecharse de la gente que estaba sufriendo tanto. Y lo peor es que 
le han pescado en su garaje montón de cosas de donación (Entrevistas 
en Viacha). 


Se observan casos similares por todo el país: “Alcalde de Auca- 
pata se escapa con 43.000 dólares de dinero venezolano y 500 mil 
bolivianos” (El Deber, 16-11-2007); “Alcalde de Morochata Sinforia- 
no Córdova oculta dos camionetas del gobierno municipal en su 
propia casa” (Los Tiempos, 25-3-2004); “Queman el auto del cuarto 
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alcalde de Sapahaqui por haber malversado fondos” (La Razón, 
7-4-2008). 


No hay duda, el fenómeno se repite sistemáticamente. Sin em- 
bargo, no es el propósito de este trabajo ver exclusivamente la cara 
policial del asunto, sino su efecto posterior. O, para expresarlo de un 
modo simple: ¿cómo se usan posteriormente estos recursos usados 
ilícitamente? Ya se reflexionará sobre ello más adelante. 


Las otras contravenciones —las no mencionadas aquí— merecen 
algún comentario menor dada su incidencia más bien marginal. En 
La Guardia ocurren más contravenciones vinculadas a esta categoría, 
siendo, al mismo tiempo el municipio donde casi no se ven casos 
identificados como clan o extorsión. 


¿Qué nos dice la descripción hasta aquí elaborada? Hay indicios 
que nos llevan a sostener que las nuevas élites locales surgen hoy 
en día de esta manera informal-ilegal. Conviene comprenderlo para 
revisar la idea de que sólo determinados canales formales permiten 
su nacimiento. Y al hablar de canales formales se hace referencia, de 
acuerdo a lo analizado en el Capítulo II, a un conjunto de condicio- 
namientos y ventajas que tiene el tejido empresarial en general: debe 
pagar impuestos, contratar personal de acuerdo a la Ley General del 
Trabajo (personal con derechos laborales), acceder a crédito bancario, 
recibir asistencia estatal (desde capacitación hasta subsidios) y Zo 
tener registro legal como empresa. Precisamente el incumplimiento 
de este último requisito es un indicador de lo aseverado, determi- 
nando así una propensión a la ilegalidad /informalidad como regla. 


Conviene hacer una salvedad a efectos de comprender que el 
análisis que sigue no pretende emitir un juicio de valor que polari- 
ce la percepción de las empresas: buenas empresas legales frente a 
malas empresas ilegales. No es esa la intención. Lo que se pretende 
es dejar en claro que la mayor parte de ellas empiezan a surgir de 
forma improvisada, atentas a las licitaciones existentes antes que al 
cuidado de la organización, los recursos humanos y el cumplimiento 
de deberes y obligaciones. Este escenario visualiza una situación 
de ilegalidad, pero que resulta comprensiva: los altos costos de la 
formalidad, junto con las ventajas de la informalidad, incentivan a 
preservar esta condición jurídica. 
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3.  Lalegalidad o ilegalidad del tejido empresarial autonómico 


Para conocer si las empresas privadas que se presentaron a las 
licitaciones cuentan con un registro de constitución legal, se contrastó 
la información de las empresas que participaron en las licitaciones 
municipales con el mapeo empresarial de Fundempresa, la institu- 
ción encargada de otorgar esta legalidad. Veamos lo ocurrido: 


Cuadro 32 
Porcentaje de empresas municipales legalmente establecidas 
de acuerdo al registro de Fundempresa 























Quillacollo Viacha La Guardia 
Años 

Legal llegal Legal llegal Legal llegal 
2008 28,1 71,9 43,3 56,7 61,2 38,8 
2009 47 53 47,2 52,8 54,8 45,2 
2010 45,8 54,2 39,3 60,7 53,8 46,2 
2011 32 68 45,5 54,5 65 35 
Total 38,2 61,8 43,8 56,2 58,7 41,3 























Fuente: Elaboración propia en base a Fundempresa (2012). 


Lo predominante en Quillacollo y Viacha es la presencia de 
empresas ilegales. En promedio ésta es de 61,8% y 56,2%, respecti- 
vamente, denotando que en aquellos municipios donde el índice de 
concentración empresarial fue alto se visualiza este rasgo, como en 
Viacha: “Tienen sus propias empresas. El nuevo alcalde (...) ya tiene 
empresas fantasmas. Las crean un día para ganar una convocatoria y 
luego desaparecen. Lo mismo hacían los otros. Sólo que este es más 
de frente” (Entrevistas en Viacha). 


O en Quillacollo: “Cualquiera monta ya su empresa y se presenta. 
Basta que tengas boleta de garantía y te dan la obra. No se debería 
poder eso porque no son empresas conocidas. Nadie las conoce, pero 
ganan las convocatorias” (Exposición comentada de Wilson Ayaviri, 
empresario embotellador)”. 





54 Ver Exposiciones comentadas en Tabla de entrevistas. 
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A decir de un ingeniero experto en construcciones municipales: 


Es que hay mucha plata que nadie supervisa. Por eso es que ya 
cualquiera abre su empresa constructora. No tienen ni una carre- 
tilla pero tienen su empresa. ¿Qué hacen? Subcontratan todo, por 
eso hasta se presentan en 10 o hasta más convocatorias. Como esta 
señora que ha venido a contratarnos. Tenía como 20 contratos. No 
sabemos quién era, pero quería que le apoyemos. No nos ha con- 
venido porque la verdad es que los techos de sus obras eran muy 
bajos. Van a tener que tener todo de mala calidad, sino no van a 
ganar nada (Entrevista con ingeniero de empresa constructora de 
La Paz, 21-10-2012). 


Si seguimos la pista del índice de concentración en La Guardia, 
vemos que sucede lo contrario. Prima la legalidad justamente en 
espacios que exhibían más bien una dispersión moderada. Casi tres 
de cada cinco empresas son legales (58,7%). Ello no evita sentar una 
conclusión provisional: la ilegalidad facilita el manejo informal de 
los recursos públicos. La aparición súbita de empresas que ganan 
convocatorias, no obstante su inexperiencia, posibilita determinar 
que un nuevo tejido empresarial podría estar presente. 


Por otro lado, es útil observar no sólo que lo ilegal resulta predo- 
minante, sino que el fenómeno, si bien parece disminuir en algunos 
años (por ejemplo, en Quillacollo, de 71% en 2008 se pasó a poco 
más del 50% para los dos años siguientes; o en Viacha, de 56,7% en 
2008 se bajó a 52,8% en 2009, para volver a subir en 2010 a 60,7%), 
vuelve a subir para volver a descender, demostrando que no hay una 
linealidad clara ya sea ascendente o descendente. 


A decir de un entrevistado: 


Todo queda entre ellos. Si hay líos no hay a quién reclamar porque 
la empresa ya no viene más. Y más: crean otra empresa y siguen los 
negociados. Aquí todo es con el famoso diezmo. Eso hace que se 
alíen entre ellos, el alcalde con su concejo y, todos ellos con las juntas 
vecinales que exigen todo (Entrevistas en Viacha). 


La insistencia de muchos entrevistados en el denominado diezmo 
nos empuja a hacer un ejercicio puramente especulativo. Tomando 
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en cuenta sólo las licitaciones en obras, se tiene un promedio de uso 
de recursos públicos municipales de aproximadamente 60%. Si se 
considera que se “cobra” y se hubiese cobrado desde 1994 una déci- 
ma porción de este monto (el “diezmo”) en todos los municipios del 
país, y si tenemos en cuenta que aproximadamente 15.000 millones 
de dólares han sido transferidos hacia arcas municipales desde ese 
año, entonces tendríamos como resultado que 6% de ese monto to- 
tal, o sea, 900 millones de dólares, habría sido extraído ilegalmente. 
Evidentemente, es una cifra absolutamente especulada, pero permite 
comprender que los montos que se manejan informalmente pueden 
no ser menores, y como tales pueden constituirse en efectivas palan- 
cas de emergencia de nuevas élites. Si supusiésemos que sólo 1 de 
cada 5 municipios (20%) incurre en este manejo informal menciona- 
do, estaríamos hablando de 180 millones de dólares usados en poco 
más de década y media. No son montos desestimables, teniendo en 
cuenta que el promedio de ingresos en el país supera levemente los 
mil dólares. 


4. La dinamización de los recursos informales usados en 
actividades legales 


El contenido del presente acápite dista mucho de lo que se bus- 
caba presentar. La intención era realizar “biografías” paralelas de 
autoridades públicas que hubiesen sido acusadas y sentenciadas por 
haber malversado fondos públicos. El propósito era comprobar qué 
actividades realizaban luego de ser autoridades, siempre teniendo 
en mente verificar si vivían mejor, tenían algún negocio o pensaban 
volver a la política. Sin embargo, a lo sumo, llegamos a entrevistar a 
seis personas que dieron algunas pistas”. No obstante esta limitación 
de partida, lo observado permite comprender que el enfoque unila- 
teral sobre corrupción no es adecuado. Se debe ver el ciclo del dinero 
público que conlleva momentos legales-ilegales-legales de utilización. 
Lo informal, tal como se argumentó en el capítulo conceptual (Capí- 
tulo II), no visualiza necesariamente una esfera paralela a lo formal. 





55 Todas ellas son personas de alta confiabilidad en los dos municipios donde se 
pudo conseguir información: Quillacollo y Viacha. No se obtuvo datos de este 
tipo en La Guardia. La identidad de estos informantes se mantiene en reserva 
por pedido expreso. 
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Por el contrario, ambas esferas se retroalimentan de maneras que 
casi no comprendemos. Lo poco que se llega a insinuar aquí tiene el 
único objetivo de poner sobre el tapete el marco teórico respectivo, 
cuyo propósito es dejar por sentado el carácter parcial de la realidad 
formal. Una realidad que sólo puede ser comprendida en su totalidad 
asumiendo esta convivencia complementaria. 


Nos limitamos a citar algunos testimonios. El primero de ellos 
alude a una ex autoridad que utilizó los beneficios de su paso por el 
gobierno municipal en inversiones inmobiliarias: 


El (...) ex alcalde, aunque desvió 20 millones de bolivianos, no se [le] 
hizo siquiera una auditoría. En ese entonces vivía en (...) Viacha, pero 
luego se fue a vivir (a otro municipio). Ya allá se dedicó a comprar 
bienes inmuebles que (...) alquila. Y no contento con eso, compró 
otros inmuebles (en otra ciudad). Además, se adueñó de varios lotes 
(en una comunidad), que parece que los va a usar para levantar una 
urbanización. Pero eso no es todo. Luego se hizo de algunas agencias 
de cerveza (...). O sea, después de haber sido alcalde, su situación 
económica mejoró notablemente. Hay que recordar que la gente que 
lo conocía sabía que antes de ocupar ese puesto era bien humilde. 


Otra declaración muestra el ascenso social de una concejala. No 
reinvierte económicamente, pero emplea su dinero en mejoras so- 
ciales y familiares. 


Pero no solo fueron (esas autoridades: el alcalde y una concejal) los 
involucrados o beneficiarios de estas dotaciones, ya que también 
(otras autoridades militares) sustrajeron los mejores colchones camas 
y otros objetos de valor. Por eso es que mejoró mucho la situación 
económica de muchas autoridades municipales. Es el caso de (una 
concejala) quien era una mujer muy humilde y vivía en una casa de 
adobe (...). No tenían ninguna comodidad. Y la vestimenta de esta 
señora era muy escasa. La pobre no salía de una sola ropa e incluso 
asistía a las reuniones sin medias. Pero luego de ser concejal su vida 
tuvo un giro muy drástico. Mejoró su condición económica radical- 
mente. Se fue de Viacha, compró su casa en (otra ciudad) y sus hijas 
estudiaron en colegios particulares. Ella ya estuvo muy bien arreglada 
y bien vestida, con buena parte de la ropa que llegó para los damnifi- 
cados. Ella no sufrió ningún proceso, pero el alcalde fue suspendido 
y entró a la cárcel por un año, asumiendo toda la responsabilidad. 
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Sucedió algo similar con una ex alcaldesa aunque con resultados 
sorprendentes: 


En cuanto a la alcaldesa interina (...), también fue procesada por 
contratos ilícitos referidos al desayuno escolar. Hoy esta ex autoridad 
vive en (otra ciudad). Y lo que es más importante, ahora tiene un ne- 
gocio propio (...). Nada más y nada menos que su propia ferretería. Y 
tampoco se ha contentado con eso nomás. Ha terminado adquiriendo 
una fábrica ladrillera. 


Como se observa, la ex alcaldesa adoptó una actitud verdadera- 
mente llamativa: reinvirtió sus “réditos” en actividades económicas: 
una ferretería y una ladrillera. Este último negocio, al menos, implicó 
un uso productivo de sus “ganancias”. En todo caso, no tenemos 
suficientes evidencias de que estas actividades posteriores al cargo 
político hayan sido exclusivamente financiadas por dineros extraídos 
dolosamente del gobierno municipal. Queda sólo la constancia de 
que una vez finalizada su gestión, se dedicó de lleno a estas nuevas 
actividades. 


Posteriormente, algo parecido ocurrió con otro alcalde, del que 
se pensaba que no había incurrido en delitos. Es pertinente revisar 
la siguiente información: 


Luego de esta serie de alcaldes corruptos que pasaron por Viacha, 
(...) pasó a ser Alcalde Municipal de Viacha. Al comienzo devolvió la 
estabilidad al municipio y tuvo mucho cuidado con el manejo de los 
recursos públicos. Contó con un buen asesoramiento jurídico (de la 
empresa en la que trabajada antes), a la vez logró una buena gestión 
realizando distintas obras (...). Sin embargo, también terminó por 
hacer sus propios negocios, con más cuidado pero con igual ambición. 
Y no salió mal parado. Ahora tiene un chalet (en un barrio de La Paz) 
y una casa de lujo de cinco pisos (en la ciudad de donde es oriundo). 


Nuevamente, queda evidencia de la compra de bienes suntuarios 
en localidades no viacheñas. Es un gasto personal en consumo que 
favorece a la economía de la construcción. 


Ya en Quillacollo, se evidencian situaciones llamativas a efectos 
de comprender lo que busca esta investigación. Una primera fuente 
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de información muestra algo que ya se insinuó previamente: no se 
reinvierte en el propio municipio. Veamos: 


Al visitar tantas empresas se observa que a pesar de tener varios 
años de experiencia en el mundo público ofreciendo sus servicios en 
infraestructura no crecen. Siguen atendiendo desde sus domicilios 
muy modestos. Sorprende al principio pues como para ser empresas 
constructoras, que ganan contratos jugosos, es poco lo que se ve. 
¿Cómo se explica eso? Ya lo sabemos: el dinero ganado no se reinvier- 
te en ellas mismas. Máximo abren tiendas de barrio que sólo sirven 
como direcciones para tener registro en Quillacollo, pero en verdad su 
funcionamiento es en Cochabamba. Y es ahí donde se va la ganancia. 


Con ese mismo tenor se recogió la siguiente información: 


La verdad es que estas empresas son muy “mediocres”. Todo el dine- 
ro que ganan lo usan en la compra de autos y casas en Cochabamba. 
No tienen más aspiraciones. Por ejemplo, planes para crear grandes 
consorcios y participar en licitaciones (...) en otros países. Es así como 
vienen acá empresas brasileras. 


Queda corroborada la orientación consumista asumida —se com- 
pran casas y autos—, dejando claro que no hay ánimos para ampliar 
la propia empresa y, por tanto, reinvertir lo “ganado”. 


Del mismo modo, se comentó que parientes del ex alcalde de 
Quillacollo, con cargos por más de dos millones de dólares, sirven 
de palos blancos: 


Han hecho negocios y de todo. Su sobrino tiene una empresita fotoco- 
piadora; su hermana ha comprado toda una manzana a dos cuadras 
de la plaza y ya ha construido un montón de casas que (...) alquilan; 
un ahijado ha comprado terrenos (en otro municipio). Y eso no es 
todo. Se sabe ya que está construyendo un edificio (en una ciudad 
del eje central). 


Como podemos ver, es reiterativa la mención del uso de los “rédi- 
tos” en la construcción. También es notoria la inestabilidad de estos 
“nuevos ricos”, que tienen que acudir a palos blancos para legitimar 
sus ganancias. Y no es menos evidente el uso no local de los recursos 
obtenidos ilegalmente. 
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Finalmente, también se vio que el municipio de Quillacollo es sólo 
un puerto más de llegada en un abanico mayor de opciones: 


Sí, hemos tenido buenas relaciones con las autoridades de Quillacollo, 
pero tampoco uno puede cruzarse de brazos a esperar contratos. No- 
sotros nos presentamos a diversas licitaciones en especial en Sacaba, 
Colcapirhua y Quillacollo. Pero la sede es Cochabamba. 


A decir de una opinión conocedora de esta actividad, estos mu- 
nicipios, Quillacollo en particular, es “el patio de las burguesías 
cochabambinas”: 


Éstas son débiles y lo han sido siempre, por eso es que buscan espa- 
cios para reproducirse. Y los espacios naturales son las áreas conur- 
banas. Por eso hay que ver el problema como un tema de solución 
metropolitana y no con renovados chauvinismos (Fernando Prado, 
experto en metropolización y Director del CEDURE, 2-2013). 


En suma, lo que se ha podido conocer en este capítulo es sólo una 
tenue aproximación a un asunto que amerita mayor profundidad. 
No es que no se haya deseado aportar con mayor detalle al tópico 
analizado, pero las limitaciones metodológicas son evidentes. En 
todo caso, hay algunos aspectos que merecen resaltarse: 


a) En primer lugar, hay una evidente similitud con lo expuesto 
en capítulos previos: la inversión de los recursos “ganados” 
es mayormente en el ramo de la construcción o el comercio 
(recuérdese la ferretería). Se invierte en un campo “normal” 
en el marco de una economía de base estrecha. 


b) En segundo lugar, no se reutiliza esos recursos en actividades 
económicas, sino en consumo. Lo que significa que no hay 
reinversión productiva. 


c) En tercer lugar, la sede de los empresarios no es el municipio 
en cuestión, lo que delata la “fuga de capitales”. Fenómeno 
que sólo favorece la aparición y consolidación de empresas 
no locales. Quizás surgen nuevas élites pero en su mayoría 
pertenecen a espacios ajenos al municipio mismo. 
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d) Y, en cuarto lugar, se visualiza el rasgo central de este capítulo: 
las nuevas élites empoderadas no tienen visibilidad ni propia- 
mente estabilidad. Usan palos blancos, “blanquean” su dinero 
fuera del municipio y en negocios inmobiliarios, y todo ello las 
hace casi invisibles. Son pues élites golondrina, con posibilidades 
mínimas de reproducirse como élites estables. 


CAPÍTULO VI! 

Élites políticas. 

Una mirada a la pretensión 
de consolidar un nuevo 
“bloque en el poder” 





El objetivo central del gobierno presidido por Evo Morales 
fue posibilitar el ascenso de nuevas élites de raigambre indíge- 
na con capacidad de re-estructurar el viejo bloque en el poder. 
Seguramente quien mejor expresa esta pretensión política es el 
vicepresidente García Linera, para quien la misión no es sólo la de 
posibilitar que este nuevo bloque tome el poder político, sino sobre 
todo que conquiste el poder económico. Ya lo decía sin ambages 
al asumir Morales la primera magistratura: “ya tenemos el poder 
político, ahora se debe ir por el poder económico” (2005). En base 
a esa premisa es que se estructura el presente capítulo. Por ello 
procura partir del tercer factor externo en la marcha municipal: el 
político, que permitiría rubricar el ascenso de nuevas élites capaces 
de desplazar a aquellas que “dominaron al país a espaldas de las 
mayorías” (Ibíd.). 


Una vez que se tenga este marco teórico-político de partida, se 
debe ver cómo se materializa esta intención en la práctica. Este 
análisis significa visualizar aquellos potenciales espacios estatales 
de surgimiento de nuevas élites que ocupan una gama de posibili- 
dades: la presencia de nuevas empresas públicas que permitirían el 
surgimiento de nuevas “burguesías burocráticas”; la transferencia 
de subsidios hacia sectores campesinos orientados al mercado que 
favorecerían el empoderamiento de nuevas “burguesías agrarias” 
(favorecidas con créditos focalizados y selectivos del Banco de Desa- 
rrollo Productivo); y la oportunidad de continuar esta tarea usando 
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la plataforma institucional autonómica para lograrlo —tema central 
de este estudio—. 


Para ello resulta útil investigar cómo funcionan dos programas del 
gobierno: el Programa Mi Agua del FPS y el Programa Evo Cumple: 
¿facilitan el nacimiento de nuevas empresas?, ¿desde cuándo?, ¿con 
qué intensidad? La respuesta a estas preguntas posibilita ver si el 
discurso que propugna el cambio desde el gobierno coincide con 
algo concreto: la emergencia de nuevas élites económicas. En suma, 
en este capítulo se analiza el discurso gubernamental referido al nuevo 
bloque dominante. 


1. Hacia un nuevo bloque de poder: de la conquista del poder 
político a la conquista del poder económico 


La “revolución” liderada por Evo Morales pretende instaurar un 
nuevo bloque social y económico y, para lograrlo, la plataforma au- 
tonómica (municipal) se vislumbra como una perfecta catapulta para 
el despegue de las correspondientes nuevas élites económicas. Cabe 
preguntarse si el desdén que el gobierno mostró en un principio por 
el proceso autonómico inhibe convertir este marco institucional en 
un espacio de lanzamiento de nuevas élites. O, por el contrario, si el 
discurso gubernamental de cambio de élites con miras a empoderar 
a amplios sectores subnacionales/municipales (muchas veces de 
raigambre indígena) cala también en estos confines subnacionales. 
Téngase presente que este discurso tiene su mirada puesta en las 
élites económicas tradicionales: financiera, industrial, agroindustrial, 
transnacional y /o minera, y no así en las élites que van conformán- 
dose al calor del mundo autonómico (municipal). De todos modos, 
es imprescindible conocer el planteamiento oficial del gobierno, el 
que ha sido impecablemente descrito por el vicepresidente García 
Linera. De acuerdo a su postura, se visualizan cinco etapas históricas 
hasta el 2010 (2010a: 14): 


a) El principio del fin del bloque dominante (tuvo su cúspide el 
año 2000), se produce cuando el modelo neoliberal empieza a 
deslegitimarse, dando pie al surgimiento de sectores sociales 
disidentes. 
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b) El empate catastrófico (2000-2003), tiempo que atestigua el 
enfrentamiento entre los que detentaron tradicionalmente el 
poder y los que lo comienzan a disputar. 


c) La sustitución de la viejas élites (2006) tuvo su momento estelar 
en diciembre de 2005 con la elección de Evo Morales, primer 
presidente indígena. 


d) La construcción de un nuevo bloque de poder económico (2006 
en adelante), se produce con la dinámica de nacionalización 
de las empresas estratégicas del Estado y la reposición de una 
burocracia estatal dominante. 


e) La victoria definitiva del nuevo bloque en el poder se produce 
con el triunfo indiscutible de Evo Morales en el Referéndum 
Revocatorio (victoria electoral), el amedrentamiento de las éli- 
tes tradicionalmente dominantes tras los sucesos ocurridos el 
11 de septiembre en Pando (victoria militar), y la promulgación 
de la nueva Constitución Política del Estado en enero de 2009. 


Como se ve, la cuarta fase ya supone, aunque desde una mirada 
puramente nacional (no autonómica, menos autonómica municipal), 
el acaparamiento del poder económico. Ya la quinta fase corresponde a 
su constitucionalización. Una teórica sexta fase, siguiendo el esquema 
interpretativo de la realidad boliviana, debería corresponder a la exten- 
sión de ese momento de acaparamiento hacia espacios subnacionales. 


Por tanto, más allá de que esta periodización pueda estar sujeta a 
críticas, téngase en cuenta que la visión de victoria que se pretende 
proyectar obedece a una visión dominante desde el mismo gobier- 
no, y es útil para comprender el momento presente. Se trata de un 
momento de edificación del nuevo bloque dominante. Es pues po- 
siblemente una nueva fase (una sexta fase) la que pretende replicar 
el logro nacional —la victoria del nuevo bloque sociopolítico— en 
escalas territoriales menores (municipales). 


¿Por qué se busca este objetivo? Para responder a esta interrogante 
es necesario retroceder en el tiempo: ¿a quién o a quiénes benefició 
el modelo de democracia neoliberal?, ¿quiénes fueron los ganado- 
res y perdedores del modelo? En una versión simplificada de esta 
realidad, pero didáctica a efectos de este estudio, podemos decir 
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que en el par de décadas que van de 1985 a 2005 la estructura de 
poder estuvo conformada por los siguientes sectores dominantes: la 
burguesía financiera (importadora y bancaria fundamentalmente); la 
burguesía agroindustrial asentada en el oriente; los grupos profesionales 
y empresariales vinculados a las grandes transnacionales; la burguesía 
minera, vinculada a la minería mediana; la tecnocracia política (aque- 
llos asesores de los diversos gobiernos de turno), involucrada en la 
elaboración y puesta en funcionamiento de las políticas públicas; y 
la cooperación internacional, con el gobierno de Estados Unidos como 
el cooperante con mayor influencia, sobre todo en la relación con los 
organismos multilaterales. 


En el imaginario del gobierno actual, se percibió la “victoria” de 
estas élites como la causante de la derrota de sus pares tradicional- 
mente dominados. Veámoslo esquemáticamente: 


Cuadro 33 
Actores ganadores del viejo bloque en el poder/ 
Actores perdedores del nuevo bloque en el poder 








Actores ganadores Actores perdedores 
(viejo bloque en el poder) (nuevo bloque en el poder) 
Burguesía financiera (urbana) Sector industrial (de enlace urbano-rural o de cadenas 


productivas; complejos productivos, a decir del Plan de 
Desarrollo del gobierno) 














Burguesía agroindustrial Campesinos, indígenas 

Minería mediana Cooperativas mineras 

Capital transnacional o “grandes” capitales Capital nacional o “micro” capitales (microempresas de 
todo tipo) 

Tecnocracias políticas Movimientos sociales 





Cooperación Internacional y Embajada de Esta- | Movimiento cocalero (de recuperación de la soberanía) 
dos Unidos (de subordinación nacional) 














Fuente: Elaboración propia. 


Fue de ese modo esquemático que se percibió el inicio de la 
“revolución” de 2000 en adelante. Hoy, se pretende mostrar que la 
victoria se ha consumado, de modo tal que quienes estaban en la 
franja de los derrotados, se inscriben actualmente en la columna de 
los triunfadores. Ya constituyen el bloque dominante. Han ganado 
no ya una elección, sino el poder. 
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Cuán cierto es esto es motivo de reflexión. Este estudio pretende 
arrimarse a alguna respuesta desde el plano municipal. Para ello es 
de utilidad conocer el andamiaje de los programas del FPS y de Evo 
Cumple; ambos autárquicos aunque con dependencia del gobierno 
central, 


2: El FPS. Mucho financiamiento, más empresarios en la cancha 


Comencemos con los datos generales tratando de ver si es que 
los recursos públicos administrados por el FPS han sido y son sig- 
nificativos. Veamos: 


Cuadro 34 
Montos del FPS 
2006-2012? 


























Montos invertidos en 
2 Pa En 

Año bolivianos AJOS 

(en millones de Bs.) P y 
2006 1,64 0,07% 
2007 72,87 2,91% 
2008 301,13 12,01% 
2009 327,04 13,04% 
2010 437,56 17,45% 
2011 1.170,53 46,68% 
2012 196,60 7,84% 
Total 2.507,36 100% 

















Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012a). 


Como se observa, el FPS ha invertido en el país 2.500 millones 
de bolivianos en siete años. El gobierno central encontró en esta 
institución un mecanismo eficaz de llegada autonómica. El ascen- 
so paulatino pero seguro del FPS de 2006 al 2012 lo constata. Sólo 
0,07% del total de recursos invertidos por esta institución fue usado 
el año de partida de la gestión de Evo Morales; 46,7% fue usado el 
año 2011. Ello muestra que los recursos fluyeron de una presencia 





56 Los datos de 2012 son parciales. No cubren más que dos trimestres. 
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casi marginal a constituirse en fondos decisivos en la marcha pública 
municipal. En relación a los recursos municipales que ingresaron 
anualmente desde 2006, los montos del FPS pueden llegar a repre- 
sentar un quinto de recursos de coparticipación tributaria y de IDH. 


Teniendo en cuenta que los recursos del FPS son influyentes en la 
vida municipal, conviene enfocarnos en nuestro objetivo: ¿posibili- 
tan estos recursos el surgimiento de nuevos sectores empresariales? 
Veamos los datos: 





























Cuadro 35 

Número de contratistas del FPS 
Año OS Porcentajes 
2006 1 0,08% 
2007 95 3,21% 
2008 168 5,68% 
2009 508 17,01% 
2010 528 17,86% 
2011 1,411 47,72% 
2012 251 8,49% 
Total 2.957 100% 

















Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012a). 


Se observa la presencia de 2.957 empresas es una muestra de lo 
que significa la existencia de un mayor caudal de recursos. Más poder 
económico para un tejido empresarial que también parece engrosarse 
con el transcurso del tiempo: de 95 empresas en juego en 2007 (poco 
más de 3% de todas) a 1.411 (casi la mitad de todas ellas) en 2011. 


Ahora, se requiere observar si estas empresas han sido favoreci- 
das con muchos o pocos contratos. La intención es ver si ha habido 


concentración o dispersión empresarial. 


Un cuadro ayuda a reflexionar a propósito: 
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Cuadro 36 


Número de contratistas del FPS 
2006-2012/Contratos recibidos 


















































N* contratos N* contratistas Porcentaje 
12 3 0,136 
11 1 0,045 
10 3 0,136 

9 4 0,181 
8 4 0,181 
7 15 0,678 
6 24 1,084 
5 50 2,258 
4 133 6,007 
3 234 10,569 
2 573 25,881 
1 1.170 52,846 
Total 2.214 100 








Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012a). 


Como se observa, 52% de las empresas tuvieron sólo un contrato, 
25%, dos contratos, y 10%, tres contratos. Lo que significa que casi 
9 de cada 10 empresas ha tenido máximo tres contratos. Ello denota 
una enorme desconcentración. Sin embargo, si se ve no sólo la can- 
tidad de contratistas existentes y el porcentaje de contratos ganados, 


sino los recursos que obtenidos, el panorama cambia. 


En principio, veamos el número de contratistas en función a 
rangos. Téngase en cuenta que se consideró de rango “muy alto” 
a todos aquellos contratos por encima del millón de dólares; de 
rango “alto”, a aquellos que van de 100.000 a 999.000 dólares; de 
rango “medio”, de 20.000 a 99.000 dólares; y de rango “bajo”, de 


20.000 dólares y menos. 
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Cuadro 37 
Número de contratistas del FPS, 2006-2012, por rango 
Rango Contratistas Porcentaje 
Muy Alto 58 2,62 
Alto 690 31,17 
Medio 604 27,28 
Bajo 862 38,93 
Total 2.214 100 

















Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012a). 


Nuevamente, si nos detenemos en este punto, la conclusión es 
la siguiente: no hay concentración empresarial en el marco de los 
recursos transferidos por el FPS. Como puede verse en el cuadro, 
sólo 2,62% del total de empresas se encuentran en el rango “muy 
alto”, mientras que 27,2% y 38,9% corresponden a los rangos medio 
y bajo respectivamente. 


Sin embargo, qué sucede si se incluye en el análisis la cantidad de 
dinero recibida. Veamos: 


Cuadro 38 
Diferencia porcentual del porcentaje de recursos recibidos 
en el FPS/Porcentaje del total de empresas del FPS por rango 




















Porcentaje de : E 
h 4 Diferencia 
Rango Contratistas Porcentaje los recursos 
qee porcentual 
recibidos 
Muy alto 58 2,6 29 26,4 
Alto 690 31,7 60,7 29 
Medio y Bajo 1.466 85,1 10,3 44,6 














Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012a). 


De acuerdo a los datos exhibidos en este cuadro, queda cons- 
tancia de que sí hay cierta concentración. Véase que 2,6% de las 
empresas (58 empresas) obtuvo contratos por más de un millón de 
dólares, acaparando 29% del total de recursos. En la categoría “alto” 
hay 690 empresas (31,7%) que obtuvieron 60,7% de los recursos 
licitados. Por tanto, las categorías “muy alto” y “alto” dejan como 


ÉLITES POLÍTICAS 155 





saldo 748 empresas, que representan 34,3% de todas ellas, concen- 
trando 89,7% del total de los recursos. Mientras que 1.466 empresas 
que representan 2/3 del total de ellas (65,7%) obtuvieron 10,3% de 
los recursos. Esto muestra que una reducida cantidad de empresas 
concentra la mayor parte de los contratos. 


Esta conclusión no debería llamarnos la atención cuando se 
comprende que las obras licitadas requieren de mucho capital y 
una sofisticación técnica que no posee cualquier empresa mediana 
o pequeña (tecnología para la perforación de pozos, construcción 
de embovedados, etc.). Sin embargo, el hecho de comprender esta 
limitante no es óbice para percatarse de que las empresas más bene- 
ficiadas en el uso de estos recursos públicos son empresas grandes. 


Veamos lo que sucede en los municipios de nuestra muestra: 
Cuadro 39 


Número de contratistas FPS/Montos invertidos 2006-2012, 
Viacha, Quillacollo y La Guardia 





Montos invertidos 


Número de contratistas E 
(en Bolivianos) 

















Viacha 28 993.941 
Quillacollo 29 2.472.662 
La Guardia 27 1.170.011 





Fuente: Elaboración propia en base a FPS (2012b). 


La información referida a nuestra muestra no permite hacer desa- 
gregaciones detalladas. No podemos saber si se siguió la misma ruta 
de concentración de recursos licitados. En principio, por el contrario, 
podemos observar que el monto en Viacha ni siquiera supera la cate- 
goría de “muy alto” por al menos un millón de dólares. La Guardia 
supera apenas el millón aludido. Sólo en Quillacollo se observa 
una cantidad considerable de recursos licitados (casi dos millones 
y medio de dólares). En este contexto, se hicieron dos entrevistas a 
informantes clave dentro de los gobiernos municipales de Viacha y 
Quillacollo (no se pudo obtener esa información en La Guardia). En 
ellas se confirmó que “6 de los 28 contratistas de Viacha controlaron 
casi el 70% del total de los recursos invertidos (672.000 dólares)” 
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y “ocho contratistas controlaron 2/3 de los recursos invertidos en 
Quillacollo, copando 2/3 del dinero usado (1.621.000 dólares)””. 


No se puede colegir de ello que la concentración empresarial en 
los municipios de nuestra muestra sea la regla. Se debe investigar 
más al respecto. De todas formas, se puede prever que el bastión 
municipal se convierte en un espacio adecuado de reproducción de 
empresas grandes. Ello significaría que pocas empresas terminan por 
aprovechar el excedente fiscal nacional. Las autonomías municipales 
servirían como plataforma de preservación de las mayores empresas 
constructoras, de transporte y /o comercio del país. 


3. El Programa Evo Cumple, nuevas élites en juego 


El segundo programa manejado por el gobierno central es el Evo 
Cumple. Este programa ha mostrado un curso oscilante. Veamos: 


























Cuadro 40 
Montos invertidos por el Programa Evo Cumple 
2006-2012 
Año (cid: ZE Porcentaje 
2006 6.258.337 1,18 
2007 93.925.749 17,67 
2008 124.234.242 23,38 
2009 35.035.056 6,59 
2010 113.067.988 21,28 
2011 63.440.315 11,94 
2012 95.474.786 17,97 
Total 531.436.473 100 

















Fuente: UPRE (2012). 


Como se ve, no por oscilante deja de ser enormemente significati- 
vo. En siete años ha logrado invertir más de 500 millones de dólares, 
cifra verdaderamente considerable. En los municipios de nuestra 





57 Entrevistas con informantes clave de los gobiernos municipales de Viacha y 
Quillacollo; 28 de marzo y 15 de abril de 2013, respectivamente. 
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muestra hay algunos aspectos que merecen destacarse. Comencemos 
con Quillacollo: 

















Cuadro 41 
Contratos Evo Cumple, Quillacollo, 
2009-2012 
2009 2010 2011 2012 

Bajo 0 0 0 0 
Medio 1 4 1 0 
Alto 0 11 0 2 
Muy alto 0 0 0 3 























Fuente: UPRE (2012). 


Como se ve, en este municipio los recursos fueron entregados de 
forma desigual de 2009 a 2012. En 2009 fue licitado un monto situa- 
do en el cuartil medio (de entre 20.000 a 100.000 dólares). En 2010 
se Observó una súbita explosión: cuatro proyectos de entre 20.000 y 
100.000 dólares, y 11 proyectos de más de entre 100.000 y un millón 
de dólares. En 2012 se vio tres obras en la categoría “muy alto”. ¿Qué 
explica esta transferencia desigual de recursos? En principio, el factor 
electoral parece haber jugado un rol en esta dinámica: 


Este programa está hecho para ganar votos para el MAS, de eso no 
hay duda, y como las elecciones municipales fueron en 2010, entonces 
se puso toda la artillería en Quillacollo. Se sabía que ya muchos años 
había estado manejado por la oposición. Ya era hora de recuperarlo 
y el Programa Evo Cumple es ideal para entusiasmar a la población 
(Entrevistas en Quillacollo). 


Lo llamativo es que terminada la elección y derrotado el MAS en 
abril de 2010, en 2011 se cortó toda transferencia. En 2012 ésta retorna, 
pero de un modo paradójico: al margen del gobierno municipal. Un 
funcionario de la Unidad de Proyectos Especiales (UPRE) vinculado 
al Programa Evo Cumple mencionó que cuando el alcalde no quiere 
los recursos del Programa se buscan acuerdos con la gente para la 
ejecución de los proyectos. 
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Es eso lo que precisamente sucedió. Se hicieron acuerdos con ac- 
tores de la sociedad civil sin que el gobierno municipal intervenga. 
El resultado fue que en 2012 el crecimiento ha sido mayor. Se ha con- 
tratado a pocas empresas con contratos igualmente mayores. Dos de 
los cinco contratos de 2012 se inscriben en la categoría “alto”: entre 
100.000 y un millón de dólares, y los otros tres contratos se registran 
como “muy altos” (contratos por encima del millón de dólares). ¿Qué 
sucedió? El funcionario del Programa Evo Cumple indicó que al estar 
próximas las elecciones nacionales de 2014, el gobierno busca realizar 
Obras de mayor impacto. 


En suma, el propósito es electoral a partir de la realización de 
Obras cada vez mayores. Para ello se requieren empresas lo suficiente- 
mente sólidas como para emprender estas obras de mayor magnitud, 
las mismas que no son de Quillacollo. El lente parece estar puesto en 
el juego político, al margen del efecto económico concentrador que 
de esto se deriva. 


Veamos qué sucedió en Viacha: 


Cuadro 42 
Contratos Evo Cumple, Viacha, 2008-2012 














2008 2009 2010 2011 2012 
Bajo 0 0 0 0 0 
Medio 0 0 0 0 0 
Alto 1 1 0 0 0 
Muy alto 1 0 0 0 0 























Fuente: UPRE (2012). 


¿Qué sucedió en este municipio? Valga mencionar que el mismo 
estuvo controlado por la oposición (Unidad Nacional) hasta antes 
de las elecciones de 2010. Por ese motivo, con las excepciones de 
2008 y 2009, de dos obras de entre 100.000 a un millón de dólares, 
no se realizaron obras. Algo que sucedió incluso en el año electoral 
2010. Sin embargo, en 2010 el MAS conquista la alcaldía y las obras 
de Evo Cumple se paralizan los siguientes años 2011 y 2012. No 
hay una explicación clara. Algún informante nos decía lo siguiente: 
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“Ya para qué invertir en Viacha si ya se tiene el control, ya no hace 
falta. Aunque lo está haciendo tan mal el actual alcalde que seguro 
que ya van a estar volviendo. Es que si no se preocupan más, no va 
a durar el MAS mucho acá”. 


Quizás esta interpretación sea correcta cuando queda contrastada 
con lo sucedido en La Guardia. Veamos: 











Cuadro 43 
Contratos Evo Cumple, La Guardia, 2008-2012 
2008 2009 2010 2011 2012 
Bajo 0 0 0 0 0 
Medio 3 0 0 0 0 
Alto 1 0 2 0 0 
Muy alto 0 0 0 0 0 


























Fuente: UPRE (2012). 


Una vez que el MAS tomó la alcaldía, como efectivamente sucedió 
en 2010, el Programa Evo Cumple quedó paralizado. Durante más 
de 15 años el gobierno municipal había estado liderado por el señor 
Jorge Morales, opositor del MAS. La misma lógica de Quillacollo se 
aplicó aquí en 2010: dos obras del mencionado programa de entre 
100.000 a un millón de dólares fueron emprendidas sin haber con- 
certado la realización con el alcalde opositor. 


El Programa Evo Cumple demostró pues cierta intencionalidad 
política. Sin embargo, no es esta constatación lo que más importa 
a efecto de esta investigación. La intención, más bien, es ver cómo 
esta motivación política produce posiblemente un efecto colateral 
fundamental: consolida nuevas empresas. Empresas, por otra parte, 
ligadas a esta economía de base estrecha: 


No son recursos que sirven de incentivo para acelerar la inversión 
municipal o para definir una orientación específica de la misma, 
solventados en el Plan General Bolivia Digna. No, y la muestra es 
que estos recursos, que hasta mediados de 2009 se acercaban a los 
200 millones de dólares de deuda (pues no son donaciones), han sido 
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destinados en un 22% a campos deportivos y en un 36% a escuelas, 
lo que suma un 60% destinado a infraestructura”. 


Además, este programa contraviene las siguientes normas: Ley 
SAFCO, Ley 2042 de Administración Presupuestaria, y la misma 
Ley del Presupuesto, en la medida en que los recursos no quedaron 
registrados en el TGN a través de la apertura de cuentas que debe 
hacer el Viceministerio de Tesoro y Crédito Públicos. Tampoco se 
ha obligado a los municipios, como lo estipula la norma en casos de 
contratación directa, la remisión de información sobre dichos contra- 
tos al Sistema de Información de Contrataciones Estatales (SICOES). 
Lo propio sucedió con respecto a la Contraloría en relación al uso 
que se dio a estos recursos. Finalmente, los recursos no ingresaron 
a través del Sistema de Gestión y Modernización Administrativa 
(SIGMA). 


Hoy por hoy, el programa ya no cuenta con el apoyo de los recur- 
sos del gobierno de Venezuela. Ello ha llevado a que el programa 
adquiera cierta legalidad desde 2011, a partir de la promulgación 
de una gama de decretos que formalizan su existencia con recursos 
del TGN”. El gobierno de Venezuela apoyó esta iniciativa desde 
enero de 2006 hasta abril de 2010. Desembolsó aproximadamente 
290 millones de dólares, que permitieron la ejecución de más de 
4.000 obras (Entrevista con funcionario del Programa Evo Cumple, 
10-2012). 


Este desembolso se realizó con una normatividad alejada de la 
prevaleciente para otras licitaciones autonómicas, regidas por el 
Decreto 181. Téngase en cuenta que el tiempo de contratación de una 
obra en el marco del mencionado decreto oscila entre cinco a ocho 
meses, frente a no más de un mes que dura el trámite con recursos 
del mencionado programa. Considérese que el Decreto 932 “autoriza 
al Ministerio de la Presidencia a través de la Unidad de Proyectos 





58 Ventana Ciudadana 81, La Razón (4-9-2007): 5C. 

59 Se trata de los Decretos Supremos 913 del 15 de junio de 2011; 932 del 6 de julio de 
2011; y 981 del 14 de septiembre de 2011. Todos ellos respondieron a la necesidad 
de bolivianizar el Programa Bolivia Cambia Evo Cumple, dado que los recursos 
venezolanos con los que funcionó se detuvieron en 2011. 
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Especiales, UPRE, realizar transferencias público-privadas para la 
ejecución de proyectos aprobados en el marco del Programa Bolivia 
Cambia financiados con recursos establecidos en el Decreto 0913 del 
15 de junio de 2011” (Artículo Único, 1). Esta ejecución puede reali- 
zarse sin mayor regulación, acortando una contratación a menos de 
un tercio del proceso tradicional, ejecutado con recursos autonómicos 
municipales. 


El alcalde Óscar Montes de la ciudad de Tarija corrobora lo dicho: 


el gobierno tiene un marco legal con su propio decreto que le permi- 
te ejecutar con toda rapidez los recursos de su programa, pero nos 
evalúa a los municipios con el DS 181, con el que nos demoramos 
hasta seis meses. No tiene sentido. No tenemos nada contra el Boli- 
via Cambia, pero que nos permitan contratar con esas reglas (Oscar 
Montes, alcalde de Tarija, 9-1-2013). 


Asimismo, el mencionado programa funciona, a decir del mis- 
mo alcalde, “con sus propias empresas”: “tienen un listado de sus 
empresas y cuando se lanza una convocatoria ganan ellas”. Y, como 
corolario, “muchos de los desembolsos no requirieron siquiera bole- 
tas de garantía. Se recibió el dinero y muchas veces no se comenzó la 
Obra. En algunos casos se dio esa plata a empresas que no eran todavía 
empresas. Se formaron con esta ayuda. Al final la cosa no estuvo bien 
porque hay muchas obras paradas o muy demoradas” (Entrevista con 
ingeniero de empresa constructora de La Paz, 21-10-2012). 


¿Quiere decir ello que estos fondos tenían la intención expresa 
de crear un tejido empresarial propio? No hay duda que el plantea- 
miento ideológico del gobierno de Evo Morales sobre la necesidad 
de apuntalar un nuevo bloque en el poder parecería ir de la mano del 
Programa Bolivia Cambia. Parecería que el propósito estuvo orienta- 
do a alentar una nueva camada de empresarios; una nueva camada 
de élites político-económicas. Sin embargo, muchos entrevistados 
contradicen esta tesis: “Teníamos que ir a cobrar los cheques a Obra- 
jes, a la Embajada de Venezuela, ahí nos hacían llenar formularios y 
ver si estábamos ejecutando”. 
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Al comienzo parecía que sí. Dar tanta plata a un montón de inexper- 
tos parecía más un experimento para formar tu propio gremio de 
empresas. Pero no es así. El Ministerio de la Presidencia no tiene ni 
siquiera un rol activo en esto. Cualquiera diría que sí con Quintana 
a la cabeza, pero no. Lo que quieren es que Evo inaugure todo lo 
que pueda. Salir en la foto. El propósito es legitimarse, contentar a 
la gente... (Ibíd.). 


No, el objetivo de este programa es claro: hacernos quedar mal. 
Gracias a esto Evo muestra una eficiencia de casi el 100% y nosotros 
tenemos un promedio de ejecución de poco más del 30%. Es una gran 
jugada política. Por eso a ellos les conviene que toda la normativa 
de contratación se quede como está. Ni siquiera les interesa que más 
de 2/3 de los municipios sean del MAS (Oscar Montes, alcalde de 
Tarija, 9-1-2013). 


No hay duda que este enfoque empieza a cambiar con la finaliza- 
ción del crédito venezolano, lo que ha obligado a ser más cautos con 
el manejo de estos recursos. Hoy “ya se empiezan a pedir boletas de 
garantía”: “ya no podemos aceptar a quien sea, (...) dar adelantos sin 
que haya alguna garantía de por medio” (Entrevista con funcionario 
del Programa Evo Cumple, 10-2012). No hay duda que la noticia 
parece promisoria, pues se logra mayor transparencia y eficiencia en 
la ejecución de las obras. Sin embargo, esta virtud del “nuevo” Evo 
Cumple choca contra una paradoja: pedir más garantías hipotecarias 
y de seriedad significa consolidar empresas tradicionales que cuentan 
con la posibilidad de pagarlas y que claramente no pertenecen a los 
propios municipios: “No es que no nos demos cuenta que la plata 
se mueve con las licitaciones. Y peor todavía es pensar que no hay 
empresas locales que podrían hacer algo de lo que se pide. La cosa 
es que nadie tiene tanto para invertir...” (Raúl Maydana, experto 
municipalista, 8-10-2012). 


En síntesis, el destino del programa en cuestión parece irse acer- 
cando más al modelo propuesto y aplicado por el FPS, caracterizado 
por su eficiencia, aunque a costa de consolidar un tejido empresarial 
conformado por grandes empresas, antes que medianas o pequeñas, 
además de consolidar la economía de base estrecha clásica. 
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Pocas élites, no locales y dedicadas a economías no productivas pa- 
rece ser la síntesis de este capítulo y de la investigación en su conjunto. 
Sin embargo, queda una interrogante: ¿son antiguas élites empresa- 
riales? Intentemos contestar este aspecto en un siguiente punto. 


4. Nuevas élites, con mismos moldes 


Para comprender si las empresas que surgen son nuevas, hemos 
analizado dos fuentes de información. Por un lado, la referida a las 
empresas que se han presentado a las convocatorias: a) municipales, 
b) del FPS, y c) del Programa Evo Cumple, tratando de ver si éstas 
compiten entre sí en cualquiera de estas diversas fuentes de finan- 
ciamiento. La suposición es la siguiente: si las empresas públicas 
municipales compiten indistintamente en las tres fuentes de recursos, 
el tejido empresarial tiende a ser más o menos el mismo. Quedaría 
inhibida la aparición de nuevos actores empresariales. Al contrario, 
si las empresas que compiten en una fuente no lo hacen en la otra, 
se inferiría que hay nuevas empresas en curso. 


¿Qué hemos observado en la primera fuente? Lo siguiente: 


Cuadro 44 
Grado de coincidencia de las empresas municipales 
con las empresas del FPS y del Programa Evo Cumple 





Municipios 


Quillacollo 


Viacha 


La Guardia 


Total 





Grado de coin- 
cidencia de las 
empresas muni- 
cipales con las 
empresas del FPS 


1% (de 201 empre- 
sas entre las tres 
fuentes, sólo 2 de 
ellas concursaron 
en 2 fuentes) 


1% (de 306 empre- 
sas entre las tres 
fuentes, sólo 3 de 
ellas concursaron 
en 2 fuentes) 


1% (de 133 empre- 
sas entre las tres 
fuentes, sólo 1 de 
ellas concursó en 
2 fuentes) 


1% (de 640 empre- 
sas entre las tres 
fuentes, sólo 6 de 
ellas concursaron 
en 2 fuentes) 


y Evo Cumple 




















Fuente: UPRE (2012). 


Como se ve, no hay coincidencia alguna entre las fuentes. Vale 
decir, aquellas que se presentan a las convocatorias municipales no 
son las mismas que lo hacen al FPS o al Programa Evo Cumple y 
viceversa. Ello delata el surgimiento de muchas empresas; lo que 
no contradice el grado de concentración descrito anteriormente. No 
es antagónica esta certeza a la presencia de pocas grandes empresas 
que controlan gruesas porciones de los recursos. Sin embargo, a 
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pesar de ello, es evidente el grado de proliferación de nuevas em- 
presas. Ya lo dijo el funcionario del Programa Evo Cumple: “sí, hay 
que dar oportunidades, por eso el 99% de las empresas de nuestro 
programa son nuevas. Trabajamos con empresas nuevas”. 


¿Y qué sucede de acuerdo a la segunda fuente? Para eso se ha 
echado mano de los datos de las principales empresas del “Ran- 
king 3000”. Éstas son las empresas más grandes del país y las que 
más recaudan. Por tanto, se requiere ver si las empresas del FPS, el 
Programa Evo Cumple e incluso las empresas que se presentan a 
las licitaciones municipales se encuentran dentro de las 3.000 del 
ranking. Veamos lo que sucede en el caso del FPS: 














Cuadro 45 
Relación empresas FPS/Empresas Ranking 3000 
Cantidad de Relación con las 
Municipio empresas 3.000 empresas del Relación porcentual 

contratistas ranking 

Quillacollo 29 0 0% 

Viacha 28 0 0% 

La Guardia 27 2 7% 




















Fuente: UPRE (2012). 


Como se ve, el porcentaje de coincidencia es de 0%, con la excep- 
ción de La Guardia donde de todos modos se observa que sólo 2 de 
las 27 empresas que trabajaron en este municipio coinciden con las 
empresas del ranking. Veamos lo propio en el caso del Programa 
Bolivia Cambia Evo Cumple: 


Cuadro 46 
Relación empresas Evo Cumple/Empresas Ranking 3000 


























Cantidad de Relación con las 
Municipio empresas 3.000 empresas del Relación porcentual 
contratistas Ranking 
Quillacollo 20 0 0% 
Viacha 3 0 0% 
La Guardia 6 0 0% 





Fuente: Elaboración propia en base a Nueva Empresa (2012). 





ÉLITES POLÍTICAS 


165 





Queda claro que las empresas del Evo Cumple no coinciden con 
las empresas del ranking. 


Finalmente, ¿qué sucede con las empresas que se presentan a las 
licitaciones públicas municipales? 














Cuadro 47 
Relación empresas de las licitaciones municipales/Empresas 
Ranking 3000 
Cantidad de Relación con las 
Municipio empresas 3.000 empresas del Relación porcentual 
contratistas ranking 
Quillacollo 152 12 7,9% 
Viacha 91 9 9,9% 
La Guardia 100 16 16% 




















Fuente: Elaboración propia en base a Nueva Empresa (2012). 


Como se ve, la mayor cantidad de empresas municipales posibi- 
litó tener mayores dosis de coincidencia con las 3.000 empresas más 
sólidas del país. De 152 empresas quillacolleñas, 12 se encuentran 
en el ranking; de las 91 de Viacha, 9 integran el ranking; y 100 de 
La Guardia, 16 coinciden. Al parecer, la mayor antigiedad de las 
licitaciones municipales es decisiva. Las licitaciones del FPS se ini- 
ciaron en 2002 y las de Evo Cumple en 2006, frente a las licitaciones 
municipales que comenzaron en 1994, 


Ello pone en evidencia que al calor de las licitaciones municipales 
se han consolidado determinadas empresas grandes que se encuen- 
tran en el ranking. Al parecer, con las excepciones mencionadas, no 
sucede lo mismo con las empresas del FPS y del Programa Evo Cum- 
ple, que, más bien, promueven la aparición de nuevas empresas. Se 
logra de esta manera combinar la presencia de antiguas empresas —el 
tejido empresarial “tradicional”— con múltiples empresas nuevas. 


Una anécdota narrada por el propio director del FPS lo verifica: 
Lanzamos una convocatoria pública para Cochabamba a mediados 


de este año y tuvimos que declararla desierta por que no se presentó 
casi ninguna empresa. ¿Qué había sucedido? Pues que dos semanas 
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antes el Programa Evo Cumple lanzó otra convocatoria similar. Pero 
eso no es lo más llamativo (...), como me dijo el Director del Evo 
Cumple, ellos también estuvieron cerca de declararla desierta. Lo 
que pasa es que una semana antes que ellos, la gobernación había 
lanzado su propia convocatoria llevándose a la mayoría. Es grave eso. 
Faltan más empresas (Entrevista con Juan Carlos Munguía, director 
del FPS, 10-2012) . 


Se ha subrayado intencionalmente la frase “faltan más empresas”: 
resulta llamativo reconocer que faltan más empresas. Y es que la ma- 
siva cantidad de recursos fiscales exige que éstas sigan surgiendo. El 
balance final es llamativo: sí hay nuevas élites económicas (muchas 
más y sin visos de parar). Empero, algunas de ellas reproducen la 
concentración oligopólica vista en las convocatorias municipales con 
índice de “concentración alta” en Viacha y Quillacollo fundamental- 
mente, además de destinar su inversión hacia el mismo ámbito no 
productivo. Esto pone en evidencia que sí contemplamos la apari- 
ción de nuevas élites empresariales, pero que éstas reproducen las 
debilidades de una economía de base estrecha. Ese es el costo de la 
afluencia imparable de los recursos fiscales provenientes de la bo- 
nanza gasífera. Las élites protegidas son parte de este boom. 


CAPÍTULO VIII 

Conclusiones. 

Las dificultades municipales 
para facilitar 

el surgimiento de élites 





Este último capítulo debe darnos luces sobre el rol que desempe- 
ñan las autoridades locales en el proceso de surgimiento de élites. 
Está fuera de duda su rol formal: elaborar el presupuesto, convocar 
a las licitaciones, realizar las contrataciones y demás aspectos regu- 
lados por ley. Sin embargo, hay otros aspectos que deben resaltarse. 
Para comprenderlos hemos usado el marco teórico sobre informali- 
dad anteriormente explicado. 


























Cuadro 48 
Marco teórico sobre la informalidad política 
ROA Instituciones formales Instituciones formales 
Resultados/Efectividad ERES inefectivas 
Convergente Complementaria Sustitutiva 
Divergente Acomodaticia Competitiva 
Fuente: Elaboración propia. 
1. Autoridades municipales y su rol formal/informal: apuntes 


sobre autoritarismo competitivo 


En este acápite el propósito es ver cómo actuaron las autoridades 
en relación a las licitaciones. La respuesta conduce fundamental- 
mente a lo que se definió como comportamiento sustitutivo. Este 
comportamiento tiende a converger con lo que hacen las institucio- 
nes inefectivas, O para decirlo de otro modo: los comportamientos 
informales no suplen la inefectividad formal de las instituciones 
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existentes, y tampoco las reemplazan. Usan lo formal para con- 
solidar la informalidad. ¿Cómo sucedió esto en los municipios 
observados? 


Conviene en principio saber que estas instituciones fueron in- 
efectivas. Mostraron serlo por diversas razones: no conocen el 
Decreto 181 en toda su extensión; temen a la Ley Marcelo Quiroga 
Santa Cruz, y por ello retrasan las contrataciones; no cuentan con 
perfiles de proyecto a diseño final y sus capacidades de elabo- 
rarlos son escasas, demorando el proceso de licitación; no tienen 
reglamentos de contratación adecuados a la nueva legislación y / o 
desconocen los insumos que ofrece el Plan Nacional de Desarrollo 
del gobierno. 


Las siguientes declaraciones recogidas en Viacha y Quillacollo 
apuntan a este escenario: 


Cada nuevo alcalde trae su propia gente que no sabe de estas nor- 
mas. La mayoría no quiere ni firmar contratos porque dicen que la 
Ley Marcelo los va a meter a la cárcel. Y aquí con tanto cambio, es 
difícil que las cosas funcionen bien. Por eso no se ha ejecutado ni el 
40% hasta noviembre. 


Sí, tenemos reglamentos pero falta actualizarlos. Pero no ahora, 
vamos a esperar que el gobierno saque las últimas disposiciones... 


Hay plata, lo que no hay suficiente son proyectos a diseño final. Ya 
tenemos pero gente que se va a dedicar sólo a eso, a hacer proyectos. 


Nadie conoce lo que dice el Plan del Gobierno. Aquí se planifica de 
acuerdo a las demandas locales nomás. 


Una vez que conocemos las debilidades de la institucionalidad 
(inefectiva), cabe preguntarnos en qué converge lo hecho por las 





60 Este diagnóstico se basa en entrevistas en profundidad realizadas por Loyola 
Luna y Diego Gonzales con informantes clave de Viacha y Quillacollo, 
respectivamente. No se consignan los nombres de los entrevistados por el pedido 
de confidencialidad. 
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autoridades (en particular el alcalde). La respuesta es contundente: 
el alcalde contrató a empresas que no ofertaron el mejor precio, dio 
los contratos a empresas no registradas en Fundempresa, privilegió 
proyectos a diseño final mediocres, e incluso creó empresas propias. 
Sin embargo, logró todo ello cumpliendo la ley. Citamos declaraciones 
recogidas en Viacha y Quillacollo: 


Una y otra vez ganan empresas que no han tenido la mejor propuesta. 
La diferencia es enorme a veces, pero igualito nomás ganan. Es que 
el alcalde se compromete con algunas empresas. 


Algunas licitaciones hasta sin proyecto han sido lanzadas. El alcalde 
ha dicho que en el camino se va a estar corrigiendo los perfiles. Y 
encima han salido con precios bajos. No sé qué pueden ganar. Por 
eso cualquier rato se van a caer puentes y coliseos. Pero eso es lo que 
ha mandado el anterior alcalde: “apúrense, apúrense, tenemos que 
ejecutar” ha dicho. 


Este último alcalde ya está montando sus propias empresas con sus 
hermanos como gerentes. 


Todas estas acciones consolidan la presencia de eventos no real- 
mente aislados. La contratación a menor precio con “beneficios 
mutuos” es una institución informal reconocida, tanto como lo es 
la contratación de allegados en puestos municipales. 


En suma, las licitaciones siguen su curso. La inefectividad de la 
institucionalidad formal facilita, en todo caso, la informalización 
en el comportamiento de la máxima autoridad pública municipal. 
Ésta procede de forma legal; cumple las exigencias contempladas 
por ley: no viola la norma. Este procedimiento determina que se 
use lo formal para implementar lo que se ha decidido informal- 
mente. Ello deja como saldo la utilización informal de lo formal, 
con un alcalde atento a disponer de ambas instituciones simultá- 
neamente. 





61 De acuerdo a las entrevistas, estos beneficios mutuos implican dar el contrato a 
una empresa determinada a cambio de una coima. 
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En suma, se pudo evidenciar que los alcaldes demostraron una 
gran flexibilidad para definir los contratos y los montos involucrados 
en ellos, pero, sobre todo, para contratar empresas no locales que 
ejecuten las obras requeridas. De acuerdo a una de las entrevistas, se 
podía ver que al alcalde no le interesa “transparentar el presupues- 
to público” (Entrevista a informante clave en Viacha, 22-10- 2012). 
Una vía para hacerlo es la realización de Ferias a la Inversa, las 
mismas que “ya casi no se utilizan... y es que una vez que el nuevo 
alcalde se empodera en su puesto no quiere saber más de que le 
estén metiendo la nariz a su presupuesto. Téngase en cuenta que 
con las Ferias una porción del dinero se transparenta” (Ibíd.). El 
resultado no deseado de esto, muchas veces, es el fortalecimiento 
de empresas no locales. 


En todo caso, lo comentado por dirigentes del partido político 
Unidad Nacional (UN), que tenía la alcaldía de Viacha a su cargo en 
un periodo específico, denota la hibridez mencionada para definir 
la categoría de autoritarismo subnacional. Sobre este alcalde correli- 
gionario dicen: “iba a todas las reuniones y talleres partidarios. Era 
muy comprometido. Aunque siempre pedía contribuciones para sus 
viajes, incluso de viajes al exterior. Definitivamente no creo que haya 
aportado nunca al partido” (Entrevista con un dirigente departa- 
mental del partido Unidad Nacional). El alcalde al que se refiere esta 
declaración, el que “no aportaba”, tiene denuncias por más de dos 
millones de dólares en su contra. Este caso muestra condescenden- 
cia y respeto “hacia afuera” del municipio y, al mismo tiempo, una 
actitud informal “hacia adentro”, estableciendo arreglos informales 
en las licitaciones. 


Ello se ha agravado con la masiva afluencia de recursos: 


Ahora se tiene mucha más posibilidad de que los alcaldes manejen 
los recursos con cierta arbitrariedad. Es que como hay mucha plata, 
se puede llegar a acuerdos muy fácilmente. Antes negociabas con una 
junta de vecinos si les dabas los 20.000 bolivianos para su barrio que 
te habían pedido. Tú les ofertabas 5, y al final la cosa quedaba en 8 ó 
9. Ahora te piden 20 y les das 25 (Entrevista realizada con informante 
clave de Tarija, 3-2-2013). 
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Son sólo indicios que de todos modos dejan una certeza: las auto- 
ridades municipales y el alcalde en particular se comportan, muchas 
veces, de modo informal. 


2. Acuerdos ideológicos/programáticos: apuntes sobre 
neopatrimonialismo 


El propósito de este acápite es ver que no hay mucha propensión 
a establecer acuerdos programáticos y /o ideológicos. En este sentido, 
podemos afirmar que también se observó lo que definimos como 
institucionalidad competitiva. Ésta pasa por alto la institucionalidad 
formal inefectiva, divergiendo con ella o, más que divergiendo, 
agudizando su estado de inefectividad. Incluye casos de corrupción, 
donde aparentemente se conforman clanes informales que logran 
obtener beneficios personales y corporativos de las licitaciones. No 
queda claro si se trata de clanes extendidos —alcalde / concejales 
coaligados con empresas participantes—, reducidos —alcalde y 
concejales—, y / o comportamientos individuales. Parece posible que 
se den las tres modalidades. Ya lo vimos a través del indicador de 
concentración, que deja entrever en Viacha y Quillacollo el manejo 
informal que se tiene con algún tejido empresarial “preferido”. Si- 
tuación aún mejor ejemplificada por un alcalde decidido a formar 
empresas “propias” (clan extendido). 


Sí queda claro que no se percibe el mismo escenario en La Guardia, 
donde la situación es diferente. Lejos de visualizarse una posible con- 
formación clánica, lo que se ve es la presencia de distintas empresas 
sin más ligazón con el municipio que el contrato firmado. En todo 
caso, no parece posible afirmar que en este municipio cruceño, más 
allá de hechos visibles de corrupción, se hayan conformado este tipo 
de grupos con carácter estable. Parece ser más que nada iniciativas 
individuales y hasta familiares, que desaparecen una vez que la au- 
toridad deja el cargo. Las mismas empresas que pudieron ser parte 
de su entorno informal terminan trabajando con las nuevas autori- 
dades: “Los mismos alcaldes se encargan de trabajar con empresas 
con experiencia en lo que hay que hacer, (...) con experiencia sobre 
todo en estas movidas. Se facilitan las cosas”. 
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Prima pues un notable pragmatismo que impide pensar en lazos 
estables entre miembros de estas redes informales de poder. Con la 
misma facilidad con que algunas autoridades cambian de sigla par- 
tidaria, algunos empresarios cambian de “socio”. Lo único real es el 
propósito de obtener beneficio del gobierno municipal: “Todos los 
que aquí parecía que estaban con el Samuel [Doria Medina] de la UN, 
ahora ya son masistas... pero lo más llamativo es que de donde estén 
terminan trabajando con la misma gente, en el gobierno municipal, 
en las contrataciones...”. 


En suma, se pudo evidenciar que hay pactos informales dentro 
del gobierno municipal, al margen de las preferencias político-ideo- 
lógicas. Cuando se trata de “colaborarse”, el concejo municipal, así 
sea de oposición, aprueba las obras: 


No es fácil negociar con algunos de ellos. Especialmente si son de 
la oposición. Se valen de todo para no firmar: “las necesidades del 
municipio”, “la pobreza de la población”, “el vivir bien”, y todo lo 
que tengan a mano, pero al final lo que cuenta es cuánto pueden 
llegar a recibir (Entrevista con informante clave en Quillacollo, 
22-10-2012). 


No es que esto sea algo necesariamente generalizado; no lo pode- 
mos saber. Sin embargo, es un rasgo presente en el mundo municipal, 
que deriva en la priorización de objetivos personales. La principal 
preocupación de algunos funcionarios públicos, por tanto, no está 
en definir qué contratista reúne las mejores condiciones técnicas y 
de precio, sino en negociar el monto a recibirse. 


No hay duda que la falta de condicionamientos fiscales facilita 
este estado de cosas. Al no haber mecanismos de distribución por 
mérito, ni herramientas para hacer un seguimiento detallado de 
las inversiones municipales, las condiciones para obviar no sólo 
consideraciones programáticas e ideológicas, sino propiamente 
éticas, son grandes. Lo negativo de todo ello es que no surgen élites 
con posibilidad de visibilizarse. El origen muchas veces informal de 
los recursos con que se cuenta —en este proceso de acumulación de 
capital muchas veces no sólo ilegal sino cruento— impide que estas 
nuevas élites se visibilicen. Este problema deriva en el uso de sus 
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recursos nuevamente en consumo “fuera” del municipio. En buenas 
cuentas, se produce “una fuga de capitales”, dado el temor de estos 
nuevos sectores fortalecidos de re-utilizar sus recursos en sus propios 
municipios. No son, pues, grupos estables, delineando lo que hemos 
denominado como élites golondrina. 


3. Selección “preferencial” de empresas: apuntes sobre 
capitalismo político 


El propósito de este acápite es ver si hay determinadas preferen- 
cias informales en la contratación de empresas. No se observó desde 
el gobierno central una expresa voluntad de alentar nuevas empresas 
con una orientación productiva clara en base a una estrategia de de- 
sarrollo específica. Pero, y del lado opuesto, ¿se contratan empresas 
cuya calidad no es recomendable, pero cuyos nexos informales la 
convierten en la “preferida”? Sí y no. Parece haber pocas dudas en 
cuanto a que hay una selección muchas veces informal de empresas. 
En este caso se trata de una informalidad acomodaticia. Los resultados 
divergen de lo que reza la norma: “se contratarán a aquellos que 
ofrezcan la mejor propuesta técnica y económica”. Se contratan 
muchas veces empresas de dudosa calidad que, sin embargo, no 
deterioran la efectividad institucional formal de posibilitar en otras 
ocasiones la contratación en concordancia con lo estipulado por ley 
(o sea, la propuesta más barata gana). 


Por tanto, se ha llegado a determinar que estas contrataciones 
informales son hechas en función a la búsqueda de ganancias indi- 
viduales / corporativas. Sin embargo, no siempre es así. Más bien, 
es de destacar que la enorme cantidad de recursos que fluyen en la 
economía municipal lleva a que muchas veces se acepte la contrata- 
ción de empresas nuevas que ni se conocen y cuya calidad de trabajo 
no está garantizada. Vale decir, frente a la avalancha de recursos, ni 
siquiera hay tiempo para emprender una política informal —así sea 
informal— de contratación de empresas “propias”. 


Hay mucha plata. Lo que quieren es ejecutar como sea para que el 
presidente no los humille en sus cumbres partidarias diciéndoles que 
no sirven. No tienen tiempo para estar meticulosamente definiendo 
cada contratación. No es así, eso es darles demasiado crédito. 
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La cosa es más improvisada (Comentario de consultor municipal 
en exposición realizada en la Universidad Católica Boliviana San 
Pablo de La Paz, 2-2013). 


Es de suma importancia esta declaración de un experto municipa- 
lista. Matiza el alcance de esta pretendida intencionalidad política, 
capaz de dirigir las contrataciones de forma selectiva (propia de un 
capitalismo político). La verdad parece estar más cerca de 


- la necesidad de ejecutar los recursos públicos recibidos en 
función a las demandas sociales / vecinales definidas; 


— la angustia de tener que contratar a quien sea con tal de que los 
recursos se ejecuten (recordemos que la ejecución municipal 
en 2012 fue de 53% [Banco Mundial 2012: 19]); y/o 


— la improvisación en la implementación del Plan de Contra- 
taciones del gobierno municipal (o no se cuenta con uno o 
se cuenta con él pero más como formalidad, o se lo modifica 
arbitrariamente o a causa de recibir más recursos por concepto 
del IDH). 


Insistimos: ello no significa que no hay cierto grado de dirigismo 
—pero es cierto que no es constante— para todo tipo de contratación 
y a partir del establecimiento y funcionamiento de una red estable 
de empresas. 


Aun si existe tal dirigismo, éste no sería necesariamente negati- 
vo. Por el contrario, conviene recordar que esta intervención estatal 
puede desembocar en resultados prometedores. Así lo demuestra la 
historia de Toyota en Japón, de Samsung o LG en Corea del Sur, y de 
diversas firmas industriales y productivas inglesas principalmente 
—aunque europeas en su conjunto— que despegaron al calor de los 
favores estatales. El mito capitalista del “hombre emprendedor” no 
es falso, pero siempre y cuando vaya de la mano de un Estado que 
levante y fortalezca estas nuevas empresas (Chang 2012)?. 





62 Ver capítulos 2 y 3. 
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No parece ser el caso en Bolivia, no al menos desde el gobierno 
central. Y si lo es, es más por efecto de la enorme fluidez de recur- 
sos que por una deliberada política de fortalecimiento empresarial. 
Algún indicio de este fortalecimiento de empresas puede percibirse 
como propensión en los propios municipios. No siempre es así, como 
queda demostrado en la contratación de múltiples empresas “desco- 
nocidas pero que se han presentado”*, como ya se dijo. Sin embargo, 
las empresas que no necesariamente reciben el mejor puntaje en las 
evaluaciones terminan obteniendo contratos, en lo que deviene una 
política selectiva de contratación propia de un modelo de capitalis- 
mo político. Se establecen redes informales que deciden respaldar a 
determinadas empresas para que éstas sean las elegidas. 


Lo negativo de ello, o lo más negativo, no es este sesgo de favo- 
ritismo, sino el resultado de tal acto: la contratación de empresas no 
locales en su mayoría. Empresas abocadas a una economía de base 
estrecha y, como tal, alejada de la conversión del municipio en “mu- 
nicipio productivo de base ancha”. 


4. Conclusiones sobre los factores externos e internos 


En este acápite vamos a intentar sacar una doble conclusión en 
relación a los factores externos y a los factores internos. 


4.1. La bonanza 


En relación a la bonanza, hemos delineado un gráfico que tiene 
dos ejes. En el eje vertical hemos tratado de reflejar lo que significa la 
bonanza económica: el asentamiento de un modelo fiscal basado en 
recursos “externos”. No hemos querido usar la palabra recursos “no 
propios” pues la ley conceptualiza incluso a las regalías como recursos 
propios. Por ende, los hemos llamado externos para diferenciarlos de 
los recursos internos o “propios”. Eso quiere decir que, en el primer 
caso, los gobiernos municipales viven de los que se les transfiere. 
En el segundo caso, estos gobiernos viven de lo que recaudan. Por 
tanto, en el primer caso no se hace esfuerzo fiscal alguno, mientras 





63 Declaración extraída de la entrevista con el funcionario del Programa Evo 
Cumple. 
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que en el segundo caso el esfuerzo fiscal es enorme. En el eje 
horizontal, hemos definido la categoría “gestión formal” a la derecha 
y “gestión informal” a la izquierda. Esta última hace referencia a un 
factor interno: el autoritarismo subnacional. El propósito ha sido 
cruzar ambas variables, tratando de ver si la bonanza incentiva la 
informalidad en la gestión. Por ésta hemos entendido la gestión 
basada en reglas formales y, por su par, en reglas informales. Veamos 
el gráfico: 


Gráfico 7 
Tipo de modelo fiscal en función a recursos propios o externos 
en relación al tipo de gestión pública 
municipal formal/informal 
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Fuente: Elaboración propia. 


Se obtienen los siguientes cuadrantes: el cuadrante 1 es el mejor, 
el gobierno municipal recauda sus propios recursos (al margen de 
la bonanza) y desarrolla una gestión acorde a las reglas formales. 
No hay duda que su par inverso (cuadrante 4) denota las peores 
cualidades: se vive de lo que se obtiene como regalías y/o IDH y 
se desarrolla una gestión informal. Los cuadrantes 2 y 3 ofrecen las 
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situaciones intermedias. A efectos de este estudio, es de remarcar 
que la bonanza económica tiene como efecto principal la inhibición 
de la recaudación de recursos “internos”. No es un rasgo nuevo; ya 
existía desde 1994. Sin embargo, es evidente que el enorme caudal 
de recursos transferidos, ahonda este rasgo. Por ello, el mundo 
municipal se mueve en el mejor escenario en el cuadrante 3 y en el 
peor escenario en el cuadrante 4, pero el 1 y el 2 le están vedados a 
la mayor cantidad de municipios. Empero, posiblemente el gobierno 
municipal de La Paz se encuentre en el cuadrante 1 y el de Santa Cruz 
en el 2. No lo sabemos a ciencia cierta, pero estos dos casos ayudan 
a tener una mirada integral de lo que sucede en el país en torno al 
primer factor externo: la bonanza. 


4.2. El autoritarismo subnacional 


En este acápite se cruza el rasgo político interno del autoritarismo 
subnacional con la preservación de la economía de base estrecha mu- 
nicipal (obrista, básicamente) o la reversión hacia un municipalismo 
de base ancha. En este caso, se ha intentado situar a los municipios 
del estudio en los cuadrantes. Ver el Gráfico 8. Lo que se observa es la 
ubicación de los municipios de Quillacollo y Viacha en el cuadrante 
más negativo: predomina un comportamiento informal en la gestión, 
que deriva en la preservación de un “municipio de base estrecha”. La 
Guardia muestra un comportamiento un tanto diferenciado, pues, si 
bien se sitúa en el cuadrante de “municipio de base estrecha”, lo hace 
impulsando una gestión relativamente formal. Desafortunadamente, 
esto no basta para promover élites productivas. En ambas situaciones 
municipales, el resultado es el mismo: surgen élites acorde al modelo 
municipal vigente. Por ende, se trata de élites no locales, golondrina 
y protegidas. 


178 MUNICIPALISMO DE BASE ESTRECHA 





Gráfico 8 
Tipo de gestión pública municipal formal/informal 
en relación al tipo de municipio de base estrecha o ancha 
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Fuente: Elaboración propia. 
4.3. Modelo institucional fiscal 


Veamos qué sucede en este caso (segundo factor externo) (Ver 
Gráfico 9). En este gráfico hemos tratado de observar —en el eje 
vertical— en qué medida el segundo factor, el modelo fiscal, es o 
no es condicionado. Cuando lo es significa que hay elementos me- 
ritocráticos en juego, y cuando se da lo contrario significa que se 
distribuye acorde a criterios “ciegos”. Lo hemos relacionado con la 
segunda variable informal: el neopatrimonialismo o la posibilidad 
de realizar alianzas no ideológicas ni programáticas. 
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Tipo de modelo fiscal condicionado/no condicionado 
en relación a las alianzas políticas programáticas/informales 


Gráfico 9 
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Fuente: Elaboración propia. 


Lo que podemos observar es que el sistema municipal oscila 
nuevamente entre los cuadrantes 3 y 4, en la medida que el mo- 
delo fiscal es no-condicionado. Por ende, en el mejor de los casos 
se puede desarrollar un modelo no-condicionado afianzado por el 
establecimiento de alianzas programáticas. Sin embargo, lo visto en 
nuestra investigación nos lleva a creer que los municipios de Viacha 
y Quillacollo vuelven a situarse en el peor cuadrante, el 4. No es que 
no hayan alianzas ideológicas (téngase en cuenta que el MAS tiene 
mucho peso), pero éstas con seguridad entran en competencia con 
otro tipo de alianzas: las clientelares, propias de un modelo neopa- 


trimonial que se desentiende de los lazos programáticos. 


4.4. El neopatrimonialismo 


Hemos tratado de hacer lo mismo con la segunda variable interna: 
el neopatrimonialismo. Veamos: 
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Tipo de alianzas políticas programáticas/informales 
en relación al tipo de municipio de base estrecha o ancha 


Gráfico 10 
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Fuente: Elaboración propia. 


Vemos en este caso que Viacha y Quillacollo se encuentran en el 
peor cuadrante: no promueven alianzas programáticas y/o ideoló- 
gicas. En verdad, esto es sólo parcialmente cierto. Es evidente que sí 
hay alianzas de tipo ideológico, teniendo en cuenta la presencia del 
MAS en La Paz y en El Alto. No se puede dejar de lado esta injerencia 
de tanto peso. Sin embargo, si colocamos a estos municipios en este 
cuadrante es porque la orientación de las alianzas no programáticas 
no es la excepción: es un rasgo decisivo en el marco del gobierno 
municipal (como se lo vio, por ejemplo, analizando el índice de 
concentración). Y, además, los colocamos ahí para diferenciarlos de 
La Guardia, que mostró una coherencia programática que lo hizo 
acreedor de la categoría de “Municipio Escuela”. Destinó fondos a 
Obras sociales antes que concentrarse mayoritariamente en infraes- 
tructura. Sin embargo, ni así consigue zafarse de su colocación en 
el cuadrante de “municipio de base estrecha”. La razón es que aún 
resulta excepcional la transferencia de recursos hacia los sectores 


CONCLUSIONES 181 





locales productivos. Esta certeza nos permite comprender que las 
élites que surgen siguen afincadas en este tipo de economía. 


4.5. Intervención estatal 


La intervención estatal como tercera variable externa ha sido co- 
rrelacionada con la tercera variable interna: el capitalismo político. 
Se ha hecho esto para intentar ver si la mayor intervención estatal se 
traduce en la selección sistemática de ciertas empresas. 


Gráfico 11 
Tipo de apoyo estatal estratégico/no estratégico 
en relación a las contrataciones municipales formales/informales 
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Fuente: Elaboración propia. 


El apoyo estatal no ha sido estratégico. No es parte de un plan 
para conformar un tejido empresarial sólido, destinado a fortalecer 
el aparato productivo nacional. Por ende, para el gobierno central ca- 
nalizar dinero hacia los municipios tiene un sentido político-electoral 
evidente. No hay una motivación económica (político-económica), 
por lo menos no de forma clara. ¿Y cómo se vio esto en el marco 
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interno de los gobiernos municipales? Pues lo cierto es que parece 
existir un péndulo entre las contrataciones apegadas a la norma (res- 
peto a la institucionalidad formal) y aquellas apegadas a acuerdos 
informales (impulso a la institucionalidad informal). Ello determina 
que los municipios se sitúen nuevamente entre el cuadrante 4, el peor, 
y el 3, que es intermedio. 


4.6. Capitalismo político 


En base a lo visto como incidencia del tercer factor externo, cabe 
analizar el tercer factor interno: 


Gráfico 12 
Tipo de contrataciones municipales formales/informales 
en relación al tipo de municipio de base estrecha o ancha 
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Fuente: Elaboración propia. 


Lo que se ve es lo mismo que en los gráficos previos: una presencia 
de Quillacollo y Viacha en el cuadrante 4, el peor. En él se visualiza 
que estos gobiernos municipales contratan de acuerdo a criterios de 
informalidad sustitutiva y /o acomodaticia, mientras que La Guardia 
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intenta apegarse a criterios formales de contratación. En ambos casos, 
sin embargo, el resultado es el mismo: el municipio se consolida en el 
cuadrante de “base estrecha”. Ello se explica en el caso de La Guardia 
por el simple motivo de que si las contrataciones son formales, eso 
no significa que la orientación de la inversión y el tipo de empresas 
contratadas sean de índole “no estrecha”. No, la formalidad desafor- 
tunadamente sirve sólo para preservar el talante dominante en estos 
municipios: la inversión es no-productiva ni local. 


5. Las élites que surgen en el marco municipal: élites de base 
estrecha 


Finalmente, tratemos de brindar la última reflexión en base al 
Gráfico 13 que procura sintetizar lo estudiado. 


Lo que se pretende mostrar en este gráfico es la síntesis de la in- 
vestigación bifurcada en dos: o se alienta el municipalismo de base 
ancha que permita el surgimiento de élites igualmente de base ancha 
con medidas como la creación de fondos crediticios municipales, me- 
canismos de asistencia técnica productiva y /o la realización de ferias 
a la inversa (entre otras), y se consigue revertir, en algo al menos, la 
condición económica de base estrecha y su consecuente subordina- 
ción territorial; o se preserva este modelo económico con políticas 
informales visualizadas en la conformación de clanes, contratación de 
empresas no locales, ejecución de licitaciones sesgadas (entre otras) 
que a mediano y largo plazo van a traer más desigualdad. Lo visto 
en esta investigación no ofrece dudas: el camino seguido está más 
cerca del segundo modelo descrito, aquel del retorno inobjetable a 
la condición de economía de base estrecha. 


En ese sentido, cualquier anuncio de “lucha contra la pobreza” 
municipal y /o la presentación de indicadores sobresalientes de me- 
joras sociales municipales, resultan falsos, mientras las condiciones 
de desarrollo económico local estén alejadas de lo que podría ser la 
senda del “municipio productivo”, aquel en el que surjan élites de 
base ancha y no estas élites no locales, golondrina y protegidas, todas 
ellas no productivas, que caracterizan la realidad municipal actual. 
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Gráfico 13 
Modelo Económico de Base Estrecha (EBE) 
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Fuente: Elaboración propia. 


Recomendaciones. 

Políticas públicas, desarrollo 
económico local y 
emergencia de nuevas élites 





Este capítulo tiene el objetivo de reflexionar sobre posibles po- 
líticas que permitan trazar una senda alternativa a la analizada a 
lo largo de la investigación. Para ello, más que ofrecer soluciones 
generales, poco aplicables, hemos optado por hacer una evaluación 
somera del proceso autonómico municipal en su conjunto y sólo a 
partir de esa mirada integral, ir a las recomendaciones puntuales 
sobre el tópico que nos compete: el desarrollo económico local mu- 
nicipal, sobre cuyos pilares surjan nuevas élites. La idea es construir 
todo un andamiaje institucional que facilite no sólo el surgimiento de 
nuevas élites empresariales, sino la consolidación de su estabilidad 
institucional (pagando impuestos, ofreciendo beneficios laborales, 
etc.). Vale decir, no hemos querido sentar variadas recomendaciones 
de políticas económicas descontextualizadas de la realidad munici- 
pal. El propósito ha sido inverso: ir por la vereda de los problemas 
municipales institucionales, fiscales y políticos y sólo en función a 
ellos ver el tema de nuestro interés. Por tanto, lo que se pretende es 
comprender que sólo la solución de esta variada gama de asuntos 
facilitaría el abordaje del desarrollo económico. O, al menos, deben 
ir de la mano. El establecimiento de posibles políticas sobre desa- 
rrollo económico que se desmarquen, por ejemplo, de la remoción 
de autoridades a simple acusación de fiscal o de las dinámicas de 
contratación existentes —tópicos aparentemente distantes de los 
asuntos aquí tratados—, resulta limitado. Téngase en cuenta que 
en este estudio la clásica separación taxativa de “lo económico” 
—las empresas existentes— de lo político —la gestión del gobierno 
municipal—, contradice una relación mucho más fluida (aquella del 
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capitalismo político) entre ambas dimensiones, donde lo político está 
influido por las empresas (a través de la presión, cooptación o acuer- 
dosilícitos), y las empresas están influidas por el gobierno municipal. 


Partiendo de esa perspectiva, no hay duda que una revisión 
detallada de los asuntos “externos” al desarrollo económico es im- 
prescindible. Por tanto, hay elementos fundamentales para entender 
la marcha de la descentralización municipal en Bolivia. Tres aspectos 
generales deben ser tenidos en cuenta al diseñar un conjunto de 
políticas para fomentar el desarrollo económico local municipal: la 
condición autonómica de Bolivia (condición institucional de partida); 
la masiva afluencia de recursos fiscales hacia los municipios (condición 
económico-fiscal de partida), y el proceso de re-centralización impul- 
sado por el gobierno de Evo Morales (condición política de partida). 
Estas tres condiciones hacen referencia a los tres condicionantes más 
decisivos en la marcha autonómica: la novedad institucional, la enor- 
me cantidad de recursos que fluye hacia los gobiernos autonómicos y 
el vehemente centralismo “revolucionario”. Son las tres condiciones 
de partida que ayudan a clarificar el tema analizado a lo largo de 
esta investigación. 


1. La condición institucional 


En el caso de la condición institucional, la Constitución Política del 
Estado (CPE) de 2009 reconoció la existencia de un modelo descen- 
tralizado autonómico, con cuatro cambios institucionales logrados: 


— El reconocimiento de las autonomías departamentales y, con 
ello, el quiebre del monopolio legislativo. Ya no sólo hay un 
ente deliberante en Bolivia (la Asamblea Legislativa Plurina- 
cional), sino nueve asambleas departamentales con capacidad 
de legislar. 


— La creación de las autonomías indígenas, y con ello, el estable- 
cimiento de una democracia diversa y plural, capaz de consolidar 
la noción de plurinacionalidad desde el ámbito autonómico. 


— La apertura a una nueva modalidad autonómica: la autonomía 
regional, que aunque sólo tuvo lugar en el Chaco, puede llegar 
a modificar el mapa territorial autonómico en las siguientes 
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décadas. Este embrión de una nueva autonomía consolida un 
modelo autonómico complejo, de múltiples niveles. 


- Y, la consolidación de los municipios como un tercer nivel te- 
rritorial con igual jerarquía constitucional que los otros niveles, 
regional, departamental y nacional. Se crea entonces un modelo 
descentralizado triterritorial con municipios con un enorme po- 
der constitucional. 


Estos cambios y la consecuente creación de diversas autonomías, 
tienen en común el cumplimiento de los siguientes rasgos: la elección 
directa de autoridades, la generación de ingresos propios, la capacidad le- 
gislativa, y la posibilidad de ejecutar competencias propias. 


Veamos en detalle lo que sucede con ellos: 


1.1. La estabilidad política en relación a la elección directa de 
autoridades 


En este punto se procura analizar un primer aspecto relacionado 
con la investigación sobre el tema: la existencia de intereses per- 
sonales, corporativos y partidarios que buscan aprovechar para sí 
mismos los recursos municipales; y, de acuerdo concretamente con lo 
analizado, para aprovechar las contrataciones, así sea con empresas 
no locales, para agilizar la ejecución de la inversión y beneficiarse 
privadamente. El propósito, por tanto, no es tanto velar por el de- 
sarrollo (económico) local, sino por la posibilidad de garantizar(se) 
acuerdos informales / ilegales lo más expeditos posibles para bene- 
ficio propio. 


El proceso electoral en Bolivia ha sido transparente. Sin embargo, 
los problemas que se han visto en relación a este aspecto tienen que 
ver con: 


- La remoción de autoridades autonómicas a simple acusación 
de un fiscal, que trae inestabilidad en la gestión. No es casual 
que municipios como Bermejo y Quillacollo hayan tenido 
ejecuciones de 32% y 38% en 2008 y 2007, respectivamente, por 
efecto de esta situación. 
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— La movilidad laboral, pues a cada cambio de alcalde hay un 
cambio de personal. Entre 30% y 80% del personal es removido. 
Esta es posiblemente, con porcentajes menores o mayores, la 
tendencia general del país. 


- La desaparición de la información fiscal-financiera de los mu- 
nicipios. No hay una base de datos clara a nivel municipal. En 
su mayoría, estas instancias carecen de internet, y si lo tienen 
es muy lento o no lo saben manejar. Por tanto, no existe infor- 
mación en línea en al menos 2/3 del total de municipios. 


- La existencia de concejos municipales dispares. Algunos son 
concejos municipales donde hay una mayoría que apoya al 
alcalde, generando una notoria gobernabilidad, mientras que 
en otros hay concejos municipales con representantes de dife- 
rentes partidos, generando ingobernabilidad. En un extremo se 
tiene, por tanto, un concejo municipal de consenso, y, en el otro, a 
un concejo municipal fragmentado. Ya se vio en una investigación 
(Ayo 2001: 35) que los concejos fragmentados tienen alrede- 
dor de 15% menos ejecución presupuestaria que los concejos 
de consenso. En todo caso, la elección de 2010 permitió algo 
inédito en la historia electoral de Bolivia: en 205 municipios 
(más de 60%) se eligió al alcalde con más de 50% del voto. 


Lo que es evidente en los problemas mencionados es la falta de 
estabilidad. No es casual. De acuerdo a lo analizado a lo largo de 
la investigación, la política (municipal) es un canal institucional de 
ascenso social que, precisamente por esa condición, incentiva todo 
tipo de disputas. La remoción de alcaldes no obedece sólo a asuntos 
político-partidarios, sino a asuntos locales relacionados con pugnas 
distributivas, o, para decirlo de un modo figurativo (intencionalmen- 
te exagerado), a conflictos que dirimen quién se queda con el botín. 
Los frecuentes despidos de personal responden a la misma lógica. El 
propósito no es necesaria ni prioritariamente mejorar la gestión, sino 
favorecer a las clientelas leales. Las “debilidades” en la información 
facilitan esta pulsión desestabilizadora. La fragmentación en los 
concejos deviene en similar inestabilidad, con el agravante de que 
un concejo atomizado exige más: “aprobamos siempre y cuando...”. 
Así, el modelo municipal se hace (más) prebendal. 
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En este escenario, la proliferación de clanes, como hemos deno- 
minado a esta serie de pactos informales /ilegales que pueden llegar 
a conformarse, es menos la excepción que la regla, haciendo inde- 
fectible una recomendación general: hay que evitar generar espacios 
institucionales que promuevan el recambio. Lo que se logra con este 
recambio es consolidar una competencia no democrática pero sí en 
democracia: aquella de las facciones que procuran hacerse del poder 
para controlar las contrataciones públicas para beneficio personal / 
corporativo, utilizando los medios a su alcance, legales e ilegales. Es 
necesario, al menos, aminorar el efecto desestabilizador de los medios 
legales, aminorando esta competencia faccional patrimonial. Esto podría 
lograrse, creemos, siguiendo los siguientes pasos: 


Uno: prohibir toda remoción de autoridades elegidas demo- 
cráticamente, impidiendo esta competitividad entre facciones por 
monopolizar el control de los contratos. Ya se tuvo el voto de censura 
antes de la aprobación constitucional en 2009. Hoy se tiene la remo- 
ción de autoridades a simple acusación de un fiscal y la revocatoria 
de mandato. Afortunadamente, esta primera medida ha sido decla- 
rada inconstitucional por el Tribunal Constitucional. La segunda se 
mantiene y, aunque genera incertidumbre, tiene o debe tener, por lo 
menos, el respaldo popular. 


Dos: instituir, si no un servicio civil —la carrera administrativa 
municipal—, al menos la obligación de que el personal municipal 
esté inscrito en la Ley General del Trabajo. Es verdad que ello significa 
mayor erogación municipal por la necesidad de pagar aguinaldos, 
subsidios de lactancia, indemnizaciones por despido y demás dere- 
chos laborales, pero consideramos que ese es precisamente el objetivo: 
evitar los despidos. Ya se vio que la Ley del Estatuto del Funcionario 
Público exceptuó al régimen municipal de su alcance jurídico. Por 
ello, ese vacío debe ser llenado de alguna manera legal clara. 


Tres: establecer pautas claras de recojo periódico de la informa- 
ción, además de consolidar bases de datos permanentes. De acuerdo 
a la legislación existente, posiblemente este rol pueda ser cubierto 
por el Servicio Estatal de Autonomías, cuyo rol consiste, entre otras 
cosas, en dirimir conflictos de competencias, realizar costeos compe- 
tenciales, y contar con una base de datos sobre las leyes autonómicas, 
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convirtiéndose en la institución encargada de esta tarea. De ese 
modo, mantener resguardada cualquier información, o, en su defec- 
to, simplemente hacerla desaparecer, favoreciendo la impunidad de 
determinados actores (alguna facción competidora), será una tarea 
casi imposible. 


Cuatro: reconocer la dificultad de gobernar con un concejo mu- 
nicipal fragmentado. Como no se puede promover la presencia de 
concejos mayoritarios como resultado de una modificación de la 
normativa electoral (lo que significaría atentar contra la proporcio- 
nalidad y las minorías), sí se puede al menos: 


- Tener un registro de las declaraciones de bienes de los conceja- 
les que pueda ser revisado desde la primera declaración hasta 
la última. Téngase en cuenta que hoy en día sólo se puede pe- 
dir, en calidad de ciudadano, la última declaración de bienes. 
Ello hace inútil obtener estos datos, pues lo verdaderamente 
significativo es hacer el ejercicio comparativo: lo que se vio en 
su primera declaración frente a lo que se tiene hoy. 


— Facultar al alcalde a apartarse de la aprobación del concejo en 
determinadas circunstancias. Eso hará que el único responsa- 
ble de sus acciones sea el mismo alcalde. Esta medida podría 
ser incluida en la Ley de Gobiernos Autonómicos en proceso 
de elaboración. Podría ser practicada sólo en casos excepcio- 
nales. Es evidente que ello puede derivar en un exacerbado 
presidencialismo municipal; sin embargo, su aplicación sólo 
excepcional, por el contrario, garantizaría un equilibrio de po- 
deres que impida el chantaje, muchas veces visto, del concejo. 


- Promover consultas populares en caso de que el concejo muni- 
cipal, de acuerdo a la normativa actual, no ceda, paralizando 
la gestión pública. En ese caso, el alcalde podría convocar a 
un referéndum que transparente las contrataciones: “¿está 
usted de acuerdo con que 30% del presupuesto municipal sea 
adjudicado a la empresa X para que haga las siguientes obras 
de beneficio municipal...?”. 


— Implementar Ferias a la Inversa que transparenten el presu- 
puesto o una partida de éste, evitando todo tipo de alianzas 
informales (los pactos secretos de los que hemos hablado). 
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Como esto es difícil de lograr —las autoridades municipales no 
quieren que su presupuesto quede expuesto—, entonces hay 
que darle cierta obligatoriedad por ley nacional (la Ley de las 
Ferias a la Inversa). 


Todas estas medidas pueden disminuir la competitividad faccional 
mencionada, haciendo menos probables los acuerdos subterráneos 
con empresas no locales, las licitaciones poco transparentes y / o los 
empleos creados al calor de las afinidades personales / partidarias, 
entre otros aspectos que facilitarían el afán lucrativo personal / cor- 
porativo visualizado. 


1.2. Elincentivo a las empresas de servicios para tributar menos, 
pero localmente, y/o la capacidad recaudatoria propia 


En este punto se procura analizar un segundo aspecto relacionado 
con la investigación sobre el tema: la posibilidad de atraer empresas 
que tributen localmente, contraten técnicos del lugar, re-empleen sus 
ganancias en el mismo municipio. 


La CPE y la Ley Marco reconocen la capacidad autonómica de 
generar ingresos propios. Sin embargo, en los hechos lo reconocido 
es muy limitado: 


— Se ha promulgado la Ley de Juegos de Lotería y Azar No. 060, 
que permite generar una recaudación que, hasta en regímenes 
no descentralizados como el peruano, posibilita que estos re- 
cursos sean recaudados por los municipios. Lamentablemente 
la norma promulgada crea dos impuestos, el Impuesto al Juego 
y el Impuesto al Azar, que son manejados por una Autoridad 
de Juegos del nivel central. Una institución que de acuerdo a 
las competencias reconocidas en la CPE, no le competen al nivel 
central, 


— Se ha promulgado la Ley de Clasificación de Impuestos, No. 
154, que elimina cualquier posibilidad de coparticipar autonó- 
micamente de los impuestos nacionales, como fue planteado 
en principio. Permite a lo sumo el cobro de impuestos por 
contaminación ambiental de los vehículos. Este es un impues- 
to que se puede aprovechar, aunque en cálculos realizados se 


192 MUNICIPALISMO DE BASE ESTRECHA 





observa que un cobro expedito de este impuesto aumentaría 
los recursos municipales en no más de 2 ó 3%. 


- Los municipios A y B tienen un coeficiente de independencia 
fiscal de casi 0, es decir, que aunque hoy tienen la posibilidad 
de recaudar impuestos por bienes inmuebles y transferencia 
de bienes inmuebles, no lo hacen. Lo propio sucede con los 
municipios C, con 1 de cada 10 bolivianos de ingreso, prove- 
nientes de su capacidad recaudatoria. Lo contrario sucede en 
los municipios D que recaudan más de los que reciben. Sin 
embargo, aun así, se da un proceso de elusión tributaria: no se 
tributa de acuerdo al valor comercial de las propiedades. Hace 
falta pues un adecuado catastro. 


En este contexto, se trata de visualizar qué incentivos empresa- 
riales pueden generarse. 


Se observó durante la investigación que las empresas que realizan 
servicios en los municipios no sólo no pertenecen al municipio, sino 
que no reinvierten en él, no contratan personal local y menos aún 
tributan localmente. En suma, las enormes cifras de dinero destinadas 
a las contrataciones de bienes y servicios no benefician a los muni- 
cipios más que en forma de obras. Sin embargo, esa orientación no 
puede ni debe seguir. Se puede impulsar las siguientes medidas de 
incentivo empresarial: 


Uno: se debe atraer empresas que tributen localmente. Esto se 
puede hacer sólo si las empresas que trabajan localmente tienen sede 
en el propio municipio y tributan como bien inmueble. Es necesaria 
la promulgación de una norma nacional que facilite la tributación 
local, como lo estipulaba la Ley de Clasificación de Impuestos, 
posibilitando que algunos tributos nacionales, por ejemplo, el Im- 
puesto a las Utilidades (precisamente un impuesto empresarial), 
sean recaudables localmente en porcentajes variables: 90% para el 
nivel nacional y 10% para el nivel local (u 80/20 ó 70/30), teniendo 
en cuenta que actualmente 100% es recaudado por el nivel central. 
Con ese incentivo es evidente que los municipios tendrían el derecho 
de recaudar esos ingresos. Lo sensato sería que se permita comple- 
mentar esta norma nacional con leyes municipales que posibiliten 


RECOMENDACIONES 193 





adicionalmente ofrecer incentivos sobre ese 10, 20 6 30% recaudable 
bajo el siguiente tenor: “las empresas que tributen localmente tendrán 
mayores facilidades de pago y/o la posibilidad de tributar menos 
por un tiempo predefinido”. Así se generaría cierta competitividad 
intermunicipal por atraer mayor cantidad de empresas, haciendo que 
los beneficios de las licitaciones no sean sólo en obras o, de acuerdo 
con lo analizado en la investigación, para escuetas oligarquías (los 
clanes mencionados), sino para el gobierno municipal en su con- 
junto. En suma, se incentivaría la “municipalización” empresarial 
(empresas locales). 


Dos: la posibilidad de contratar técnicos locales es igualmente un 
aspecto que puede ser orientado con incentivos tributarios: “aque- 
llas empresas que contraten al menos 30% de técnicos municipales, 
tendrán determinadas facilidades tributarias”. El propósito es im- 
pedir el total enajenamiento municipal. De este modo, profesionales 
locales podrían ir adquiriendo destrezas propias. En este caso, no 
hay duda que esta medida debe venir aparejada de formación de 
técnicos con esta orientación. La institución pública encargada de 
esta labor es la Escuela de Gestión Pública Plurinacional, que podría 
desarrollar cursos de capacitación y formación de profesionales 
en desarrollo económico local con orientación de servicios, desde 
consultorías para elaboración de perfiles de pre-inversión hasta la 
ejecución misma de obras. 


Tres: es de suma importancia lograr atraer a esas empresas para 
que lo ganado en servicios se emplee en actividades productivas. O, 
en caso de que esto sea difícil, es importante crear un fondo de in- 
centivos productivos a nivel municipal con los recursos que se vayan 
a Obtener por el pago de impuestos de estas empresas. Asimismo, 
en todo caso, es necesario que el gobierno municipal ofrezca incen- 
tivos claros para que las empresas tengan el aliciente de reinvertir 
localmente. Hoy por hoy, hay una clarísima “fuga de capitales”. Sin 
embargo, las oportunidades locales pueden ser muchas, lográndose 
concatenar la lógica de servicios dominante con lo que se ha deno- 
minado el “municipio productivo”. 
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1.3. Legislación municipal o la creación de leyes de incentivos 
empresariales 


En este punto se procura analizar un tercer aspecto relaciona- 
do con la investigación sobre el tema. Se trata de la posibilidad de 
aprovechar la principal facultad autonómica: la capacidad legisla- 
tiva, que facilite la legislación municipal acorde a las competencias 
económicas municipales (exclusivas, aunque tampoco se descartan 
las compartidas y concurrentes). 


Esta es una nueva facultad autonómica y, por ello, municipal. Lo 
que diferencia un régimen desconcentrado de un régimen descen- 
tralizado (autonómico) es efectivamente la posibilidad de legislar. La 
esencia hacia un nuevo modo de estado recae precisamente en esta 
capacidad. Si no funciona, el concepto de autonomía es solamente 
declarativo. 


Por ese motivo, resulta llamativo observar que hasta el presente 
los resultados son verdaderamente magros. De los 337 municipios, 
menos de 10% (28) han legislado en alguna competencia específica”. 
De esa legislación, 90% hace referencia a leyes de menor importancia 
(declaración de patrimonio municipal, cambios de nombre de calles, 
reafirmación enunciativa de leyes promulgadas por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, y otras). 


Las razones para que esto suceda en los municipios, tienen que 
ver con la carencia de varios factores. De infraestructura: no tienen 
oficinas propias y/o salas de reunión separadas del poder ejecuti- 
vo; de presupuesto: no tienen una partida propia para el concejo; de 
capacidades: no saben bien el rol que les toca jugar, desconocen el 
alcance de sus funciones y, sobre todo, no tienen claridad respecto 
a las competencias sobre las cuales tienen derecho a legislar —todo 
el montaje institucional referido a las competencias exclusivas, con- 
currentes y /o complejas, carecen aún de sentido—; de organización 
interna: carecen de reglamentos internos de debate, responden a los 





64 Los datos que siguen corresponden a la entrevista realizada con Sergio Villarroel, 
técnico de la Cooperación del Canadá. 
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mandatos de sus partidos (lo que les resta capacidad fiscalizadora), 
no tienen comisiones de trabajo, entre otras cosas”. 


Además, en este particular tema se debe ligar la capacidad legisla- 
tiva con la existencia de competencias propias. Esta es otra novedad 
en la historia de la descentralización. Se han demarcado competen- 
cias específicas para el nivel municipal que no terminan de ser claras. 
Se observan los siguientes problemas: 


- Ambigúedad competencial de la CPE, que no es aclarada por 
la Ley Marco de Autonomías. 


- Contradicción entre las competencias asignadas por la Ley 
Marco respecto a las competencias que empiezan a distribuir- 
se en las leyes sectoriales (de transporte, telecomunicaciones, 
vivienda, y otras). 


- Invasión de competencias del nivel central hacia las autono- 
mías. 


- Inexistencia de estudios sobre costeo competencial. 


En este contexto, se trata de visualizar la legislación y las competencias 
municipales (sobre las que se puede legislar o co-legislar). 


La capacidad legislativa ayudaría a fomentar el desarrollo eco- 
nómico local, precisando qué es lo que se requiere hacer en los 
municipios, quién lo debe hacer, cómo lo debe hacer y qué costos 
estarían en juego. De ese modo, se debe: 


Uno: clarificar las competencias municipales exclusivas, compar- 
tidas y concurrentes relacionadas con la posibilidad de incentivar el 
desarrollo económico local, sobre las cuales se procede a legislar. Las 
leyes municipales deben adecuarse a las competencias existentes, lo 
que significa que se debe tener plena claridad sobre éstas. Para ello, 
será de notable utilidad el rol que pueda jugar el Servicio Estatal de 
Autonomías. Su labor podría estar enmarcada en: 





65 Información dada para el caso de los asambleístas departamentales, en entrevista 
con Alfonso Ferrufino, subdirector de IDEA Internacional. La situación a nivel 
municipal, con seguridad, es similar. 
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Elaborar modelos de legislación para temas económicos loca- 
les, de formación de profesionales en el área, de creación de 
mecanismos municipales de fomento crediticio, etc. 


Clarificar el alcance competencial municipal en aspectos rela- 
cionados con el desarrollo económico local, como ser la Ley de 
Organizaciones Económicas Campesinas, la Ley de Regulari- 
zación de la Propiedad o la Ley de la Revolución Productiva. 


Jerarquizar las competencias. No todas tienen el mismo peso, 
no todas pueden ser practicadas simultáneamente, no todas 
atienden los problemas de las poblaciones más vulnerables. Por 
tanto, hay que dar prioridad a las competencias económicas 
municipales. 


Definir los costos competenciales. Esta tarea permitiría saber 
qué esfuerzo fiscal se requiere en la aplicación de las compe- 
tencias económicas mencionadas. 


Aclarar las posibles relaciones económicas intergubernamen- 
tales, sabiendo qué le toca hacer a cada nivel, hasta dónde 
llega la competencia y, sobre todo, en qué se debe coordinar y 
qué montos deben coparticiparse en las diversas licitaciones 
existentes. 


Dos: establecer los alcances legislativos en aspectos fundamentales 
(ya mencionados) que propicien leyes municipales que permitan: 


Incentivar a las empresas con reducciones tributarias si em- 
plean a personal local. 


Distribuir obligatoriamente al menos un tercio de los recursos 
públicos municipales a aspectos de promoción económica (no 
sólo productiva, sino de servicios). 


Crear fondos crediticios, fondos concurrentes o diversos tipos 
de mecanismos de subsidios empresariales (hospitales de em- 
presas, incubadoras de empresas, y otros). 


Crear empresas públicas municipales juntamente con capitales 
privados en áreas específicas. 
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3/8 La condición económico-fiscal 


En el caso de la condición económico-fiscal, la bonanza económica 
internacional ha supuesto una masiva entrada de dinero a la econo- 
mía boliviana, derivada, en especial, de la inmensa riqueza gasífera 
nacional. Precisamente, por efecto del modelo fiscal boliviano de 
coparticipación, 20% de los ingresos provenientes de esa bonanza 
son transferidos a los municipios. De ese modo, se tiene el siguiente 
diagnóstico fiscal. 














Cuadro 49 
Recursos públicos transferidos a los gobiernos autonómicos 
2005-2011 
(En millones de dólares) 
2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 

Gobernaciones 216,4 | 299,6 | 3574 | 387,2 | 315,2 | 4065 569,4 
Municipios 140,5 | 274,1 3518 | 4399 | 3714 | 59358 991,0 
Total 356,9 | 573,6 | 709,2 | 827,1 | 686,5 | 9998 | 1.560,44 





























Fuente: Banco Central de Bolivia. 


Como se observa, el incremento de recursos fiscales ha sido gi- 
gantesco. Ha tenido un incremento de 356,9 a 1.560,4 millones de 
dólares, lo que representa un incremento de casi 500%. Dentro de 
ese promedio, que incluye tanto gobernaciones como municipios, el 
incremento municipal ha sido mucho más voluminoso, de 140.5 a 991 
millones de dólares, vale decir, hay casi siete veces más dinero en las 
cuentas municipales en 2011 del que había en 2005. En el caso com- 
parativo de las gobernaciones, éstas sólo han subido de 216,4 a 569,4 
millones de dólares, representando un incremento de poco más de 
100%. No es poco, pero, efectivamente, no tiene la misma dimensión 
cuantitativa de lo ocurrido a nivel municipal. Y el problema surge 
justo acá: una cantidad tan grande de recursos dificulta su ejecución. 
Lo que se observa es lo siguiente: 
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Cuadro 50 
Ejecución de recursos municipales 
2008-2011 
2008 2009 2010 2011 
Ejecución 60,9 69,8 sd. 53,1 




















Fuente: Elaboración propia en base a Banco Mundial (2012). 


No hay duda: la ejecución es baja. Sin embargo, aunque porcen- 
tualmente es menor la ejecución de 2011 en comparación a 2009, no 
lo es en términos absolutos. En 2009 se ejecutaron 296,7 millones de 
dólares, mientras que en 2011 la cifra llega a casi 500 millones de 
dólares. Eso pone en evidencia que el problema se torna más agudo 
dada la bonanza económica que, además, parece ir en ascenso. El ín- 
dice de crecimiento de los ingresos municipales es de 16,7% por año, 
según datos del Ministerio de Desarrollo Económico, lo que significa 
que en sólo seis años la cantidad de transferencias fiscales hacia los 
municipios ascendería a casi 2.000 millones de dólares. Ello sin dejar 
de tomar en cuenta que los municipios reciben fondos adicionales de 
fondos de co-financiamiento interno: el Fondo Nacional de Inversión 
Productiva y Social (FPS), el Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
(ENDR) y el Programa de Apoyo a la Seguridad Alimentaria (PASA). 
Cerca de 50% de los recursos que llegan a los municipios proviene 
de esta fuente (Banco Mundial 2012: 33). Cabe agregar a este caudal 
de recursos, los casi 80 millones de dólares anuales que maneja el 
Programa Bolivia Cambia y Evo Cumple. Desde 2007, 531 millones 
de dólares de esta fuente han fluido hacia arcas municipales. Tam- 
bién se debe tomar en cuenta que los recursos de la gobernación se 
invierten en los municipios a razón de más o menos 350 millones de 
dólares por año. 


La conclusión es simple: al menos 1.500 millones de dólares ate- 
rrizan en los municipios de forma anual. Tantos recursos imponen 
desafíos a la gestión pública, en 4 áreas: la planificación; la elaboración 
del presupuesto; la pre-inversión; y la contratación. 
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2.1. La planificación 


La planificación devela diversos problemas. En este sentido, en 
este punto se procura analizar un primer aspecto relacionado con 
la investigación sobre el tema: la posibilidad de planificar no sólo 
aspectos instrumentales —si se hace o no algo—, sino la orientación 
que debe tener el municipio en relación al desarrollo económico. 


En este tema se observaron cuatro problemas: 


- La planificación municipal quedó desligada de la progra- 
mación operativa anual: los planes de desarrollo municipal 
(PDM) tuvieron, de acuerdo a una investigación realizada por 
el Viceministerio de Planificación Estratégica y Participación 
Popular del año 2000, no más de 30% de correspondencia con 
los programas de operación anual (POA). El largo plazo, por 
tanto, tiene poco que ver con el corto plazo. 


— La planificación municipal desligada de la planificación sec- 
torial: los sectores planifican al margen de los municipios; y 
cuando coordinan, de todos modos los sectores preservan sus 
planes sectoriales con enfoque municipal. Vale decir, hay un pa- 
ralelismo entre los planes sectoriales y los planes municipales. 


- La planificación participativa, escasamente estratégica: se 
ha preservado una lógica de participación desvinculada de 
las obras estratégicas que requiere el municipio. Lo que se 
observa es una fragmentación de obras como resultado de 
la proliferación de demandas comunitarias. Lo participativo 
ha sido negativo para agregar la inversión pública en torno a 
Obras mayores. Dos tercios de la inversión pública municipal 
corresponden a obras pequeñas (Thevoz y Velasco 1998). 


— La planificación municipal desligada de la planificación nacio- 
nal: los planes de desarrollo nacional no tienen necesariamente 
vinculación con los planes municipales. Ambos han sido elabo- 
rados en función a exigencias locales, pero no por un objetivo 
de lograr inversiones concurrentes, coordinación en la puesta 
en marcha de determinadas competencias o establecimiento 
de metas comunes. El plan termina divorciado de resultados 
concretos a buscarse y lograrse. 
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En este contexto, se trata de visualizar la planificación. 
Se establecen las siguientes recomendaciones para el área política: 


Uno: la planificación municipal participativa no puede quedar 
desligada de los actores económicos. Hasta el presente la lógica 
participativa ha seguido una orientación territorial —sólo los acto- 
res territoriales han participado—, pero no económica. Asimismo, 
los sectores deben tener una incidencia mayor en la planificación; 
y cuando se habla de actores, se hace referencia a los ministerios de 
Turismo o Desarrollo Rural. De ese modo, la recomendación es que 
se conformen, en concordancia con la Ley de Autonomías, comités 
sectoriales económicos autonómicos que sirvan como plataformas de 
encuentro entre empresarios y el nivel autonómico. Esto es parte de 
lo que se denominan relaciones intergubernamentales (RIC) y que 
están contempladas en la Ley de Autonomías y en el Plan Estratégico 
Institucional del Ministerio de Autonomías (2010: 65). 


Dos: la planificación ha tenido una tónica más formal /legal que 
propiamente práctica. Los planes no sirven para planificar; sirven 
para cumplir las exigencias administrativas del Ministerio de Desa- 
rrollo Económico. De este modo, lo que se requiere es un marco de 
resultados de no más de tres a cuatro páginas con metas específicas 
a cumplir, entre las que se podría tener las siguientes: 


- Conformación de un número dado de nuevas empresas pro- 
ductivas en ramos económicos de la jurisdicción territorial. 


- Contratación de al menos 20% de empresas locales en licitacio- 
nes públicas del SICOES. 


- Contratación de empresas no locales, pero que contraten (y 
previamente formen) al menos 30% de personal profesional 
local. 


- Incrementos de 5% anual en la inversión pública económica 
(en promoción económica). 


- Realización de al menos 2 ferias a la inversa por año, con por 
lo menos 10% del presupuesto municipal destinado a este fin. 
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2.2. La elaboración del presupuesto 


La elaboración del presupuesto también presenta dificultades. Es 
en este sentido que en este punto se procura analizar un segundo 
aspecto relacionado con la investigación sobre el tema: los recursos 
no consignados en la Ley del Presupuesto. 


Los problemas más usuales son: 


- La centralización en la elaboración del presupuesto: lo ob- 
servado pone en evidencia que las normas presupuestarias 
impiden que se presupueste de forma autónoma en los go- 
biernos municipales. El Decreto Supremo 29881 de 2009, la Ley 
del Presupuesto 2012 y demás reglamentaciones imponen la 
obligación de modificar el presupuesto municipal con ley de la 
república, decreto nacional o resolución suprema. Todos estos 
mecanismos, además de burocratizar el proceso de presupues- 
tación, lo centralizan, demorando la ejecución. 


- Techos presupuestarios mal calculados: en los últimos cinco 
años los techos presupuestarios han sido calculados en base a 
cifras modestas, menores a lo que finalmente reciben los mu- 
nicipios. La necesidad de reprogramar el presupuesto con los 
ingresos adicionales dificulta una mejor ejecución. Hasta que se 
reformula el POA y se inscriben los proyectos, han transcurrido 
4/5 partes del año. 


-— Inversiones concurrentes: los presupuestos municipales no 
han tenido la oportunidad de elaborar su presupuesto en base 
a transferencias fiscales departamentales, concurrencia con 
los fondos de desarrollo o complementariedad con recursos 
de cooperantes. Son recursos que llegan con cuentagotas, sin 
previsión clara, de modo disperso y selectivo (no hay inversión 
de las gobernaciones con municipios opositores). 


En este contexto, se visualiza los presupuestos. 
En función precisamente a la centralización de los recursos 


fiscales, los techos presupuestarios mal asignados y la necesidad 
de promover una inversión concurrente, es que se recomienda la 
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creación de un fondo que cumpla lo dispuesto por la Ley Marco 
de Autonomías (en su Artículo 164), que funcione con los recursos 
adicionales a lo establecido por la Ley del Presupuesto. Vale decir, 
todos los recursos “extra” que se consigan no deben ser distribuidos 
de acuerdo al modelo fiscal de regalías e IDH contemplado en la 
Ley de Hidrocarburos de 2005. No se puede seguir distribuyendo 
de forma tan inequitativa (un tarijeño recibe 29 veces más que un 
cochabambino). Por tanto, los recursos deberían ser entregados a 
este fondo especializado en promover el desarrollo económico, con 
actividades como: 


Uno: formar técnicos especializados en desarrollo económico 
bajo la coordinación de la Escuela de Gestión Pública Plurinacional 
(EGPP). 


Dos: otorgar créditos con tasa de interés menor a la de la banca 
formal a empresarios locales. 


Tres: generar competencia por recursos entre empresas de distintos 
municipios, sobre convocatorias específicas, como ser la construcción 
de un coliseo, estadio u hospital de particular relevancia. 


Cuatro: poner un capital semilla para determinadas actividades 
productivas, sobre el que diversos niveles autonómicos pongan sus 
contrapartes (inversión concurrente). 


2.3. La pre-inversión 


La pre-inversión también presenta problemas, y en este sentido 
en este punto se procura analizar un tercer aspecto relacionado con 
la investigación en este tema: todo está dispuesto para que ganen 
inclusive consultoras no locales, aquellas que hacen diseños de 
pre-inversión). Los problemas son los siguientes (Banco Mundial 
2012: 49-50): 


— No existe capacidad técnica municipal para presentar perfiles 
de proyecto terminados y de buena calidad. Esto sucede espe- 
cialmente en los municipios rurales más pequeños. 
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— El nivel nacional empieza a emprender esfuerzos loables por 
tener algunos elementos para mejorar la pre-inversión (se en- 
cuentra elaborando un Reglamento Básico de Pre-inversión, 
modelos de perfiles mínimos para proyectos relativamente 
homogéneos, metodologías para la preparación y evaluación 
de proyectos y /o metodologías para la elaboración de términos 
de referencia para proyectos). Sin embargo, como se vio, éstos 
todavía no han sido socializados en los municipios (Entrevista 
a gerente de una asociación de municipios). 


— No hay reglas que estandaricen la calidad de la pre-inversión. 
Los diversos programas tienen diversas exigencias. Así, desde 
el Programa Evo Cumple, que casi no presenta exigencias, 
permitiendo que baje la calidad de la pre-inversión, hasta 
los requisitos de los financiadores internacionales que exigen 
cumplimiento pleno a sus normas (que luego deben compati- 
bilizarse con las normas nacionales). 


En este contexto, se visualiza la pre-inversión. 


Lo que se ha observado en la investigación permite recomendar 
lo siguiente: 


Uno: que las consultoras locales tengan la posibilidad de ade- 
cuar modelos de proyectos relativamente comunes (por ejemplo, de 
electrificación) a su propia realidad, ganando las licitaciones para la 
fase de pre-inversión. O, en su defecto, se debe condicionar, por ley 
municipal, que las empresas que ganen la convocatoria para llevar 
adelante estas labores, deben contratar personal local (o, al menos 
formarlo). Se priorizará a las empresas que presenten propuestas que 
incluyan estos requerimientos de fomento local. 


Dos: se debe contar con formatos estándar de proyectos de 
“obras de cemento”, que eviten que se hagan morosas licitaciones 
para ganar proyectos de fácil adecuación. Es decir, se puede evitar 
tener convocatorias de este tipo, que no sólo retardan la ejecución 
de proyectos, sino que dan pie a que se establezcan los acuerdos 
informales a los que se hacía referencia anteriormente. Mejor trabajar 
con personal local eventual para la adecuación de estos formatos 
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generales o impulsar programas como Jóvenes Contra la Pobreza, 
cuyos egresados de diversas carreras universitarias lleven adelante 
estas tareas. 


2.4. La contratación 


Finalmente: la contratación, que presenta algunas dificultades. 
En este punto se procura analizar un último aspecto relacionado 
con la investigación sobre el tema: todo está dispuesto para que las 
contrataciones favorezcan empresas no locales. 


Los problemas son los siguientes: 


— La normatividad para la contratación no es única. Los mu- 
nicipios licitan de acuerdo al Decreto 081, que puede hacer 
demorar la contratación hasta seis meses, y el gobierno central, 
a través de la Unidad de Proyectos Especiales (UPRE), depen- 
diente del Ministerio de la Presidencia, licita a través de los 
Decretos Supremos 913, 932 y 981, logrando licitar en máximo 
un mes. 


— No hay un registro oficial de contratistas, precios únicos ni 
“reglamentos modelo” de contratación. Y el asunto empeora 
por los experimentos que realiza el gobierno. Hoy se encuentra 
modificando el uso del Sistema Integrado de Gestión y Moder- 
nización Administrativa (SIGMA) por el Sistema Integrado de 
Gestión Pública (SIGEP), un sistema de contratación diferente. 


— Faltan reglamentos internos actualizados de contratación. Y 
los que hay, no son conocidos por los entes deliberantes, el 
concejo municipal, que debe aprobar todas las contrataciones. 
Requisito que dilata el proceso de contratación. 


En este contexto, se visualiza la contratación. 


La investigación se ha concentrado básicamente en este punto. Es 
de suma importancia establecer las siguientes políticas: 


Uno: las contrataciones deben hacerse con la guía de la norma- 
tiva nacional (techos variables más que techos fijos), pero con la 
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posibilidad de adecuar esta exigencia nacional a la realidad local. Por 
ello la banda de precios debe ser la regla. Más que decir, como dice 
el Decreto 181 que “de 20 mil bolivianos hasta 1 millón es invitación 
directa”, se debería plantear que los propios gobiernos municipales 
decidan con un techo máximo de 100.000 bolivianos cómo realizar 
sus invitaciones directas. Inclusive sería de mayor utilidad que se lo 
haga de forma porcentual en cada presupuesto: “cómo máximo 10% 
del presupuesto municipal podrá ser sujeto a invitación directa”. De 
ese modo, el monto de 20.000, absolutamente arbitrario, adquiriría 
una mayor flexibilidad. 


Dos: las contrataciones directas pueden ser con montos mayores, 
pero sobre todo si las empresas son locales, los montos no deberían 
contar o la banda podría subir hasta los 200.000 bolivianos. Hasta este 
monto, si es una empresa municipal, y hasta 100.000 si no lo es. Ello 
daría pie a que las empresas se municipalicen. De la nacionalización 
empresarial pasaríamos a una municipalización empresarial. 


Tres: que se den exenciones a las empresas que contraten personal 
municipal, tengan oficinas locales o reinviertan en el municipio. Ellas 
serán sujetas a un trato preferencial en las licitaciones. 


Cuatro: se estandarizarán las normas de contratación en con- 
cordancia con la normativa más ágil —que es precisamente la del 
Programa Bolivia Cambia Evo Cumple, que recorta los tiempos a 
sólo 15 ó 20 días frente a los 3 a 4 meses que supone la contratación 
formal actual—. El propósito es evitar largos y prolongados procesos 
de contratación que siempre terminan por involucrar mayor cantidad 
de “actores de veto”, haciendo menos expedita y transparente esta 
dinámica legal. 


3.  Lacondición política 


Finalmente, en el caso de la condición política, se ha podido 
observar un proceso de re-centralización autonómica. Las normas 
sectoriales aprobadas, que repercuten sobre el escenario descen- 
tralizado autonómico, ponen en evidencia este sesgo. Todas ellas 
han re-centralizado las funciones que corresponden a las entidades 
territoriales autonómicas. 
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La Ley de Juegos de Lotería y Azar No. 060 (crea impuestos que 
son manejados por una Autoridad de Juegos del nivel central). 


La Ley de la Educación No. 070 (que elimina los Servicios 
Educativos Departamentales). 


La Ley de la Revolución Productiva y Comunitaria No. 144 
(que crea un Seguro Agrícola contra Riesgos, con recursos 
autonómicos, sin haberlo consultado). 


La Ley de Clasificación de Impuestos No. 154 (que elimina cual- 
quier posibilidad de coparticipar autonómicamente impuestos 
nacionales). 


La Ley General del Transporte No. 165 (por la cual el gobierno 
central delega la responsabilidad de incrementar costos de 
transporte a las entidades autonómicas). 


El Decreto de Agencia Estatal de Vivienda No. 0986 (que 
crea una Autoridad Nacional de Vivienda que les quita a las 
autonomías el derecho a financiar la vivienda en sus propias 
jurisdicciones). 


La Ley del Presupuesto 2012 (que obliga a modificar los presu- 
puestos autonómicos con autorización de ley de la Asamblea 
Legislativa Plurinacional). 


De ese modo, resaltan notoriamente los siguientes problemas: la 
centralización del proceso autonómico (en especial respecto a las leyes); 
la falta de instancias de coordinación política; y la falta de regulación del 
proceso autonómico (municipal). 


3.1. 


La centralización del proceso municipal 


En este punto se procura analizar un primer aspecto relacionado 
con la investigación en este tema: el gobierno central tiene el control 
casi total de la normativa referida a las licitaciones públicas munici- 
pales. La centralización del proceso municipal, así, conlleva: 


— La elaboración de un conjunto de leyes que vienen restando 


poder a los municipios (lo que ya se detalló líneas arriba). Ello 
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da protagonismo político al Poder Ejecutivo y a la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, y no así a los gobiernos autonómicos. 


— La preservación de todo el montaje institucional pre-autonó- 
mico en una coyuntura autonómica. Todos los mecanismos 
previos, como el Sistema de Planificación (SISPLAN) o el Sis- 
tema de Inversión Pública (el SNIP), permanecen intactos. Ello 
da protagonismo al Ministerio de Economía y Finanzas, en el 
que un funcionario de rango menor tiene igual o más poder 
que un alcalde elegido democráticamente. 


— La institucionalidad tradicional centralista: no hay una ade- 
cuada descentralización de la Contraloría, de la Fiscalía, del 
Órgano Electoral, del Tribunal Constitucional y demás orga- 
nizaciones estatales. 


En este contexto, se visualiza la centralización. 


La investigación ha revisado precisamente esta centralización o, 
dicho de otro modo, la injerencia de factores externos al municipio 
sobre la marcha municipal. Se han visualizado factores económicos, 
fiscales y políticos, comprobando que el municipio es una variable 
dependiente afectada notoriamente por estas variables externas. 
Sin embargo, esta influencia no debe ser necesariamente negativa. 
El centralismo presente puede revertirse. Téngase en cuenta que un 
proceso descentralizador no supone el asentamiento de un modelo 
policéntrico por el hecho de que existan diversos gobiernos subna- 
cionales. En realidad, lo que existe es un único centro regulador con 
múltiples engranajes que conforman un único sistema autonómico. El 
modelo autonómico no supone un conjunto de partículas separadas 
entre sí por el hecho de ser autonómicas, sino la presencia de un cen- 
tro estratégico conviviendo con gobiernos subnacionales. Teniendo 
esta consideración en mente, es preciso recomendar que: 


Uno: el gobierno central active el Fondo Solidario y Productivo 
contemplado en la Ley Marco de Autonomías. Este fondo destinará 
recursos a los gobiernos autonómicos que presenten propuestas 
(productivas) creativas. No hay límites precisos al diseño de este 
fondo y a su posible funcionamiento, lo que facilita la redacción 
de “términos de referencia” ajustados a la necesidad de promover 
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empresas locales. Otorgar recursos de este fondo a aquellas auto- 
nomías que se esfuercen por promover la emergencia de nuevas 
élites empresariales de raigambre local o empeñadas en fomentar 
la tecnificación local. 


Dos: el gobierno central tenga en cuenta que hay casi 4.000 mi- 
llones de dólares autonómicos estancados. Se encuentran en las 
propias arcas autonómicas sin poderse ejecutar. Frente a ello, las 
acusaciones de ineficiencia de parte del gobierno central no se han 
hecho esperar: “Evo muestra mucha eficiencia al entregar obras con 
el Evo Cumple, algo que no sucede con los propios municipios. Es 
mejor que los gobiernos autonómicos le den su plata al Presidente 
para que haga lo que ellos no pueden” (García Linera 2012). Y es eso 
lo que precisamente hacen algunos alcaldes, inclusive de oposición: 


Prefiero darle mi plata al presidente para el Programa Mi Agua y que 
él me la gaste. Si hago yo las mismas obras con mis recursos, puedo 
estar cuatro a seis meses luchando para que se inicien obras y hasta 
eso mi presupuesto se queda casi sin ejecución (Oscar Montes, alcalde 
de Tarija, 9-1-2013). 


Por tanto, si es eso lo que viene sucediendo, entonces lo sensato 
sería que el gobierno llevara adelante el Programa Evo Cumple 
con las siguientes características: que los montos sean otorgados 
a empresas locales; que las invitaciones se hagan a empresas que 
contratan personal local; que parte de los recursos sean dirigidos a 
la formación de empresas y a capacitación de su personal (en alian- 
za con la EGPP); que se establezca una jerarquía meritocrática de 
empresas: aquellas que han terminado sus contratos en el tiempo 
establecido, frente a otras que han cobrado un adelanto y no han 
ejecutado nada; que se tenga un registro legal de empresas (de todas 
ellas) en coordinación con Fundempresa (teniendo en cuenta que un 
porcentaje alto de ellas no tienen plena legalidad); que se definan 
montos impositivos menores para nuevas empresas que cumplan 
determinados requisitos. En suma, este tipo de programas, más que 
constituirse en anzuelo electorales pueden llegar a cumplir un pa- 
pel de propulsión de nuevas élites empresariales. "Tener el objetivo 
político presente, pero en combinación con el objetivo económico. 
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3.2. Falta de instancias de coordinación y regulación política 


En este punto se procura analizar un segundo aspecto relacionado 
con la investigación en el tema: el gobierno central no ha permitido 
la creación de instancias de coordinación entre niveles, ni regula “la 
marcha eficiente del proceso”. Ello conlleva: 


- La inexistencia de instancias de coordinación. En un ambiente 
autonómico, la implementación de cualquier competencia su- 
pone la necesidad de establecer mecanismos de concertación. 
Lo que más requiere un adecuado proceso autonómico es el 
establecimiento de instituciones de coordinación interguber- 
namental. Hasta el presente no se han creado instancias de 
este tipo. La más preocupante es la no creación del Consejo 
Nacional de Autonomías, que debió constituirse en la instancia 
estratégica del proceso, definiendo las prioridades de la diná- 
mica autonómica. Lo que termina por permitir cualquier tipo 
de invasión competencial entre niveles. 


— La falta de interés del gobierno central por el proceso autonó- 
mico. Lo cierto es que la concentración del gobierno está en 
el gerenciamiento de las empresas públicas nacionales. Si de 
2006 a 2009 el promedio de las inversiones nacionales fue de 
casi 60% de toda la inversión pública nacional, de 2010 a 2012 
éste se redujo a aproximadamente 44% (Banco Mundial 2012). 
Esta disminución deja en claro que la inversión fue destinada 
al fortalecimiento de las empresas públicas. Hasta el presente 
éstas ya habrían recibido 5. 600.000 de dólares”. 


Ambos aspectos delatan la ausencia de un referente de la 
descentralización. En otras coyunturas, los referentes descentrali- 
zadores fueron, entre los principales, el Ministerio de Autonomías 
y, previamente, el Viceministerio de Participación Popular; también 
la Federación de Asociaciones Municipales (FAM) y las oficinas de 
fortalecimiento municipal y comunitario de las prefecturas. Hoy la 
situación es menos favorable: el Ministerio juega un papel menor 





66 Datos extraídos de la entrevista con José Luis Parada, Secretario de Hacienda de 
la Gobernación de Santa Cruz. 
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(Ayo 2012), la FAM está muy desprestigiada y las unidades mencio- 
nadas ya no existen (en el marco autonómico, no es bien visto que las 
autonomías departamentales ayuden a las autonomías municipales). 
Por ende, se debe: 


Uno: Conformar el Consejo Nacional de Autonomías, estable- 
ciendo un plan específico que incluya elementos de desarrollo 
económico local, promoción de empresas, realización de ferias a 
la inversa, ejecución de diálogos productivos, capacitación en el 
desarrollo de economías no transables (como las hemos denomi- 
nado acá). 


Dos: Fomentar la conformación de los Consejos Económicos Me- 
tropolitanos. 


Tres: Posibilitar que el Servicio Estatal de Autonomías (SEA) de- 
fina con claridad las competencias económicas. 


Cuatro: Coadyuvar a la conformación y funcionamiento de con- 
sejos sectoriales económicos autonómicos. 
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Entrevistas y exposiciones comentadas 


1. 


a) 


Entrevistas 


Las entrevistas que se citan a continuación fueron realizadas 
entre junio de 2012 y enero de 2013 y también corresponden 
al archivo de entrevistas municipales realizadas por Diego 
Ayo desde el año 20027. 

Ex alcaldes municipales de Quillacollo 

Ex presidente del Concejo Municipal de Quillacollo 

Ex concejal municipal de Quillacollo 

Ex concejalas municipales de Quillacollo 


Ex administrador de una dependencia del Gobierno Municipal 
de Quillacollo 


Ex funcionario del Gobierno Municipal de Quillacollo 
Dirigente del Transporte de Quillacollo 

Ex alcalde municipal de La Guardia 

Oficiales mayores del Gobierno Municipal de La Guardia 
Asesor del alcalde municipal de La Guardia 


Funcionarios del área de planificación del Gobierno Municipal 
de La Guardia 


Funcionario del área de desarrollo humano del Gobierno Mu- 
nicipal de La Guardia 


Técnico consultor de planificación territorial del Gobierno 
Municipal de La Guardia 


Gerente de una asociación de municipios 


Funcionario de la cooperación internacional 





67 


En esta lista se mantienen en reserva, en los casos que corresponde, los nombres 
de las personas entrevistadas por la cualidad de la información recopilada. 
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Funcionario de la Unidad de Proyectos Especiales (UPRE) 
vinculado al Programa Evo Cumple 


Técnico que trabajó en la construcción de un Coliseo financiado 
por el FPS 


Técnico que trabajó en un proyecto del Programa Evo Cumple 
Representante de empresa constructora de Chuquisaca 


Representante de empresa comercializadora de maquinaria 
para construcción de Santa Cruz 


Representante de empresa de La Paz 

Representante de empresa de Cochabamba 

Ingeniero de empresa constructora de La Paz 

Gerente General de empresa constructora de Cochabamba 
Gerente General de empresa constructora de Santa Cruz 
Propietario de empresa de metalmecánica de Cochabamba 


Representante de empresa que provee materiales eléctricos de 
Cochabamba 


Representante de empresa que importa y comercializa bombas 
de agua y accesorios 


Rodrigo Puerta, Director de Autonomías del Ministerio de 
Autonomías 


Rafael López, Director de Gobernabilidad del Ministerio de 
Autonomías 


Óscar Montes, Alcalde Municipal de Tarija 

Iván Arias, experto municipalista en desarrollo económico 
Donald Mercado, especialista en desarrollo económico local 
Rafael Velázquez, experto en el ámbito fiscal financiero 
Raúl Maydana, experto municipalista 


Ramiro Zuazo, ex Gerente de la Asociación de Municipios de 
Cochabamba 
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- Fernando Prado, experto en metropolización, Director de 
CEDURE (Centro de Estudios para el Desarrollo Urbano y 
Regional) 


— Flavia Jiménez, experta en Ferias a la Inversa 


- Juan Carlos Munguía, Director del Fondo Nacional de Inver- 
sión Productiva y Social (FPS) 


— Sergio Villarroel, técnico de la Cooperación de Canadá 
— Alfonso Ferrufino, subdirector de IDEA Internacional 


— José Luis Parada, Secretario de Hacienda de la Gobernación de 
Santa Cruz 


-— Epifanio Martínez, experto en desarrollo rural 

— Adolfo Cueto, maestro rural 

- Vladimir Amelier, experto en autonomías 

- Freddy Alliendre, experto en Sistemas SAFCO a nivel munici- 
pal 

- Cecilia Pérez, experta de Moodies, Calificadora de Riesgos 

b) Entrevistas con levantamiento de información confidencial, 

realizadas en 2012 y 2013*: 

— Entrevistas en Quillacollo. Entrevistador: Diego Gonzales Rioja. 

— Entrevistas en La Guardia. Entrevistadora: Fabiana Chirino. 


— Entrevistas en Viacha. Entrevistadora: Loyola Luna Camacho. 
2. Exposiciones comentadas 


Además, fueron parte de la muestra personas que participaron en 
lo que hemos denominado “exposiciones comentadas”. El coordina- 
dor de la investigación, Diego Ayo, hizo cinco presentaciones, entre 
mayo de 2012 y febrero de 2013, recibiendo comentarios relevantes 





68 Ver el Capítulo I y la correspondiente Nota 4. Se trata de entrevistas que no 
consignan entrevistados, por la cualidad reservada de la información. 


230 


MUNICIPALISMO DE BASE ESTRECHA 





para la investigación. Por eso se procedió a anotar los nombres de 
cinco comentaristas críticos: 


MN $P.p»Nnp 


Iván Andrade, empresario de madera 

Wilson Ayaviri, empresario de embotelladora 
Claudia Mukled, empresaria constructora 
Marcelo Renjel, experto municipalista 


Germán Huanca, experto en Compro Boliviano 
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